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Dec. núm. 52-26 que aprueba el Reglamento de Aplicación de la Ley núm. 47-25, de 

Contrataciones Públicas. G. O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 52-26 

 

 

CONSIDERANDO PRIMERO: Que la Ley núm. 47-25, de Contrataciones Públicas 

constituye un nuevo marco normativo integral que redefine la organización, funcionamiento 

y principios del Sistema Nacional de Contrataciones Públicas, actualizando y ampliando el 

alcance de la regulación contenida previamente en la Ley núm. 340-06 y sus modificaciones; 

por lo cual resulta imperativo dotarla de un Reglamento de Aplicación acorde con su 

estructura, principios y objetivos. 

 

CONSIDERANDO SEGUNDO: Que el Reglamento de Aplicación anterior, aprobado 

mediante el Decreto núm. 416-23, si bien representó un avance en la estandarización y 

fortalecimiento de los procesos de compras y contrataciones públicas, fue diseñado para 

complementar la Ley núm. 340-06 y sus modificaciones, por lo que ha quedado desplazado 

ante la promulgación de la Ley núm. 47-25, siendo necesaria la emisión de un nuevo marco 

reglamentario que garantice coherencia sistemática, armonización normativa y plena eficacia 

del nuevo régimen legal. 

 

CONSIDERANDO TERCERO: Que la Ley núm. 47-25, incorpora innovaciones 

sustanciales, como el fortalecimiento de la rectoría de la Dirección General de Contrataciones 

Públicas, la modernización de las modalidades y procedimientos de selección y la 

consolidación de la contratación pública como herramienta estratégica de política pública, 

con énfasis en la sostenibilidad, la inclusión productiva, la innovación y el desarrollo 

territorial; cambios que requieren un desarrollo reglamentario claro, actualizado y operativo. 

 

CONSIDERANDO CUARTO: Que la Ley núm. 47-25, reconoce la contratación pública 

como una herramienta estratégica de política pública, orientada a promover la sostenibilidad 

ambiental y social, la inclusión productiva, la innovación y el desarrollo territorial; por lo que 

el presente reglamento debe reflejar y operativizar este enfoque transversal, asegurando que 

los procedimientos de selección contribuyan efectivamente a dichos objetivos. 

 

CONSIDERANDO QUINTO: Que la correcta implementación del nuevo sistema exige 

precisar y ampliar conceptos, procedimientos y responsabilidades previstos de forma general 

en la ley, así como ordenar los aspectos técnicos y operativos relativos a las etapas 

precontractual, contractual y postcontractual. 

 

 



- 6 - 

 

CONSIDERANDO SEXTO: Que la Ley núm. 47-25, responde a estándares de 

transparencia, integridad, eficiencia y sostenibilidad en la contratación pública; por tanto, su 

reglamentación debe asegurar que el sistema nacional mantenga coherencia con la Estrategia 

Nacional de Desarrollo, los compromisos internacionales del Estado dominicano y los 

principios constitucionales de la Administración Pública, tales como legalidad, objetividad, 

eficacia, igualdad, publicidad y rendición de cuentas. 

 

CONSIDERANDO SÉPTIMO: Que el nuevo diseño institucional demanda reforzar los 

mecanismos de control interno, control social, supervisión, integridad y cumplimiento 

normativo, incorporando figuras como las Unidades de Cumplimiento Regulatorio, la gestión 

del riesgo y la participación ciudadana, las cuales requieren una regulación detallada que 

asegure su funcionamiento adecuado y homogéneo en todas las instituciones del Estado. 

 

CNSIDERANDO OCTAVO: Que la Ley núm. 47-25, redefine las responsabilidades y 

facultades de la Dirección General de Contrataciones Públicas, incluyendo la emisión de 

políticas, manuales, instructivos, guías normativas, criterios de adjudicación y documentos 

estandarizados, por lo que el reglamento debe establecer un marco procedimental y de 

articulación institucional que permita la ejecución eficaz de dichas atribuciones. 

 

CONSIDERANDO NOVENO: Que un reglamento de aplicación adecuado es 

imprescindible para garantizar la seguridad jurídica, evitar discrecionalidades, prevenir 

irregularidades graves, fortalecer la confianza de los actores del sistema y asegurar que la 

contratación pública se utilice como instrumento de desarrollo económico, social y territorial, 

conforme lo dispone la Ley núm. 47-25 y los principios que la inspiran. 

 

CONSIDERANDO DÉCIMO: Que corresponde al Poder Ejecutivo, de conformidad con la 

Constitución y con el mandato expreso del artículo 243 de la Ley núm. 47-25, dictar el 

presente reglamento. 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Ley núm. 200-04, del 28 de julio de 2004, General de Libre Acceso a la 

Información Pública. 

 

VISTA: La Ley núm. 423-06, del 17 de noviembre de 2006, Orgánica de Presupuesto para 

el Sector Público. 

 

VISTA: La Ley núm. 176-07, del 17 de julio de 2007, del Distrito Nacional y los municipios. 

 

VISTA: La Ley núm. 41-08, del 16 de enero de 2008, de Función Pública. 

 

VISTA: La Ley núm. 488-08, del 19 de diciembre de 2008, sobre Régimen Regulatorio para 

el Desarrollo y Competitividad de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MIPYMES). 

 

VISTA: La Ley núm. 1-12, del 25 de enero de 2012, que establece la Estrategia Nacional de 

Desarrollo 2030. 
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VISTA: La Ley núm. 247-12, del 9 de agosto de 2012, Orgánica de la Administración 

Pública, y sus modificaciones. 

 

VISTA: La Ley núm. 107-13, del 6 de agosto de 2013, sobre los Derechos de las Personas 

en su Relación con la Administración y de Procedimiento Administrativo. 

 

VISTA: La Ley núm. 187-17, que modifica los artículos 1, párrafo I, 2 y 22, y adiciona un 

artículo 2 bis a la Ley núm. 488-08, del 19 de diciembre de 2008, que establece el Régimen 

Regulatorio para el Desarrollo y Competitividad de las Micro, Pequeñas y Medianas 

Empresas (MIPYMES). 

 

VISTA: La Ley núm. 47-25, del 28 de julio de 2025, de Contrataciones Públicas. 

 

VISTO: El Decreto núm. 486-12, del 21 de agosto de 2012, que crea la Dirección General 

de Ética e Integridad Gubernamental (DIGEIG). 

 

VISTO: El Decreto núm. 164-13, del 10 de junio de 2013, que instruye a las instituciones 

públicas sujetas al ámbito de aplicación de la Ley núm. 340-06, para que las compras y 

contrataciones que deban efectuar a micro, pequeñas y medianas empresas sean 

exclusivamente de bienes y servicios de origen, manufactura o producción nacional, 

modificado por el Decreto núm. 31-22, del 27 de enero de 2022. 

 

VISTO: El Decreto núm. 188-14, del 4 de junio de 2014, que establece los principios y las 

normas generales que servirán de pautas a las Comisiones de Veeduría Ciudadana para 

observar, vigilar y monitorear los procesos de compras y contrataciones que realicen las 

instituciones donde fueron integradas. 

 

VISTO: El Decreto núm. 183-15, del 2 de junio de 2015, que establece el Reglamento que 

regula el Funcionamiento de las Comisiones de Veeduría Ciudadana. 

 

VISTO: El Decreto núm. 370-15, del 5 de noviembre de 2015, que crea la Iniciativa 

Presidencial para el Apoyo y la Promoción de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

VISTO: El Decreto núm. 15-17, del 8 de febrero de 2017, que establece, a título de 

instrucción presidencial, los procedimientos y controles que armonizan el cumplimiento de 

las normativas en materia de gasto público que se originan en las compras y contrataciones 

de bienes y servicios, obras y concesiones, incluyendo las financiadas mediante operaciones 

de crédito público. 

 

VISTO: El Decreto núm. 350-17, del 14 de septiembre de 2017, que establece, con carácter 

permanente, el Portal Transaccional del Sistema Informático para la Gestión de las Compras 

y Contrataciones del Estado dominicano, como herramienta tecnológica para la gestión de 

las contrataciones públicas de bienes, obras, servicios y concesiones. 

 

VISTO: El Decreto núm. 168-19, del 6 de mayo de 2019, que establece que las instituciones 

a cargo de programas destinados al alivio de la pobreza, la alimentación escolar y la 

alimentación de otros sectores de la población, deberán convocar procesos de compras 
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destinados a adquirir productos agropecuarios de origen nacional, provenientes directamente 

de los productores, sin intermediación, siempre que existan en cantidad y calidad adecuadas. 

 

VISTO: El Decreto núm. 36-21, del 21 de enero de 2021, que crea el Programa de 

Cumplimiento Regulatorio en las Contrataciones Públicas en la República Dominicana. 

 

VISTO: El Decreto núm. 426-21, del 7 de julio de 2021, mediante el cual se instituyen los 

Comités de Seguimiento de las Contrataciones Públicas como mecanismo para observar, 

vigilar y monitorear los procesos de contrataciones de aquellas instituciones y comunidades 

donde fueren integrados, los cuales se denominarán Sectoriales y Territoriales. 

 

VISTO: El Decreto núm. 31-22, del 27 de enero de 2022, que instruye a toda institución 

pública encargada de programas de alimentación humana, alivio de la pobreza o protección 

de mujeres, personas con discapacidad, envejecientes, niños, niñas y adolescentes, 

especialmente en áreas rurales deprimidas y en la zona fronteriza, para que los procesos de 

compras que realicen sean dirigidos a micro, pequeñas y medianas industrias, a fin de 

contribuir al desarrollo económico del país y a la generación de empleos; crea la Mesa 

Presidencial de Industrialización y deroga el Decreto núm. 86-20 y el literal b) del artículo 2 

del Decreto núm. 164-13. 

 

VISTO: El Decreto núm. 416-23, del 14 de septiembre de 2023, que aprueba el Reglamento 

de Aplicación de la Ley núm. 340-06, del 18 de agosto de 2006, sobre Compras y 

Contrataciones de Bienes, Servicios, Obras y Concesiones, y sus modificaciones. 

 

VISTO: El Decreto núm. 353-24, del 25 de junio de 2024, que aprueba el Reglamento de 

Aplicación de la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública. 

 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de 

la República, dicto el siguiente: 

 

Reglamento de Aplicación de la Ley núm. 47-25 de Contrataciones Públicas 

 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1.- Objeto del reglamento. 

Este reglamento tiene por objeto desarrollar y regular la aplicación de las disposiciones 

contenidas en la Ley núm. 47-25 de Contrataciones Públicas. 

 

Artículo 2.- Ámbito de aplicación. 

Este reglamento rige en todo el territorio nacional para todas las actividades contractuales de 

carácter oneroso llevadas a cabo por los entes, órganos y personas jurídicas previstas en el 

artículo 2 de la Ley núm. 47-25, con excepción de las indicadas en los numerales 4, 5 y 6 de 

dicho artículo. 
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Párrafo I. Los fideicomisos públicos están sujetos a la Ley núm. 47-25 y al presente 

reglamento, incluyendo su aplicación a los procedimientos de selección, adjudicación y 

ejecución contractual, conforme a lo dispuesto en el artículo 2, párrafo IV, de la precitada 

ley, sin que pueda invocarse como causa de exclusión o excepción el origen, la composición 

o la naturaleza de los bienes o derechos que integren el patrimonio fideicomitido, ni la 

finalidad de interés público perseguida. 

 

Párrafo II. Sin perjuicio de lo anterior, conforme a su naturaleza, objeto y al régimen jurídico 

especial previsto en la Ley núm. 28-23, los fideicomisos públicos pueden dictar reglamentos 

internos de carácter complementario, vinculados a la gestión interna y al funcionamiento del 

órgano responsable de compras y contrataciones. Dichos reglamentos internos deben ser 

remitidos a la Dirección General de Contrataciones Públicas para su revisión y aprobación, 

y en ningún caso pueden modificar, sustituir ni crear modalidades de contratación, 

procedimientos especiales o reglas distintas a las previstas en la Ley núm. 47-25, en el 

presente reglamento o en las disposiciones emitidas por la Dirección General de 

Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo III. La integración del órgano responsable de las contrataciones podrá adecuarse a 

la estructura interna del fideicomiso, conforme a lo previsto en el párrafo III del artículo 19 

de la Ley núm. 47-25. 

 

Párrafo IV. Para el caso de los órganos que ejercen funciones de naturaleza administrativa 

en el Poder Legislativo, el Poder Judicial y en los entes y órganos constitucionales, este 

reglamento tiene aplicación en la medida en que sea compatible con lo establecido en el 

párrafo II del artículo 2 de la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 3.- Exclusiones. 

Se excluyen del ámbito de aplicación de este reglamento los procedimientos de contratación 

indicados en el artículo 3 de la Ley núm. 47-25, así como aquellos otros para los cuales la 

ley haya reservado expresamente una reglamentación especial . 

 

Artículo 4.- Definiciones. 

Para la aplicación de este reglamento se tomarán en cuenta las siguientes definiciones: 

 

1. Catálogo Temático: Herramienta que permite organizar los bienes y servicios en 

función de los sectores o ámbitos de políticas públicas priorizadas por el gobierno. 

 

2. Catálogo de Bienes y Servicios: Instrumento mediante el cual se implementa el 

Clasificador UNSPSC y que permite la identificación de los productos y servicios 

susceptibles de ser adquiridos o contratados por el Estado dominicano. 

 

3. Criterio de adjudicación: Regla definida en el pliego de condiciones que establece 

la base sobre la cual se seleccionará la propuesta más conveniente —ya sea la mejor 

relación calidad–costo, el menor costo del ciclo de vida, basada en calidad, basada en 

el azar o en el menor precio— conforme a lo dispuesto en la Ley núm. 47-25. 
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4. Criterios de sostenibilidad: Conjunto de parámetros ambientales, sociales y de 

gobernanza que deben considerarse en la definición de especificaciones técnicas y en 

la evaluación de ofertas, con el fin de promover un uso eficiente de los recursos 

públicos, reducir impactos negativos, mejorar la inclusión social y fomentar el 

desarrollo sostenible, de conformidad con los principios de sostenibilidad y valor por 

dinero previstos en la Ley núm. 47-25. 

 

5. Estandarización técnica: Proceso que tiene por objeto uniformar las 

especificaciones, términos y condiciones aplicables a los bienes y servicios comunes 

contratados por el Estado, garantizando su comparabilidad, calidad y desempeño, los 

cuales se formalizan mediante fichas técnicas de carácter obligatorio para todas las 

instituciones sujetas a la Ley núm. 47-25. 

 

6. Ficha de homologación: Instrumento mediante el cual se documentan y formalizan 

las especificaciones técnicas, requisitos de calificación, criterios de desempeño y 

condiciones de ejecución contractual previamente uniformizados y validados por la 

autoridad competente, aplicables a bienes y servicios estratégicos. 

 

7. Homologación: Proceso mediante el cual las entidades, en el ámbito de sus 

competencias, uniformizan especificaciones técnicas, términos de referencia, 

requisitos de calificación y/o condiciones de ejecución contractual de bienes y 

servicios en un documento denominado ficha de homologación, que, una vez 

aprobado, es de uso obligatorio para todas las contrataciones que realicen las 

instituciones del Estado respecto de los bienes y servicios identificados como 

aplicables a esta herramienta. 

 

8. Oferente precalificado: Persona física o jurídica habilitada para participar en 

procedimientos posteriores que, de conformidad con lo previsto en la Ley núm. 47-

25, no requiere evaluación repetida de los requisitos de calificación. 

 

9. Oficial de Cumplimiento Público: Servidor designado por la Dirección General de 

Contrataciones Públicas encargado de dirigir la Unidad de Cumplimiento 

Regulatorio. 

 

10. Precalificación: Procedimiento previo mediante el cual se evalúa la capacidad 

jurídica, técnica y financiera de los interesados para futuras contrataciones. 

 

11. Programa de Cumplimiento Regulatorio en Contrataciones Públicas: Conjunto 

de políticas y mecanismos destinados a prevenir riesgos de incumplimiento e 

integridad en la contratación pública. 

 

12. Reglas de valoración o ponderación: Conjunto de reglas que determinan la forma 

en que se valora cada aspecto de la oferta dentro de la metodología de evaluación 

seleccionada. 
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13. Unidad de Cumplimiento Regulatorio: Instancia técnica adscrita a la Dirección 

General de Contrataciones Públicas encargada de supervisar y monitorear el 

cumplimiento normativo en materia de contrataciones públicas. 

 

14. Unidad Operativa de Contrataciones Públicas: Unidad técnica especializada 

encargada de la gestión operativa de los procedimientos de contratación. 

 

15. Valor por dinero: Enfoque estratégico aplicado en la compra y contratación pública 

para promover un uso íntegro, efectivo, eficiente y económico de los recursos 

públicos, ampliando la perspectiva de análisis para la selección de la propuesta más 

conveniente, considerando variables adicionales al precio ofertado, tales como los 

costos asociados al uso del bien, obra o servicio, la calidad y la sostenibilidad, con el 

propósito de generar los mayores beneficios económicos, sociales y ambientales 

posibles, según corresponda al objeto de la contratación. 

 

TÍTULO II 

SISTEMA NACIONAL DE CONTRATACIONES PÚBLICAS 

 

CAPÍTULO I 

GENERALIDADES 

 

Artículo 5.- Organización del sistema. 

De conformidad con lo establecido en la Ley núm. 47-25, el Sistema Nacional de 

Contrataciones Públicas se organiza en función de la técnica de centralización de las políticas 

y normas, así como de la técnica de descentralización de la gestión operativa. 

 

1. Centralización de las políticas y las normas. Corresponde a la Dirección General 

de Contrataciones Públicas establecer las regulaciones complementarias —

incluyendo políticas, manuales de procedimientos, modelos de pliegos y documentos 

estandarizados— las cuales son de uso obligatorio para todas las instituciones sujetas 

al ámbito de aplicación de la Ley núm. 47-25, salvo las excepciones previstas en el 

artículo 3 de dicha ley. 

 

2. Descentralización de la gestión operativa. Corresponde a las instituciones 

contratantes ejecutar los procedimientos de contratación desde su planificación, 

incluyendo las etapas precontractuales, contractuales y postcontractuales, de 

conformidad con lo dispuesto en la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 6.- De las opiniones sobre la normativa en materia de contratación pública. 

Las opiniones que emita la Dirección General de Contrataciones Públicas en ejercicio de las 

atribuciones expresamente previstas en la Ley núm. 47-25, y que sean notificadas 

formalmente a las instituciones contratantes en el marco de procedimientos concretos o del 

monitoreo preventivo, tendrán carácter vinculante, en los términos y con los efectos 

establecidos en dicha ley y en el presente reglamento. 
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Artículo 7.- Instrumentos complementarios. 

A fin de contribuir a una adecuada ejecución de la Ley núm. 47-25 y del presente reglamento, 

la Dirección General de Contrataciones Públicas, en ejercicio de las atribuciones asignadas 

por el artículo 11 de la Ley núm. 47-25, debe emitir las políticas, instructivos, manuales, 

guías u orientaciones normativas que resulten necesarias, lo cual incluye, en forma 

enunciativa y no limitativa, los siguientes aspectos: 

 

1. Manuales o instructivos para incorporar de uso obligatorio los criterios de 

sostenibilidad ambiental, social, económica e inclusiva en las especificaciones 

técnicas, los pliegos de condiciones, los criterios de selección, los procesos de 

selección y la ejecución contractual de las instituciones contratantes. 

 

2. Manuales o instructivos para la correcta gestión y aplicación del catálogo de bienes y 

servicios comunes, debidamente estandarizados, por parte de las Unidades Operativas 

de Contrataciones Públicas, así como para mejorar la transparencia sobre lo que 

contrata el Estado. 

 

3. Instrumentos para el desarrollo e implementación de las contrataciones conjuntas. 

 

Artículo 8.- Documentos estandarizados. 

En el marco de la técnica de centralización de las políticas y normas del Sistema Nacional de 

Contrataciones Públicas, la Dirección General de Contrataciones Públicas debe emitir 

modelos de pliegos de condiciones, formularios y demás documentos estandarizados de uso 

obligatorio para las instituciones contratantes y los proveedores. Estos instrumentos tienen 

por finalidad garantizar la homogeneidad, la trazabilidad y la suficiencia técnica de las 

actuaciones que integran los expedientes en los procedimientos de selección. 

 

CAPÍTULO II 

DIRECCIÓN GENERAL DE CONTRATACIONES PÚBLICAS 

 

Artículo 9.- Dependencia. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas es un órgano administrativo dependiente 

del Ministerio de Hacienda y Economía. 

 

Artículo 10.- Ámbito territorial y sede. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas ejerce sus funciones en todo el territorio 

nacional. Su domicilio principal se encuentra en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 

Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, pudiendo establecer oficinas o 

dependencias en cualesquiera otros lugares del territorio nacional. 

 

Artículo 11.- Recursos. 

Los recursos de la Dirección General de Contrataciones Públicas provienen de las fuentes 

indicadas en la Ley núm. 47-25. 
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Artículo 12.- Potestades. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas ejerce sus potestades administrativas, 

reglamentarias, sancionadoras y cualesquiera otras que le hayan sido reconocidas por la ley, 

a través de su máxima autoridad, el Director General de Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo. Sin perjuicio de lo establecido en este artículo, la gestión y operativización de estas 

potestades se desarrolla por las direcciones, departamentos y divisiones de la Dirección 

General de Contrataciones Públicas, según su estructura orgánica y el manual de 

organización y funciones aprobado por el Ministerio de Administración Pública. La 

distribución interna de las funciones debe garantizar una separación entre las funciones de 

investigación o instrucción y las funciones de decisión. 

 

Artículo 13.- Subdirectores generales. 

El Director General de Contrataciones Públicas cuenta con la asistencia coordinada de dos 

(2) Subdirectores Generales. Los Subdirectores Generales son designados por el Presidente 

de la República y están sujetos al mismo régimen de inhabilidades e incompatibilidades 

previsto por la ley para el Director General. 

 

Párrafo I. Las competencias y funciones de los Subdirectores Generales son aquellas 

establecidas en la estructura orgánica y el manual de organización y funciones aprobado por 

el Ministerio de Administración Pública. 

 

Párrafo II. Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, los Subdirectores Generales 

deben asistir al Director General de Contrataciones Públicas en las tareas que este les asigne 

y sustituirlo en la suscripción de las decisiones administrativas que correspondan, siempre 

que se haya formalizado la delegación de firma correspondiente, de conformidad con la 

normativa orgánica de la administración pública. 

 

CAPÍTULO III 

COMITÉS DE CONTRATACIONES PÚBLICAS 

 

Artículo 14.- Comités de Contrataciones Públicas. 

Órgano colegiado responsable de conducir las deliberaciones y decisiones esenciales dentro 

de los procedimientos de contratación, con excepción de la contratación menor y la 

contratación directa sujeta a umbral. Los Comités de Contrataciones Públicas desarrollan las 

funciones establecidas en la Ley núm. 47-25 y en este reglamento, y se integran de 

conformidad con lo dispuesto por la ley citada. 

 

Artículo 15.- Integración simplificada. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en caso de que la institución contratante 

no cuente con una estructura orgánica que permita su integración de conformidad con lo 

establecido en la ley, se puede adoptar la siguiente integración simplificada: 

 

1. La máxima autoridad ejecutiva de la institución contratante o la persona que esté 

designe como su representante, quien presidirá el comité. 

 



- 14 - 

 

 

2. El titular del área administrativa financiera o su equivalente. 

 

3. El titular del área jurídica o su equivalente. 

 

Párrafo. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe comprobar y validar los 

casos en que la estructura orgánica de la institución contratante justifique esta integración 

simplificada. 

 

Artículo 16.- Comités de Contrataciones Públicas locales. 

Los Comités de Contrataciones Públicas de los gobiernos locales se integran de conformidad 

con lo previsto en el artículo 197 de la Ley núm. 47-25. En caso de que la estructura orgánica 

de algún gobierno local no permita dicha integración, se pueden aplicar las reglas de 

integración simplificada previstas en este reglamento. 

 

Artículo 17.- Designación presidencial de miembros adicionales en los Comités de 

Contrataciones Públicas. 

De conformidad con lo previsto en la Ley núm. 47-25, el Presidente de la República tiene la 

potestad de designar un máximo de dos (2) miembros adicionales en los Comités de 

Contrataciones Públicas pertenecientes a entes u órganos que conforman la administración 

pública bajo dependencia del Poder Ejecutivo. 

 

Párrafo I. Las personas designadas por el Presidente de la República deben cumplir con los 

requisitos normativos previstos para el ejercicio de funciones públicas. Puede designarse a 

las mismas personas en hasta un máximo de tres (3) Comités de Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo II. El decreto de designación debe indicar si las personas ejercerán sus funciones de 

manera honorífica o bajo remuneración, y si lo harán para un procedimiento específico o por 

tiempo indeterminado. En caso de que los designados ya reciban un salario con cargo al 

Estado, solo pueden ejercer sus funciones de manera honorífica, siempre y cuando no exista 

incompatibilidad con el ejercicio de sus otras funciones. En caso de que los designados vayan 

a ejercer sus funciones de manera remunerada, su salario debe ser pagado por la institución 

contratante correspondiente. 

 

Artículo 18.- Funcionamiento interno y condiciones de deliberación. 

Los Comités de Contrataciones Públicas se rigen por las siguientes reglas de funcionamiento 

interno y condiciones de deliberación: 

 

1. Las convocatorias a reuniones de los Comités de Contrataciones Públicas deben ser 

realizadas por el presidente, con la asistencia de la Unidad Operativa de 

Contrataciones Públicas. 

 

2. El personal de la Unidad Operativa de Contrataciones Públicas debe fungir como 

secretario, con la responsabilidad de elaborar las actas de las reuniones y asistir en la 

coordinación de los encuentros. 
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3. El quórum mínimo para iniciar las reuniones y deliberar es de al menos tres (3) 

miembros, siendo siempre necesaria la presencia del presidente. En caso de que la 

integración total de algún comité sea de siete (7) miembros como consecuencia de la 

designación de miembros adicionales, el quórum mínimo para iniciar las reuniones y 

deliberar se eleva a cuatro (4) miembros. Para los Comités de Contrataciones Públicas 

con integración simplificada, las reuniones y deliberaciones requieren la presencia de 

la totalidad de los tres (3) miembros. 

 

4. En situaciones de fuerza mayor, licencias, vacaciones o existencia de conflicto de 

interés en el marco del procedimiento de selección de proveedores, los miembros de 

los Comités de Contrataciones Públicas, distintos del presidente y de los posibles 

miembros adicionales designados por decreto, pueden delegar de manera temporal su 

participación en otro servidor del área que corresponda. La delegación debe ser 

validada por el comité correspondiente y hacerse constar en acta. 

 

5. Las decisiones deben adoptarse por mayoría absoluta de votos de los miembros 

presentes o debidamente representados. En caso de empate, el voto del presidente 

tiene carácter calificado, esto es, resulta decisivo. 

 

6. Todas las actuaciones o decisiones de los Comités de Contrataciones Públicas deben 

hacerse constar mediante actos administrativos debidamente motivados, en los cuales 

se debe dejar constancia de las opiniones o de los votos disidentes de los miembros, 

en caso de que se hayan producido. 

 

Párrafo I. El funcionario responsable de la Unidad Operativa de Contrataciones Públicas de 

la institución contratante, así como los demás servidores de esta, constituyen una unidad 

técnica fundamental de apoyo al comité. Pueden participar en las reuniones con voz, pero sin 

derecho a voto en las deliberaciones y propuestas de acuerdos del comité. 

 

Párrafo II. Los miembros de los Comités de Contrataciones Públicas pueden hacerse 

acompañar de servidores de las áreas correspondientes, con la única finalidad de prestar 

asistencia técnica durante las reuniones. 

 

Artículo 19.- Recusación o inhibición. 

Toda recusación de algún miembro del Comité de Contrataciones Públicas debe presentarse 

por escrito, mediante instancia firmada, debidamente motivada y acompañada de las pruebas 

que la sustenten, antes del vencimiento del plazo para la presentación de propuestas. La 

recusación no suspende el procedimiento, salvo decisión motivada de la autoridad 

competente. 

 

Párrafo I. Los miembros del Comité de Contrataciones Públicas pueden inhibirse mediante 

comunicación escrita y motivada cuando existan causas que comprometan su objetividad. 

 

Párrafo II. Las recusaciones e inhibiciones son conocidas y decididas, en un plazo no mayor 

de tres (3) días hábiles, por la máxima autoridad administrativa de la institución contratante, 

la cual resuelve de manera motivada y dispone, de ser necesario, la sustitución 

correspondiente. 
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Párrafo III. Cuando la recusación o inhibición afecte a la máxima autoridad de la institución 

contratante, la decisión corresponde a su superior jerárquico, quien debe designar al suplente 

que corresponda para integrar y presidir el comité durante el procedimiento. 

 

Párrafo IV. La aceptación de una recusación o inhibición conlleva la sustitución inmediata 

del miembro afectado, conforme a la estructura institucional y las reglas de conformación del 

comité. La decisión debe ser notificada a los interesados e incorporarse al expediente 

administrativo. 

 

Artículo 20.- Programas de formación. 

Los integrantes del Comité de Contrataciones Públicas deben completar anualmente al menos 

un (1) programa de formación disponible y avalado por la Dirección General de 

Contrataciones Públicas, como parte de las acciones de profesionalización continua del 

Sistema Nacional de Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo. La Dirección General de Contrataciones Públicas puede exhortar, promover y dar 

seguimiento al cumplimiento de este programa formativo, en el marco de sus atribuciones de 

capacitación y fortalecimiento institucional. 

 

CAPÍTULO IV 

UNIDADES OPERATIVAS DE CONTRATACIONES PÚBLICAS 

 

Artículo 21.- Unidades Operativas de Contrataciones Públicas. 

En adición a las establecidas en el artículo 20 de la Ley núm. 47-25, las Unidades Operativas 

de Contrataciones Públicas tienen las siguientes funciones: 

 

1. Prestar la asistencia necesaria en la preparación del Plan Anual de Contrataciones, de 

los estudios previos y de otras actuaciones vinculadas a la identificación de las 

necesidades de contratación. 

 

2. Recibir los requerimientos de bienes, servicios y obras durante la etapa 

precontractual. 

 

3. Gestionar el procedimiento de contratación tanto en el Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas como a nivel administrativo, lo que incluye la supervisión y 

custodia del expediente físico de la contratación. 

 

4. Asegurar el uso de los modelos y documentos estandarizados publicados por la 

Dirección General de Contrataciones Públicas y que deben ser utilizados por la 

institución contratante y los oferentes. 

 

5. Fungir como unidad de apoyo técnico del Comité de Contrataciones Públicas y de la 

Dirección Administrativa y Financiera, según el tipo de procedimiento que 

corresponda, en los asuntos determinados por la normativa que regula la materia, para 

garantizar el cumplimiento de las formalidades y requisitos establecidos en la ley y el 
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presente reglamento, así como las políticas y manuales dictados por la Dirección 

General de Contrataciones Públicas. 

 

6. Administrar la base de datos con las especificaciones técnicas, fichas técnicas y 

términos de referencia de las contrataciones de bienes, servicios y obras más 

frecuentes. 

 

7. Monitorear el cumplimiento del cronograma de actividades del procedimiento. 

 

8. Satisfacer cualquier requerimiento de información o consulta sobre el procedimiento 

de contratación, ya sea realizado por el Comité de Contrataciones Públicas o por la 

Dirección Administrativa y Financiera, según corresponda. 

 

9. Mantener actualizado, en coordinación con el área técnica correspondiente, el perfil 

del contratante establecido en el portal web de la institución contratante. 

 

10. Las demás funciones establecidas en las políticas, guías, manuales e instructivos 

emitidos por la Dirección General de Contrataciones Públicas. 

 

Artículo 22.- Encargado. 

El Encargado de la Unidad Operativa de Contrataciones Públicas es designado por la máxima 

autoridad administrativa de la institución contratante, de conformidad con la normativa de 

función pública. Depende jerárquicamente de la Dirección Administrativa y Financiera y 

ejerce sus funciones con independencia técnica en la aplicación de la normativa de 

contrataciones públicas, sin perjuicio del cumplimiento de las directrices administrativas 

legítimas y del régimen de control jerárquico establecido en el ordenamiento jurídico. 

 

Párrafo. El Encargado de la Unidad Operativa de Contrataciones Públicas está sujeto a los 

mecanismos de control interno y externo establecidos en el régimen jurídico que resulte 

aplicable, debiendo someterse a evaluaciones periódicas de desempeño basadas en 

indicadores de eficiencia, transparencia y cumplimiento normativo. 

 

Artículo 23.- Criterios de formación y evaluación. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas puede recomendar criterios de 

profesionalización, formación continua y estándares mínimos para los integrantes de las 

Unidades Operativas de Contrataciones Públicas. La incorporación de estos criterios en los 

perfiles de cargo y procesos de selección debe realizarse conforme al régimen jurídico 

aplicable a cada institución, sin perjuicio de la autonomía que la Constitución o las leyes 

confieran a los entes, organismos autónomos y descentralizados o a los gobiernos locales. 

 

Artículo 24.- Capacitación. 

Los integrantes de las Unidades Operativas de Contrataciones Públicas deben cumplir con el 

contenido mínimo de los programas de capacitación en contrataciones públicas publicados 

por la Dirección General de Contrataciones Públicas y acreditados en instituciones de 

formación habilitadas para tales fines, conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 

núm. 47-25. 
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Párrafo I. La observancia de los programas de capacitación referidos debe ser tomada en 

cuenta como criterio técnico objetivo para la conformación, designación y fortalecimiento de 

las Unidades Operativas de Contrataciones Públicas, a los fines de asegurar que sus 

integrantes cuenten con los conocimientos y competencias necesarias para el adecuado 

ejercicio de las funciones propias del Sistema Nacional de Contrataciones Públicas, sin que 

ello implique la creación de regímenes especiales ni la alteración de los mecanismos 

ordinarios de gestión institucional. 

 

Párrafo II. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe promover y dar 

seguimiento al cumplimiento de estos programas de capacitación con un enfoque por niveles 

de formación, en el marco de sus atribuciones de profesionalización y fortalecimiento 

institucional, sin perjuicio de los mecanismos de supervisión interna y de gestión humana 

establecidos en cada institución. 

 

Artículo 25.- Registro de capacitaciones. 

Las instituciones deben llevar un registro actualizado de las capacitaciones recibidas por el 

personal vinculado a la ejecución de los procedimientos de contratación pública, los 

miembros de los Comités de Contrataciones Públicas, las Unidades Operativas de 

Contrataciones Públicas y los peritos, incluyendo la fecha, la temática y la evidencia de 

participación. 

 

CAPÍTULO V 

INSTANCIAS DE CONTROL INTERNO Y DE CONTROL SOCIAL 

 

Sección I 

Monitoreo de las contrataciones públicas 

 

Artículo 26.- Monitoreo de las contrataciones públicas. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas ejerce el monitoreo preventivo de los 

procedimientos de contratación pública, conforme a las facultades previstas en el artículo 186 

de la Ley núm. 47-25, con el propósito de verificar el cumplimiento de la normativa vigente 

y emitir advertencias, recomendaciones u opiniones vinculantes, según corresponda. 

 

Párrafo I. Los informes emitidos en el marco del monitoreo preventivo que contengan 

observaciones, advertencias o instrucciones expresamente calificadas como obligatorias, y 

que sean debidamente motivados y notificados, deberán ser atendidos por las instituciones 

contratantes dentro de los plazos establecidos, sin que ello implique validación del 

procedimiento. 

 

Párrafo II. La institución contratante deberá responder los informes que contengan 

opiniones antes del plazo de enmienda establecido en el cronograma del procedimiento de 

contratación. 

 

Párrafo III. El incumplimiento injustificado de los informes emitidos en el ejercicio del 

monitoreo preventivo dará lugar a la implementación de los mecanismos de investigación o 

sanción establecidos en la Ley núm. 47-25. 
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Párrafo IV. La Dirección General de Contrataciones Públicas puede requerir información 

adicional o convocar reuniones técnicas cuando la naturaleza del procedimiento lo amerite, 

en el ejercicio de sus atribuciones legales. 

 

Artículo 27.- Alcance y efectos del monitoreo. 

La intervención de monitoreo preventivo que realiza la Dirección General de Contrataciones 

Públicas abarca desde la publicación de la convocatoria del procedimiento hasta la 

adjudicación. 

 

Párrafo. La intervención de la Dirección General de Contrataciones Públicas, a través del 

monitoreo preventivo, no implica, en ningún caso, la aquiescencia, legitimación o validación 

de las bases de los procedimientos de contratación monitoreados, ni de los actos 

subsecuentes. La responsabilidad primaria por la legalidad y conveniencia del pliego de 

condiciones recae siempre en la institución contratante. Esta intervención no exime al 

procedimiento de ser objeto de reclamación, recurso o denuncia por parte de los interesados, 

las cuales, de presentarse, serán conocidas por el órgano rector, según corresponda. 

 

Artículo 28.- Monitoreo tecnológico y Sistema de Alerta Preventiva y Reactiva (SAPR). 

La información del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas debe ser utilizada para 

medir la eficiencia y eficacia de la gestión de las compras y contrataciones por parte de las 

instituciones contratantes. A tales fines, la Dirección General de Contrataciones Públicas 

formaliza y opera el Sistema de Alerta Preventiva y Reactiva (SAPR), el cual recolecta, 

analiza e interpreta la totalidad de los datos generados en el Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo. Las notificaciones generadas por el Sistema de Alerta Preventiva y Reactiva 

(SAPR) deben ser remitidas automáticamente a las Unidades Operativas de Contrataciones 

Públicas y servirán como insumo fundamental para el proceso de debida diligencia. La alerta 

de dicho sistema no constituye una sanción en sí misma ni justifica la descalificación 

automática de un proveedor; no obstante, su recepción obliga a la institución contratante a 

verificar el indicio y a agotar la debida diligencia antes de continuar con el procedimiento. 

 

Sección II 

Unidades de Cumplimiento Regulatorio 

 

Artículo 29.- Unidades de Cumplimiento Regulatorio. 

Las Unidades de Cumplimiento Regulatorio ejercen sus funciones respecto de una o varias 

instituciones contratantes. Tienen a su cargo la supervisión, el monitoreo, la evaluación y el 

reporte del cumplimiento de la normativa aplicable al Sistema de Contrataciones Públicas, 

conforme a la Ley núm. 47-25, sus reglamentos y los manuales y políticas emitidos por la 

Dirección General de Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo I. Las Unidades de Cumplimiento Regulatorio son creadas e integradas por la 

Dirección General de Contrataciones Públicas, de la cual dependen funcional, operativa y 

administrativamente. 
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Párrafo II. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe determinar en cuáles 

instituciones contratantes ejercerá sus funciones cada Unidad de Cumplimiento Regulatorio. 

 

Artículo 30.- Funciones. 

Las Unidades de Cumplimiento Regulatorio tienen a su cargo las siguientes funciones: 

 

1. Realizar la evaluación diagnóstica de cumplimiento institucional en materia de 

contrataciones públicas. 

 

2. Guiar en la elaboración de políticas y procedimientos de cumplimiento en la 

contratación, atendiendo al contexto institucional, en coordinación con la Dirección 

de Planificación o su equivalente en cada institución contratante. 

 

3. Conducir la integración del cumplimiento normativo en las políticas y procesos 

internos. 

 

4. Monitorear las obligaciones vigentes en materia de contratación pública, sin perjuicio 

del monitoreo realizado directamente por la Dirección General de Contrataciones 

Públicas. 

 

5. Gestionar los riesgos de cumplimiento, soborno, lavado de activos e integridad en la 

contratación pública. 

 

6. Promover el uso de canales de denuncias conforme a lo dispuesto en el Código de 

Pautas Éticas e Integridad del Sistema Nacional de Contrataciones Públicas y en los 

procedimientos diseñados por las autoridades correspondientes. 

 

7. Liderar la comunicación y sensibilización interna y externa sobre el programa de 

cumplimiento de la institución contratante. 

 

8. Realizar la debida diligencia interna y monitorear el cumplimiento de la debida 

diligencia respecto de actores externos en las contrataciones, asegurando su 

actualización. 

 

9. Coordinar la auditoría interna de cumplimiento en la contratación pública y presentar 

los informes correspondientes. 

 

10. Apoyar el proceso de certificación de las Unidades de Contrataciones Públicas. 

 

11. Presentar reportes e informes de la gestión de cumplimiento en el marco del 

programa. 

 

12. Documentar, registrar, custodiar y actualizar la ejecución del programa. 

 

13. Monitorear los controles necesarios derivados de los resultados de los mapas de 

riesgos. 
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14. Asistir a las reuniones y actos de apertura del Comité de Contrataciones Públicas, con 

voz, pero sin voto. 

 

Párrafo. La función de la Unidad de Cumplimiento Regulatorio es de prudencia y diligencia, 

por lo que la participación del oficial de cumplimiento público no puede entenderse como 

aquiescencia, legitimación, validez, opinión o decisión de la Dirección General de 

Contrataciones Públicas, sino como recomendaciones internas orientadas al cumplimiento de 

la normativa de contrataciones públicas, respetando los criterios de descentralización 

operativa y centralización de las políticas y normas. 

 

Artículo 31.- Asistencia y colaboración con las Unidades de Cumplimiento Regulatorio. 

La institución contratante debe ofrecer la asistencia y colaboración necesarias para que las 

Unidades de Cumplimiento Regulatorio desarrollen satisfactoriamente sus funciones. En ese 

sentido: 

 

1. La máxima autoridad debe otorgarles el reconocimiento institucional correspondiente 

y exhortar a todas las direcciones, departamentos, divisiones y unidades 

administrativas a prestarles la asistencia y colaboración necesarias. 

 

2. Debe habilitarse un espacio físico con condiciones adecuadas, sin riesgos para la 

seguridad y la salud, que permita el desarrollo apropiado de las actuaciones propias 

del oficial de cumplimiento público. 

 

3. Debe dotarse a las Unidades de Cumplimiento Regulatorio de recursos tecnológicos, 

técnicos y administrativos para la correcta implementación del programa, de acuerdo 

con la naturaleza, tamaño, complejidad, perfil de riesgo e importancia sistémica de la 

institución contratante. 

 

Artículo 32.- Oficiales de cumplimiento público. 

Las Unidades de Cumplimiento Regulatorio son lideradas por oficiales de cumplimiento 

público, quienes son designados por la Dirección General de Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo. El régimen jurídico aplicable a la designación y al ejercicio de las funciones de los 

oficiales de cumplimiento público es el previsto en la normativa de función pública. 

 

Artículo 33.- Requisitos. 

Para ser designado como oficial de cumplimiento público se requiere: 

 

1. Ser ciudadano dominicano en pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos. 

 

2. Poseer título universitario en Derecho, Administración Pública, Contabilidad, 

Economía, Ingeniería o áreas afines a la gestión pública. 

 

3. Acreditar experiencia mínima de un (1) año en el ámbito de las contrataciones 

públicas, control interno, auditoría, cumplimiento normativo o funciones afines. 

 

4. Presentar una declaración de conflictos de interés. 
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5. Presentar una declaración jurada simplificada de bienes. 

 

6. Haber superado satisfactoriamente el proceso de evaluación y validación técnica que 

establezca la Dirección General de Contrataciones Públicas para la designación de 

oficiales de cumplimiento público. 

 

7. Suscribir un acuerdo de confidencialidad. 

 

8. No haber sido sancionado administrativa o penalmente por faltas graves en el 

ejercicio de la función pública o profesional. 

 

Artículo 34.- Prohibiciones. 

Se prohíbe a los oficiales de cumplimiento público: 

 

1. Participar, directa o indirectamente, en la planificación, ejecución o adjudicación de 

procedimientos de contratación en los que exista interés personal, familiar o 

económico. 

 

2. Mantener relaciones contractuales, comerciales o de asesoría con oferentes, 

proveedores o contratistas del Estado mientras desempeñen sus funciones. 

 

3. Recibir dádivas, comisiones, beneficios o cualquier otro tipo de ventaja vinculada a 

los procedimientos de contratación. 

 

4. Intervenir en decisiones que impliquen beneficios para organizaciones o personas con 

las cuales haya tenido vínculos profesionales o económicos durante los dos (2) años 

anteriores a su designación. 

 

5. Revelar información confidencial o reservada obtenida en el ejercicio de sus 

funciones, salvo requerimiento de autoridad competente. 

 

6. Realizar actividades proselitistas o utilizar su cargo con fines políticos o partidarios. 

 

Artículo 35.- Incompatibilidades. 

El ejercicio de las funciones propias de los oficiales de cumplimiento público resulta 

incompatible con: 

 

1. El desempeño simultáneo de funciones ejecutivas, de dirección o administrativas en 

cualquier institución contratante respecto de la cual ejerzan funciones como oficiales 

de cumplimiento público. 

 

2. La prestación de servicios remunerados a proveedores, contratistas, consultores o 

entidades relacionadas con el Sistema Nacional de Contrataciones Públicas, distintas 

a la Dirección General de Contrataciones Públicas. 
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3. El ejercicio profesional o empresarial que pueda comprometer la independencia e 

imparcialidad requeridas para el cargo. 

 

Artículo 36.- Programas de cumplimiento regulatorio en contrataciones públicas. 

En las instituciones contratantes debe implementarse un programa de cumplimiento 

regulatorio en contrataciones públicas, partiendo de un análisis diagnóstico que sirva como 

punto de partida para la medición del impacto del programa en cada institución. La 

implementación del programa debe atender al contexto de cada institución y considerar, entre 

otros, los siguientes aspectos: 

 

1. Naturaleza de la organización: Determinación del tipo de sujeto obligado, 

atendiendo al alcance y ámbito de aplicación del programa. 

 

2. Grupos de interés: Construcción de un mapa de actores del procedimiento de 

contratación pública para la adecuada gestión de intereses. 

 

3. Obligaciones de cumplimiento: Identificación de las obligaciones de cumplimiento 

conforme al ordenamiento jurídico aplicable a las contrataciones públicas. 

 

4. Estructura de gobernanza: Identificación de las directrices de buen gobierno 

aplicables y su impacto en el procedimiento de contratación pública. 

 

Párrafo. Los programas de cumplimiento regulatorio deben articularse conforme a los 

componentes establecidos en el artículo 188 de la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 37.- Coordinación institucional para la función de cumplimiento regulatorio. 

Las Unidades de Cumplimiento Regulatorio deben ejercer sus funciones de conformidad con 

los artículos 187 a 190 de la Ley núm. 47-25, manteniendo una estricta coordinación con las 

Unidades de Auditoría Interna asignadas por la Contraloría General de la República, así como 

con los demás órganos de control establecidos en la normativa vigente. 

 

Párrafo I. Las funciones de monitoreo, debida diligencia, verificación y seguimiento 

ejercidas por las Unidades de Cumplimiento Regulatorio tienen carácter preventivo y están 

orientadas al fortalecimiento del cumplimiento normativo, sin sustituir las responsabilidades 

propias del control interno institucional previstas en la Ley núm. 10-07 y su Reglamento de 

Aplicación. 

 

Párrafo II. La coexistencia de órganos de control interno y de cumplimiento regulatorio 

requiere mecanismos formales de coordinación, intercambio de información, delimitación de 

competencias y no duplicidad de funciones, los cuales deben ser definidos por cada 

institución contratante conforme a su estructura organizativa y a las directrices emitidas por 

la Dirección General de Contrataciones Públicas y la Contraloría General de la República. 

 

Párrafo III. La integración del oficial de cumplimiento público en los actos del Comité de 

Contrataciones Públicas tiene carácter asesor y preventivo, sin afectar la independencia 

decisoria de dicho órgano ni la descentralización operativa prevista en el artículo 6 de la Ley 

núm. 47-25. 
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Artículo 38.- Reglamentación complementaria. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas puede aprobar la reglamentación 

complementaria que resulte necesaria para regular en detalle a las Unidades de Cumplimiento 

Regulatorio, a los oficiales de cumplimiento público y a los programas de cumplimiento 

regulatorio en contrataciones públicas. 

 

Sección III 

Comisiones de Veeduría Ciudadana 

 

Artículo 39.- Comisiones de Veeduría Ciudadana. 

De conformidad con lo establecido en la Ley núm. 47-25, pueden establecerse Comisiones 

de Veeduría Ciudadana para el ejercicio del control social en instituciones contratantes o en 

agregados de instituciones contratantes. Estas comisiones pueden constituirse de manera 

voluntaria mediante comunicación escrita a la institución contratante, acompañada de la 

identificación de sus miembros y del coordinador designado, sin perjuicio del cumplimiento 

de los requisitos mínimos establecidos en la Ley núm. 47-25 y en el presente reglamento. 

 

Párrafo I. Las Comisiones de Veeduría Ciudadana deben integrarse con un mínimo de tres 

(3) miembros, y uno de ellos debe fungir como coordinador. 

 

Párrafo II. Son independientes y autónomas, por lo que sus integrantes no tienen relación 

de dependencia con ninguna institución del Estado. Tienen carácter cívico, voluntario, 

proactivo y ad honórem, y están orientadas por los principios de autonomía, responsabilidad, 

moralidad, buena fe, objetividad, transparencia, probidad y reserva. 

 

Artículo 40.- Atribuciones. 

En adición a las establecidas en el artículo 193 de la Ley núm. 47-25, las Comisiones de 

Veeduría Ciudadana tienen las siguientes atribuciones: 

 

1. Solicitar a las Unidades Operativas de Contrataciones Públicas, de forma razonada, 

acceso a los expedientes, actas, informes técnicos y resoluciones administrativas 

vinculadas a los procedimientos bajo veeduría, atendiendo a la etapa en que este se 

encuentre. 

 

2. Verificar el cumplimiento de las obligaciones de publicación en el Sistema 

Electrónico de Contrataciones Públicas y en el apartado del perfil del contratante del 

portal de transparencia institucional, especialmente en las etapas de convocatoria, 

adjudicación y ejecución contractual. 

 

3. Emitir recomendaciones para mejorar la calidad y oportunidad de la información 

pública. 

 

4. Participar, en calidad de observadores, en las reuniones del Comité de Contrataciones 

Públicas o en los actos de apertura y evaluación de ofertas. 
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5. Monitorear el cumplimiento de los cronogramas, plazos y etapas del proceso, 

alertando a la entidad sobre retrasos, inconsistencias o deficiencias detectadas. 

 

6. Colaborar con la Dirección General de Contrataciones Públicas en la promoción de 

la cultura de integridad, mediante charlas, talleres o campañas de educación cívica 

sobre compras públicas. 

 

7. Formular propuestas de mejora normativa o procedimental basadas en la evidencia 

recogida durante los ejercicios de veeduría. 

 

8. Participar en la formulación o actualización de los Programas de Cumplimiento 

Regulatorio, en calidad de observadores ciudadanos. 

 

9. Elaborar informes semestrales o anuales sobre los resultados de la veeduría, que 

incluyan observaciones, buenas prácticas, recomendaciones y alertas, y remitirlos 

tanto a la entidad contratante como a la Dirección General de Contrataciones 

Públicas. 

 

10. Denunciar ante las autoridades correspondientes los hechos que pudieran constituir 

infracciones administrativas o penales. 

 

Artículo 41.- Requisitos. 

Para participar como miembro de las Comisiones de Veeduría Ciudadana, deben cumplirse 

los siguientes requisitos: 

 

1. Ser ciudadano dominicano en pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos. 

 

2. Poseer reconocida probidad moral, independencia de criterio y compromiso con los 

valores de transparencia, ética pública y rendición de cuentas. 

 

3. No haber sido condenado ni encontrarse sometido a proceso judicial por delitos 

dolosos o faltas graves contra la administración pública. 

 

4. No haber sido sancionado administrativa o disciplinariamente por faltas graves en el 

ejercicio de funciones públicas o profesionales. 

 

5. No tener vínculo laboral, contractual o de dependencia con la institución bajo 

veeduría, ni con los oferentes o los contratistas que participen en sus procedimientos 

de contratación. 

 

Artículo 42.- Prohibiciones. 

Los miembros de las Comisiones de Veeduría Ciudadana tienen prohibido: 

 

1. Participar en actividades de contratación de la institución bajo veeduría. 
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2. Solicitar, recibir o aceptar dádivas, regalos, beneficios o promesas de cualquier 

naturaleza provenientes de oferentes, contratistas o servidores públicos. 

 

3. Revelar información confidencial o reservada obtenida en el curso de la veeduría. 

 

4. Utilizar su condición de veedor para obtener ventajas personales, políticas, 

económicas o institucionales. 

 

5. Emitir opiniones públicas o juicios de valor sobre los procesos bajo observación, al 

margen de las decisiones e informes formales de la comisión. 

 

6. Realizar actividades proselitistas o partidarias en el marco de su participación como 

veedor. 

 

7. Intervenir en nombre de la veeduría en asuntos ajenos al objeto de su constitución o 

fuera de su ámbito de competencia. 

 

Artículo 43.- Incompatibilidades. 

Las funciones de los miembros de las Comisiones de Veeduría Ciudadana son incompatibles 

con: 

 

1. El desempeño de cargos públicos en cualquier institución del Estado. 

 

2. La participación, en calidad de proveedor, contratista, consultor o asesor, de 

instituciones contratantes. 

 

3. La vinculación con organizaciones o empresas que participen o pretendan participar 

en procedimientos de contratación supervisados por la comisión. 

 

4. La pertenencia a organizaciones políticas, cuando el cargo implique 

responsabilidades directivas o representativas. 

 

Artículo 44.- Reuniones, deliberación y decisiones. 

Las reuniones de las Comisiones de Veeduría Ciudadana deben ser convocadas por su 

coordinador o, en su defecto, por la mitad más uno de sus integrantes, y las decisiones deben 

adoptarse por mayoría absoluta de la matrícula. De las decisiones adoptadas se deben levantar 

actas debidamente motivadas, en las que se consignen los votos u opiniones disidentes, en 

caso de que se hayan producido. 

 

Artículo 45.- Reglamentación. 

Las Comisiones de Veeduría Ciudadana pueden acordar una reglamentación interna para 

regular los aspectos de su funcionamiento que no estén previstos en la ley o en este 

reglamento, así como para la distribución de funciones entre sus miembros y la adopción de 

las demás políticas internas que consideren oportunas. 
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CAPÍTULO VI 

SISTEMA ELECTRÓNICO DE CONTRATACIONES PÚBLICAS 

 

Artículo 46.- Naturaleza y alcance del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas. 

El Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas constituye la plataforma tecnológica 

oficial y única para la gestión integral de los procedimientos de contratación pública, desde 

la planificación hasta el pago y la liquidación de los contratos, conforme a los principios de 

transparencia, eficiencia, trazabilidad, participación y control ciudadano establecidos en la 

Ley núm. 47-25. 

 

Párrafo I. El uso del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas es obligatorio para 

todas las instituciones contratantes sujetas al ámbito de aplicación de la ley, así como para 

los oferentes, proveedores y contratistas del Estado. 

 

Párrafo II. Los procedimientos de contratación realizados por instituciones incorporadas al 

Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas que no utilicen dicho sistema son 

susceptibles de ser declarados nulos cuando el incumplimiento afecte los principios de 

publicidad, transparencia e igualdad previstos en la Ley núm. 47-25, salvo que concurra 

alguna de las situaciones excepcionales previstas en el párrafo del artículo 182 de la ley. 

 

Párrafo III. Cuando la omisión en el uso del sistema sea atribuible a una acción u omisión 

injustificada de los funcionarios o servidores responsables, debe promoverse el 

procedimiento disciplinario correspondiente, conforme al régimen establecido en la Ley 

núm. 47-25 y a la normativa de función pública. 

 

Párrafo IV. La Dirección General de Contrataciones Públicas es responsable de la 

administración, mantenimiento, interoperabilidad y actualización tecnológica del sistema, 

garantizando la seguridad de la información y la continuidad del servicio, de conformidad 

con los estándares nacionales e internacionales de gobierno digital y seguridad informática. 

 

Artículo 47.- Uso y gestión de la información. 

Toda información generada o incorporada al Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas 

tiene validez jurídica y fuerza probatoria, siempre que se produzca conforme a los parámetros 

de autenticidad, integridad, inalterabilidad y conservación definidos por la Dirección General 

de Contrataciones Públicas. Las instituciones contratantes deben: 

 

1. Registrar oportunamente en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas todas 

las actuaciones administrativas de los procedimientos de contratación, incluyendo los 

documentos técnicos, jurídicos y financieros, así como aquellos vinculados a la 

ejecución y liquidación de los contratos. 

 

2. Mantener actualizados los perfiles institucionales y de usuario, garantizando la 

identificación de los servidores públicos autorizados para actuar en nombre de la 

institución. 

 

3. Implementar mecanismos de control interno y auditoría informática que aseguren la 

veracidad y coherencia de la información registrada. 
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Artículo 48.- Transparencia y acceso. 

El Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas debe garantizar el acceso público y 

gratuito a toda la información de naturaleza no reservada relativa a los procedimientos de 

contratación, conforme a los principios de publicidad y control social. La plataforma debe 

incluir interfaces de consulta específicas para: 

 

1. Las instituciones contratantes y sus Unidades Operativas. 

 

2. Los oferentes y contratistas. 

 

3. Los órganos de control interno y externo. 

 

4. La ciudadanía y las Comisiones de Veeduría, para fines de monitoreo y evaluación 

del desempeño institucional. 

 

Párrafo. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe establecer las condiciones y 

niveles de acceso, así como los mecanismos de protección de los datos personales y 

confidenciales, de acuerdo con la legislación vigente sobre protección de datos personales y 

acceso a la información pública. 

 

Artículo 49.- Responsabilidad institucional y supervisión. 

Las instituciones contratantes son responsables de la veracidad, exactitud y actualización de 

la información que registren en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas. El 

incumplimiento de las obligaciones de registro o publicación puede dar lugar a la aplicación 

de las sanciones disciplinarias establecidas en la ley, sin perjuicio de las responsabilidades 

administrativas o civiles que correspondan. 

 

Párrafo. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe ejercer funciones de 

monitoreo, control y asistencia técnica sobre el uso del Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas, y puede realizar auditorías informáticas o requerir informes a las 

instituciones para verificar el cumplimiento de sus obligaciones. 

 

Artículo 50.- Interoperabilidad del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas. 

El Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas debe garantizar su interoperabilidad con 

las plataformas tecnológicas de los entes y órganos del Estado que intervienen en la gestión 

financiera, fiscal, presupuestaria y de control, tales como la Contraloría General de la 

República, la Dirección General de Presupuesto, la Dirección General de Impuestos Internos, 

la Cámara de Cuentas y la Tesorería Nacional. 

 

Párrafo. Los entes y órganos del Estado indicados en este artículo tienen la obligación de 

realizar las gestiones necesarias para lograr la interoperabilidad. La Dirección General de 

Contrataciones Públicas debe coordinar con dichos entes la definición de estándares técnicos 

y mecanismos de intercambio de información que permitan fortalecer la trazabilidad, la 

rendición de cuentas y la integridad del ciclo de contratación pública. 
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Artículo 51.- Reglamentación técnica complementaria. 

Los aspectos técnicos, procedimentales y operativos relativos al funcionamiento, 

mantenimiento, seguridad, interoperabilidad y servicios del Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas, así como la creación de herramientas tecnológicas integradas a este, 

deben ser desarrollados en un Reglamento Especial emitido por la Dirección General de 

Contrataciones Públicas. 

 

CAPÍTULO VII 

ESTANDARIZACIÓN TÉCNICA, HOMOLOGACIÓN Y CATÁLOGO DE BIENES 

Y SERVICIOS 

 

Artículo 52.- Rectoría en la estandarización y homologación. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas ejerce la rectoría normativa y metodológica 

en materia de estandarización y homologación, conforme a la técnica de centralización de 

políticas y normas prevista en el artículo 6 de la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 53.- Rectoría del catálogo de bienes y servicios. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas ejerce la rectoría del catálogo de bienes y 

servicios. Esta comprende la formulación de políticas, normas y procedimientos que aseguren 

la correcta codificación, actualización y administración del catálogo, su integración con los 

sistemas financieros y presupuestarios y su alineación con los estándares internacionales de 

clasificación, incluyendo el Clasificador Estándar de Bienes y Servicios de las Naciones 

Unidas (UNSPSC). 

 

Párrafo I. El catálogo de bienes y servicios debe contribuir sistemáticamente a procesar y 

presentar información a nivel analítico y agregado, de forma que facilite la toma de 

decisiones y el análisis que corresponda. Este debe estructurarse con cuatro niveles para la 

desagregación de los bienes y servicios, bajo el siguiente esquema: Segmento (nivel 1), 

Familia (nivel 2), Clase (nivel 3) y Subclase (nivel 4), de los cuales el nivel superior 

representa la cadena de suministro y los niveles inferiores corresponden a bienes de 

características comunes hasta el bien o servicio final. 

 

Párrafo II. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe dictar las disposiciones 

técnicas necesarias para la gestión del catálogo de bienes y servicios. Asimismo, las 

actualizaciones del catálogo deben realizarse conforme a procedimientos de revisión 

periódica, asegurando la trazabilidad de las versiones aprobadas. 

 

TÍTULO III 

PARTES CONTRATANTES 

 

CAPÍTULO I 

INSTITUCIONES CONTRATANTES 

 

Artículo 54.- Instituciones contratantes. 

Son instituciones contratantes los entes, órganos, organismos y dependencias del sector 

público, así como otras personas jurídicas que lleven a cabo procedimientos de contratación 

con uso de fondos públicos y que, por tanto, se consideren con poder adjudicador y sujetos a 
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la normativa de contratación pública, sin perjuicio de las exclusiones y los mandatos de 

regulación especial previstos en la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 55.- Competencia para contratar. 

La competencia para contratar a fin de ejecutar fondos públicos es, como regla, exclusiva de 

la institución contratante correspondiente, por lo que esta no puede ser delegada mediante 

acuerdos de cualquier naturaleza, cualquiera que sea su denominación. 

 

Párrafo. Se exceptúan de la prohibición los casos expresamente previstos en la Ley núm. 

47-25, esto es, el convenio marco de precios, en el cual la gestión del procedimiento de 

selección está a cargo de la Dirección General de Contrataciones Públicas, y las 

contrataciones conjuntas. 

 

Artículo 56.- Contrataciones conjuntas. 

La contratación conjunta es un mecanismo estratégico de contratación pública mediante el 

cual dos o más instituciones sujetas al ámbito de aplicación de la Ley núm. 47-25 coordinan 

la adquisición de un mismo bien o servicio mediante un solo procedimiento de contratación, 

con el propósito de optimizar recursos financieros, reducir costos administrativos y 

aprovechar economías de escala. 

 

Párrafo. Las contrataciones conjuntas se rigen por los principios del Sistema Nacional de 

Contrataciones Públicas. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe establecer 

los lineamientos para su planificación, ejecución y evaluación, así como los requisitos para 

la suscripción de acuerdos interinstitucionales que formalicen estas contrataciones. 

 

Artículo 57.- Reglas aplicables a las contrataciones conjuntas. 

En caso de contrataciones conjuntas, las instituciones contratantes quedan sujetas a las 

siguientes reglas: 

 

1. Las contrataciones conjuntas no constituyen un procedimiento de selección de 

proveedores, sino un mecanismo de delegación de competencia para que una 

institución gestione, por ella y por otras, un procedimiento específico. 

 

2. Se requiere la formalización previa de un acto o convenio de delegación de 

competencia, con los requisitos previstos en el artículo 70 de la Ley núm. 47-25. 

 

3. Las contrataciones conjuntas están limitadas a los procedimientos cuya 

responsabilidad corresponda a los Comités de Contrataciones Públicas. 

 

4. El personal de la institución delegante puede colaborar con la institución delegataria 

en la determinación de las especificaciones técnicas y en la preparación del pliego de 

condiciones, en cuyo caso se identificará en el acto o convenio de delegación. 

 

5. El pliego de condiciones debe individualizar las prestaciones correspondientes a cada 

institución. 
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6. El personal de la institución delegante puede ser designado como perito para el 

procedimiento de selección de proveedores, en caso de que así lo haya decidido la 

institución delegataria. 

 

7. Una vez realizada la convocatoria al procedimiento de selección de proveedores, el 

acto o convenio de delegación no puede ser revocado, salvo por causa debidamente 

motivada de interés público, ilegalidad sobrevenida, fuerza mayor, o cuando el 

procedimiento sea cancelado o declarado desierto. 

 

Párrafo. La Dirección General de Contrataciones Públicas y los demás órganos de la 

administración financiera del Estado, bajo la coordinación del Ministerio de Hacienda, deben 

establecer los lineamientos respecto de las gestiones presupuestarias y de los pagos 

vinculados a los contratos adjudicados en ocasión de las contrataciones conjuntas, a fin de 

viabilizar este mecanismo. 

 

Artículo 58.- Perfil del contratante. 

El perfil del contratante es el espacio oficial donde cada institución contratante publica toda 

la información relevante sobre sus procesos de contratación, desde la planificación hasta la 

adjudicación y la ejecución. 

 

Párrafo. De conformidad con lo establecido en la Ley núm. 47-25, este espacio debe estar 

integrado en el portal institucional de cada institución contratante, con la finalidad de 

garantizar que cualquier ciudadano, proveedor u órgano de control pueda acceder a los datos, 

documentos y decisiones vinculadas con las contrataciones de la institución correspondiente. 

 

Artículo 59.- Contenido del perfil del contratante. 

El perfil del contratante debe contar, como mínimo, con el siguiente contenido: 

 

1. Información general institucional: 

 

a) Nombre completo y siglas de la institución contratante. 

 

b) Identificación de la integración del Comité de Contrataciones Públicas. 

 

c) Identificación del responsable de la Unidad Operativa de Contrataciones Públicas. 

 

d) Normativa aplicable y enlaces a políticas internas o manuales. 

 

e) Calendario o Plan Anual de Contrataciones. 

 

2. Información de los procedimientos de contratación, organizados según la 

modalidad de selección que corresponda e incluyendo: 

 

a) Documentos de la fase de planificación y convocatoria. 

 

b) Documentos de la fase de aclaraciones y enmiendas. 
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c) Documentos de la fase de recepción y evaluación. 
 

d) Documentos de la fase de adjudicación y formalización del contrato. 
 

e) Documentos de la fase de ejecución y control. 

 

3. Información complementaria y de transparencia: 

 

a) Registro histórico de los procedimientos de contratación. 

 

b) Estadísticas institucionales de contratación, en caso de que hayan sido producidas. 

 

c) Información sobre la participación de MIPYMES, empresas locales, empresas 

dirigidas por mujeres o grupos vulnerables, cuando dicha información haya sido 

producida. 

 

d) Información de contacto para denuncias o consultas sobre los procedimientos de 

contratación. 

 

Párrafo I. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe mantener una base de datos 

actualizada con la identificación de los miembros de los Comités de Contrataciones Públicas 

y de los encargados de las Unidades Operativas de Contrataciones Públicas de las 

instituciones contratantes. 

 

Párrafo II. El perfil del contratante debe garantizar funcionalidades básicas, tales como la 

carga y publicación automatizada de documentos y avisos, la búsqueda por filtros, las 

notificaciones automáticas a oferentes y proveedores, y un sistema de comentarios y 

aclaraciones, entre otras. Las instituciones disponen de un plazo de hasta seis (6) meses, 

contado a partir de la entrada en vigencia de este reglamento, para adecuar sus sistemas a 

estas características. 

 

Párrafo III. La Dirección General de Contrataciones Públicas, en coordinación con la 

Dirección General de Ética e Integridad Gubernamental, debe emitir las guías necesarias para 

la correcta gestión del perfil del contratante, procurando su interoperabilidad y evitando 

duplicidades con las obligaciones de publicidad previstas en la normativa general de libre 

acceso a la información pública. 

 

CAPÍTULO II 

PERSONAS FÍSICAS O JURÍDICAS CONTRATANTES 

 

Artículo 60.- Oferentes. 

Pueden participar como oferentes en los procedimientos de contratación pública las personas 

físicas y jurídicas establecidas en el artículo 35 de la Ley núm. 47-25, siempre y cuando se 

encuentren inscritas en el Registro de Proveedor del Estado y no se encuentren incursas en 

alguna de las causas de inhabilidad previstas en la ley citada. 
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Artículo 61.- Reglas de participación en consorcio. 

Las personas físicas o jurídicas que deseen participar en un procedimiento de contratación 

bajo la modalidad de consorcio, según lo establece el numeral 2) del artículo 35 de la Ley 

núm. 47-25, deben cumplir con las siguientes condiciones: 

 

1. Las personas que conformen el consorcio deben estar inscritas, cada una, en el 

Registro de Proveedor del Estado. 

 

2. Los consorcios deben acreditar ante la institución contratante el acuerdo o convenio 

por el cual se formalizan, incluyendo su objeto, las obligaciones de las partes para la 

preparación y presentación de ofertas y la ejecución contractual, la capacidad de 

ejercicio de cada miembro, así como la solvencia económica y financiera y la 

idoneidad técnica y profesional de este último. Dicha solvencia e idoneidad pueden 

acreditarse mediante la sumatoria acumulada de las credenciales de cada uno de los 

miembros. 

 

3. Los consorcios deben designar un representante o gerente único, mediante poder 

mancomunado o en el acuerdo consorcial. 

 

4. Los consorcios pueden obtener una inscripción provisional ante la Dirección General 

de Contrataciones Públicas para participar como oferentes en procedimientos de 

contratación pública. 

 

5. En caso de resultar adjudicado, el consorcio debe obligatoriamente obtener su registro 

definitivo antes de la suscripción del contrato. 

 

Párrafo I. Dado que los consorcios son uniones temporales de personas físicas o jurídicas 

que actúan como una sola, las causas de inhabilidad en que pudiese estar incursa una de las 

partes, así como las de suspensión, cancelación o inhabilitación en el Registro de Proveedor 

del Estado, implican la extensión de dicha condición al consorcio en su conjunto. 

 

Párrafo II. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe determinar, mediante el 

reglamento especial del Registro de Proveedor del Estado, los requisitos particulares que 

deben cumplir los consorcios para obtener el registro provisional y el registro definitivo. 

 

Artículo 62.- Personas extranjeras. 

Las personas jurídicas extranjeras que no tengan domicilio legal fijado en la República 

Dominicana pueden presentar ofertas con una inscripción provisional en el Registro de 

Proveedor del Estado. En caso de resultar adjudicadas, deben obtener la inscripción definitiva 

antes de la suscripción del contrato o la formalización de la orden de compra o de servicio. 

 

Artículo 63.- Inhabilidad por falta de cumplimiento de obligaciones tributarias o de la 

seguridad social. 

La inhabilidad de un proveedor por falta de cumplimiento de obligaciones tributarias o de la 

seguridad social debe tener en cuenta la excepción prevista para la participación de 

MIPYMES en el artículo 172, párrafo III, de la Ley núm. 47-25. 
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Artículo 64.- Registro de Proveedor del Estado. 

El Registro de Proveedor del Estado es el instrumento oficial y único de administración y 

gestión de datos de las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que deseen 

participar en los procedimientos de contratación pública regulados por la presente ley. 

 

Párrafo I. El Registro de Proveedor del Estado es administrado, operado y fiscalizado por la 

Dirección General de Contrataciones Públicas, la cual debe implementar los mecanismos 

tecnológicos, de verificación y control necesarios para garantizar la actualidad, integridad y 

confiabilidad de la información registrada. 

 

Párrafo II. La inscripción en el Registro de Proveedor del Estado constituye un requisito 

previo e indispensable para participar como oferente, sin perjuicio del cumplimiento 

posterior de los requisitos de calificación técnica y económica exigidos por cada 

procedimiento. 

 

Párrafo III. Las instituciones contratantes deben utilizar la información registrada en el 

Registro de Proveedor del Estado y abstenerse de requerir duplicidad documental. 

 

Párrafo IV. La inhabilitación de un proveedor no afecta la ejecución de contratos en curso, 

siempre que estos se hayan formalizado y registrado en la Contraloría General de la 

República con anterioridad a la decisión de inhabilitación. 

 

Artículo 65.- Requisitos generales. 

A fin de ser inscritas como proveedores del Estado, las personas físicas o jurídicas interesadas 

deben suministrar, conforme al reglamento especial y a los formularios establecidos por la 

Dirección General de Contrataciones Públicas, los documentos que acrediten: 

 

1. Capacidad jurídica y representación legal del solicitante. 

 

2. Objeto social o actividad económica que guarde relación con el tipo de bienes, obras 

o servicios que ofrece. 

 

3. Declaración responsable de no estar inhabilitado, sancionado o incurso en las causales 

de inhabilidad previstas por la ley. 

 

4. Declaración de beneficiarios finales. 

 

5. Cualquier otro requisito que disponga la Dirección General de Contrataciones 

Públicas mediante reglamento especial. 

 

Párrafo I. Las micro, pequeñas y medianas empresas, así como los oferentes de municipios 

o distritos municipales, pueden acogerse a un régimen simplificado de inscripción, en los 

términos que establezca el reglamento especial de la Dirección General de Contrataciones 

Públicas, priorizando la participación local y la inclusión económica. 
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Párrafo II. La documentación entregada debe mantenerse vigente y actualizada en el 

Registro de Proveedor del Estado, siendo obligación del proveedor notificar cualquier 

cambio en su información en un plazo no mayor de treinta (30) días calendario. 

 

Artículo 66.- Efectos de la inscripción. 

La inscripción en el Registro de Proveedor del Estado no otorga, por sí misma, la calificación 

del oferente ni derecho a ser adjudicatario, sino únicamente la aptitud legal para participar en 

los procedimientos de contratación. Por tanto, no exime del cumplimiento de los 

requerimientos de presentación de credenciales ni de la evaluación de la capacidad técnica, 

financiera y de experiencia que puedan establecerse en el pliego de condiciones de un 

procedimiento de contratación. 

 

Artículo 67.- Acceso a información sobre proveedores. 

El Registro de Proveedor del Estado es el medio oficial de referencia para: 

 

1. Acceder a la constancia del Registro de Proveedor del Estado y a la documentación 

asociada, así como a su estado al momento de la consulta. 

 

2. Verificar la habilitación y los antecedentes de los proveedores. 

 

3. Consultar sanciones, suspensiones y cancelaciones vigentes. 

 

4. Acceder a los históricos de participación y desempeño contractual. 

 

Artículo 68.- Registro de sanciones administrativas. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas debe llevar un registro de las sanciones 

administrativas de inhabilitación aplicadas a los proveedores. 

 

Párrafo. Este registro es público y de acceso gratuito, y debe contener la información 

necesaria para identificar la actuación que motivó la sanción, incluyendo como mínimo los 

datos esenciales que permitan garantizar la transparencia, trazabilidad y control ciudadano. 

 

Artículo 69.- Suspensión y cancelación del Registro de Proveedor del Estado. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas puede suspender o cancelar el Registro de 

Proveedor del Estado, a solicitud de la persona inscrita o de oficio, en los casos de 

inhabilidades absolutas u otros previstos en la ley, en los reglamentos de aplicación o en las 

políticas emitidas para la administración del registro. 

 

Párrafo. Esta disposición no exime del deber de debida diligencia de cada institución 

contratante a fin de determinar posibles oferentes incursos en causas de inhabilidad. 

 

Artículo 70.- Interoperabilidad y gestión de información. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas debe establecer mecanismos de 

interoperabilidad de datos con otras instituciones del Estado, especialmente con: 

 

1. La Dirección General de Impuestos Internos. 
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2. La Tesorería de la Seguridad Social. 

 

3. El Ministerio de Trabajo. 

 

4. Las Cámaras de Comercio y Producción. 
 

5. El Ministerio de Hacienda. 
 

6. El Ministerio de Industria, Comercio y MIPYMES. 
 

7. Cualquier otra entidad necesaria para verificar el cumplimiento de requisitos legales 

y financieros. 

 

Artículo 71.- Reglamento especial. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas debe dictar un Reglamento Especial del 

Registro de Proveedor del Estado, el cual debe regular todos los aspectos técnicos, 

procedimentales y operativos vinculados a su gestión, incluyendo las solicitudes de 

inscripción, renovación, suspensión y cancelación; la documentación requerida; los criterios 

para otorgar inscripciones provisionales y definitivas; los mecanismos de actualización, 

validación e interoperabilidad de la información con otras entidades del Estado; la 

clasificación de proveedores por sector o actividad; los procedimientos de control y 

fiscalización preventiva; así como las reglas de administración, custodia y publicidad de los 

datos, incorporando regímenes simplificados para MIPYMES y oferentes locales, y 

garantizando en todo momento la eficiencia, integridad, trazabilidad y transparencia del 

sistema. 

 

Artículo 72.- Calificación para contratar. 

Las condiciones específicas para determinar que un oferente se encuentra calificado para 

asumir las prestaciones contractuales procuradas por una institución contratante deben estar 

establecidas en el pliego de condiciones correspondiente, atendiendo a las condiciones 

generales previstas en el artículo 37 de la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 73.- Precalificación. 

La precalificación es un procedimiento administrativo previo e independiente mediante el 

cual la Dirección General de Contrataciones Públicas, para el caso de convenios marco, o las 

instituciones contratantes competentes, según corresponda, evalúan la capacidad jurídica, 

técnica, económica y profesional de personas físicas o jurídicas interesadas en participar en 

futuras contrataciones públicas, con el objeto de conformar listas de oferentes precalificados 

aptos para ser invitados o participar en procesos de contratación específicos. 

 

Párrafo I. Su finalidad es agilizar los procedimientos, mejorar la competencia efectiva y 

garantizar la idoneidad de los participantes, sin restringir el acceso de nuevos oferentes que 

cumplan los requisitos establecidos. 

 

Párrafo II. Los Comités de Contrataciones Públicas de cada institución contratante son 

responsables del procedimiento de precalificación. 
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Párrafo III. El régimen especial de recursos administrativos previsto en la Ley núm. 47-25 

es aplicable al procedimiento de precalificación. 

 

Artículo 74.- Procedimiento de precalificación. 

El procedimiento de precalificación tiene como objetivo determinar cuáles oferentes se 

encuentran calificados para asumir una eventual contratación futura. Dicho procedimiento 

debe realizarse mediante una convocatoria pública que indique el objeto, los criterios técnicos 

y los requisitos de calificación aplicables, conforme al pliego de condiciones adoptado. 

 

Párrafo I. Los requisitos deben ser uniformes, objetivos y verificables, conforme al principio 

de igualdad de trato, y basarse en la naturaleza de los bienes, obras o servicios que se prevea 

contratar. 

 

Párrafo II. Los interesados pueden presentar solicitudes de incorporación en cualquier 

momento, siempre que cumplan con los requisitos establecidos, conformando un registro 

abierto de precalificados. 

 

Párrafo III. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe dictar las guías y los 

instructivos, así como emitir los documentos estándar necesarios para la operativización del 

procedimiento de precalificación. 

 

Artículo 75.- Evaluación y efectos de la precalificación. 

La evaluación debe comprender la verificación de: 

 

1. Capacidad jurídica y habilitación en el Registro de Proveedor del Estado. 

 

2. Experiencia previa y desempeño en contratos similares. 

 

3. Capacidad financiera y técnica acreditada mediante documentos verificables. 

 

4. Cumplimiento de obligaciones fiscales, laborales y de seguridad social. 

 

Párrafo I. Quienes cumplan los requisitos deben ser inscritos en la lista de oferentes 

precalificados, válida por un período de dos (2) años y renovable previa actualización de la 

documentación. 

 

Párrafo II. La precalificación no genera derecho adquirido a adjudicación, sino únicamente 

el reconocimiento de aptitud para participar en los procedimientos para los cuales se haya 

efectuado, quedando exentos de una nueva evaluación de las condiciones de calificación, 

siempre que dichas condiciones sean las mismas que las evaluadas al momento de la 

precalificación. 

 

Artículo 76.- Precalificación especial para casos de emergencia. 

Las instituciones contratantes pueden realizar un procedimiento de precalificación especial 

para eventuales casos de contratación en situaciones de emergencia autorizadas de 

conformidad con lo previsto en el artículo 78, numeral 1), de la Ley núm. 47-25. Esta 

precalificación para casos de emergencia: 
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1. Debe realizarse de manera simplificada y ágil, sobre la base de requisitos mínimos de 

capacidad técnica, experiencia y disponibilidad inmediata. 

 

2. Debe conducir a la conformación de una lista de oferentes precalificados para 

responder ante emergencias. 

 

3. Tiene vigencia de dos (2) años, con posibilidad de renovación condicionada. 

 

4. Las contrataciones derivadas de la precalificación de emergencia deben adjudicarse 

mediante sorteo, garantizando la transparencia y la aleatoriedad. 

 

Párrafo. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe reglamentar el 

procedimiento, los formatos, los controles y la publicidad aplicables a esta modalidad. 

 

TÍTULO IV 

CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO 

 

CAPÍTULO I 

REGLAS PARTICULARES SOBRE CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO 

 

Artículo 77.- Reglas particulares para los contratos de bienes según demanda. 

En los contratos de bienes según demanda, la institución contratante puede requerir la entrega 

de los bienes durante el lapso de duración previsto y al precio unitario contratado, de acuerdo 

con sus necesidades y con una frecuencia preestablecida y acordada en el contrato. 

 

Párrafo I. En el pliego de condiciones debe advertirse que la institución contratante no 

asume el compromiso de requerir el total de las unidades adjudicadas, sino únicamente 

aquellas que sean requeridas. En consecuencia, el valor del contrato debe establecerse sobre 

un monto tope máximo determinable. 

 

Párrafo II. La institución contratante debe determinar en el pliego de condiciones el número 

máximo de unidades que podrán requerirse durante la vigencia del contrato, con orden de 

compra a requerimiento y la frecuencia aproximada con que se realizarán las solicitudes de 

provisión. 

 

Artículo 78.- Reglas particulares para los contratos de llave en mano. 

La contratación bajo la modalidad de llave en mano debe realizarse mediante un 

procedimiento de licitación pública. 

 

Párrafo I. Previamente deben existir estudios de factibilidad técnica, económica y ambiental, 

un anteproyecto funcional que defina las especificaciones básicas y una evaluación de riesgos 

contractuales y presupuestarios. 

 

 

 



- 39 - 

 

 

Párrafo II. El pliego de condiciones para estos casos debe contener requisitos funcionales, 

parámetros de desempeño y garantías de cumplimiento y de buen funcionamiento. 

 

Párrafo III. La ejecución del contrato debe estar sujeta a la supervisión de la institución 

contratante y la recepción definitiva solo debe proceder una vez comprobado el 

funcionamiento pleno de la obra. 

 

Párrafo IV. La responsabilidad del contratista debe ser integral, comprendiendo la totalidad 

de las fases y riesgos del proyecto. 

 

Párrafo V. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe emitir la guía o el 

instructivo correspondiente para delimitar los lineamientos técnicos y metodológicos 

aplicables a los contratos de llave en mano, incluyendo criterios de procedencia, estructura 

de pliegos, evaluación de riesgos, garantías, mecanismos de control y parámetros de 

recepción. 

 

Artículo 79.- Reglas particulares para la contratación en atención al resultado. 

La contratación en atención al resultado no es un procedimiento de selección de proveedores, 

sino una modalidad contractual en la que el pago se encuentra condicionado en los términos 

previstos por el artículo 76 de la Ley núm. 47-25. A esta modalidad deben aplicarse las 

siguientes reglas particulares: 

 

1. Esta modalidad puede aplicarse en los procedimientos de contratación pública de 

bienes, servicios, consultorías y obras, siempre que ello sea compatible con la 

naturaleza del objeto contratado y cuente con la evaluación técnica y financiera previa 

que demuestre su viabilidad. 

 

2. En materia de contratación de medicamentos, según lo previsto en el párrafo del 

artículo 76 de la Ley núm. 47-25, puede usarse esta modalidad u otras variantes, como 

garantía de resultados clínicos u otros métodos que garanticen eficacia, cuando el 

objetivo sea la prevención, diagnóstico, tratamiento o cura de enfermedades, 

conforme a los lineamientos técnicos y de seguimiento clínico definidos por la 

autoridad sanitaria competente. 

 

3. La institución contratante debe indicar en el pliego de condiciones, cuando elija esta 

modalidad, justificando su aplicabilidad, los riesgos que la hacen conveniente y los 

criterios de medición de los resultados. 

 

4. La institución contratante debe describir en el pliego de condiciones la modalidad de 

pago condicionada al resultado, los hitos, las penalidades, los incentivos, los riesgos 

y los indicadores, las fuentes de verificación y los mecanismos de seguimiento de los 

resultados. 
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5. Concluida la evaluación y adjudicación, el contrato debe formalizarse mediante 

instrumento escrito en el que se recojan todas las condiciones relativas al logro de 

resultados, pagos condicionados, hitos, verificación, penalidades, incentivos y los 

derechos y obligaciones de las partes. 

 

6. El contrato puede prever pagos iniciales o parciales al proveedor para asegurar 

liquidez, siempre que estos pagos sean razonables, proporcionales al avance 

verificable y cuenten con registro presupuestario específico, debiendo descontarse del 

pago condicionado. 

 

7. En el caso específico de medicamentos, cuando se utilice la modalidad de garantía de 

resultados clínicos, el contrato debe prever la garantía de eficacia, el riesgo 

compartido entre el proveedor del medicamento y el Estado, mecanismos de 

seguimiento de los resultados clínicos y mecanismos de devolución o reducción de 

pago en caso de resultado insatisfactorio. Los resultados deben registrarse en el 

Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas, a efectos de trazabilidad y control 

posterior. 

 

8. Una vez vencido el plazo para alcanzar el resultado o cumplida la meta establecida, 

debe procederse a la verificación conforme al mecanismo pactado en el pliego de 

condiciones y en el contrato. 

 

9. Si la verificación determina que el resultado fue alcanzado conforme a los términos 

pactados, la entidad debe emitir la orden de pago correspondiente al monto 

condicionado. 

 

10. Si el resultado no fue alcanzado o fue solo parcialmente alcanzado, deben aplicarse 

las penalidades previstas, o bien solo pagarse la parte proporcional pactada, o exigir 

la devolución del pago inicial, según lo acordado. 

 

Párrafo I. La aplicación de esta modalidad contractual debe realizarse de manera progresiva, 

garantizando que los criterios de resultado sean objetivos, verificables y compatibles con la 

naturaleza del objeto contractual. 

 

Párrafo II. En el caso de obras públicas, esta modalidad queda supeditada a la realización 

de una evaluación técnica y financiera previa, la emisión de lineamientos sectoriales 

específicos y la verificación de su viabilidad operativa, conforme a estándares comparados. 

 

Párrafo III. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe elaborar guías técnicas, 

manuales e instructivos operativos para la aplicación de la modalidad de contratación en 

atención al resultado, en coordinación con las entidades rectoras de las áreas sectoriales 

pertinentes, a fin de garantizar la coherencia operativa y la eficacia de esta modalidad de 

contrato. 
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CAPÍTULO II 

RÉGIMEN JURÍDICO APLICABLE A LOS CONTRATOS DEL SECTOR 

PÚBLICO 

 

Artículo 80.- Determinación del régimen jurídico aplicable a los contratos del sector 

público. 

Los contratos del sector público, en lo que respecta a sus efectos, modificaciones y extinción, 

deben someterse al régimen jurídico de derecho administrativo o de derecho privado, 

conforme a las reglas y criterios establecidos en la Ley núm. 47-25. 

 

Párrafo I. El pliego de condiciones de cada procedimiento debe precisar expresamente el 

régimen jurídico aplicable al contrato, señalando si este se considera administrativo o 

privado, con indicación de las normas que deban regir en la fase de ejecución contractual y 

de la jurisdicción competente para dirimir los conflictos que se susciten en dicha fase. 

 

Párrafo II. Esta determinación no excluye el control administrativo o jurisdiccional sobre la 

verdadera naturaleza del contrato. 

 

Párrafo III. En cuanto a su preparación y adjudicación, el régimen jurídico aplicable siempre 

es el de derecho administrativo previsto en la Ley núm. 47-25. 

 

TÍTULO V 

PROCEDIMIENTOS DE SELECCIÓN DE PROVEEDORES 

 

CAPÍTULO I 

REGLAS GENERALES APLICABLES A LOS PROCEDIMIENTOS DE 

SELECCIÓN DE PROVEEDORES 

 

Artículo 81.- Reglas generales. 

Las disposiciones de este capítulo desarrollan las disposiciones previstas en la Ley núm. 47-

25 que resultan aplicables a los distintos procedimientos de selección de proveedores, sin 

perjuicio de las reglas particulares previstas para cada uno. 

 

Sección I 

Expediente administrativo y publicación de actos 

 

Artículo 82.- Expediente administrativo. 

Todo procedimiento de contratación debe generar un expediente administrativo único, físico 

o electrónico, que integre de manera cronológica los actos, documentos, informes, 

comunicaciones, decisiones, notificaciones y demás piezas vinculadas al proceso de 

contratación, desde la planificación hasta la ejecución y el cierre del contrato. El expediente 

debe contener, como mínimo: 

 

1. Estudios previos; 

 

2. Acta de inicio o registro del procedimiento; 
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3. Pliego de condiciones y sus enmiendas; 

 

4. Circulares de preguntas y respuestas; 

 

5. Publicaciones de convocatorias y avisos; 

 

6. Ofertas presentadas y documentación de los oferentes; 

 

7. Actas de apertura, informes técnicos y evaluaciones; 

 

8. Actas de aprobación de los informes técnicos; 

 

9. Acto de adjudicación; 

 

10. Contrato formalizado u orden de compra o de servicio; 

 

11. Garantías, pólizas y demás documentos de respaldo; 

 

12. Comunicaciones relevantes, adendas, modificaciones o resoluciones; 

 

13. Informes de supervisión, ejecución, recepción y pago; 

 

14. Acta de cierre y cualquier actuación posterior vinculada al contrato. 

 

Párrafo I. La institución contratante es responsable de la integridad, conservación y custodia 

del expediente administrativo. 

 

Párrafo II. El expediente administrativo debe mantenerse disponible y accesible por un 

período mínimo de veinte (20) años, contados a partir de la fecha de cierre del contrato o del 

acto administrativo final que ponga término al procedimiento, según corresponda. 

 

Párrafo III. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo anterior, la institución puede 

disponer el archivo histórico o la eliminación del expediente, conforme a la normativa vigente 

sobre gestión documental y archivo público, garantizando en todo caso la preservación de la 

información de relevancia histórica, jurídica o de control. 

 

Artículo 83.-Publicación de actos administrativos como forma sustitutiva de 

notificación. 

La publicación de actos administrativos puede sustituir la notificación como condición de su 

eficacia, siempre que así se haya establecido en el pliego de condiciones y los actos tengan 

por destinatarios a una pluralidad indeterminada de personas o resulten de uno de los 

procedimientos de concurrencia competitiva previstos en la ley. En ese sentido, la 

publicación puede sustituir la notificación, de manera enunciativa, en los siguientes 

supuestos: 

 

1. Convocatorias a procedimientos competitivos de selección de proveedores; 
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2. Modificaciones o aclaraciones al pliego de condiciones, adendas o prórrogas de 

plazos que afecten a todos los posibles interesados en un procedimiento competitivo 

de selección de proveedores; 

 

3. Actos de suspensión, revocación o nulidad de procedimientos competitivos de 

selección de proveedores; 

 

4. Actos de adjudicación. 

 

Párrafo I. Los actos sancionadores, las exclusiones por prácticas prohibidas, las exclusiones 

por ofertas anormalmente bajas, las decisiones sobre recusaciones o cualquier otra resolución 

que afecte de manera específica y singular a un oferente deben ser objeto de notificación 

individual, sin perjuicio de su publicación posterior para fines de transparencia. 

 

Párrafo II. La fecha o el mecanismo de determinación de la fecha de publicación deben 

constar en el pliego de condiciones o en el aviso de convocatoria, y solo pueden ser 

modificados hasta la emisión de la última enmienda al pliego. 

 

Párrafo III. Si la publicación no se realiza en la fecha prevista o conforme al mecanismo 

previamente establecido, la publicación no surte efectos de notificación y la institución 

contratante debe realizar la notificación directa a los interesados, a fin de garantizar la certeza 

jurídica y la regularidad en el cómputo de los plazos de eficacia para fines de recursos 

administrativos y jurisdiccionales. 

 

Párrafo IV. La publicación debe realizarse en el Sistema Electrónico de Contrataciones 

Públicas y en el perfil del contratante, sin perjuicio de los casos en los cuales la ley o su 

reglamentación establezcan requisitos adicionales de publicación, como, por ejemplo, el 

aviso en diarios de circulación nacional. 

 

Artículo 84.- Determinación previa del medio y fecha de publicación. 

Conforme al párrafo II del artículo 29 de la Ley núm. 47-25, para que la publicación pueda 

sustituir la notificación de actos administrativos, el pliego de condiciones o el aviso de 

convocatoria debe identificar expresamente: 

 

1. Los medios en los cuales se realizarán las publicaciones; 

 

2. La fecha o el mecanismo de determinación de la fecha de publicación, a fin de 

garantizar certeza jurídica sobre el inicio de los plazos de eficacia y recurribilidad. 

 

Párrafo I. De cumplirse las previsiones establecidas en este artículo y, por tanto, existir 

certeza previa sobre la fecha de publicación del acto administrativo correspondiente, este 

debe considerarse eficaz y oponible a todos los interesados. 

 

Párrafo II. Los plazos para interponer recursos administrativos o jurisdiccionales comienzan 

a computarse a partir del día siguiente de la publicación. 
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Sección II 

Estudios previos y cronograma de actividades 

 

Artículo 85.- Estudios previos. 

Los estudios previos que sean desarrollados como parte de la planificación contractual de 

cada institución deben elaborarse por escrito, con la firma de los responsables técnicos, 

financieros y jurídicos de la institución, y deben formar parte integral del expediente 

administrativo del procedimiento de contratación. Deben contener, como mínimo, los 

aspectos establecidos en el artículo 87 de la Ley núm. 47-25. 

 

Párrafo. Cuando se produzcan variaciones sustanciales en las condiciones del mercado, del 

presupuesto o del objeto contractual, los estudios previos deben ser actualizados antes de la 

publicación del procedimiento. 

 

Artículo 86.- Estudios técnicos y de ingeniería en contratos de obra. 

En los casos de contratos de obra pública, los estudios previos deben incluir, además de los 

aspectos establecidos en el artículo 87 de la Ley núm. 47-25: 

 

1. Proyecto de ingeniería de detalle, con planos definitivos, especificaciones técnicas, 

memorias de cálculo y presupuesto desagregado; 

 

2. Estudios de prefactibilidad y factibilidad, según la magnitud y complejidad de la obra; 

 

3. Estudio de impacto ambiental, conforme a la normativa ambiental vigente, 

incluyendo medidas de mitigación y compensación; 

 

4. Análisis de suelos, topografía, geotecnia, clima y accesibilidad, según corresponda; 

 

5. Estimación del cronograma físico-financiero del proyecto; 

 

6. Determinación de los costos indirectos, contingencias y márgenes razonables de 

utilidad; 

 

7. Certificación de disponibilidad del terreno o espacio físico; 

 

8. Contar con el código del Sistema Nacional de Inversión Pública, cuando corresponda. 

 

Párrafo. El expediente técnico debe ser revisado y aprobado por la unidad de ingeniería o 

infraestructura de la institución contratante, o por la autoridad sectorial competente, antes de 

iniciar cualquier procedimiento de contratación. 

 

Artículo 87.- Cronograma de actividades y plazos. 

El pliego de condiciones aprobado para un procedimiento de selección de proveedores debe 

incluir un cronograma de actividades con los plazos y fechas límites para las distintas 

actuaciones, tomando en cuenta las condiciones temporales previstas por la Ley núm. 47-25 

para la presentación de propuestas, aclaraciones, adendas o enmiendas, subsanación y 

aclaración de ofertas, entre otros aspectos. 
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Sección III 

Peritos 

 

Artículo 88.- Designación de peritos. 

En todo procedimiento de contratación pública la institución contratante obligatoriamente 

debe designar los peritos responsables de participar en la elaboración de las especificaciones 

técnicas, la evaluación de las propuestas y demás funciones que se les asignen conforme a la 

naturaleza del proceso. 

 

Artículo 89.- Perfil y cantidad de peritos. 

Las instituciones contratantes deben designar como mínimo tres (3) peritos, procurando que 

el número total sea impar, integrados de la siguiente manera: 

 

1. Un perito técnico, con conocimientos en el objeto de la contratación o en el área del 

conocimiento que corresponda (ingeniería, salud, tecnología, servicios, etc.); 

 

2. Un perito financiero o económico, responsable de analizar la razonabilidad de 

precios, presupuestos y sostenibilidad económica de las ofertas; 

 

3. Un perito legal, encargado de verificar la conformidad jurídica de las actuaciones y 

documentos legales. 

 

Párrafo I. En los procedimientos de contratación menor y de contratación directa sujeta a 

umbral, puede designarse un (1) perito, seleccionado según la naturaleza del objeto 

contractual. Dicho perito puede apoyarse en las áreas financiera y legal de la institución, sin 

delegar su responsabilidad técnica. En estos casos, la intervención pericial tiene un alcance 

simplificado, limitado a la validación esencial de las especificaciones y de la conformidad 

técnica de las ofertas. 

 

Párrafo II. Cuando la naturaleza del contrato lo requiera, la institución puede designar 

peritos adicionales especializados, tales como ambientales, sociales, de innovación o de 

resultados, siempre respetando la imparidad numérica del cuerpo colegiado. 

 

Artículo 90.- Identificación de los candidatos para fungir como peritos. 

El área de recursos humanos, en coordinación con la unidad requirente, debe verificar si la 

institución cuenta con servidores públicos que cumplan el perfil para fungir como peritos. En 

caso afirmativo, las propuestas deben ser presentadas al órgano competente para conducir el 

procedimiento, sea el Comité de Contrataciones Públicas o la Dirección Administrativa. 

 

Párrafo I. Las instituciones contratantes pueden crear un registro de peritos para facilitar su 

selección, atendiendo a la naturaleza y tipo de contratación que se requiera. 

 

Párrafo II. La prestación de servicios como peritos por parte de los servidores públicos debe 

ser considerada dentro de la respectiva política institucional de incentivos, conforme al 

régimen aplicable a cada entidad. En el caso de las instituciones bajo dependencia del Poder 

Ejecutivo, dicha política puede tomar como referencia los lineamientos del Ministerio de 
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Administración Pública; en las demás entidades, se aplican los criterios previstos en su 

normativa especial y en sus sistemas internos de gestión de recursos humanos. 

 

Párrafo III. Cuando la institución no disponga de personal que reúna el perfil técnico 

requerido, el órgano competente, Comité de Contrataciones Públicas o Dirección 

Administrativa, según corresponda, debe dejar constancia mediante acta y solicitar a la 

máxima autoridad gestionar la asistencia de una institución pública especializada en el objeto 

de la contratación para la designación de un servidor que funja como perito técnico. De no 

ser posible, puede autorizarse la contratación de personal externo, conforme a la normativa 

del Ministerio de Administración Pública y a las disposiciones de la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 91.- Formalización de designación y duración de funciones. 

La designación de los peritos debe constar mediante acto administrativo motivado emitido 

por el Comité de Contrataciones Públicas. Dicho acto debe indicar: 

 

1. Nombres, cargos y perfiles de los peritos designados; 

 

2. Funciones específicas asignadas a cada uno; 

 

3. Declaración de ausencia de conflictos de interés. 

 

Párrafo I. En los procedimientos de contratación directa sujeta a umbral y de contratación 

menor, los peritos son designados por la Dirección Administrativa y Financiera. La 

designación debe hacerse constar en un acta simple de inicio de procedimiento. 

 

Párrafo II. La designación de peritos tiene validez únicamente para el procedimiento 

específico en el que participen, sin perjuicio de nuevas designaciones posteriores para otros 

procedimientos. 

 

Artículo 92.- Requisitos para ser perito. 

Para ser designado como perito se requiere: 

 

1. Ser mayor de edad y encontrarse en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

 

2. Pertenecer a la institución contratante o, en su defecto, siendo personal externo, 

cumplir con las condiciones de selección previstas en este reglamento; 

 

3. Poseer título profesional, técnico o experiencia comprobada en el objeto contractual 

del procedimiento; 

 

4. Estar certificado en los programas de formación de la Dirección General de 

Contrataciones Públicas; 

 

5. Haber suscrito la declaración de intereses, de conformidad con lo previsto en el 

artículo siguiente. 
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Párrafo. La institución contratante debe procurar que los peritos designados participen 

progresivamente en los programas de formación ofrecidos por la Dirección General de 

Contrataciones Públicas, como mecanismo para fortalecer sus capacidades técnicas. La falta 

de certificación no impide su designación inicial, pero la institución es responsable de su 

capacitación continua. 

 

Artículo 93.- Declaración de intereses. 

Previo a su designación, cada perito debe suscribir una Declaración Jurada de Ausencia de 

Conflicto de Interés, conforme al modelo aprobado por la Dirección General de 

Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo I. De igual modo, los peritos deben presentar una declaración de interés adicional si 

se identifica un posible conflicto de interés sobrevenido cuando un interesado realice una 

pregunta en la etapa de aclaraciones, cuando se presente una oferta o en cualquier momento 

del ciclo contractual. 

 

Párrafo II. Las declaraciones deben incorporarse al expediente administrativo y su falsedad 

es causal de exclusión inmediata y de la nulidad de las actuaciones en las que haya 

participado. 

 

Artículo 94.- Inhabilidades. 

Están inhabilitados para ser peritos: 

 

1. Aquellas personas que hayan sido sancionadas por faltas de segundo grado conforme 

con la Ley de Función Pública o la Ley núm. 47-25; 

 

2. Aquellas personas que mantengan relación de subordinación, dependencia, 

parentesco, hasta segundo grado de consanguinidad o afinidad, o vínculo contractual 

o comercial con oferentes; 

 

3. Aquellas personas que tengan participación directa o indirecta en empresas 

interesadas en el procedimiento o que hayan brindado asesoría previa a algún oferente 

interesado. 

 

Artículo 95.- Compromiso ético.  

Previo al inicio de sus  funciones, los  peritos deben suscribir el   documento de  

compromiso  

ético, estandarizado según los lineamientos de la Dirección General de Contrataciones 

Públicas, mediante el cual se comprometen a no incurrir en alguna de las prácticas prohibidas 

previstas en dicho documento. 

 

Artículo 96.- Inhibición o recusación. 

Los peritos pueden inhibirse o ser recusados cuando existan circunstancias comprobables o 

indicios razonables que puedan comprometer su imparcialidad en el procedimiento. 

Constituyen, entre otras, causales de inhibición o recusación las siguientes: 
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1. Tener interés directo o indirecto en el procedimiento; 

 

2. Haber mantenido una relación laboral, contractual o societaria reciente con alguno de 

los oferentes o interesados; 

 

3. Poseer parentesco por consanguinidad o afinidad con un oferente o interesado; 

 

4. Haber prestado servicios profesionales previos que afecten objetivamente su 

independencia; 

 

5. Mantener vínculos económicos, profesionales o de cualquier naturaleza que generen 

un conflicto de interés real o potencial; 

 

6. Cualquier otra situación que, con base en indicios suficientes, comprometa 

objetivamente la imparcialidad del perito. 

 

Párrafo I. La inhibición debe presentarse de manera inmediata tan pronto el perito 

identifique la causal y, en todo caso, antes del inicio de la evaluación técnica, a fin de no 

afectar la continuidad del procedimiento. 

 

Párrafo II. La recusación debe presentarse por escrito ante la autoridad competente dentro 

de los tres (3) días hábiles siguientes a la designación del perito o al conocimiento del motivo 

que la fundamenta, acompañada de los indicios que la sustenten. 

 

Párrafo III. El Comité de Contrataciones Públicas o la Dirección Administrativa y 

Financiera, según corresponda, debe resolver la inhibición o recusación dentro de los tres (3) 

días hábiles siguientes, mediante decisión motivada. 

 

Párrafo IV. En caso de acogerse la inhibición o la recusación, la autoridad debe proceder de 

inmediato a la designación de un nuevo perito. 

 

Sección IV 

Pliego de condiciones 

 

Artículo 97.- Lineamientos para la elaboración de pliegos de condiciones. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas debe emitir las guías y los instructivos, así 

como los documentos estándar necesarios para el procedimiento de elaboración de pliegos 

de condiciones, especificaciones técnicas y términos de referencia, de conformidad con la 

Ley núm. 47-25 y este reglamento. 

 

Párrafo. Estos instrumentos complementarios tienen carácter obligatorio en cuanto a su 

contenido mínimo y a la estructura general del pliego, sin perjuicio de las adaptaciones que 

resulten necesarias según la naturaleza del objeto contractual y las particularidades de cada 

procedimiento e institución. 
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Artículo 98.- Responsabilidad institucional en la elaboración del pliego. 

Como regla general, la elaboración del pliego de condiciones es responsabilidad de la 

institución contratante, a través de la Unidad Operativa de Contrataciones Públicas, en 

coordinación con el área requirente de la contratación y las unidades técnicas, presupuestarias 

y jurídicas. 

 

Párrafo I. La Unidad Operativa de Contrataciones Públicas coordina el proceso de 

elaboración, vela por la coherencia del pliego con la Ley núm. 47-25, este reglamento y los 

instrumentos dictados por la Dirección General de Contrataciones Públicas, y asegura su 

incorporación al expediente administrativo. 

 

Párrafo II. El área requirente, las unidades técnicas y los peritos designados son 

responsables del contenido técnico del objeto contractual, incluyendo las especificaciones 

técnicas o términos de referencia, y deben asegurar que respondan a las necesidades 

institucionales y a los estudios previos realizados. 

 

Párrafo III. La unidad jurídica o área equivalente que realice dichas funciones debe revisar 

el pliego para verificar su conformidad con el marco legal y reglamentario aplicable, así como 

la adecuación de las cláusulas contractuales al modelo que se incluya. 

 

Artículo 99.- Vinculación con los estudios previos y el presupuesto.  

El pliego de condiciones debe guardar coherencia directa con los estudios previos, la 

definición del objeto contractual, la investigación de mercado  y la apropiación 

presupuestaria que respalda la contratación. 

 

Párrafo. La institución contratante debe dejar constancia, en el expediente administrativo, 

de que el pliego ha sido elaborado tomando en cuenta los estudios y datos de mercado, la 

estimación del valor referencial, los riesgos relevantes y la disponibilidad presupuestaria. 

 

Artículo 100.- Uso de modelos de pliegos y documentos estándar. 

Las instituciones contratantes deben utilizar los modelos de pliegos de condiciones y demás 

documentos estándar emitidos por la Dirección General de Contrataciones Públicas, 

adaptándolos al objeto contractual y al procedimiento de selección de proveedores 

correspondiente. 

 

Párrafo I. Las secciones o cláusulas de uso obligatorio que se definan en los modelos 

emitidos por la Dirección General de Contrataciones Públicas solo pueden ser modificadas 

en los casos y bajo las condiciones que establezcan dichos instrumentos, dejando constancia 

de las justificaciones en el expediente administrativo. 

 

Párrafo II. Cuando, por la especialidad del objeto contractual, sea necesario incorporar 

cláusulas adicionales, estas deben ser compatibles con la Ley núm. 47-25, este reglamento y 

los principios del sistema de contratación pública. 
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Artículo 101.- Coherencia entre especificaciones técnicas, criterios de evaluación y 

criterios de adjudicación. 

El pliego de condiciones debe asegurar la coherencia entre las especificaciones técnicas o 

términos de referencia, los requisitos de calificación, los criterios de evaluación y los criterios 

de adjudicación previstos para el procedimiento de contratación. 

 

Párrafo I. Las especificaciones técnicas y los términos de referencia no pueden contener 

requisitos que no guarden relación directa con el objeto contractual o con su correcta 

ejecución, ni establecer condiciones que contradigan los criterios de evaluación o 

adjudicación. 

 

Párrafo II. Los criterios de evaluación y adjudicación definidos en el pliego de condiciones 

deben corresponderse con lo previsto en la Ley núm. 47-25 y en este reglamento, evitando 

duplicidades entre requisitos de calificación y aspectos evaluables, salvo en los supuestos 

excepcionales admitidos por la ley. 

 

Párrafo III. La institución contratante debe procurar que la redacción del pliego de 

condiciones refleje de manera clara cómo se vinculan las especificaciones técnicas, los 

requisitos de calificación, los criterios de evaluación y los criterios especiales de evaluación 

que, en su caso, se apliquen conforme a los artículos 168 y 170 de la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 102.- Lenguaje, estructura y accesibilidad del pliego. 

El pliego de condiciones debe redactarse en lenguaje sencillo, claro e inclusivo, conforme a 

lo dispuesto en la Ley núm. 47-25, y mantener una estructura ordenada que permita a los 

interesados identificar fácilmente las secciones, requisitos, plazos y criterios de evaluación y 

adjudicación. 

 

Párrafo I. La institución contratante debe seguir, en lo posible, la estructura y los 

encabezados previstos en los modelos de pliegos y guías emitidos por la Dirección General 

de Contrataciones Públicas, a fin de facilitar la comprensión para los oferentes y la 

estandarización de los procedimientos. 

 

Párrafo II. Cuando se utilicen criterios especiales de evaluación o condiciones especiales de 

ejecución vinculadas a la contratación pública estratégica, estos deben identificarse de forma 

explícita en el pliego y diferenciarse de los requisitos de calificación y de las obligaciones 

ordinarias de ejecución. 

 

Artículo 103.- Aprobación interna del pliego de condiciones. 

Previo a la convocatoria del procedimiento de selección de proveedores, el pliego de 

condiciones debe ser aprobado por el Comité de Contrataciones Públicas debidamente 

conformado o por el responsable del procedimiento, mediante acto administrativo de la 

institución contratante, de conformidad con el artículo 95 de la Ley núm. 47-25 y las reglas 

internas de delegación de competencia que se hayan establecido. 

 

Párrafo I. El acto de aprobación debe indicar, como mínimo, el procedimiento de selección 

de proveedores aprobado, el objeto contractual, el valor referencial y la identificación del 

pliego de condiciones definitivo que regirá la contratación. 



- 51 - 

 

 

Párrafo II. Cuando el órgano competente determine que el pliego de condiciones no se 

encuentra en condiciones de ser aprobado, debe dejarse constancia expresa en acto 

administrativo de las observaciones técnicas, jurídicas o presupuestarias que sustentan dicha 

decisión, a los fines de su adecuación o reformulación, conforme al marco legal y 

reglamentario aplicable. 

 

Párrafo III. La no aprobación del pliego de condiciones debe fundarse en criterios objetivos 

vinculados a la coherencia del pliego con la Ley núm. 47-25, el presente reglamento, los 

estudios previos, la disponibilidad presupuestaria y los instrumentos normativos y técnicos 

emitidos por la Dirección General de Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo IV. Una vez aprobado, el pliego de condiciones se incorpora al expediente 

administrativo en la forma prevista en la ley y el presente reglamento y sirve de base 

obligatoria para la convocatoria, la presentación de propuestas, la evaluación, la 

adjudicación, la elaboración del contrato y la ejecución contractual. 

 

Sección V 

Irrecibilidad y retiro de propuestas 

 

Artículo 104.- Propuestas de oferentes consideradas irrecibibles. 

Cuando, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo II del artículo 105 de la Ley núm. 47-

25, una propuesta se considere irrecibible por haber sido presentada fuera del plazo fijado 

para su recepción, dicha situación debe hacerse constar mediante acto administrativo. 

 

Artículo 105.- Retiro de propuesta luego de apertura de oferta técnica. 

Una vez producida la apertura de la oferta técnica, las propuestas se consideran promesas 

irrevocables de contrato, conforme a lo dispuesto en el párrafo I del artículo 111 de la Ley 

núm. 47-25. Sin embargo, el oferente puede solicitar el retiro de su propuesta, sin incurrir en 

responsabilidad ni en la ejecución de la garantía de seriedad de oferta, en los casos en que se 

configure una causa de fuerza mayor debidamente comprobada, siempre y cuando el objeto 

de la contratación no esté precisamente vinculado a la necesidad de realizar prestaciones 

como consecuencia de una causa de fuerza mayor, en atención a una situación de emergencia 

o de seguridad nacional. 

 

Párrafo I. A los fines de la ley y de este reglamento, se entiende por fuerza mayor todo 

acontecimiento imprevisible, irresistible y ajeno a la voluntad del oferente, que imposibilite 

objetiva y absolutamente su participación o el mantenimiento de su oferta. En dicho sentido, 

son consideradas causas de fuerza mayor: 

 

1. Desastre natural o fenómeno climático extremo (terremoto, huracán, inundación, 

incendio o evento similar) que afecte directamente las instalaciones, activos, sistemas 

o personal del oferente, impidiendo la ejecución del contrato o la presentación de los 

documentos complementarios. 

 

2. Emergencia sanitaria o declaratoria oficial que restrinja la operación normal de la 

empresa oferente o la movilidad de su personal esencial. 
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3. Fallecimiento o incapacidad grave del representante legal o del socio único, cuando 

de su actuación dependa la oferta presentada. 

 

4. Expropiación, confiscación o acto de autoridad pública que impida total o 

parcialmente la ejecución de la oferta. 

 

5. Conflictos bélicos, disturbios civiles, huelgas generales o bloqueos de transporte 

oficialmente declarados que impidan el cumplimiento del proceso o el suministro de 

bienes o servicios esenciales. 

 

6. Cualquier otro hecho de similar gravedad que, a juicio de la entidad contratante y 

previa motivación, cumpla con las características de imprevisibilidad e irresistibilidad 

propias de la fuerza mayor. 

 

Párrafo II. La mera inconveniencia económica, cambios de estrategia comercial o errores 

propios del oferente no constituyen fuerza mayor. 

 

Párrafo III. El oferente debe comunicar por escrito a la institución contratante su intención 

de retirar la propuesta, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho 

de fuerza mayor o desde que haya tenido conocimiento efectivo de este. 

 

Párrafo IV. La aceptación del retiro por fuerza mayor no afecta la validez del procedimiento 

ni obliga a suspenderlo o reiniciarlo, sin perjuicio de la posibilidad de declarar el 

procedimiento desierto cuando se verifiquen las condiciones previstas en la ley. 

 

Sección VI 

Subsanación y aclaración de ofertas 

 

Artículo 106.- Subsanación y aclaración de ofertas. 

Las instituciones contratantes deben garantizar que el procedimiento de evaluación preserve 

la igualdad de trato, la competencia y la transparencia, permitiendo la subsanación o 

aclaración de documentos, pero sin admitir modificaciones que alteren el contenido esencial 

de la oferta, su precio o sus condiciones técnicas. 

 

Párrafo I. Toda solicitud de subsanación debe realizarse formalmente, mediante el Sistema 

Electrónico de Contrataciones Públicas y el correo electrónico institucional, y notificarse por 

las vías correspondientes. 

 

Párrafo II. El requerimiento debe indicar de manera clara y específica los documentos o 

informaciones que deben ser subsanados, el motivo de la solicitud y el plazo exacto para su 

cumplimiento, que debe corresponderse con el previsto en el pliego de condiciones. 

 

Párrafo III. La no presentación dentro del plazo otorgado se considera desistimiento de la 

posibilidad de subsanar, manteniéndose la oferta en el estado en que fue presentada. 
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Párrafo IV. La institución contratante puede, bajo la misma forma y procedimiento previsto 

para la subsanación, solicitar aclaraciones cuando un documento contenga información 

ambigua, confusa o contradictoria, o cuando sea necesario confirmar su interpretación sin 

alterar el alcance de la propuesta. 

 

Párrafo V. En el caso de aclaraciones, la respuesta del oferente debe limitarse estrictamente 

a explicar o precisar la información consultada, sin incorporar elementos nuevos ni modificar 

el contenido técnico o económico de la oferta. 

 

Sección VII 

Apertura de ofertas 

 

Artículo 107.- Convocatoria y lugar de apertura de ofertas. 

El acto de apertura de ofertas, sea del sobre A o del sobre B, debe celebrarse en la fecha, hora 

y lugar establecidos en el pliego de condiciones o en sus alcances sobre prórrogas, siguiendo 

el procedimiento previsto en el artículo 113 de la Ley núm. 47-25 y las reglas 

complementarias previstas en los siguientes artículos. 

 

Artículo 108.- Desarrollo del acto de apertura. 

El acto de apertura sigue las siguientes reglas complementarias a las previstas en la Ley núm. 

47-25: 

 

1. El acto de apertura es presidido por el Comité de Contrataciones Públicas o, cuando 

corresponda, por la Dirección Administrativa y Financiera, quien garantiza el 

cumplimiento de las formalidades previstas. 

 

2. El comité o la Dirección Administrativa y Financiera debe verificar la integridad de 

los sobres o archivos electrónicos y dejar constancia de las ofertas recibidas, la hora 

exacta de su apertura y la lista de oferentes participantes. 

 

3. Se debe levantar un acta de apertura, que debe ser firmada por los miembros del 

comité y el notario público. En esta acta deben hacerse constar todas las ofertas 

recibidas. 

 

4. Cuando el procedimiento se realice a través del Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas, la apertura se efectuará mediante la acción de desencriptado 

o desbloqueo digital, siguiendo las funcionalidades y protocolos de seguridad del 

sistema. 

 

5. El acto de apertura es público, y cualquier persona interesada puede presenciarlo de 

forma presencial o virtual, según las facilidades que disponga la institución 

contratante. 

 

Artículo 109.- Excepción a la presencia de notario público. 

La presencia de notario público en la apertura de ofertas no es obligatoria en los 

procedimientos de contratación directa sujetos a umbral, en los procedimientos de 

contratación menor y en los procedimientos de excepción de selección directa. 
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Sección VIII 

Exclusión por prácticas prohibidas 

 

Artículo 110.- Exclusión de oferentes por prácticas prohibidas. 

La exclusión de oferentes por haber incurrido en alguna de las prácticas prohibidas 

establecidas en el artículo 116 de la Ley núm. 47-25 debe cumplir con el siguiente 

procedimiento: 

 

1. El procedimiento puede iniciar de oficio o a requerimiento de cualquier parte 

interesada o ciudadano; 

 

2. El inicio del procedimiento debe formalizarse mediante acto administrativo motivado 

y notificado al oferente correspondiente, en el que se detallen las prácticas prohibidas 

en las que habría incurrido y las pruebas que las sustenten; 

 

3. A partir de la notificación del acto administrativo indicado en el numeral anterior, el 

oferente tiene un plazo de cinco (5) días hábiles para presentar sus alegatos de 

defensa, en caso de que los tuviese; 

 

4. La decisión de exclusión debe formalizarse mediante acto administrativo motivado 

emitido por el Comité de Contrataciones Públicas o el responsable del procedimiento 

y debe notificarse al oferente; 

 

5. La exclusión puede producirse en cualquier momento previo a la adjudicación. 

 

Párrafo I. El procedimiento de contratación queda suspendido hasta tanto se culmine el 

procedimiento de exclusión por prácticas prohibidas, a menos que, de manera motivada, se 

justifiquen razones debidamente fundadas de interés público, continuidad institucional y 

riesgo de afectación grave del servicio, en cuyo caso el procedimiento puede proseguir 

mientras se tramita la exclusión. 

 

Párrafo II. La exclusión se aplica sin perjuicio de las sanciones administrativas o penales 

que correspondan. 

 

Párrafo III. La institución contratante debe comunicar la exclusión a la Dirección General 

de Contrataciones Públicas, a fin de que esta determine si procede el inicio de un 

procedimiento administrativo sancionador en contra del oferente. 

 

Párrafo IV. En caso de que las prácticas prohibidas que hayan sido identificadas pudiesen 

configurar infracciones penales, la institución contratante tiene la obligación de hacer la 

denuncia correspondiente ante el Ministerio Público. 
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Sección IX 

Evaluación y adjudicación de ofertas 

 

Artículo 111.- Criterios de evaluación. 

De conformidad con lo establecido en la ley, los criterios de evaluación constituyen las 

pautas, parámetros o directrices según los cuales la institución contratante valora y selecciona 

la propuesta más conveniente para la ejecución del contrato, es decir, decide a quién adjudicar 

el contrato. Los criterios de evaluación operativizan los criterios de adjudicación que 

determinan la propuesta más conveniente. 

 

Artículo 112.- Clasificación de los criterios de evaluación. 

Los criterios de evaluación tienen la siguiente clasificación: 

 

1. Criterios técnicos o cualitativos: referidos a la calidad del bien, obra o servicio, la 

experiencia del oferente, la idoneidad del personal propuesto, la metodología de 

ejecución, los plazos, la innovación o la sostenibilidad ambiental y social. 

 

2. Criterios económicos o cuantitativos: referidos al precio ofertado, los costos de 

operación, mantenimiento o ciclo de vida, condiciones de pago, garantías y otros 

elementos económicos verificables. 

 

3. Criterios especiales de evaluación: referidos a los criterios sociales, 

medioambientales e innovadores previstos en los artículos 168 y 170 de la Ley núm. 

47-25, tales como prácticas de sostenibilidad, inclusión social, accesibilidad, igualdad 

de género, responsabilidad social, eficiencia ambiental, innovación tecnológica y 

demás elementos vinculados al objeto contractual y a la contratación pública 

estratégica. 

 

Artículo 113.- Naturaleza y tratamiento de los requisitos de calificación y de la 

experiencia del oferente. 

Los requisitos de calificación constituyen condiciones de habilitación del oferente y no 

forman parte de los criterios técnicos, económicos ni especiales de evaluación. Su 

verificación debe realizarse, como regla general, mediante la metodología “cumple/no 

cumple”, conforme a los artículos 37 y 114 de la Ley núm. 47-25. 

 

Párrafo I. Los requisitos de calificación solo pueden ser objeto de ponderación por puntaje 

en las circunstancias excepcionales previstas en la ley, debidamente justificadas en el pliego 

de condiciones, cuando la especialidad o complejidad del objeto contractual haga 

indispensable evaluar comparativamente la experiencia o capacidad técnica adicional del 

oferente. 

 

Párrafo II. La experiencia del oferente y del personal propuesto puede ser exigida bajo 

esquemas de cumplimiento mínimo (“cumple/no cumple”) o ser objeto de puntuación, 

siempre que su valoración guarde relación directa con la adecuada ejecución del objeto 

contractual y se distinga expresamente entre experiencia como requisito de calificación y 

experiencia como criterio técnico de evaluación. 
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Párrafo III. La institución contratante debe describir en el pliego de condiciones, de manera 

clara y diferenciada, cuáles elementos constituyen requisitos de calificación y cuáles integran 

los criterios de evaluación técnica, a fin de garantizar certeza jurídica, objetividad y 

coherencia metodológica en el proceso de evaluación. 

 

Artículo 114.- Criterios de adjudicación. 

Los criterios de adjudicación constituyen las reglas generales a partir de las cuales se entiende 

una propuesta como la más conveniente. Deben ser establecidos de manera inequívoca en el 

pliego de condiciones. De conformidad con el contenido de la Ley núm. 47-25, pueden ser 

los siguientes: 

 

1. Adjudicación basada en menor precio: Según este criterio debe resultar adjudicada 

la oferta de menor precio económico, de entre aquellas ofertas técnicas que hayan 

cumplido previamente con todo lo solicitado en el pliego de condiciones. 

 

2. Adjudicación basada en menor costo: Según este criterio debe resultar adjudicada 

la oferta de menor costo atendiendo al ciclo de vida de la obra, bien o servicio 

contratado. Para estimar el costo atendiendo al ciclo de vida deben tomarse en cuenta 

los aspectos establecidos en el artículo 120 de la Ley núm. 47-25. 

 

3. Adjudicación basada en mejor relación calidad-costo: Según este criterio debe 

resultar adjudicada la oferta con una mejor relación calidad-costo, lo cual se 

determina con el puntaje final más elevado, luego de totalizadas las ponderaciones de 

los puntajes técnicos y económicos, como se haya definido en el pliego de 

condiciones. 

 

4. Adjudicación basada en calidad: Según este criterio debe resultar adjudicada la 

oferta que obtenga la mayor puntuación técnica, de entre aquellas que hayan cumplido 

previamente con todo lo solicitado en el pliego de condiciones y siempre que la oferta 

económica se mantenga dentro del tope presupuestario previsto para la contratación. 

Este criterio aplica con carácter excepcional, debidamente justificado, solo para la 

contratación de servicios complejos y altamente especializados. 

 

5. Adjudicación basada en el azar: Según este criterio la oferta adjudicada debe 

resultar de una selección por azar o aleatoria de entre aquellos oferentes que hayan 

sido habilitados por haber cumplido los requisitos de calificación previstos en el 

pliego de condiciones. Este criterio solo aplica para los procedimientos de sorteo de 

obras y en los procedimientos posteriores a la precalificación de emergencia. 

 

Párrafo. Las instituciones contratantes no pueden utilizar criterios de adjudicación distintos 

a los previstos en el artículo. 

 

Artículo 115.- Metodología de evaluación. 

Las ofertas pueden ser evaluadas bajo las siguientes metodologías: 
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1. Metodología cumple/no cumple, en la que se establecen criterios mínimos que deben 

ser acreditados por las ofertas técnicas o económicas presentadas. 

 

2. Metodología de puntaje, en la que se establecen criterios mínimos y máximos a los 

que se les asigna una puntuación considerada como proporcional de acuerdo con el 

nivel alcanzado. En este tipo de metodología es necesario desglosar todas las 

puntuaciones que pueden ser asignadas a cada requisito exigido. 

 

3. Metodología combinada, que consiste en la aplicación tanto del método cumple/no 

cumple como del puntaje para la evaluación de las ofertas. En esta metodología debe 

especificarse claramente qué aspectos son valorados mediante la metodología 

cumple/no cumple y cuáles con puntaje. 

 

Artículo 116.- Reglas de valoración o ponderación. 

Las instituciones contratantes deben cumplir con las siguientes reglas de valoración o 

ponderación: 

 

1. El pliego de condiciones debe establecer claramente los aspectos de la propuesta que 

son valorables bajo el sistema cumple/no cumple. 

 

2. Con relación a los aspectos de la propuesta cuya valoración deba hacerse por puntaje, 

el pliego de condiciones debe establecer la ponderación porcentual asignada a cada 

criterio, así como las reglas de valoración o fórmulas matemáticas que deban 

aplicarse. 

 

3. Ningún criterio puede ser incorporado o modificado durante el proceso de evaluación. 

 

4. Cuando existan criterios de naturaleza con cierto grado de subjetividad, la institución 

contratante debe acompañarlos de indicadores medibles o escalas de puntuación 

objetivas que limiten la discrecionalidad. 

 

5. Cuando se adopta una metodología por puntaje o combinada, la suma de las 

ponderaciones debe ser igual a cien (100) puntos o su equivalente porcentual. 

 

Artículo 117.- Desempate de ofertas. 

El pliego de condiciones debe determinar cómo se decide la adjudicación en caso de igualdad 

en la calificación final, ya sea por igualdad de precios, por igualdad de costo o por igualdad 

de puntaje, aplicando alguno de estos criterios: 

 

1. Preferencia a la oferta que haya incluido la contratación de personas con 

discapacidad. 

 

2. Preferencia a la oferta que presente un plan empresarial de responsabilidad para la 

protección del medioambiente en su cadena de producción. 
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3. Preferencia de oferta en la cual se proponga el compromiso de subcontratar a una 

empresa clasificada como MIPYME, MIPYME mujer, MIPYME industrial u otros 

sectores priorizados. 

 

Párrafo. El pliego de condiciones del procedimiento de contratación debe establecer el 

medio de verificación del criterio de desempate. En los procedimientos en los cuales no se 

hayan recibido ofertas que presenten alguna de las propuestas enumeradas en el presente 

artículo o cuando el pliego de condiciones no indique un criterio de desempate, debe 

procederse con una selección al azar, en presencia de notario público y de los interesados. 

 

Artículo 118.- Reglas generales para los informes de evaluación. 

Los informes elaborados por los peritos evaluadores deben presentarse por escrito, firmados 

y fechados, y contener al menos los siguientes elementos: 

 

1. Identificación del procedimiento de contratación, número de referencia y objeto del 

contrato; 

 

2. Nombre y cargo de los peritos participantes; 

 

3. Descripción de la metodología aplicada para la evaluación de las ofertas, asegurando 

el apego irrestricto a los criterios de evaluación y reglas de valoración establecidos 

en el pliego de condiciones; 

 

4. Resumen de los aspectos legales, técnicos y económicos analizados; 

 

5. Cuadros comparativos de las puntuaciones asignadas y la justificación individual de 

cada calificación; 

 

6. Recomendaciones motivadas sobre la habilitación, exclusión, adjudicación, 

declaratoria de desierto o cancelación del procedimiento; 

 

7. Constancia de opinión disidente respecto a la consideración mayoritaria de los 

peritos, en caso de que corresponda. 

 

Párrafo I. Cuando el Comité de Contrataciones Públicas o el responsable del procedimiento 

no apruebe el informe de evaluación de los peritos y lo devuelva para su reformulación, debe 

hacer constar motivadamente las observaciones y razones de su no aprobación. Igual criterio 

aplica en caso de que decida un nuevo rechazo y opte por designar nuevos peritos. 

 

Párrafo II. Los informes de evaluación de los peritos deben ser publicados y constar como 

anexos en los correspondientes actos administrativos que los rechacen o aprueben o que se 

basen en ellos. 

 

Párrafo III. Los informes emitidos por los peritos en cualquier fase del procedimiento y 

cuyo objeto específico no sea concluir en recomendar habilitación, adjudicación, declaratoria 

de desierto o cancelación se consideran informes preliminares. Cuando estos informes 

preliminares tengan por efecto descalificar ofertas o proveedores, deben incluir de manera 
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expresa los fundamentos técnicos y jurídicos que sustenten la exclusión, conforme a los 

criterios del pliego y al principio de motivación reforzada. 

 

Artículo 119.- Informe definitivo de evaluación de ofertas técnicas. 

Los peritos responsables de la evaluación de las ofertas, una vez superado el período de 

subsanación y aclaraciones y analizadas las ofertas técnicas, deben emitir el correspondiente 

informe definitivo de evaluación, que debe contener todo lo justificativo de su actuación y 

utilizar los mismos criterios determinados en el pliego de condiciones. Este informe es 

remitido al Comité de Contrataciones Públicas o al responsable del procedimiento para su 

revisión y aprobación. 

 

Artículo 120.- Revisión y aprobación del informe de evaluación de ofertas técnicas. 

El Comité de Contrataciones Públicas o el responsable del procedimiento, según 

corresponda, debe revisar y, si procede, aprobar el informe definitivo de evaluación de ofertas 

técnicas mediante un acto administrativo debidamente motivado. 

 

Párrafo. El acto debe indicar los oferentes habilitados y los oferentes no habilitados a la fase 

de evaluación de la oferta económica o apertura del sobre B. 

 

Artículo 121.- Informe definitivo de evaluación de las ofertas económicas. 

Atendiendo a los criterios de evaluación determinados en el pliego de condiciones, los peritos 

responsables de evaluar las ofertas económicas deben proceder a su evaluación y dejar 

constancia de sus ponderaciones y resultados en un informe remitido al Comité de 

Contrataciones Públicas o al responsable del procedimiento. 

 

Párrafo. El informe debe contener la recomendación de adjudicación y determinar la 

relación de lugares ocupados por cada oferta. 

 

Artículo 122.- Correcciones aritméticas y materiales. 

La corrección de errores aritméticos o materiales puede ser aplicada por los peritos 

cumpliendo con los siguientes criterios: 

 

1. Si existiere una discrepancia entre una cantidad parcial y la cantidad total obtenida 

multiplicando las cantidades parciales, debe prevalecer la cantidad parcial y el total 

debe ser corregido. 

 

2. Si la discrepancia resulta de un error de suma o resta, debe procederse de igual 

manera, esto es, prevaleciendo las cantidades parciales y corrigiendo los totales. 

 

3. Si existiere una discrepancia entre letras y números, prevalece el monto expresado en 

letras. 

 

4. Debe prevalecer la propuesta escrita, en cuyo caso debe publicarse la aclaración en el 

Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas. 
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Párrafo I. En caso de que no se indique si el precio ofertado incluye ITBIS, debe solicitarse 

aclaración del oferente sobre si los impuestos se encuentran integrados en el precio 

presentado. El pliego de condiciones debe fijar expresamente el plazo para aceptar la 

corrección, no pudiendo ser, para el caso de los procedimientos ordinarios, menor a dos (2) 

días hábiles. 

 

Párrafo II. Si el oferente no acepta la corrección de los errores, así se hace constar en el 

informe de evaluación y su oferta es rechazada. 

 

Artículo 123.- Exclusiones por ofertas temerarias. 

Para considerar la posibilidad de una oferta temeraria o económicamente no sustentable, por 

presentar un precio o costo anormalmente bajo frente al objeto de la contratación, esta debe 

superar la diferencia porcentual a la baja prevista en el pliego de condiciones con relación al 

presupuesto base del procedimiento de contratación. 

 

Párrafo. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe emitir manuales, 

instructivos y guías para identificar ofertas temerarias o económicamente no sustentables por 

presentar precios anormalmente bajos. 

 

Artículo 124.- Procedimiento para la exclusión de ofertas temerarias. 

En caso de que se haya identificado la posibilidad de una oferta temeraria o económicamente 

no sustentable, el responsable de la organización, gestión y ejecución del procedimiento de 

contratación, es decir, el Comité de Contrataciones Públicas o la Dirección Administrativa y 

Financiera, según corresponda, previo a proceder a la exclusión de la oferta por considerarse 

presuntamente anormalmente baja, debe agotar las siguientes actuaciones: 

 

1. Solicitar por escrito al oferente que describa con mayor detalle todo elemento 

económico de su oferta que suscite dudas acerca de su aptitud para cumplir el 

contrato. 

 

2. Los peritos evaluadores deben analizar toda información adicional facilitada por el 

oferente, conjuntamente con la que figure en su oferta, para determinar finalmente si 

la misma es o no sustentable, a través de un informe técnico. Dicho informe debe 

señalar por qué la propuesta del oferente es considerada o no anormalmente baja para 

cumplir con el objeto de la contratación. 

 

3. Los peritos evaluadores deben presentar su informe con los resultados del análisis 

realizado al Comité de Contrataciones Públicas o a la Dirección Administrativa y 

Financiera, según corresponda, quienes deben ponderar si procede o no la 

descalificación de la oferta del oferente por considerarse no sustentable o temeraria, 

y emitir la decisión de descalificación de la oferta de manera justificada mediante 

resolución motivada. 

 

Párrafo. La Dirección General de Contrataciones Públicas puede emitir manuales, 

instructivos y guías para identificar ofertas no sustentables o temerarias por presentar precios 

anormalmente bajos, así como establecer mínimos de rangos porcentuales permitidos, según 

se trate de la prestación de un servicio, la construcción de una obra o la entrega de un bien. 
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Artículo 125.- Acta de aprobación de informe de evaluación de ofertas y adjudicación. 

El Comité de Contrataciones Públicas o el responsable del procedimiento, según 

corresponda, aprueba, si procede, el informe de evaluación de ofertas económicas, la relación 

de lugares ocupados y la recomendación de adjudicación de los peritos. Posteriormente, debe 

emitir el acta de adjudicación correspondiente. 

 

Párrafo I. El acta de aprobación de informe de evaluación de ofertas y adjudicación debe ser 

publicada de forma íntegra, con todos sus soportes, en el Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas y notificarse directamente a todos los oferentes participantes. 

 

Párrafo II. Cuando se trate de un sorteo, el acta de adjudicación es emitida luego de 

celebrado el sorteo mediante la selección al azar. Cuando se trate de una subasta inversa, el 

acta de adjudicación es emitida luego de realizada la puja o pasada la fecha y hora 

establecidas para la misma sin que se haya recibido un lance. 

 

Sección X 

Declaratoria de procedimiento desierto y cancelación de procedimiento 

 

Artículo 126.- Declaratoria de procedimiento desierto. 

La declaratoria de procedimiento desierto debe efectuarse mediante acto administrativo 

motivado, emitido por el Comité de Contrataciones Públicas o el responsable del 

procedimiento, según corresponda, con la fundamentación de que se ha presentado alguno 

de los supuestos previstos en el artículo 129 de la Ley núm. 47-25. 

 

Párrafo. La declaratoria de procedimiento desierto debe publicarse en el Sistema Electrónico 

de Contrataciones Públicas. 

 

Artículo 127.- Reapertura y ajustes al procedimiento. 

En caso de reapertura del procedimiento declarado desierto, la institución contratante puede 

ajustar el pliego de condiciones, siempre que: 

 

1. Se mantenga inalterado el objeto principal del contrato; 

 

 

2. Los ajustes estén debidamente motivados en el informe técnico que justifique su 

pertinencia; y 

 

3. Se respeten los principios de igualdad de trato, publicidad y libre concurrencia. 

 

Párrafo. En la segunda declaratoria de desierto, el expediente debe archivarse junto con el 

informe técnico final. En este caso, la institución contratante puede optar por realizar una 

reformulación sustancial del procedimiento, con nuevos pliegos y plazos integrales, o 

promover una licitación pública con convocatoria internacional, conforme a las disposiciones 

de la Ley núm. 47-25 y este reglamento. 

 



- 62 - 

 

Artículo 128.- Cancelación del procedimiento. 

La cancelación de un procedimiento de contratación debe disponerse mediante resolución 

administrativa motivada, emitida por la autoridad competente antes de la adjudicación, y 

fundada en uno o varios de los supuestos establecidos en el artículo 130 de la Ley núm. 47-

25. 

 

Párrafo I. Previamente a dictar la resolución de cancelación, el Comité de Contrataciones 

Públicas o el responsable del procedimiento, según corresponda, debe requerir un informe 

técnico-jurídico a los peritos evaluadores, salvo que un informe previo ya hubiera 

documentado adecuadamente la causal. 

 

Párrafo II. Cuando la cancelación derive de las causales previstas en los numerales 2 y 3 del 

artículo 130 de la Ley núm. 47-25 —esto es, graves irregularidades en la planificación, en el 

pliego de condiciones o en la ejecución del procedimiento— la institución contratante debe 

elaborar un informe de cierre administrativo que documente las causas, las recomendaciones 

para evitar su reiteración y, cuando corresponda, la identificación de posibles responsables. 

 

Párrafo III. Si de las razones de la cancelación resultaren indicios de infracciones 

administrativas, disciplinarias o penales, la institución contratante debe remitir la 

información pertinente a las autoridades competentes. 

 

CAPÍTULO II 

REGLAS PARTICULARES APLICABLES A CADA PROCEDIMIENTO 

ORDINARIO DE SELECCIÓN 

 

Artículo 129.- Reglas particulares. 

Las reglas establecidas en este capítulo son aplicables de manera especial y particular para 

aspectos específicos de cada procedimiento ordinario de selección. En todo lo demás, aplican 

las reglas establecidas en la Ley núm. 47-25 y este reglamento. 

 

Sección I 

Licitación pública 

 

Artículo 130.- Licitación pública internacional cubierta por un acuerdo o tratado 

internacional. 

Cuando se requiera una convocatoria internacional por estar la contratación cubierta por un 

acuerdo o tratado en vigor entre la República Dominicana y otro Estado u organismo 

multilateral o bilateral de crédito, se deben aplicar las siguientes reglas: 

 

1. El pliego de condiciones debe elaborarse en español e inglés y observar las reglas de 

trato nacional y no discriminación previstas en el instrumento internacional 

correspondiente. 

 

2. La convocatoria internacional debe publicarse en español e inglés en los siguientes 

medios: 
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a) Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas. 

 

b) Al menos dos (2) medios de comunicación internacionales o plataformas digitales 

de alcance global orientadas al mercado público. 

 

c) Dos periódicos impresos de circulación nacional, por dos (2) días consecutivos. 

 

Artículo 131.- Licitación pública internacional por inexistencia de oferentes nacionales. 

Cuando se requiera una licitación pública internacional por inexistencia de oferentes 

nacionales que puedan satisfacer el objeto contractual, la institución contratante debe 

elaborar un informe técnico de mercado que incluya: 

 

1. Una descripción del objeto contractual; 

 

2. El detalle de los estudios previos y consultas efectuadas; 

 

3. La evidencia documentada de la inexistencia de proveedores nacionales aptos. 

 

Párrafo. La convocatoria internacional debe realizarse conforme a los medios y requisitos 

previstos para la licitación pública internacional cubierta por acuerdos o tratados 

internacionales. El informe técnico formará parte del expediente administrativo para fines de 

control y transparencia. 

 

Artículo 132.- Licitación pública internacional ante declaratoria reiterada de 

procedimientos desiertos. 

Cuando un procedimiento con convocatoria nacional haya sido declarado desierto dos (2) 

veces, y la institución contratante opte por convocar una licitación pública internacional, debe 

constar en el expediente: 

 

1. Las fechas, resultados y causas de desierto de los procedimientos previos; 

 

2. Las diligencias reforzadas adoptadas para promover la participación nacional, 

incluyendo medidas como ampliación de plazos, difusión complementaria u otros 

mecanismos razonables; 

 

3. La justificación técnica y económica que respalde la necesidad de abrir la 

convocatoria a proveedores internacionales. 

 

Párrafo I. La convocatoria internacional debe realizarse conforme a los medios previstos 

para la licitación pública internacional cubierta por acuerdos o tratados internacionales. 

 

Párrafo II. Lo dispuesto en este artículo es aplicable sin perjuicio de la facultad de la 

institución de continuar realizando convocatorias nacionales, conforme al párrafo del artículo 

61 de la Ley núm. 47-25, siempre que exista reformulación sustancial del procedimiento. 
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Sección II 

Licitación pública abreviada 

 

Artículo 133.- Licitación pública abreviada. 

De conformidad con lo establecido en la Ley núm. 47-25, la licitación pública abreviada solo 

puede ser aplicada dentro del umbral previsto y para la contratación que tenga por objeto la 

adquisición de bienes y servicios comunes y estandarizados. 

 

Párrafo. Cuando la contratación se encuentre cubierta por un acuerdo o tratado internacional, 

la licitación pública abreviada debe cumplir con las reglas aplicables a la licitación pública 

internacional previstas en el artículo 130 de este reglamento y en el tratado correspondiente, 

manteniéndose el plazo abreviado de presentación de propuestas de quince (15) días hábiles, 

conforme al artículo 101 de la Ley núm. 47-25. 

 

Sección III 

Subasta inversa 

 

Artículo 134.- Procedimiento de subasta inversa. 

El procedimiento de subasta inversa se ejecuta, como regla, mediante el Sistema Electrónico 

de Contrataciones Públicas. El pliego de condiciones debe contener las disposiciones 

establecidas en este reglamento e indicar de manera expresa la duración de las pujas, que en 

ningún caso podrá ser menor de quince (15) minutos ni mayor a sesenta (60). 

 

Artículo 135.- Apertura de la oferta técnica, subsanación, aclaración, evaluación y 

aprobación de informes en procedimiento de subasta inversa. 

Para la apertura, subsanación, aclaración, evaluación y aprobación de informes sobre la oferta 

técnica en procedimiento de subasta inversa, aplican las reglas generales previstas en la Ley 

núm. 47-25 y este reglamento. 

 

Artículo 136.- Habilitación y asignación de código único. 

La Unidad Operativa de Contrataciones Públicas debe notificar la decisión del Comité de 

Contrataciones Públicas sobre el informe definitivo de evaluación de las ofertas técnicas e 

informar a los oferentes que resulten habilitados a la segunda fase. 

 

Párrafo I. El Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas debe asignar a cada oferente 

un código único y confidencial con el cual se identifica exclusivamente durante la fase de 

puja. 

 

Párrafo II. El Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas encripta y resguarda las 

propuestas económicas de los oferentes que no hayan sido habilitados. 

 

Artículo 137.- Apertura y evaluación de oferta económica inicial. 

El Comité de Contrataciones Públicas debe abrir las ofertas económicas iniciales y estas 

deben ser evaluadas por los peritos designados, conforme al pliego de condiciones del 

procedimiento, para verificar que sean menores al presupuesto referencial de cada artículo 

del procedimiento. 
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Párrafo. La Unidad Operativa de Contrataciones Públicas debe notificar a los oferentes que 

hayan superado la etapa de evaluación de la oferta económica inicial y, automáticamente, el 

Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas define el valor inicial de la puja o precio de 

arranque, que debe ser aquella propuesta económica inicial que represente el menor precio. 

 

Artículo 138.- Reglas de la puja electrónica. 

Las instituciones contratantes y los oferentes deben cumplir estas reglas en la puja 

electrónica: 

 

1. Las pujas solo pueden durar entre quince (15) y sesenta (60) minutos. El lapso 

seleccionado debe indicarse en el pliego de condiciones. 

 

2. El lapso de las pujas permite que los oferentes mejoren sus propuestas a través de 

lances sucesivos. 

 

3. Los oferentes son los únicos responsables de los montos que indiquen en cada lance. 

 

4. Los oferentes deben acceder al Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas en la 

hora prevista en el pliego de condiciones, para poder realizar los lances durante el 

tiempo de puja. 

 

5. Si un oferente decide no presentar ningún lance, la oferta que debe tomarse en cuenta 

es su oferta económica inicial. 

 

6. Los lances son válidos si superan el margen mínimo de mejora indicado en el pliego 

de condiciones, en relación con el menor precio vigente. 

 

7. Si se presenta un lance por debajo del rango mínimo de mejora, el mismo no es 

aceptado, sin que ello afecte el último válidamente propuesto. 

 

8. Si se presentan lances dentro de los últimos tres (3) minutos del tiempo previsto para 

la puja, el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas extiende automáticamente 

el plazo por cinco (5) minutos adicionales, hasta un máximo de tres (3) extensiones, 

salvo que el pliego de condiciones disponga un número menor. 

 

Artículo 139.- Condiciones de la puja electrónica y adjudicación. 

Solo pueden participar en la puja electrónica aquellos oferentes cuya propuesta técnica y 

económica inicial hayan sido habilitadas por cumplir con lo establecido en el pliego de 

condiciones. 

 

Párrafo I. Para la puja se requiere que al menos dos oferentes hayan sido habilitados y estén 

conectados en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas, conforme al día y la hora 

prevista en el cronograma de actividades. 

 

Párrafo II. Debe adjudicarse al oferente que haya presentado el menor precio dentro del 

tiempo de la puja. 
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Párrafo III. Si solo existiese un oferente conectado con una oferta inicial presentada, la 

institución puede adjudicarlo directamente sin realizar la puja. 

 

Párrafo IV. Si no existiesen oferentes habilitados, el procedimiento debe declararse desierto. 

 

Artículo 140.- Notificación de la adjudicación de la subasta inversa. 

El Comité de Contrataciones Públicas debe ordenar la notificación del acta de adjudicación, 

en la cual se hacen constar los resultados de la evaluación de las ofertas técnicas y 

económicas, la descripción de la puja electrónica realizada, el tiempo y los lances 

presentados. 

 

Párrafo I. La notificación debe hacerse en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles y con 

ella se debe solicitar la garantía de fiel cumplimiento del contrato al adjudicatario. 

 

Párrafo II. Las instituciones contratantes deben publicar en el Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas y en el perfil del contratante, en un plazo no mayor a cinco (5) días 

hábiles, el resultado del procedimiento. 

 

Artículo 141.- Subasta presencial. 

La puja en la subasta inversa puede, excepcionalmente, realizarse de manera presencial 

previa solicitud de la institución debidamente motivada y posterior aprobación de la 

Dirección General de Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo I. La Dirección General de Contrataciones Públicas, en atención a sus atribuciones 

establecidas en la Ley núm. 47-25, dispondrá las reglas para la realización de la subasta 

presencial. 

 

Párrafo II. No se permite la realización de esquemas híbridos o mixtos en los que algunos 

oferentes participen en la puja por vía electrónica y otros de manera presencial. 

 

Sección IV 

Sorteo de obras 

 

Artículo 142.- Procedimiento de sorteo de obras. 

En el procedimiento de sorteo de obras solo deben presentarse las credenciales del oferente 

para garantizar su capacidad técnica, profesional y de experiencia, su solvencia financiera y 

su idoneidad para ejecutar el contrato, así como los demás requisitos establecidos en el pliego 

de condiciones. Este procedimiento se rige por las reglas generales de recepción, 

subsanación, evaluación y aprobación de informes sobre la oferta técnica, previstas en la Ley 

núm. 47-25 y en este reglamento. 

 

Artículo 143.- Reglas particulares para el sorteo de obras. 

Luego de agotada la fase correspondiente a la evaluación de las ofertas técnicas, se aplican 

las siguientes reglas particulares para el procedimiento de sorteo de obras: 
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1. El Comité de Contrataciones Públicas aprueba, si procede, el informe de evaluación 

de las credenciales y documentación, y emite el acta correspondiente, ordenando la 

notificación de los resultados de la evaluación a todos los participantes y, con ello, 

determina los oferentes habilitados para participar en el sorteo. 

 

2. Únicamente pueden participar en el sorteo los oferentes que hayan resultado 

habilitados en el proceso de evaluación de las credenciales y documentación. 

 

3. El notario público actuante levanta un acto notarial auténtico, en el cual se indiquen 

todas las actuaciones realizadas durante el sorteo. 

 

4. La Unidad Operativa de Contrataciones Públicas debe elaborar una ficha con el 

nombre del oferente, incluyendo el número de la cédula de identidad y electoral o 

equivalente, en caso de personas físicas, o el Registro Nacional de Contribuyente 

(RNC) o equivalente, en el caso de personas jurídicas. Las fichas pueden ser 

sustituidas por cualquier otra opción semejante que garantice la identificación del 

participante y la transparencia del procedimiento. 

 

5. El notario público actuante, en presencia del Comité de Contrataciones Públicas 

debidamente conformado y de un representante de la Unidad Operativa de 

Contrataciones Públicas, procede a dar inicio al sorteo en acto público, en el lugar, 

fecha y hora fijados en la convocatoria. 

 

6. El sorteo debe realizarse en una urna transparente, o sustituto equivalente, donde los 

oferentes introduzcan sus fichas dobladas o el identificador determinado, de tal forma 

que no permita la lectura del contenido ni la identificación de los oferentes, en el 

orden en que sean llamados por el notario público actuante. 

 

7. Una vez introducidas todas las fichas o equivalentes de los oferentes habilitados, el 

notario público actuante debe invitar a uno de los oferentes presentes a sacar el primer 

lugar, procediendo a dejar constancia del ganador. 

 

8. Bajo el mismo procedimiento, pero cambiando al oferente seleccionado, se continúa 

hasta llegar a un tercer lugar, a los fines de cubrir potenciales incumplimientos. 

 

9. La Unidad Operativa de Contrataciones Públicas debe generar un reporte de los 

lugares ocupados. 

 

10. El Comité de Contrataciones Públicas debe emitir el acta de adjudicación y el reporte 

de lugares ocupados, como parte integral y vinculante del acta. 

 

Párrafo. Debe ingresarse en la urna del sorteo la ficha o equivalente de todos los oferentes 

habilitados, aún no estén presentes o representados en la celebración del sorteo. 
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Sección V 

Contratación simplificada 

 

Artículo 144.- Contratación simplificada. 

De conformidad con lo previsto en la Ley núm. 47-25, el procedimiento de contratación 

simplificada solo puede usarse cuando el valor estimado de la contratación no supere el 

umbral aplicable y en alguno de los siguientes casos: 

 

1. Bienes o servicios comunes y estandarizados. 

 

2. Bienes o servicios no comunes ni estandarizados, incluyendo servicios profesionales 

o de consultoría. 

 

3. Obras no complejas. 

 

4. Reparaciones menores. 

 

Párrafo. En la aprobación de la modalidad de procedimiento, el Comité de Contrataciones 

Públicas debe justificar la procedencia de la contratación simplificada en atención a lo 

previsto en la Ley núm. 47-25 y en el presente artículo. 

 

Sección VI 

Contratación menor 

 

Artículo 145.- Contratación menor. 

De conformidad con lo previsto en la Ley núm. 47-25, el procedimiento de contratación 

menor solo puede usarse cuando el valor estimado de la contratación no supere el umbral 

aplicable y en alguno de los siguientes casos: 

 

1. Bienes y servicios comunes y estandarizados. 

 

2. Obras de menor cuantía. 

 

3. Reparaciones menores. 

 

Párrafo. En la aprobación de la modalidad de procedimiento, el responsable debe justificar 

la procedencia de la contratación menor en atención a lo previsto en la Ley núm. 47-25 y en 

el presente artículo. 

 

Artículo 146.- Reglas particulares en la contratación menor. 

El procedimiento de contratación menor está sujeto a las siguientes reglas particulares: 

 

1. La publicación de la convocatoria debe realizarse en el Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas y en el perfil del contratante. 
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2. Sin perjuicio de lo establecido en el numeral anterior, en la misma fecha de la 

publicación de la convocatoria la institución contratante debe invitar, a través del 

Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas, a al menos tres (3) proveedores 

inscritos en el Registro de Proveedor del Estado, preferiblemente locales o del área 

geográfica más próxima. 

 

3. Las invitaciones pueden realizarse por correo institucional o por notificación 

electrónica a través del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas. 

 

4. El plazo entre la convocatoria y la fecha límite fijada para la recepción de propuestas 

no puede ser inferior a tres (3) días hábiles. 

 

5. La apertura de las ofertas debe realizarse en presencia de la Dirección Administrativa 

y Financiera y la Unidad Operativa de Contrataciones Públicas, en acto público y en 

el lugar, fecha y hora fijados para la recepción de las ofertas, sin la presencia 

obligatoria de notario público. 

 

6. La adquisición puede formalizarse mediante una orden de compra o servicio, siempre 

y cuando: 

 

a) Se trate de una prestación simple y estandarizada, sin diseño jurídico o técnico 

individualizado y sin cláusulas especiales de ejecución. 

 

b) Se trate de una prestación de ejecución inmediata o de muy corto plazo, sin hitos 

contractuales complejos ni obligaciones prolongadas en el tiempo. 

 

c) Exista un riesgo contractual bajo. 

 

d) Se haya establecido este medio de formalización en el pliego de condiciones, 

atendiendo a los criterios anteriormente expuestos. 

 

Párrafo. La Dirección General de Contrataciones Públicas puede elaborar modelos de 

órdenes de compra o servicios cumpliendo con los criterios establecidos en el numeral 6) de 

este artículo y atendiendo a las características concretas de la prestación requerida. 

 

Sección VII 

Contratación directa sujeta a umbral 

 

Artículo 147.- Contratación directa sujeta a umbral. 

De conformidad con lo previsto en la Ley núm. 47-25, el procedimiento de contratación 

directa sujeta a umbral es un procedimiento de selección no competitivo que solo puede 

usarse para la contratación de bienes o servicios comunes o estandarizados cuyo valor 

estimado se encuentre por debajo del umbral mínimo fijado para la contratación menor. 

 

Artículo 148.- Reglas particulares en la contratación directa sujeta a umbral. 

En el procedimiento de contratación directa sujeta a umbral aplican las siguientes reglas 

particulares: 



- 70 - 

 

 

1. La unidad requirente elabora una nota de solicitud o requerimiento interno con la 

descripción del bien o servicio y la justificación de la necesidad. 

 

2. El responsable del procedimiento solicita una cotización formal a un potencial 

proveedor, que debe estar inscrito y activo en el Registro de Proveedor del Estado, y 

especificar en su cotización el precio, las condiciones de entrega y la vigencia de la 

oferta. 

 

3. Debe revisarse la razonabilidad del precio frente al mercado y certificarse que la 

cotización cumple con las condiciones básicas del requerimiento. 

 

4. Una vez validada la cotización, se procede a emitir la orden de compra o de servicio 

correspondiente. 

 

Párrafo. En atención a las disposiciones del párrafo del artículo 67 de la Ley núm. 47-25 y 

en virtud de las atribuciones conferidas por la referida ley, la Dirección General de 

Contrataciones Públicas podrá establecer un procedimiento simplificado para la adquisición 

de bienes y servicios comunes por montos inferiores al umbral mínimo establecido 

anualmente, los cuales deberán gestionarse a través de la herramienta tecnológica que, a esos 

fines, sea integrada por la Dirección General de Contrataciones Públicas en el Sistema 

Electrónico de Contrataciones Públicas. 

 

TÍTULO VI 

EXCEPCIONES A LOS PROCEDIMIENTOS ORDINARIOS DE SELECCIÓN 

 

CAPÍTULO I 

REGLAS GENERALES APLICABLES A LAS EXCEPCIONES A LOS 

PROCEDIMIENTOS ORDINARIOS DE SELECCIÓN 

 

Artículo 149.- Aplicación estricta y prohibición de interpretación extensiva. 

Las modalidades de excepción a los procedimientos ordinarios de selección previstas en la 

Ley núm. 47-25 solo pueden aplicarse en los casos y supuestos taxativamente establecidos, 

los cuales deben ser entendidos de manera estricta y nunca por analogía o interpretación 

extensiva. 

 

Artículo 150.- Competencia. 

El Comité de Contrataciones Públicas constituido en cada institución contratante es el órgano 

competente para la organización, gestión y ejecución de las modalidades de excepción a los 

procedimientos ordinarios de selección previstas en la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 151.- Justificación de la excepción. 

El informe justificativo tiene por objeto demostrar la procedencia, necesidad y legalidad del 

uso de una excepción a los procedimientos ordinarios de selección, garantizando que dicha 

decisión esté motivada, documentada y aprobada formalmente por el Comité de 

Contrataciones Públicas de la institución contratante. El informe debe contener, como 

mínimo, lo siguiente: 
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1) Identificación de la contratación. 

a) Nombre o descripción del objeto a contratar. 

 

b) Unidad requirente. 

 

c) Monto estimado e identificación de la disponibilidad de apropiación presupuestaria, 

salvo en los casos justificados de emergencia o seguridad nacional. 

 

d) Modalidad de excepción propuesta. 

 

2) Justificación técnica. 

a) Exposición clara de las circunstancias fácticas que impiden la aplicación de un 

procedimiento ordinario. 

 

b) Análisis técnico del objeto a contratar, que evidencie su carácter especializado, urgente 

o exclusivo. 

 

c) Pruebas o evidencias técnicas en las que se sustenta la justificación. 

 

3) Fundamento jurídico. 

a) Identificación expresa del fundamento legal de la modalidad de excepción propuesta. 

 

b) Explicación razonada de cómo se configura el supuesto legal invocado. 

 

Párrafo I. El informe debe constar como anexo de la resolución del Comité de 

Contrataciones Públicas que aprueba el uso de alguna modalidad de excepción a los 

procedimientos ordinarios de selección. 

 

Párrafo II. Una vez aprobado por el Comité de Contrataciones Públicas y publicada la 

convocatoria, el informe justificativo no puede ser modificado en cuanto a su fundamento 

material, alcance o motivos que sustentan la procedencia de la modalidad de excepción. No 

obstante, pueden corregirse errores meramente formales o inexactitudes materiales que no 

alteren la esencia de la decisión ni afecten la igualdad entre los interesados. 

 

Párrafo III. En los casos de emergencia o de seguridad nacional no se requiere el informe 

cuando la selección se realice de manera competitiva. 

 

Artículo 152.- Trámites y actuaciones comunes a las excepciones. 

Salvo los casos de excepción por emergencia y por seguridad nacional, que deben iniciar con 

decreto del Presidente de la República, el primer trámite de los procedimientos de excepción 

es el requerimiento de compra o contratación, seguido de los estudios previos, conforme a 

las disposiciones establecidas en la Ley núm. 47-25 y este reglamento. Posteriormente, deben 

realizarse las siguientes actuaciones: 
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1. Informe que justifique el uso de la excepción: La Unidad Operativa de 

Contrataciones Públicas debe gestionar la realización de un informe pericial, que 

puede ser requerido a la unidad requirente o a un experto en el tema, en el que se 

justifique el uso de la excepción conforme a los requisitos previstos en este 

reglamento. En los procedimientos por emergencia y por seguridad nacional que se 

realicen de manera competitiva no es necesaria la presentación de este informe. 

 

2. Aprobación del procedimiento de excepción y designación de peritos: El Comité 

de Contrataciones Públicas pondera el informe que justifica y recomienda el uso de 

la excepción y, si procede, lo aprueba y designa los peritos para la elaboración del 

pliego de condiciones, las especificaciones y fichas técnicas o términos de referencia, 

así como para la evaluación de las ofertas, y autoriza a la Unidad Operativa de 

Contrataciones Públicas a iniciar los trámites procedimentales correspondientes. En 

los procedimientos por urgencia, la máxima autoridad ejecutiva debe aprobar el 

informe de justificación y autorizar al Comité de Contrataciones Públicas a iniciar el 

procedimiento. En los procedimientos por emergencia y por seguridad nacional, la 

máxima autoridad ejecutiva debe autorizar al Comité de Contrataciones Públicas la 

organización, gestión y ejecución del procedimiento, observando lo establecido en 

los decretos dictados por el Presidente de la República para tales efectos. 

 

3. Certificación de apropiación presupuestaria: El responsable del Área 

Administrativa y Financiera, o su equivalente, debe demostrar que existen fondos 

suficientes para convocar el procedimiento de excepción mediante la certificación de 

apropiación presupuestaria. Para los procedimientos por emergencia y por seguridad 

nacional, la institución contratante debe seguir los lineamientos emitidos para estos 

casos por la Dirección General de Presupuesto. 

 

4. Plazo entre convocatoria y presentación de ofertas: Con excepción de los casos de 

emergencia, seguridad nacional, urgencia y compras de bienes en condiciones 

excepcionalmente favorables, entre la convocatoria del procedimiento y la fecha 

límite prevista para la recepción de ofertas deben mediar al menos tres (3) días 

hábiles. 

 

5. Creación del procedimiento en el Sistema Electrónico de Contrataciones 

Públicas: Es responsabilidad de la Unidad Operativa de Contrataciones Públicas de 

la institución contratante crear el procedimiento de excepción aprobado por el Comité 

de Contrataciones Públicas y publicarlo en el Sistema Electrónico de Contrataciones 

Públicas. 

 

Artículo 153.- Publicidad y registro de las actuaciones. 

Todas las actuaciones realizadas en ocasión de un procedimiento desarrollado bajo alguna 

modalidad de excepción a los procedimientos ordinarios de selección deben registrarse y 

publicarse en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas y en el perfil del contratante. 

 

Párrafo. Se exceptúan de las reglas de publicidad los procedimientos desarrollados en casos 

de seguridad nacional. 
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Artículo 154.- Aplicación de reglas de los procedimientos ordinarios de selección. 

En todo lo no previsto en las reglas particulares que regulan las modalidades de excepción, 

aplican las reglas de los procedimientos ordinarios de selección. 

 

Artículo 155.- Tipo de selección. 

Las modalidades de excepción a los procedimientos ordinarios de selección previstas en la 

Ley núm. 47-25 deben realizarse por selección competitiva o por selección directa, según las 

condiciones y reglas previstas en este reglamento. 

 

CAPÍTULO II 

MODALIDADES DE EXCEPCIÓN POR SELECCIÓN COMPETITIVA 

 

Sección I 

Emergencia 

 

Artículo 156.- Procedimiento de selección competitiva en casos de emergencia. 

En los casos de emergencia deben aplicarse las siguientes reglas particulares: 

 

1. El Comité de Contrataciones Públicas aprueba el uso de la excepción con base en el 

alcance y contenido establecidos en el decreto del Presidente de la República que 

declara la emergencia por alguna de las causas expresamente previstas en la Ley núm. 

47-25, así como en el pliego de condiciones aplicable al procedimiento. 

 

2. En caso de que existan oferentes precalificados para situaciones de emergencia que 

puedan satisfacer las prestaciones contractuales requeridas, estos deben ser invitados 

directamente, y la adjudicación debe realizarse por sorteo, de conformidad con las 

guías e instructivos previstos por la Dirección General de Contrataciones Públicas. 

 

3. En caso de que no existan oferentes precalificados, debe realizarse una convocatoria 

que, por excepción, solo tiene que ser publicada en el Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas y en el perfil del contratante. 

 

4. Los plazos de las actuaciones deben fijarse en términos brevísimos, atendiendo a la 

magnitud de la emergencia, en el pliego de condiciones. 

 

5. No es necesaria la emisión previa de una certificación de apropiación presupuestaria, 

aunque sí deben cumplirse los lineamientos emitidos para estos casos por la Dirección 

General de Presupuesto. 

 

Párrafo I. Con carácter excepcional, en el marco de situaciones de emergencia nacional en 

las que exista un peligro o amenaza evidente de pérdida de vidas humanas, con especial 

atención a las crisis sanitarias, se podrá habilitar la contratación mediante procedimiento de 

selección directa, siempre que dicha decisión se encuentre debidamente justificada. 

 

Párrafo II. La decisión de optar por la selección directa debe estar respaldada en el decreto 

y en un informe justificativo con motivación reforzada, que explique por qué no resulta viable 

o proporcional aplicar el procedimiento competitivo excepcional correspondiente. 
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Párrafo III. Cuando existan oferentes precalificados para situaciones de emergencia, la 

institución contratante debe seleccionar preferentemente, y con la debida justificación, entre 

estos, salvo motivación en contrario. 

 

Párrafo IV. Las reglas particulares previstas para los procedimientos de selección 

competitiva en casos de emergencia son aplicables de manera supletoria, en tanto resulten 

compatibles con la naturaleza de la selección directa. 

 

Artículo 157.- Informe posterior. 

Una vez satisfecha la necesidad contractual, es decir, luego de haberse recibido conforme los 

bienes, servicios u obras y realizados los pagos correspondientes, la máxima autoridad 

ejecutiva debe remitir un informe motivado sobre todas las contrataciones realizadas y el 

gasto público vinculado a estas a la Contraloría General de la República y a la Cámara de 

Cuentas, en un plazo de un (1) mes. 

 

Sección II 

Seguridad nacional 

 

Artículo 158.- Procedimiento de selección competitiva en casos de seguridad nacional. 

En los casos de seguridad nacional en que el procedimiento de selección sea competitivo, 

deben aplicarse las siguientes reglas particulares: 

 

1. El Comité de Contrataciones Públicas aprueba el uso de la excepción con base en el 

alcance y contenido establecidos en el decreto del Presidente de la República que 

declara la situación de seguridad nacional por alguna de las causas expresamente 

previstas en la Ley núm. 47-25, así como en el pliego de condiciones aplicable al 

procedimiento. 

 

2. Se invita directamente a los proveedores registrados que puedan satisfacer la 

necesidad contractual, por lo cual no se realiza convocatoria pública. 

 

3. Los plazos de las actuaciones deben fijarse en términos brevísimos, atendiendo a la 

magnitud de la situación de seguridad nacional, en el pliego de condiciones. 

 

4. La gestión del procedimiento debe realizarse a través de un circuito especial en el 

Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas, en el que solo puede tener acceso el 

personal previamente acreditado y los proveedores invitados por la institución 

contratante a presentar ofertas. Este procedimiento no se visualiza en la vista pública 

del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo I. Con carácter excepcional, en el marco de situaciones de seguridad nacional donde 

esta sea la única forma de garantizar la defensa nacional y prevenir riesgos contra esta, se 

podrá habilitar la contratación mediante procedimiento de selección directa. 

 

 

 



- 75 - 

 

 

Párrafo II. La decisión de optar por la selección directa debe estar respaldada en el decreto 

y en un informe justificativo con motivación reforzada, que explique por qué no resulta viable 

o proporcional aplicar el procedimiento competitivo excepcional correspondiente. 

 

Párrafo III. Cuando existan oferentes precalificados para situaciones de seguridad nacional, 

la institución contratante debe seleccionar preferentemente, y con la debida justificación, 

entre estos, salvo motivación en contrario. 

 

Párrafo IV. Las reglas particulares previstas para los procedimientos de selección 

competitiva en casos de seguridad nacional son aplicables de manera supletoria, en tanto 

resulten compatibles con la naturaleza de la selección directa. 

 

Artículo 159.- Informe posterior. 

Una vez satisfecha la necesidad contractual, es decir, luego de haberse recibido los bienes, 

servicios u obras y realizados los pagos correspondientes, la máxima autoridad ejecutiva debe 

remitir un informe motivado sobre todas las contrataciones realizadas y el gasto público 

vinculado a estas a la Contraloría General de la República y a la Cámara de Cuentas, en un 

plazo de un (1) mes. 

 

Sección III 

Situaciones de urgencia 

 

Artículo 160.- Procedimiento de selección competitiva en situaciones de urgencia. 

En los casos de situaciones de urgencia, deben aplicarse las siguientes reglas particulares: 

 

 

1. El procedimiento debe iniciar con una resolución motivada de la máxima autoridad 

de la institución, la cual debe sustentarse en un informe pericial que justifique el uso 

de la excepción. Esta resolución autoriza al Comité de Contrataciones Públicas a 

organizar, gestionar y ejecutar el procedimiento. 

 

2. El Comité de Contrataciones Públicas aprueba el uso de la excepción con base en el 

alcance y contenido establecidos en el informe de justificación, así como en el pliego 

de condiciones aplicable al procedimiento. 

 

3. Los plazos de las actuaciones deben fijarse en el pliego de condiciones en términos 

más breves que los previstos para los procedimientos ordinarios de selección, 

atendiendo a la magnitud de la urgencia. 

 

Párrafo. La ejecución de los contratos debe limitarse a la solución inmediata de la necesidad 

que justifica la urgencia y, en ningún caso, puede superar un (1) mes para la entrega del bien, 

tres (3) meses para la prestación del servicio o seis (6) meses para la ejecución de la obra, 

contados a partir de la suscripción del contrato. 
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Sección IV 

Bienes o servicios con exclusividad 

 

Artículo 161.- Procedimiento de selección competitiva en caso de bienes o servicios con 

exclusividad. 

En los casos de contrataciones de bienes o servicios que, por su especialidad, solo pueden ser 

suplidos por un número limitado de proveedores, que en ningún caso puede ser superior a 

cinco (5), se aplican las siguientes reglas particulares: 

 

1. El Comité de Contrataciones Públicas aprueba el uso de la excepción con base en el 

alcance y contenido establecidos en el informe de justificación, así como en el pliego 

de condiciones aplicable al procedimiento. 

 

2. Se invita directamente a los proveedores que pueden satisfacer de manera exclusiva 

las prestaciones contractuales requeridas, garantizando la participación de todos ellos, 

a fin de asegurar una selección objetiva. 

 

3. Los oferentes que ostenten la exclusividad deben demostrarla mediante una 

acreditación o certificación, cuando corresponda, que puede ser de carácter nacional 

o internacional, emitida por una persona, institución u organismo público o privado 

con autoridad para hacerlo. 

 

Sección V 

Contratos rescindidos cuya terminación no exceda el cuarenta por ciento (40%) del 

monto total pendiente de ejecución 

 

Artículo 162.- Procedimiento de selección competitiva para contratos rescindidos cuya 

terminación no exceda el cuarenta por ciento (40%) del monto total pendiente de 

ejecución. 

En el caso de un procedimiento destinado a seleccionar un proveedor que concluya la 

ejecución pendiente de un contrato rescindido, cuya terminación no exceda el cuarenta por 

ciento (40%) del monto total pendiente de ejecución, se aplican las siguientes reglas 

particulares: 

 

1. Solo se puede optar por esta excepción cuando no hayan quedado oferentes 

habilitados en la lista de lugares ocupados o cuando los oferentes habilitados no 

asuman la contratación. 

 

2. El Comité de Contrataciones Públicas aprueba el uso de la excepción con base en el 

alcance y contenido establecidos en el informe de justificación, así como en el pliego 

de condiciones aplicable al procedimiento. 

 

3. Los plazos de las actuaciones son fijados en el pliego de condiciones, en términos 

más breves que los previstos para los procedimientos ordinarios de selección, 

atendiendo a la complejidad de la contratación. 
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Sección VI 

Adquisición o arrendamiento de inmuebles para uso estatal 

 

Artículo 163.- Procedimiento para adquisición o arrendamiento de inmuebles para uso 

estatal. 

Los procedimientos de contratación para la adquisición o el arrendamiento de inmuebles para 

uso estatal deben realizarse cuando concurran, como mínimo, las siguientes condiciones: 

 

1. Necesidad institucional: Que sea necesario un inmueble directamente vinculado con 

las funciones, programas o servicios institucionales que justifican la contratación. 

 

2. Inexistencia de alternativas: Que no existan alternativas razonables dentro del 

patrimonio estatal, lo cual debe acreditarse mediante un estudio técnico. 

 

3. Justificación de la contratación: Que se acredite la necesidad de contratar la 

adquisición o el arrendamiento, atendiendo a razones técnicas y funcionales, así como 

a la imposibilidad objetiva de que estas sean satisfechas con inmuebles del patrimonio 

estatal. 

 

4. Titularidad o habilitación: Que el proveedor sea titular registral del inmueble o esté 

contractualmente habilitado para su arrendamiento o subarrendamiento. 

 

5. Duración del arrendamiento: Que los contratos de arrendamiento no excedan una 

vigencia máxima de cuatro (4) años. 

 

6. Renovación excepcional: En los casos de arrendamiento, la renovación del contrato 

solo procederá de manera excepcional, mediante informe técnico-jurídico que la 

justifique, por un período no mayor de dos (2) años. 

 

7. Objeto limitado a un inmueble: Que el contrato se limite exclusivamente a la 

adquisición o al arrendamiento de un inmueble; si se requieren bienes o servicios 

adicionales, debe emplearse un procedimiento ordinario de selección. 

 

8. Adquisición de inmuebles: En los casos de adquisición, las condiciones deben 

ajustarse a la normativa sobre patrimonio y bienes públicos, debiendo constar en el 

informe de justificación la validación del Ministerio de Hacienda y Economía. 

 

Párrafo I. El uso de esta modalidad debe aprobarse mediante resolución motivada del 

Comité de Contrataciones Públicas, sustentada en el informe de justificación y en el pliego 

de condiciones aplicable. La institución contratante debe realizar la convocatoria pública del 

procedimiento para que los interesados presenten sus ofertas. 

 

Párrafo II. La institución contratante debe establecer en el pliego de condiciones el tipo de 

inmueble requerido y sus condiciones, incluyendo terrenos, construcciones en proceso u 

obras terminadas. 
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Párrafo III. Con carácter excepcional, cuando solo exista un proveedor que pueda satisfacer 

la necesidad contractual de adquisición o arrendamiento de un inmueble, se podrá habilitar 

la contratación mediante procedimiento de selección directa. 

 

Párrafo IV. La decisión de optar por la selección directa debe estar respaldada en un informe 

justificativo con motivación reforzada, que explique por qué no resulta viable realizar el 

procedimiento de manera competitiva. 

 

Párrafo V. La Dirección General de Contrataciones Públicas puede establecer condiciones 

especiales para el registro de proveedores de servicios de arrendamiento, atendiendo al valor 

del arrendamiento, a la ubicación o a la naturaleza del titular. 

 

Párrafo VI. La regulación de la adquisición de inmuebles prevista en este artículo se 

establece sin perjuicio del ejercicio de la potestad expropiatoria del Estado. 

 

CAPÍTULO III 

MODALIDADES DE EXCEPCIÓN POR SELECCIÓN DIRECTA 

 

Sección I 

Prestaciones de carácter personalísimo 

 

Artículo 164.- Procedimiento de selección directa en casos de prestaciones de carácter 

personalísimo. 

En los casos de prestaciones de carácter personalísimo, bajo las condiciones previstas en la 

Ley núm. 47-25, el procedimiento aplicable es el de selección directa, y a este se le aplican 

las siguientes reglas particulares: 

 

1. El Comité de Contrataciones Públicas aprueba el uso de la excepción con base en el 

alcance y contenido establecidos en el informe de justificación, así como en el pliego 

de condiciones aplicable al procedimiento. 

 

2. La institución contratante invita directamente al proveedor identificado como idóneo 

y deja constancia escrita de la obtención de su oferta, por cualquier medio verificable. 

 

3. Dadas las razones que justifican esta modalidad de contratación, no es posible la 

cesión del contrato, la subcontratación ni cualquier otra actuación que suponga, 

directa o indirectamente, la sustitución del proveedor seleccionado en la ejecución de 

las prestaciones. 

 

Párrafo. En los procedimientos para la contratación de prestaciones de carácter 

personalísimo pueden ser seleccionadas tanto personas físicas como personas jurídicas, 

siempre que la naturaleza del servicio requiera la intervención directa de un profesional 

identificado, cuya participación constituya el elemento determinante de la contratación. En 

caso de contratarse con una persona jurídica, esta debe designar expresamente al profesional 

responsable de la ejecución, cuya sustitución queda prohibida salvo autorización expresa de 

la institución contratante. No se permite la subcontratación ni la utilización de mecanismos 

que impliquen la sustitución del experto designado. 
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Artículo 165.- Condiciones particulares del informe de justificación. 

Además de las condiciones generales previstas para los informes de justificación del uso de 

modalidades de excepción, el informe correspondiente a la contratación de prestaciones de 

carácter personalísimo debe exponer, de manera enunciativa y no limitativa, los elementos 

que fundamentan la procedencia de esta modalidad, entre ellos: 

 

1. La naturaleza personalísima de la prestación, derivada de la especialidad, experiencia 

singular o conocimientos únicos del profesional responsable. 

 

2. La razonable imposibilidad de sustituir al experto identificado sin afectar la calidad, 

continuidad, confidencialidad o integridad técnica de la prestación. 

 

3. Un análisis de conveniencia y adecuación técnica que explique por qué la selección 

directa resulta más idónea que un procedimiento competitivo, sin que sea necesario 

acreditar riesgos específicos para el interés público. 

 

4. La acreditación de la trayectoria y cualificación del profesional o del equipo 

responsable, mediante los medios de prueba pertinentes. 

 

5. El análisis de la razonabilidad del precio, en función de las características específicas 

de la prestación. 

 

Sección II 

Proveedores únicos 

 

Artículo 166.- Procedimiento de selección directa en caso de proveedores únicos. 

Se entiende que existe un proveedor único, y que la contratación de bienes o servicios solo 

puede ser satisfecha por una determinada persona física o jurídica, cuando dicha persona es 

la única que ofrece el bien o servicio en el mercado, o cuando posee la titularidad o el derecho 

exclusivo sobre el objeto contractual. Se consideran causas válidas para configurar la 

condición de proveedor único las siguientes: 

 

1. La existencia de derechos exclusivos de propiedad industrial o intelectual, tales como 

patentes, licencias, marcas registradas o software propietario. 

 

2. La necesidad de compatibilidad técnica o de integración con equipos, sistemas o 

infraestructuras previamente adquiridos. 

 

3. La ausencia comprobada de sustitutos razonables en el mercado nacional o regional. 

 

4. La representación exclusiva debidamente acreditada ante la autoridad competente o 

mediante certificación del fabricante. 

 

Párrafo I. No constituye causa suficiente para configurar la condición de proveedor único la 

mera preferencia de la entidad contratante ni la existencia de una relación contractual previa 

con el proveedor. 
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Párrafo II. En esta modalidad de excepción, el Comité de Contrataciones Públicas aprueba 

el uso de la excepción con base en el alcance y contenido establecidos en el informe de 

justificación, así como en el pliego de condiciones aplicable al procedimiento, e invita 

directamente al proveedor único para que esté presente su propuesta. 

 

Sección III 

Contratación de publicidad a través de medios o plataformas de comunicación 

social y digital 

 

Artículo 167.- Procedimiento de selección directa para la contratación de publicidad en 

medios o plataformas de comunicación social y digital. 

La contratación directa de publicidad solo procede bajo las siguientes condiciones: 

 

1. Que la orden de compra o el contrato se emita o se suscriba directamente con el medio 

de comunicación o la plataforma digital titular del espacio, programa o canal de 

difusión (prensa, radio, televisión, sitio web, red social, plataforma de streaming, 

entre otros). 

 

2. Que el medio o la plataforma esté legalmente constituido y registrado ante la 

autoridad competente, cuando corresponda. 

 

3. Que no exista intermediación comercial, agencias o representantes que encarezcan o 

distorsionen los precios del servicio. 

 

4. Que la contratación esté alineada con las normas y políticas de publicidad pública del 

Poder Ejecutivo, en el caso de instituciones contratantes orgánicamente 

pertenecientes a este poder. 

 

5. Que la creación del contenido publicitario no se encuentre incluida dentro del alcance 

de esta excepción. 

 

Párrafo. En esta modalidad de excepción, el Comité de Contrataciones Públicas aprueba el 

uso de la excepción con base en el alcance y contenido establecidos en el informe de 

justificación, así como en el pliego de condiciones aplicable al procedimiento, e invita 

directamente al proveedor. 

 

Sección IV 

Servicios de representación jurídica y de gestión de intereses 

 

Artículo 168.- Procedimiento de selección directa para la contratación de servicios de 

representación jurídica y de gestión de intereses. 

La selección directa para la contratación de servicios de representación jurídica y de gestión 

de intereses, en la forma prevista en la Ley núm. 47-25, debe cumplir con las siguientes 

condiciones: 
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1. La contratación de servicios de representación o defensa legal ante instancias 

jurisdiccionales, de conciliación o arbitraje nacionales solo procede ante un conflicto 

cuya complejidad escape al dominio y especialidad de los servidores públicos, a la 

capacidad operativa del área legal de la propia institución contratante o del personal 

del Abogado de la Administración Pública, en el caso de litigios ante la jurisdicción 

contencioso-administrativa. 

 

2. En caso de contratación de servicios de representación o defensa legal ante instancias 

jurisdiccionales, de conciliación o arbitraje extranjeras, el procedimiento debe ser 

gestionado por el Ministerio de Justicia, el Ministerio de Relaciones Exteriores o el 

Ministerio de Industria, Comercio y MIPYMES, según corresponda. 

 

3. La contratación de servicios de representación en gestión de intereses ante instancias 

internacionales y de otros Estados solo puede ser realizada por la Presidencia de la 

República o por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 

 

4. Dadas las razones de la contratación, en estos casos no es posible la cesión de 

contratos, la subcontratación ni cualquier tipo de actuación que suponga, directa o 

indirectamente, la sustitución del proveedor seleccionado en la ejecución de las 

prestaciones. 

 

Párrafo. En esta modalidad de excepción, el Comité de Contrataciones Públicas aprueba el 

uso de la excepción con base en el alcance y contenido establecidos en el informe de 

justificación, así como en el pliego de condiciones aplicable al procedimiento, e invita 

directamente al proveedor a presentar su propuesta. 

 

Sección V 

Contratación de instituciones de educación superior, universidades y centros de 

investigación para la prestación de servicios profesionales y técnicos especializados 

 

Artículo 169.- Procedimiento de selección directa para la contratación de instituciones 

de educación superior y centros de investigación para la prestación de servicios 

profesionales y técnicos especializados. 

La contratación directa prevista en el numeral 10 del artículo 78 de la Ley núm. 47-25 

procede exclusivamente cuando el objeto contractual requiera conocimientos, capacidades 

técnicas, experiencia institucional o investigación especializada que solo puedan ser 

provistos por instituciones de educación superior o centros de investigación, nacionales o 

internacionales, y no exista una alternativa razonable para su satisfacción mediante un 

procedimiento competitivo. 

 

Párrafo I. Pueden ser contratadas instituciones de educación superior reconocidas nacional 

o internacionalmente por las autoridades competentes, centros de investigación públicos o 

privados, instituciones académicas y organizaciones sin fines de lucro dedicadas a la 

investigación aplicada, siempre que su actividad esté directamente vinculada con el objeto 

contractual. 
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Párrafo II. Esta excepción no se limita a actividades de capacitación, sino que comprende 

estudios especializados, consultorías técnicas o científicas, investigación aplicada, desarrollo 

metodológico, asesoría experta y demás servicios cuya naturaleza especializada impida la 

competencia efectiva. 

 

Párrafo III. Cuando existan dos o más instituciones de educación superior o centros de 

investigación capaces de satisfacer el objeto contractual, la institución contratante debe 

aplicar un procedimiento de selección competitivo, de conformidad con la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 170.- Condiciones particulares del informe de justificación para la 

contratación directa de instituciones de educación superior y centros de investigación. 

Además de las condiciones generales previstas para los informes de justificación de uso de 

modalidades de excepción, el informe correspondiente a la contratación de instituciones de 

educación superior o centros de investigación debe exponer, de manera enunciativa y no 

limitativa, los elementos que fundamentan la procedencia de esta modalidad, entre ellos: 

 

1. La naturaleza especializada de la prestación, evidenciando que el objeto contractual 

requiere capacidades institucionales de investigación, conocimiento técnico 

avanzado, infraestructura académica o metodologías propias del proveedor 

identificado, las cuales no pueden satisfacerse razonablemente mediante un 

procedimiento competitivo ordinario. 

 

2. La imposibilidad razonable de sustitución por otros proveedores, demostrada 

mediante un análisis del mercado relevante que identifique la ausencia de alternativas 

equivalentes en términos de rigor metodológico, experiencia institucional, 

acreditación académica o especialización temática. 

 

3. Un análisis de conveniencia y adecuación técnica, explicando por qué la contratación 

directa de la universidad o centro de investigación resulta más idónea, eficiente y 

proporcional al objeto contractual que un procedimiento competitivo, sin que sea 

necesario acreditar riesgo para el interés público. 

 

4. La acreditación de la competencia institucional, mediante evidencias tales como 

acreditaciones nacionales o internacionales, líneas de investigación, publicaciones, 

proyectos ejecutados, certificaciones sectoriales, trayectoria del equipo investigador 

y demás medios que sustenten la idoneidad del proveedor. 

 

5. La identificación del equipo responsable de la ejecución, detallando su formación, 

experiencia y especialización técnica, y demostrando que la prestación descansará 

efectivamente en capacidades institucionales y no en terceros ajenos a la entidad 

académica. 

 

6. El análisis de razonabilidad del precio, comparado con referencias nacionales o 

internacionales para servicios análogos, o con tarifas institucionales vigentes cuando 

estas existan. 
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7. La correspondencia del objeto contractual con la misión institucional del proveedor, 

verificando que la actividad a contratar se relacione con las funciones académicas, 

científicas o de investigación reconocidas en su normativa interna o estatutos. 

 

Sección VI 

Compra de bienes en condiciones excepcionalmente favorables 

 

Artículo 171.- Condiciones excepcionalmente favorables. 

Se consideran condiciones excepcionalmente favorables aquellas circunstancias de mercado 

en las que el Estado puede adquirir bienes a un precio sustancialmente inferior al habitual o 

bajo condiciones económicas extraordinarias, que solo existan durante un plazo breve y no 

puedan preverse ni repetirse fácilmente. Constituyen ejemplos de tales condiciones los 

siguientes: 

1. Enajenaciones de activos de empresas en liquidación o administración judicial. 

 

2. Subastas públicas o judiciales de bienes. 

 

3. Ventas extraordinarias de stock o inventario remanente a precios por debajo del valor 

de mercado. 

 

4. Transferencias forzadas o cesiones ordenadas por autoridad competente. 

 

Párrafo I. No se consideran condiciones excepcionalmente favorables aquellas que 

provengan de ofertas promocionales comunes, descuentos comerciales regulares o compras 

de oportunidad sin acreditación objetiva de ventaja económica. 

 

Párrafo II. Para la adquisición de bienes en condiciones excepcionalmente favorables, deben 

justificarse documentalmente la oportunidad económica y la trazabilidad del beneficio, en 

coherencia con los principios de eficiencia, transparencia y valor público. 

 

Artículo 172.- Condiciones adicionales del informe de justificación. 

En adición a las condiciones generales, en el caso de compra de bienes en condiciones 

excepcionalmente favorables, el informe de justificación debe hacer constar: 

 

1. La descripción del bien y las circunstancias que configuran la condición excepcional. 

 

2. Una comparación con el valor de mercado y la estimación del ahorro o ventaja 

económica. 

 

3. El plazo de disponibilidad. 

 

4. Evidencia documental de la oportunidad, tal como convocatoria de subasta, anuncio 

judicial o comercial, certificación del estado de liquidación o administración del 

oferente, o documentación del procedimiento de venta extraordinaria. 
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Artículo 173.- Reglas particulares. 

Para el caso de compra de bienes en condiciones excepcionalmente favorables, aplican las 

siguientes reglas particulares de procedimiento: 

 

1. El informe de justificación debe ser validado por la máxima autoridad de la institución 

contratante. 

 

2. Al aprobar el uso de la excepción con base en el alcance y contenido establecido en 

el informe de justificación y la validación de la máxima autoridad, el Comité de 

Contrataciones Públicas debe designar al titular del área administrativa y financiera 

como representante de la institución para participar en el procedimiento en el que se 

produzca la venta o enajenación de bienes en condiciones excepcionalmente 

favorables. 

 

3. El representante de la institución contratante solo puede realizar ofertas dentro del 

precio tope fijado para el procedimiento. 

 

4. Por la naturaleza del procedimiento, no es necesario que quien enajena, subasta o 

vende el bien se encuentre inscrito en el Registro de Proveedor del Estado. 

 

5. La adquisición de bienes mediante este procedimiento solo puede hacerse bajo la 

modalidad de entrega inmediata. 

 

6. Debe realizarse un informe de rendición de cuentas sobre la compra o adquisición en 

un plazo no mayor de quince (15) días hábiles a partir de la recepción de los bienes. 

 

Párrafo I. El Ministerio de Hacienda y Economía, la Dirección General de Presupuesto, la 

Contraloría General de la República y la Tesorería Nacional deben determinar las directrices 

aplicables para realizar el pago de las compras o adquisiciones reguladas en esta sección. 

 

Párrafo II. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe desarrollar una guía o 

instructivo que garantice un uso adecuado de esta excepción. 

 

TÍTULO VII 

CONVENIOS MARCO Y ASOCIACIÓN PARA LA INNOVACIÓN 

 

CAPÍTULO I 

CONVENIOS MARCO 

 

Artículo 174.- Convenios marco. 

De conformidad con lo previsto en la Ley núm. 47-25, se consideran convenios marco los 

acuerdos que resulten del procedimiento de selección de proveedores, gestionado y ejecutado 

por la Dirección General de Contrataciones Públicas, con la finalidad de adquirir bienes y 

servicios comunes y estandarizados de uso frecuente por las instituciones. 
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Párrafo I. Las instituciones comprendidas en el ámbito de aplicación de la Ley núm. 47-25 

deben realizar sus adquisiciones de los bienes y servicios comunes y estandarizados 

incorporados en estos convenios, exclusivamente a través de la Tienda Virtual. 

 

Párrafo II. El Ministerio de Hacienda, en el marco de su rectoría financiera, debe coordinar 

con la Dirección General de Contrataciones Públicas la implementación y el seguimiento de 

esta herramienta, a fin de promover el ahorro, la eficiencia y la transparencia en las 

contrataciones públicas. 

 

Artículo 175.- Reglamentación especial. 

Los aspectos relativos a los convenios marco y a la administración detallada de la Tienda 

Virtual, así como los procedimientos operativos para la gestión de órdenes de compra, los 

lineamientos técnicos para la evaluación continua de proveedores, la metodología de 

actualización de la Tienda Virtual, los mecanismos específicos para la incorporación de 

nuevos proveedores durante la vigencia del convenio marco, los parámetros de indicadores 

de desempeño y cualquier otro aspecto técnico u operativo necesario para la plena ejecución 

de los convenios marco, son desarrollados mediante un reglamento especial de gestión de 

convenios marco, expedido por la Dirección General de Contrataciones Públicas. 

 

CAPÍTULO II 

ASOCIACIÓN PARA LA INNOVACIÓN 

 

Artículo 176.- Asociación para la innovación. 

La asociación para la innovación es un instrumento de contratación estratégica mediante el 

cual el Estado promueve la investigación, el desarrollo, la validación y la eventual 

adquisición de soluciones innovadoras que no existan en el mercado o que requieran 

adaptación, con el fin de satisfacer necesidades públicas específicas, generar valor público, 

mejorar la prestación de los servicios y fortalecer las capacidades institucionales del Estado 

en materia de innovación pública. 

 

Párrafo I. Los procedimientos de asociación para la innovación deben definirse a partir de 

un reto o problema público claramente identificado, sustentado en un diagnóstico técnico y 

en evidencias que demuestren que las soluciones convencionales o disponibles presentan 

limitaciones en términos de tiempo, costo o viabilidad, o que el propio Estado enfrenta 

restricciones legales, institucionales u operativas que le impiden resolver la situación de 

interés de manera eficiente y oportuna. Dicho diagnóstico debe incluir la evaluación técnica, 

económica y presupuestaria de la intervención, así como la fundamentación de la necesidad 

de impulsar una solución innovadora que permita superar dichas barreras y responder con 

mayor efectividad a las necesidades públicas. 

 

Párrafo II. Las asociaciones para la innovación deben implementarse a través de un 

procedimiento de contratación pública transparente y estructurado por fases, que comprenda 

etapas previas de investigación, desarrollo y prueba, de conformidad con este reglamento y 

con las directrices que emita la Dirección General de Contrataciones Públicas. 
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Párrafo III. Pueden participar en estos procedimientos entidades públicas, universidades, 

centros de investigación, startups, empresas, consorcios, asociaciones internacionales y 

organismos multilaterales, fomentando la cocreación de soluciones y la transferencia de 

conocimiento entre los sectores público, académico y privado. 

 

Artículo 177.- Procedencia de la asociación para la innovación. 

El procedimiento de asociación para la innovación procede únicamente cuando: 

 

1. La institución contratante demuestre, mediante una investigación previa y consulta al 

mercado, que no existe una solución disponible capaz de satisfacer una necesidad 

pública específica; 

 

2. Sea indispensable desarrollar una solución innovadora para atender dicha necesidad 

pública. 

 

Párrafo I. El inicio del procedimiento debe ser autorizado por la máxima autoridad de la 

institución contratante y estar sustentado en un informe técnico que justifique su procedencia, 

oportunidad y adecuación al interés público. 

 

Párrafo II. La gestión del procedimiento es responsabilidad del Comité de Contrataciones 

Públicas, con la asesoría permanente del equipo de proyecto designado por la institución 

contratante. 

 

Artículo 178.- Reglamentación. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas, en ejercicio de las atribuciones previstas 

en la Ley núm. 47-25, debe emitir la reglamentación correspondiente para la asociación para 

la innovación, tomando en cuenta, entre otros, los siguientes aspectos: 

 

1. La metodología para la elaboración de los estudios previos; 

 

2. La conformación de equipos técnicos especiales; 

 

3. El diseño y contenido de los pliegos especiales de condiciones; 

 

4. La estructuración de las fases del procedimiento y los criterios para su progresión; 

 

5. Las condiciones de ejecución contractual; 

6. Los indicadores de desempeño y los mecanismos de verificación de resultados; 

 

7. Las reglas de distribución de riesgos, incentivos y consecuencias contractuales; 

 

8. Las pautas para la gestión de la confidencialidad, la propiedad intelectual y la 

transparencia. 
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TÍTULO VIII 

RÉGIMEN CONTRACTUAL, SOLUCIÓN ALTERNATIVA DE 

CONTROVERSIAS CONTRACTUALES Y RÉGIMEN DE GARANTÍAS 

 

CAPÍTULO I 

FORMALIZACIÓN DE LOS CONTRATOS 

 

Artículo 179.- Formalización del contrato. 

Todos los contratos deben constar por escrito, en soporte físico o digital, y cumplir con todos 

los requisitos previstos en la Ley núm. 47-25. Los contratos en formato digital deben utilizar 

mecanismos de firma electrónica o firma digital reconocidas, conforme a la normativa sobre 

comercio electrónico. 

 

Párrafo. La inclusión de cláusulas de renovación automática en los contratos administrativos 

celebrados entre las instituciones contratantes y los proveedores no tendrá ningún efecto ni 

validez jurídica. 

 

Artículo 180.- Órdenes de compra o de servicios. 

La formalización contractual mediante orden de compra u orden de servicio procede en los 

casos previstos en este reglamento y debe expresar, como contenido mínimo, los elementos 

necesarios para garantizar la trazabilidad, integridad y correcta ejecución de la contratación, 

entre otros, los siguientes: 

 

1. Número de la orden de compra u orden de servicio. 

 

2. Identificación del procedimiento de selección del cual deriva (número de proceso, 

modalidad y fecha de adjudicación). 

 

3. Descripción del objeto contractual, indicando sus características esenciales, cantidad, 

unidad de medida y, en caso de servicios, alcance y entregables mínimos. 

 

4. Identificación del adjudicatario, sea persona física o jurídica, con sus generales. 

 

5. Monto adjudicado y moneda de la contratación. 

 

6. Plazo de entrega o de ejecución y lugar de entrega o de prestación del servicio. 

 

7. Condiciones de pago y referencia a la certificación presupuestaria correspondiente. 

 

8. Requisitos para la recepción y conformidad del bien o servicio. 

 

9. Fecha de emisión y vigencia de la orden. 

 

10. Firma del funcionario competente para formalizar la contratación. 

 

11. Referencia expresa a las variaciones o modificaciones que procedan por equilibrio 

económico, cuando aplique. 
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Párrafo. Las órdenes de compra y las órdenes de servicio solo pueden ser modificadas en 

los casos previstos en la Ley núm. 47-25 y en este reglamento, mediante la emisión de una 

orden de cambio debidamente motivada y registrada en el Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas. 

 

CAPÍTULO II 

GESTIÓN DE LOS CONTRATOS 

 

Artículo 181.- Potestades especiales y derechos. 

Las potestades especiales y los derechos correspondientes a las instituciones contratantes y a 

los contratistas, respectivamente, deben ejercerse de conformidad con las condiciones y 

procedimientos previstos en la Ley núm. 47-25. 

 

Párrafo. En los procedimientos previstos para el ejercicio de las potestades especiales de la 

institución contratante y de los derechos de los contratistas, aplican de manera supletoria las 

disposiciones generales de la normativa sobre procedimiento administrativo. 

 

Artículo 182.- Responsables del contrato. 

En adición a las establecidas en la Ley núm. 47-25, los funcionarios o servidores designados 

como responsables del contrato tienen las siguientes atribuciones: 

 

1. Emitir instrucciones técnicas dentro de los límites del contrato; 

 

2. Requerir aclaraciones y documentos al contratista; 

 

3. Ordenar correcciones dentro del alcance contractual; 

 

4. Recomendar penalidades, retenciones, suspensiones o ampliaciones; 

 

5. Recomendar modificaciones contractuales justificadas; 

 

6. Coordinar visitas de inspección, reuniones técnicas y pruebas de calidad. 

 

Artículo 183.- Recepción. 

Los responsables deben recibir los bienes, servicios y obras con carácter provisional. Los 

recibos firmados están sujetos a la conformidad de la recepción, una vez verificado que la 

prestación cumple con las condiciones establecidas. 

 

Párrafo I. Si se verifican cantidades faltantes de bienes o servicios incompletos, en un plazo 

de cinco (5) días hábiles se debe intimar al proveedor y exigirle la entrega, otorgándole un 

plazo para tales fines. 

 

Párrafo II. Si se verifica que los bienes, servicios u obras no cumplan con lo solicitado, se 

procede al rechazo de la prestación y, en un plazo de cinco (5) días hábiles, se intima al 

proveedor, quien debe cumplir en el plazo que se acuerde, atendiendo al tipo de bien, servicio 

u obra. 
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Párrafo III. El incumplimiento del proveedor faculta a la institución contratante a iniciar el 

proceso correspondiente para la ejecución de la garantía de fiel cumplimiento. 

 

Artículo 184.- Plazo para la recepción conforme de bienes y servicios. 

La recepción conforme se otorga dentro del plazo máximo de diez (10) días hábiles, salvo 

que en el pliego de condiciones o en el contrato se establezca uno distinto. Dicho plazo 

comienza a correr a partir del día hábil inmediato siguiente a la fecha de entrega de los bienes 

o servicios, o al vencimiento del período previsto en el pliego de condiciones o en el contrato. 

Una vez vencido el plazo establecido para la conformidad, el proveedor puede intimar a la 

recepción. Si la institución contratante no se pronuncia dentro de los diez (10) días hábiles 

siguientes a la recepción de la intimación, los bienes o servicios se consideran recibidos 

conforme. 

 

Artículo 185.- No conformidad del bien o servicio prestado. 

Tanto en los casos de rechazo de la prestación como cuando esta se encuentre fuera de plazo, 

las personas designadas deben intimar al proveedor para su cumplimiento y, de ser necesario, 

informar la situación a la máxima autoridad de la institución, a fin de que imponga mediante 

acto administrativo las multas por mora que correspondan, las medidas disciplinarias 

previstas en la ley y en el presente reglamento, y ejecute la garantía de fiel cumplimiento. 

 

Artículo 186.- Retiro de los bienes. 

El proveedor está obligado a retirar los bienes rechazados dentro del plazo que fije la 

institución contratante, el cual no puede ser inferior a cinco (5) días hábiles y puede ampliarse 

según el lugar y la naturaleza de los bienes. El plazo otorgado inicia a partir de los cinco (5) 

días hábiles siguientes a la notificación del rechazo. 

 

Artículo 187.- Validación de facturas. 

Las facturas deben validarse conforme al cronograma contractual, cubicaciones, entregas y 

especificaciones técnicas. Los responsables deben certificar que las cantidades facturadas 

correspondan a lo efectivamente ejecutado. 

 

Artículo 188.- Monitoreo del desempeño. 

En el monitoreo del desempeño contractual debe evaluarse el cumplimiento de plazos, la 

calidad de las entregas, la atención de observaciones, la seguridad laboral (en obras), la 

solvencia técnica durante la ejecución y el cumplimiento de las obligaciones laborales y 

fiscales del contratista. 

 

Artículo 189.- Registro de ejecución contractual. 

Los responsables deben llevar un registro de ejecución contractual que incluya: 

 

1. Incidencias, cambios y comunicaciones; 

 

2. Visitas de inspección; 

 

3. Incumplimientos y acciones correctivas; 
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4. Recepciones parciales; 

 

5. Actas técnicas; 

 

6. Resultados de ensayos o pruebas; 

 

7. Recomendaciones elevadas a superiores. 

 

Artículo 190.- Administración de contratos de obras. 

Los contratos de obras están sujetos a un régimen técnico y administrativo especial orientado 

a garantizar su correcta ejecución, supervisión y recepción. Para estos fines, la  institución 

contratante debe aplicar las normas siguientes: 

 

1. Supervisión e inspección técnica: La supervisión de la obra debe ser realizada por 

profesionales debidamente acreditados, pudiendo la institución contratar 

interventoría externa cuando la complejidad así lo requiera. Corresponde en la 

supervisión verificar el cumplimiento de planos, especificaciones, calidad de 

materiales, cronograma y medidas de seguridad. 

 

2. Administración y control de ejecución: Toda obra debe ejecutarse conforme los 

diseños, planos, especificaciones y precios unitarios aprobados. El supervisor debe 

llevar un registro detallado de la ejecución, incluyendo incidencias, instrucciones, 

verificaciones y avances físicos. 

 

3. Cubicaciones y certificaciones de avance: Las cubicaciones deben realizarse 

periódicamente mediante medición conjunta entre el supervisor y el contratista, 

determinando volúmenes ejecutados, materiales incorporados, avances porcentuales, 

retenciones y penalidades. Estas certificaciones constituyen la base para los pagos. 

 

4. Reconocimiento de gastos y suministros institucionales: Solo procede el 

reconocimiento de gastos indispensables previamente autorizados por la autoridad 

competente. Cuando el contrato prevea que la institución aporte materiales, debe 

llevarse un inventario formal y verificarse su correcta utilización. 

 

5. Pagos: Los pagos derivados del contrato de obras se efectúan conforme a las 

cubicaciones certificadas, al cronograma financiero y a la presentación de garantías 

vigentes, informes técnicos y actas de avance. 

 

6. Recepciones parcial, provisional y definitiva: La recepción parcial procede cuando 

la obra o una sección sea funcionalmente independiente y cumpla las especificaciones 

técnicas. La recepción provisional se realiza al concluir la obra y cumplirse las 

pruebas y verificaciones de calidad, dando inicio al período de garantía. La recepción 

definitiva se efectúa al vencimiento del período de garantía, una vez verificada la 

corrección de vicios ocultos y el adecuado desempeño de la obra. 
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7. Responsabilidad documental: Todas las actuaciones deben constar en actas, 

informes técnicos, registros de obra y documentación contractual, los cuales forman 

parte del expediente de ejecución y serán exigibles para fines de control interno y 

externo. 

 
Artículo 191.- Formalización de la modificación de los contratos. Toda modificación 

contractual realizada de conformidad con lo previsto en la Ley núm. 47-25, debe formalizarse 

mediante adenda contractual, suscrita por las partes y ajustada al modelo estandarizado 

correspondiente. La adenda debe contener: 

 

1. La cláusula o condición que se modifica; 

 

2. El nuevo texto aprobado; 

 

3. Los ajustes económicos, de plazo o de alcance; 

 

4. La referencia al acto administrativo de aprobación de la modificación.  

 

Artículo 192.- Procedimiento para la modificación de los contratos. La modificación del 

contrato debe realizarse agotando la forma y plazo establecidos en el pliego de condiciones. 

Cuando no se ha establecido un procedimiento, aplica el siguiente: 

 

1. La institución contratante realiza un informe pericial en el cual se indique de manera 

detallada la causa que da lugar a la modificación. 

 

2. La institución contratante notifica por escrito al contratista la intención de modificar 

el contrato u orden de compra o servicio, exponiendo de manera detallada y 

debidamente motivada la causa que la justifica, así como el informe pericial que avale 

la intención. 

 

3. El proveedor tiene un plazo de diez (10) días hábiles para notificar su aceptación o 

rechazo a la modificación del contrato u orden de compra. 

 

4. En caso de rechazo, debe justificar sus razones y la institución tomarlas en cuenta 

para poder seleccionar a otro proveedor. La institución debe valorar a los oferentes 

disponibles mediante el reporte de lugares ocupados. 

 

5. En caso de que el adjudicatario acepte la modificación del contrato u orden de compra 

o servicio, este, conjuntamente con el expediente iniciado, es remitido a la máxima 

autoridad ejecutiva para su aprobación. 

 

Párrafo I. En ocasión de la ejecución de un único contrato no pueden justificarse 

modificaciones en base a las circunstancias y porcentajes previstos en el numeral 2) y a su 

vez en el numeral 3) del artículo 149 de la Ley núm. 47-25, o viceversa. Durante toda la 

ejecución de un contrato solo es posible justificar modificaciones en uno u otro numeral 

respectivamente.  
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Párrafo II. Las modificaciones contractuales deben registrarse en el Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas.  

 

Artículo 193.-  Ruptura del equilibrio económico y financiero. La ruptura del equilibrio 

económico y financiero se origina como consecuencia de acontecimientos posteriores a la 

suscripción del contrato, que generan un desbalance económico y financiero en su ejecución 

en perjuicio del proveedor o de la institución contratante, siempre que se origine por razones 

no imputables a la parte que reclama la afectación y que estas razones no hayan sido 

previsibles.  

 

Párrafo I. Siempre que la ruptura del equilibrio económico y financiero se relacione con 

riesgos que el proveedor no tiene la obligación legal de soportar, debe procederse de 

conformidad con las disposiciones relativas a los derechos de los proveedores y la 

correspondiente modificación del contrato, para restablecer el equilibrio económico y 

financiero. 

 

Párrafo II. De igual manera, las instituciones contratantes deben proteger el interés público 

cuando la ruptura del equilibrio económico responda a causas ajenas a las partes y el 

desequilibrio sea en perjuicio del Estado. 

 

Artículo 194.-  Causas de ruptura del equilibrio económico y financiero. Las causas de 

ruptura del equilibrio económico y financiero de los contratos son las siguientes: 

 

1. Manifestación de eventos imprevisibles, extraordinarios o de fuerza mayor, ajenos a 

la voluntad y el control de las partes contratantes, que afectan adversa y gravemente 

las condiciones económicas y financieras del contrato. 

 

2. Cambios en los precios de los insumos y costos en los factores de producción, que 

modifiquen los costos totales pendientes de ser pagados en una proporción no menor 

al cinco por ciento (5 %) de su valor presupuestado en el contrato suscrito.  

 

3. Medida de la administración pública, de carácter general, tomada con posterioridad a 

la suscripción del contrato y no vinculada a este, que incide de manera grave y onerosa 

en su ejecución. 

 

4. Modificaciones unilaterales realizadas directamente en virtud de las potestades de la 

institución contratante, que impacten el equilibrio económico y financiero del 

contrato. 

 

5. Cualquier otra causa expresamente prevista en el contrato. 

 

Párrafo I. Las causas de ruptura del equilibrio económico y financiero de los contratos no 

tienen carácter ejecutorio o definitivo por su sola materialización. Para su restablecimiento, 

la parte afectada debe demostrar la ruptura del equilibrio económico y financiero del contrato 

como consecuencia de por lo menos una de las causales establecidas en este artículo. 
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Párrafo II. Para considerarse que un contrato ha perdido el equilibrio económico y financiero 

por una de las causas establecidas en el presente artículo, se deben considerar las siguientes 

condiciones: 

 

1. La alteración del equilibrio económico y financiero del contrato debe darse por 

acontecimientos que no sean imputables a la parte que reclama su restablecimiento. 

 

2. La situación excepcional e imprevista que produzca la ruptura del equilibrio 

económico financiero debe ocurrir con posterioridad a la suscripción del contrato y 

durante su ejecución. 

 

3. Debe acreditarse y demostrarse, a través de actuaciones motivadas, la relación entre 

la situación imprevista excepcional o de fuerza mayor y la ruptura del equilibrio 

económico financiero.  

 

4. La situación imprevista no puede corresponder a un riesgo propio y común de la 

actividad comercial, el cual deba ser asumido por una de las partes contratantes. 

 

Párrafo III. Las adendas realizadas en virtud del equilibrio económico y financiero no están 

sujetas a los topes para la modificación de los contratos establecidos en la Ley núm. 47-25. 

 

Párrafo IV. El Poder Ejecutivo emitirá las reglamentaciones especiales que considere 

pertinente para regular en detalle las condiciones bajo las cuales procede el restablecimiento 

del equilibrio económico y financiero, observando las disposiciones previstas en la Ley núm. 

347-25 y este reglamento.  

 

Párrafo V. En todo caso, la Contraloría General de la República es responsable de vigilar el 

cumplimiento de las condiciones previstas para el restablecimiento del equilibrio económico 

y financiero. 

 

Artículo 195.-  Condiciones adicionales para la cesión de contratos y la subcontratación. 

En adición a las condiciones previstas en la Ley núm. 47-25, la cesión de contratos y la 

subcontratación solo procede cuando el cesionario o subcontratista, según corresponda, se 

encuentre inscrito en el Registro de Proveedor del Estado y no se encuentre incurso en alguna 

de las inhabilidades previstas con relación a la contratación en cuestión.  

 

Artículo 196.-  Suspensión de los contratos. La suspensión de los contratos, bajo las causas 

previstas en la Ley núm.47-25, debe ser decidida mediante acto administrativo de la máxima 

autoridad de la institución contratante.  

 

Párrafo. En los casos en que como consecuencia de la suspensión del contrato corresponda 

compensar al contratista, debe procederse de acuerdo a las reglas de modificación del 

contrato.  
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CAPÍTULO III 

EXTINCIÓN DE LOS CONTRATOS 

 

Artículo 197.- Extinción del contrato. 

La extinción del contrato por cumplimiento o por rescisión se rige por las reglas previstas en 

la Ley núm. 47-25. En el caso de la extinción por terminación de mutuo acuerdo del contrato, 

aplican las siguientes reglas adicionales: 

 

1. La terminación de mutuo acuerdo no puede utilizarse para encubrir situaciones que, 

en realidad, correspondan a suspensiones, modificaciones o a la extinción del contrato 

por otras causas. 

 

2. La institución contratante debe elaborar un informe técnico que justifique 

debidamente la terminación de mutuo acuerdo. 

 

3. Se prohíbe a la institución contratante ejercer presión, intimidación, amenazas de 

sanción o el uso instrumental de sus potestades con el fin de obtener la terminación 

de mutuo acuerdo. 

 

4. El proveedor debe manifestar por escrito que actúa con plena libertad y sin coacción 

alguna. 

 

5. No procede la sustitución posterior de proveedores con base en la relación de lugares 

ocupados. 

 

6. No procede iniciar un procedimiento de selección de proveedores para el mismo 

objeto contractual del contrato terminado de mutuo acuerdo dentro de los seis (6) 

meses posteriores a dicha terminación, salvo que concurran circunstancias 

sobrevinientes debidamente justificadas. 

 

CAPÍTULO IV 

SOLUCIÓN ALTERNATIVA DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 

 

Artículo 198.- Incorporación de cláusulas de solución alternativa de controversias. 

Las instituciones contratantes pueden incluir, tanto en el pliego de condiciones como en el 

contrato, cláusulas específicas de solución alternativa de controversias que surjan durante la 

ejecución contractual. Dichas cláusulas deben indicar: 

 

1. Los mecanismos permitidos (conciliación, mediación y/o arbitraje). 

 

2. El alcance objetivo de cada mecanismo; 

 

3. La institución o el personal autorizado para administrarlos; 

 

4. El procedimiento aplicable. 
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Artículo 199.- Controversias susceptibles de solución alternativa. 

Pueden someterse a mecanismos de solución alternativa las siguientes controversias: 

 

1. Disputas técnicas sobre cumplimiento, calidad, entregables o interpretación 

contractual; 

 

2. Reclamaciones económicas derivadas de la ejecución, certificaciones o pagos; 

 

3. Controversias sobre reajustes, cronogramas, prórrogas y medidas correctivas no 

coercitivas; 

 

4. Desacuerdos derivados de modificaciones contractuales válidamente aprobadas. 

 

Párrafo. Solo se puede acudir a mecanismos de solución alternativa de controversias 

contractuales luego de haberse intentado una gestión directa de las diferencias. 

 

Artículo 200.- Efectos y ejecución. 

Los acuerdos de conciliación o mediación alcanzados por las partes son obligatorios y deben 

formalizarse por escrito, incorporándose al expediente de ejecución contractual y 

ejecutándose como actos vinculantes para ambas partes. 

 

Párrafo I. Los laudos arbitrales dictados conforme al mecanismo pactado son obligatorios y 

exigibles para la institución contratante, sin perjuicio de los recursos previstos en la 

legislación dominicana sobre arbitraje. 

 

Párrafo II. Toda decisión resultante de un proceso de solución alternativa de controversias 

contractuales debe publicarse en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas en un 

plazo de cinco (5) días hábiles, garantizando la transparencia y la trazabilidad del 

procedimiento. 

 

Párrafo III. La ejecución de los acuerdos o laudos no puede alterar la naturaleza del contrato 

ni implicar actos que la Ley núm. 47-25 reserve de manera exclusiva al ejercicio de 

potestades públicas. 

 

CAPÍTULO V 

RÉGIMEN DE GARANTÍAS 

 

Artículo 201.- Garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta. 

La garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta es aquella que se constituye a favor del 

ente u órgano contratante, a fin de asegurar el mantenimiento y la seriedad de las condiciones 

técnicas y de los precios de la propuesta presentada, hasta la suscripción del contrato. 

 

Párrafo. En los sorteos de obras, la subasta inversa y en los procedimientos de excepción 

por selección directa no se requiere la presentación de garantía de mantenimiento y seriedad 

de la oferta. En los casos de emergencia nacional, las instituciones contratantes deben 

determinar la razonabilidad de requerir o no este tipo de garantía, considerando el tiempo 

otorgado entre la convocatoria, la presentación de ofertas y la adjudicación. 
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Artículo 202.- Monto de la garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta. 

El monto de la garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta es de un uno por ciento (1 

%) del monto de la oferta presentada. Esta es de cumplimiento obligatorio y debe incluirse 

dentro del sobre que contiene la oferta económica o “Sobre B”. 

 

Artículo 203.- Vigencia de la garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta. 

La vigencia de la garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta es establecida por el 

pliego de condiciones. Debe iniciar a partir de la fecha de apertura de las ofertas técnicas y 

cubrir hasta la fecha de suscripción del contrato, de acuerdo con el cronograma de actividades 

del procedimiento de selección. 

 

Artículo 204.- Subsanación de la garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta. 

Si la garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta contiene errores materiales o se 

encuentra emitida en una moneda distinta a la solicitada, puede requerirse al oferente que 

realice las correcciones necesarias, siguiendo el procedimiento especificado en el pliego de 

condiciones, sin que el plazo pueda ser inferior a un (1) día hábil ni superior a cinco (5) días 

hábiles. 

 

Párrafo. La oferta del proponente que no subsane la garantía dentro del plazo establecido 

podrá ser desestimada sin más trámite. 

 

Artículo 205.- Garantía de fiel cumplimiento. 

Se considera garantía de fiel cumplimiento aquella que es constituida a favor de la institución 

contratante para asegurar que el adjudicatario cumpla con las condiciones y cláusulas 

establecidas en la orden de compra, orden de servicio o contrato, y que el bien, servicio u 

obra sea entregado de conformidad con lo previsto en el pliego de condiciones y en el 

instrumento contractual suscrito. 

 

Párrafo I. La garantía de fiel cumplimiento debe ser obligatoriamente entregada por los 

adjudicatarios cuyos contratos u órdenes de compra o de servicio excedan el equivalente en 

pesos dominicanos de diez mil dólares estadounidenses (US$10,000.00), en el plazo de cinco 

(5) días hábiles, contados a partir de la notificación de la adjudicación. 

 

Párrafo II. Cuando el valor de los contratos, órdenes de compra o de servicio no exceda el 

equivalente en pesos dominicanos de diez mil dólares estadounidenses (US$10,000.00), la 

garantía de fiel cumplimiento es opcional, siempre que esta condición esté claramente 

establecida en el pliego de condiciones. 

 

Párrafo III. Esta garantía no es requerida en el caso de arrendamiento de inmuebles. 

 

Artículo 206.- Presentación de la garantía de fiel cumplimiento. 

El adjudicatario debe constituir y presentar ante la institución contratante la garantía de fiel 

cumplimiento dentro de los cinco (5) días hábiles contados a partir de la notificación de la 

adjudicación. En el caso de licitaciones internacionales o de adjudicatarios extranjeros, el 

plazo es de diez (10) días hábiles. 
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Párrafo I. Si dentro del plazo definido por este artículo no se formaliza la garantía 

correspondiente, no puede generarse la orden de compra ni suscribirse el contrato, y la 

institución contratante puede ejecutar la garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta y 

proceder a adjudicar al oferente que haya quedado en segundo lugar, conforme al reporte de 

lugares ocupados. 

 

Párrafo II. En los contratos plurianuales, la garantía debe ser renovada anualmente por el 

proveedor, a fin de asegurar el cumplimiento de sus obligaciones. 

 

Artículo 207.- Monto de la garantía de fiel cumplimiento. 

El monto de la garantía de fiel cumplimiento del contrato, orden de compra u orden de 

servicio debe ser equivalente al cuatro por ciento (4 %) del monto de la adjudicación. Si con 

posterioridad a la firma del contrato se genera una modificación, el adjudicatario debe ajustar 

la garantía para que esta sea proporcional al nuevo monto establecido. 

 

Párrafo. Para las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES), el monto de la 

garantía de fiel cumplimiento es equivalente al uno por ciento (1 %) del monto de la 

adjudicación. En caso de modificación posterior del monto contractual, la garantía debe 

ajustarse conforme a lo previsto en este artículo. 

 

 

Artículo 208.- Vigencia de la garantía de fiel cumplimiento. 

La garantía de fiel cumplimiento debe mantenerse vigente hasta la liquidación del contrato, 

orden de compra u orden de servicio.  

 

Párrafo I. En la contratación de obras, la garantía debe mantenerse vigente hasta la recepción 

y verificación de la inexistencia de fallas o desperfectos en la construcción por parte de la 

institución contratante. De existir fallas o desperfectos debidamente demostrados y 

notificados al adjudicatario, y este se negare a repararlos, debe ejecutarse la garantía. 

 

Párrafo II. Cuando la prestación del servicio o la entrega del bien u obra no vaya a realizarse 

en la fecha prevista, el proveedor debe prorrogar la garantía antes de su vencimiento, 

debiendo presentar el documento de renovación correspondiente. 

 

Artículo 209.- Garantía de buen uso del anticipo. La garantía de buen uso de anticipo es 

la constituida a favor de la institución contratante por el oferente que ha sido adjudicado, y 

tiene la finalidad de asegurar el uso correcto del monto entregado como adelanto de pago 

para la buena ejecución del contrato. 

 

Artículo 210.- Monto de la garantía de buen uso de anticipo. El monto de la garantía del 

buen uso de anticipo debe ser por el total que se haya de recibir como adelanto en base a 

dicho concepto.  

 

Artículo 211.-  Vigencia de la garantía de buen uso de anticipo. La garantía de buen uso 

del anticipo se reduce a medida en que el proveedor entregue a la institución contratante los 

bienes, servicios o cubicaciones de obra, según corresponda, quedando· vigente hasta 

alcanzar el equivalente al monto total del anticipo entregado. 
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Artículo 212.- Garantía contra vicios ocultos. La garantía contra vicios ocultos aplica para 

los contratos cuyo objeto sea la construcción de obras. 

 

Artículo 213.-  Monto de la garantía contra vicios ocultos. La presentación de la garantía 

contra vicios ocultos es obligatoria y es constituida por un monto equivalente al diez por 

ciento (10 %) del costo total al que hayan ascendido todos los trabajos realizados al concluir 

la obra. 

 

Artículo 214.-  Vigencia de la garantía contra los vicios ocultos. La garantía contra vicios 

ocultos debe constituirse por un período de uno (1) a cinco (5) años, según establezca el 

contrato, contados a partir del recibido conforme y definitivo por la institución contratante, 

con la finalidad de asegurar los trabajos de cualquier reparación que surja por algún defecto 

o vicio de construcción no detectado en el momento de recibir la obra. 

 

Párrafo. La constitución de esta garantía no exime las consideraciones establecidas en el 

Código Civil Dominicano. 

 

Artículo 215.-  Ejecución de las garantías. Las garantías serán ejecutadas como penalidad 

impuesta al proveedor, adjudicatario o contratista, atendiendo a los siguientes casos: 

 

1. Garantía de mantenimiento de la oferta. Esta garantía es ejecutada cuando: a) El 

oferente retire su oferta sin justa causa y b) el adjudicatario se rehúse a la presentación 

de la garantía de fiel cumplimiento y posterior firma del contrato, de forma 

injustificada. 

 

2. Garantía de fiel cumplimiento. Esta garantía es ejecutada en los casos de 

incumplimiento y falta a las obligaciones generadas por el contrato u orden de compra 

o de servicio. 

 

3. Garantía de buen uso del anticipo. Esta garantía es ejecutada cuando el proveedor 

no emplee correctamente el monto entregado por concepto de avance para el 

cumplimiento del objeto de la contratación o de la compra. 

 

4. Garantía contra los vicios ocultos. Esta garantía es ejecutada cuando sea necesario 

realizar alguna reparación, construcción o modificación por daño ocasionado por 

defecto en la construcción, no detectado al recibir la obra. 

 

Párrafo l. Para la ejecución de las garantías señaladas en los numerales 2, 3 y 4 del presente 

artículo, el pliego de condiciones, la orden de compra o de servicios y el contrato, deben 

indicar de manera detallada los incumplimientos que dan lugar a la ejecución de cada 

garantía, observando las disposiciones y principios que establece la Ley núm. 47-25 y este 

reglamento.  

 

Párrafo II. La ejecución de la garantía se realiza sin perjuicio de las acciones de carácter 

administrativo o jurisdiccional que resulten procedentes.  
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Artículo 216.-  Ejecución de la garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta. 

Cuando un oferente, sin justa causa, retire su propuesta luego de haberse iniciado la fase de 

apertura de las ofertas o en caso de resultar adjudicado, si se negase de forma injustificada a 

presentar la garantía de fiel cumplimiento y a suscribir el contrato, el Comité de 

Contrataciones Públicas o la Dirección Administrativa y Financiera, según corresponda, 

puede ejecutar la garantía de mantenimiento y seriedad conforme al siguiente procedimiento: 

 

1. Emite un acto administrativo motivado declarando el incumplimiento del oferente y 

la intención de iniciar el procedimiento de ejecución de garantía. 

 

2. El acto debe ser notificado al oferente y a la Dirección General de Contrataciones 

Públicas al día hábil siguiente de su emisión. 

 

3. Agotado el trámite anterior, la institución contratante notifica a la entidad bancaria o 

a la aseguradora según corresponda, el incumplimiento y requiere el pago de la 

garantía de mantenimiento y seriedad de la oferta expedida a su favor. 

 

Artículo 217.-  Procedimiento para de la ejecución de la garantía. Para la ejecución de las 

garantías de fiel cumplimento, de buen uso de anticipo o de vicios ocultos, la institución 

contratante debe agotar el siguiente procedimiento: 

 

1. Las personas designadas para el gerenciamiento del contrato deben informar a la 

máxima autoridad de la institución sobre los incumplimientos del proveedor o 

contratista, los cuales deben estar debidamente documentados y haberse intimado a 

su cumplimiento, y de la intención de ejecución de la garantía correspondiente. 

 

2. El titular del área jurídica, previa autorización de la máxima autoridad de la 

institución notifica al proveedor o contratista la intención de ejecutar la garantía de 

fiel cumplimento de contrato, de buen uso de anticipo o de vicios ocultos, otorgándole 

un plazo de cinco (5) días hábiles para que formule sus consideraciones o defensa 

respecto del incumplimiento que se le atribuye. 

 

3. Concluido el plazo anterior, la máxima autoridad de la institución debe emitir en un 

tiempo no mayor de cinco (5) días hábiles, una resolución motivada sobre la 

procedencia o no de ejecutar la garantía, tomando en consideración los comentarios 

realizados por el proveedor adjudicatario. 

 

4. La resolución deberá ser notificada al proveedor o adjudicatario y a la Dirección 

General de Contrataciones Públicas al siguiente día hábil de su emisión. 

 

5. Agotado el trámite anterior, la institución contratante notifica el incumplimiento a la 

entidad bancaria o a la aseguradora, según corresponda, y requiere el pago de la 

garantía expedida a su favor. 
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Artículo 218.-  Resarcimiento integral. La ejecución de las garantías o la iniciación de las 

acciones destinadas a obtener el cobro de estas, tienen lugar sin perjuicio de las acciones 

judiciales que se ejerzan para obtener el resarcimiento integral de los daños que los 

incumplimientos de los oferentes o adjudicatarios hubieran ocasionado. 

 

Artículo 219.-  Devolución de las garantías. Las garantías son devueltas a los oferentes o 

adjudicatarios, según corresponda, en un plazo no mayor de diez (10) días hábiles, según las 

particularidades siguientes: 

 

1. En la garantía de mantenimiento de·la oferta a: a) aquellos cuya propuesta técnica fue 

descalificada, le es devuelta una vez emitido el acto administrativo de descalificación; 

b) a aquellos que no fueron adjudicados, le es devuelta una vez emitido el acto de 

adjudicación; c) a los adjudicatarios del procedimiento, le es devuelta una vez 

presentada la garantía de fiel cumplimiento del contrato. 

 

2. La garantía de fiel cumplimiento es devuelta luego de la recepción conforme de los 

bienes, servicios u obras contratadas. En el caso de obras, la devolución está 

condicionada a la entrega de la garantía de vicios ocultos. 

 

3. La garantía de buen uso de anticipo es devuelta cuando el proveedor entregue a la 

institución contratante los bienes, servicios o cubicaciones de obra, equivalentes al 

monto total entregado en concepto de anticipo. 

 

4. La garantía contra los vicios ocultos se extingue automáticamente al día siguiente de 

la llegada del término del plazo de vigencia establecido en el presente reglamento. 

 

TÍTULO IX 

REGLAS ESPECIALES EN EL MARCO DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA 

ESTRATÉGICA Y DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA EN LOS GOBIERNOS 

LOCALES 

 

CAPÍTULO I 

REGLAS ESPECIALES EN LA CONTRATACIÓN PÚBLICA ESTRATÉGICA 

 

Artículo 220.- Contratación pública estratégica. 

La contratación pública estratégica es una figura que trasciende la función tradicional de la 

contratación pública como simple vía para la satisfacción de las necesidades de bienes y 

servicios del sector público, poniendo el poder de la contratación pública al servicio de otras 

políticas públicas consideradas estratégicas. 

 

Párrafo. La contratación pública estratégica puede expresarse bajo la concepción de 

contratación pública sostenible o sustentable, la cual implica la adopción de criterios 

económicos, sociales y ambientales como condición para las contrataciones públicas. 

 

Artículo 221.- Aplicación de criterios económicos, sociales y ambientales. 

De conformidad con lo establecido en la Ley núm. 47-25, los criterios económicos, sociales 

y ambientales pueden aplicarse: 
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1. En los requisitos de participación. 

 

2. En los criterios de evaluación de las ofertas. 

 

3. En las condiciones de ejecución de los contratos. 

 

Sección I 

Reglas especiales vinculadas a la participación 

 

Artículo 222.- Reservas de contrataciones a MIPYMES. 

En adición a las establecidas en la Ley núm. 47-25, se aplican las siguientes reglas a los 

procedimientos de contratación reservados a proveedores que tengan la condición de 

MIPYMES o de MIPYMES dirigidas por mujeres: 

 

1. El valor estimado del objeto contractual debe encontrarse dentro de rangos que, según 

el análisis correspondiente, sean típicamente accesibles para MIPYMES, 

considerando variables como la capacidad financiera promedio, los niveles de 

facturación según clasificaciones oficiales y el número de proveedores inscritos. 

 

2. Pueden reservarse contratos destinados a satisfacer necesidades recurrentes en 

distritos municipales o municipios específicos, cuando: 

 

a) exista presencia de MIPYMES registradas en el territorio, y 

 

b) la naturaleza del bien o servicio permita la ejecución local y fomente el desarrollo 

económico territorial. 

 

3. Para acceder a los beneficios establecidos para las MIPYMES, los oferentes deben 

presentar la Certificación de MIPYME vigente, emitida por el Ministerio de Industria, 

Comercio y MIPYMES (MICM). Dicha certificación constituye prueba suficiente de: 

 

a) la categoría empresarial (micro, pequeña o mediana), y 

 

b) la dirección por mujeres, cuando corresponda. 

 

Artículo 223.- Cumplimiento de obligaciones fiscales y de la seguridad social. 

De conformidad con lo establecido en la Ley núm. 47-25, las MIPYMES pueden participar 

en procedimientos de contratación aun cuando no se encuentren al día en sus obligaciones 

fiscales y de la seguridad social, siempre que el incumplimiento no se haya extendido por un 

período mayor a seis (6) meses. 

 

Párrafo I. A fin de cumplir con esta excepción, el oferente debe presentar certificación de la 

Dirección General de Impuestos Internos o de la Tesorería de la Seguridad Social, en la que 

se haga constar el momento a partir del cual inició el incumplimiento de las obligaciones. 
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Párrafo II. A los fines de este artículo, la institución contratante debe verificar que el 

adjudicatario se encuentre al día en sus obligaciones fiscales y de la seguridad social al 

momento de efectuar el primer pago derivado del contrato, o del pago único cuando así 

corresponda. El anticipo no se considera un pago a estos efectos, por tratarse de una provisión 

financiera sujeta a amortización. 

 

Artículo 224.- Domicilio local de los proveedores. 

Para los fines del artículo 173 de la Ley núm. 47-25, el domicilio del proveedor MIPYME 

debe determinarse atendiendo a criterios de presencia efectiva y capacidad operativa en la 

demarcación territorial correspondiente, los cuales podrán acreditarse, de manera alternativa, 

mediante: 

 

1. Sede principal, sucursal, oficina operativa o establecimiento registrado en la 

demarcación donde se ejecutará la contratación; 

 

2. Capacidad comprobada de prestación del servicio o suministro en la zona, atendiendo 

a la naturaleza del objeto contractual, la logística necesaria y los tiempos de respuesta 

requeridos; 

 

3. Relación comercial previa y verificable en la demarcación, cuando la prestación del 

bien o servicio no requiera infraestructura física permanente; 

 

4. Acuerdos o capacidades de distribución local, cuando la naturaleza del bien permita 

el suministro sin instalación o presencia física; 

 

5. Cualquier otro medio razonable que demuestre que el proveedor puede ejecutar 

adecuada y oportunamente las prestaciones requeridas en la demarcación 

correspondiente. 

 

Párrafo I. Para el caso de la sede principal, el domicilio local se prueba con la documentación 

en la que conste inscrito el domicilio social del oferente, esto es, el Registro Mercantil o el 

Registro Nacional de Contribuyentes, o ambos, según corresponda. 

 

Párrafo II. Para el caso de sucursales operativas, el domicilio local se prueba con 

documentos tales como títulos habilitantes (autorizaciones municipales), contratos de 

arrendamiento o títulos de propiedad, recibos de servicios básicos, planillas de personal del 

Departamento de Trabajo local, entre otros, según lo disponga el pliego de condiciones. 

 

Párrafo III. En todo caso, la exigencia del domicilio territorial debe interpretarse con 

carácter preferencial y no excluyente, y solo procede como condición habilitante cuando la 

naturaleza del objeto contractual requiera razonablemente una prestación local para 

garantizar eficiencia, oportunidad o continuidad del servicio. 

 

Párrafo IV. Cuando el objeto contractual no requiera presencia física en la demarcación, la 

institución contratante debe permitir la participación de MIPYMES ubicadas en otras 

localidades, siempre que cumplan los requisitos técnicos y operativos del procedimiento. 
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Párrafo V. Para efectos de las reservas presupuestarias establecidas en el artículo 172 de la 

Ley núm. 47-25, el domicilio territorial no constituirá un criterio de exclusión, salvo en los 

casos en que la prestación, por su naturaleza, sea inherentemente local y así se motive en el 

expediente. 

 

Párrafo VI. Toda decisión que limite la participación a MIPYMES de una demarcación 

específica debe justificarse en el pliego de condiciones mediante un análisis técnico, 

operativo o logístico que demuestre la razonabilidad de tal restricción y su vinculación con 

el objeto contractual. 

 

Artículo 225.- Anticipo de pago a MIPYMES. 

El desembolso del pago realizado a una MIPYME por concepto de anticipo debe ser 

registrado obligatoriamente en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas, así como 

la constancia de su aplicación en la ejecución contractual. 

 

Artículo 226.- Contrataciones en programas especiales. 

Las instituciones contratantes sujetas a las reglas de contratación en el marco de programas 

especiales que, según lo dispuesto en la Ley núm. 47-25, deben reservarse a productores 

agrícolas, agroindustriales y manufactureros localizados en territorio dominicano, de origen 

nacional y sin intermediación, serán identificadas mediante decreto, en adición a las 

establecidas en la referida ley. 

 

Párrafo I. En estas contrataciones deben establecerse en el pliego de condiciones los 

requisitos correspondientes para verificar la condición de productor nacional. 

 

Párrafo II. Las instituciones indicadas deben, en cada ejercicio presupuestario, identificar 

las líneas de bienes y servicios susceptibles de ser ofertados por productores nacionales y 

establecer mecanismos de promoción, segmentación y reserva de procedimientos que 

garanticen la participación efectiva de estos sectores productivos. 

 

Párrafo III. La Dirección General de Contrataciones Públicas debe velar por el 

cumplimiento de esta disposición, emitiendo las directrices necesarias y monitoreando los 

indicadores de participación de las MIPYMES productoras nacionales en los procesos de 

contratación convocados por las instituciones antes señaladas. 

 

Sección II 

Criterios especiales de evaluación 

 

Artículo 227.- Criterios especiales de evaluación. 

Los criterios especiales de evaluación previstos en la Ley núm. 47-25 deben cumplir 

obligatoriamente con los principios de objetividad, verificabilidad, proporcionalidad y 

relación directa con el objeto contractual. 

 

Párrafo I. En la formulación de los pliegos de condiciones, la institución contratante debe 

definir cada criterio especial mediante parámetros medibles, comprobables y sustentados en 

evidencia documentada, evitando cualquier valoración subjetiva o discrecional. 
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Párrafo II. Los criterios deben diseñarse de modo tal que permitan a todos los oferentes 

conocer anticipadamente la forma de evaluación, incluyendo: descripción del criterio, 

unidades de medida, evidencias admisibles, fórmula o mecanismo de puntuación, así como 

los límites máximos y mínimos de ponderación. 

 

Párrafo III. La regulación contenida en este artículo se entiende complementaria de la 

clasificación general de criterios de evaluación prevista en este reglamento, pudiendo los 

criterios especiales aplicarse de manera transversal en cualquier procedimiento de 

contratación, conforme a lo dispuesto en los artículos 168 y 170 de la Ley núm. 47-25. 

 

Sección III 

Condiciones especiales de ejecución contractual 

 

Artículo 228.- Condiciones especiales de ejecución contractual. 

Las instituciones contratantes deben incorporar en los pliegos de condiciones y en el contrato 

las condiciones de inclusión relativas a aspectos económicos, sociales, medioambientales y 

de innovación que correspondan, acompañadas de un plan de cumplimiento que debe ser 

presentado por el adjudicatario. 

 

Párrafo I. El cumplimiento de estas condiciones debe evaluarse a partir de indicadores 

verificables, actividades concretas, un cronograma definido y los medios de prueba que el 

proveedor debe aportar durante la ejecución contractual. 

 

Párrafo II. Los responsables de la supervisión contractual deben emitir informes periódicos 

sobre el cumplimiento de estas obligaciones, utilizando herramientas tales como 

inspecciones, reportes documentales, seguimiento fotográfico, certificaciones, comprobantes 

y registros de personal, entre otros. 

 

CAPÍTULO II 

REGLAS ESPECIALES EN LAS CONTRATACIONES PÚBLICAS LOCALES 

 

Artículo 229.- Mecanismos de articulación interinstitucional entre los Gobiernos 

Locales y la Dirección General de Contrataciones Públicas. 

La coordinación entre los Gobiernos Locales y la Dirección General de Contrataciones 

Públicas debe realizarse mediante: 

 

1. Convenios de colaboración, suscritos entre las partes, así como con las estructuras 

asociativas de los Gobiernos Locales o la Liga Municipal Dominicana. 

 

2. Establecimiento de canales de asistencia técnica y capacitación permanente para 

funcionarios municipales. 

 

3. Mesas de trabajo para monitoreo, evaluación y supervisión orientadas a la mejora 

continua. 

 

4. Integración tecnológica, a través del uso obligatorio del Sistema Electrónico de 

Contrataciones Públicas. 
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Artículo 230.- Simplificación de procesos. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas, en coordinación con las estructuras 

asociativas de los Gobiernos Locales y la Liga Municipal Dominicana, debe elaborar y 

aprobar guías particulares para la contratación en gobiernos locales, teniendo en cuenta 

criterios de simplificación burocrática que puedan ser adoptados sin desconocer ni 

contravenir las reglas previstas en la Ley núm. 47-25 y este reglamento. 

 

Artículo 231.- Planes anuales de contrataciones municipales. 

El Plan Anual de Contrataciones Municipales debe ser elaborado por el Comité de 

Contrataciones Públicas del gobierno local correspondiente, con base en el presupuesto 

aprobado y en las necesidades identificadas en el Plan Municipal de Desarrollo y en el Plan 

Local de Inversiones. 

 

Párrafo. El Plan Anual de Contrataciones Municipales debe publicarse y gestionarse en el 

Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas y en los portales institucionales de los 

gobiernos locales. Toda contratación debe constar en dichos planes y ser consistente con las 

apropiaciones presupuestarias aprobadas. El plan puede ser modificado para incorporar 

contrataciones adicionales debidamente justificadas. 

 

Artículo 232.- Compras de bienes en subastas. 

Las compras de bienes en subastas deben ajustarse a lo establecido en la excepción de 

compras de bienes en condiciones excepcionalmente favorables, según lo dispuesto en este 

reglamento. 

 

Párrafo. En adición a los requisitos ya establecidos para la excepción de compras de bienes 

en condiciones excepcionalmente favorables, las compras realizadas por los Gobiernos 

Locales en subastas solo proceden cuando exista un informe técnico del área requirente que 

justifique la imposibilidad de obtener mejores condiciones mediante los procedimientos 

ordinarios; la subasta sea abierta y pública; se documenten y conserven las evidencias del 

proceso para fines de control posterior; y se cumpla con las obligaciones fiscales y aduanales 

correspondientes. 

 

Artículo 233.- Excepción a la reserva de participación a proveedores locales. 

En caso de que no sea posible reservar la participación de un procedimiento de contratación 

a proveedores localizados en el distrito municipal o municipio que corresponda, dicha 

situación debe hacerse constar en un informe técnico debidamente justificado, el cual debe 

servir de soporte a la aprobación de la convocatoria del respectivo procedimiento. 

 

Artículo 234.- Requisitos simplificados para inscripción en el Registro de Proveedor del 

Estado. 

El reglamento especial del Registro de Proveedor del Estado, aprobado por la Dirección 

General de Contrataciones Públicas, debe establecer requisitos simplificados para la 

inscripción de potenciales proveedores de los distritos municipales y municipios cuyo 

domicilio social no se encuentre en los municipios cabecera de provincia. 
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TÍTULO X 

REGLAS COMPLEMENTARIAS DEL RÉGIMEN ESPECIAL DE REVISIÓN DE 

DECISIONES ADMINISTRATIVAS, INVESTIGACIONES EN MATERIA DE 

CONTRATACIÓN PÚBLICA Y PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

SANCIONADOR 

 

CAPÍTULO I 

RECURSOS ADMINISTRATIVOS EN MATERIA DE CONTRATACIONES 

PÚBLICAS Y MEDIDAS CAUTELARES EN OCASIÓN DE ESTOS 

 

Artículo 235.- Régimen jurídico aplicable a los recursos administrativos. 

El régimen especial de recursos administrativos previsto en  la Ley núm. 47-25 es aplicable 

para la revisión de las actuaciones administrativas producidas en ocasión de los 

procedimientos de selección de proveedores. 

 

Párrafo. Para el caso de las actuaciones administrativas producidas por la institución 

contratante en ocasión de la ejecución de un contrato, es aplicable el régimen común de 

recursos administrativos previsto en la normativa sobre los Derechos de las Personas en sus 

Relaciones con la Administración y Procedimiento Administrativo. 

 

 

Artículo 236.- Legitimación. 

Las reglas de legitimación activa o calidad previstas en la Ley núm. 47-25 para la 

interposición de recursos administrativos deben tomar en cuenta los siguientes criterios: 

 

1. Las actuaciones administrativas impugnables por interesados u oferentes potenciales 

pueden ser todas aquellas emitidas de manera previa a la presentación de ofertas. 

 

2. Las actuaciones administrativas producidas luego de la presentación de ofertas solo 

pueden ser impugnadas por el oferente afectado por el acto preparatorio o de trámite 

cualificado, entendiendo por tal aquel acto que, sin poner fin al procedimiento de 

selección, imposibilite la continuación del oferente, le produzca indefensión, lesione 

sus derechos subjetivos o le ocasione daños irreparables. 

 

3. El acto de adjudicación solo puede ser impugnado por el oferente que, habiendo sido 

habilitado y llegado al momento de la emisión de dicho acto, resulte afectado por este. 

 

Artículo 237.- Contenido de los recursos administrativos. 

En el caso de que el recurso administrativo no contenga la información necesaria para 

tramitarlo, conforme a lo establecido en el artículo 203 de la Ley núm. 47-25, debe otorgarse 

al interesado un plazo de cinco (5) días hábiles para que pueda subsanar la falta o acompañar 

los documentos indicados. Si no lo hiciere, se considera el desistimiento puro y simple de la 

solicitud y se archiva el caso sin más trámite. 
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Artículo 238.- Alcance de la decisión del recurso jerárquico impropio. 

La Dirección General de Contrataciones Públicas, en el marco del recurso jerárquico 

impropio, debe conocer los alegatos planteados por las partes sujetas a su control de legalidad 

y verificar el respeto al principio de juridicidad en el procedimiento de contratación, pudiendo 

anular total o parcialmente, o revocar, la decisión de la administración, si se determina que 

esta ha incurrido en actuaciones contrarias a la normativa vigente. 

 

Párrafo. La Dirección General de Contrataciones Públicas no puede abocarse a conocer y 

evaluar ofertas, ni ordenar la adjudicación a un determinado proveedor, como consecuencia 

de la decisión de un recurso jerárquico impropio. 

 

Artículo 239.- Alcance de la no declaración de inadmisibilidad de oficio. 

Si la institución contratante o la Dirección General de Contrataciones Públicas, según 

corresponda, en ocasión de un recurso de reconsideración o de un recurso jerárquico 

impropio, respectivamente, no declara la inadmisibilidad de oficio como cuestión previa, ello 

no impide hacerlo en cualquier momento antes del dictado de la decisión del recurso 

administrativo. 

 

Artículo 240.- Medidas cautelares accesorias al recurso administrativo. 

Toda persona que haya presentado un recurso de reconsideración o un recurso jerárquico 

impropio podrá solicitar, mediante instancia separada dirigida a la Dirección General de 

Contrataciones Públicas, la adopción de medidas cautelares, cuando medie una situación de 

urgencia que pueda apreciarse de manera preliminar y sea necesaria la protección provisional 

de los derechos e intereses implicados, mientras se encuentre pendiente la decisión de la 

acción principal. 

 

Párrafo. Cuando se trate de recursos de reconsideración o recursos jerárquicos impropios 

contra el acto de adjudicación y se evidencien irregularidades manifiestas, la Dirección 

General de Contrataciones Públicas podrá decidir sobre los méritos de la solicitud de medida 

cautelar sin necesidad de requerir la intervención de las partes involucradas. 

 

Artículo 241.- Alcance de la medida cautelar accesoria al recurso administrativo. 

Las medidas cautelares decididas por la Dirección General de Contrataciones Públicas 

pueden suspender los efectos de los actos del procedimiento de contratación pública, 

incluyendo el acto de adjudicación de un contrato o la ejecución de un contrato ya adjudicado. 

 

Artículo 242.- Posibilidad de medidas cautelares de oficio en recursos administrativos. 

Si, ante la interposición de un recurso administrativo, la Dirección General de Contrataciones 

Públicas identifica la posible existencia de graves irregularidades y peligro en la demora, 

puede adoptar de oficio la medida cautelar que corresponda, a fin de asegurar la protección 

provisional de los derechos e intereses implicados, hasta tanto sea decidido el recurso. 

 

Artículo 243.- Levantamiento o modificación de medidas cautelares. 

El levantamiento de las medidas cautelares acordadas está sujeto, en principio, a la decisión 

del recurso administrativo correspondiente. Cuando el recurso no haya sido decidido, la 

solicitud de levantamiento o modificación de las medidas cautelares debe realizarse 

cumpliendo el mismo procedimiento previsto para su adopción. 
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CAPÍTULO II 

INVESTIGACIONES EN MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 

 

Artículo 244.- Actuaciones objeto de investigación. 

Sin perjuicio de las posibles infracciones administrativas que justifiquen la apertura de un 

procedimiento administrativo sancionador, las actuaciones objeto de investigación por parte 

de la Dirección General de Contrataciones Públicas son aquellas producidas en el marco del 

procedimiento de selección de proveedores. 

 

Párrafo. Lo establecido en este artículo no impide que, como consecuencia de una decisión 

adoptada respecto de las actuaciones objeto de investigación, se generen efectos sobre el 

contrato y sobre las condiciones propias de su ejecución. 

 

Artículo 245.- Denuncia notoriamente infundada. 

Cuando una denuncia no cumpla con los elementos mínimos previstos en el artículo 215 de 

la Ley núm. 47-25, la Dirección General de Contrataciones Públicas puede considerarla 

notoriamente infundada y disponer su archivo sin mayor trámite. 

 

Artículo 246.- Medidas cautelares anticipadas. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 217 de la Ley núm. 47-25, la Dirección General 

de Contrataciones Públicas puede acordar las medidas cautelares que considere necesarias 

con carácter previo al inicio de un procedimiento de investigación, sin necesidad de requerir 

la intervención de las partes involucradas. 

 

Párrafo. En caso de extrema urgencia, la adopción de una medida cautelar anticipada previa 

al inicio del procedimiento de investigación puede realizarse mediante decisión motivada. 

De ser confirmada al momento de acordarse formalmente el inicio del procedimiento, dicha 

decisión debe ratificarse y mantenerse debidamente motivada. 

 

Artículo 247.- Anulación del procedimiento. 

En adición a los resultados previstos en el artículo 220 de la Ley núm. 47-25, la investigación 

puede culminar con la decisión de la Dirección General de Contrataciones Públicas de anular 

el procedimiento o determinadas actuaciones del mismo, cuando se constate la existencia de 

irregularidades de carácter sumamente grave que afecten de manera directa la transparencia, 

la igualdad de oportunidades, la competencia o la integridad del proceso. 

 

CAPÍTULO III 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 

 

Artículo 248.- Reglamentación del procedimiento administrativo sancionador. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 244 de la Ley núm. 47-25, la Dirección General 

de Contrataciones Públicas debe regular, de manera complementaria y mediante reglamento, 

el procedimiento administrativo sancionador. 
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Párrafo. En adición a los aspectos que, conforme a la Ley núm. 47-25, son objeto de 

desarrollo reglamentario del procedimiento administrativo sancionador, la Dirección General 

de Contrataciones Públicas debe regular el procedimiento aplicable para la revisión de las 

sanciones administrativas impuestas bajo la legislación anterior, en aquellos casos en que la 

normativa vigente resulte más favorable a los proveedores sancionados. 

 

TÍTULO XI 

DISPOSICIONES FINALES 

 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

Artículo 249.- Aplicación del reglamento.  

Las disposiciones establecidas en el presente reglamento son aplicables únicamente a los 

procedimientos de contratación que se inicien con posterioridad a la entrada en vigencia de 

la Ley núm. 47-25, de Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo I. Sin perjuicio de la vigencia plena y obligatoria de los principios, derechos, 

obligaciones y requisitos sustantivos establecidos en la Ley núm. 47-25 y en este reglamento, 

la implementación operativa de los nuevos procedimientos de contratación puede realizarse 

de manera progresiva, limitada exclusivamente a su incorporación y funcionamiento en el 

Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas. 

 

Párrafo II. En ningún caso la progresividad en la implementación puede ser invocada para 

suspender, limitar o inaplicar los principios rectores, los derechos de los oferentes, las 

obligaciones de las instituciones contratantes ni las disposiciones fundamentales previstas en 

la Ley núm. 47-25 y en este reglamento. 

 

CAPÍTULO II 

DISPOSICIONES DEROGATORIAS 

 

Artículo 250.- Derogación del Reglamento núm. 416-23. 

A partir de la entrada en vigencia de este reglamento, queda derogado el Reglamento de 

Aplicación de la Ley núm. 340-06, sobre Compras y Contrataciones de Bienes, Servicios y 

Obras, y sus modificaciones, establecido mediante el Decreto núm. 416-23. 

 

Artículo 251.- Otras derogaciones. 

Igualmente, a partir de la entrada en vigencia de este reglamento, quedan derogados los 

siguientes decretos: 

 

1. Decreto núm. 188-14, del 4 de junio de 2014, que establece los principios y las normas 

generales que servirán de pautas a las Comisiones de Veeduría Ciudadana para 

observar, vigilar y monitorear los procesos de compras y contrataciones que realicen 

las instituciones donde fueron integradas; 

 

2. Decreto núm. 183-15, del 2 de junio de 2015, que establece el Reglamento que regula 

el funcionamiento de las Comisiones de Veeduría Ciudadana; 
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3. Decreto núm. 350-17, del 14 de septiembre de 2017, que establece, con carácter 

permanente, el Portal Transaccional del Sistema Informático para la Gestión de las 

Compras y Contrataciones del Estado dominicano, como herramienta tecnológica 

para la gestión de las contrataciones públicas de bienes, obras, servicios y 

concesiones; 

 

4. Decreto núm. 168-19, del 6 de mayo de 2019, que establece que las instituciones a 

cargo de programas destinados al alivio de la pobreza, la alimentación escolar y la 

alimentación de otros sectores de la población deberán convocar procesos de compras 

destinados a adquirir productos agropecuarios de origen nacional, provenientes 

directamente de los productores, sin intermediación, siempre que existan en cantidad 

y calidad adecuadas; 

 

5. Decreto núm. 36-21, del 21 de enero de 2021, que crea el Programa de Cumplimiento 

Regulatorio en las Contrataciones Públicas en la República Dominicana; 

 

6. Decreto núm. 426-21, del 7 de julio de 2021, mediante el cual se instituyen los 

Comités de Seguimiento de las Contrataciones Públicas como mecanismo para 

observar, vigilar y monitorear los procesos de contrataciones de aquellas instituciones 

y comunidades donde fueren integrados, denominados Comités Sectoriales y 

Territoriales; 

 

7. Decreto núm. 31-22, del 27 de enero de 2022, que instruye a toda institución pública 

encargada de programas de alimentación humana, alivio de la pobreza o protección 

de mujeres, personas con discapacidad, envejecientes, niños, niñas y adolescentes, 

especialmente en áreas rurales deprimidas y en la zona fronteriza, a dirigir sus 

procesos de compras a micro, pequeñas y medianas industrias, a fin de contribuir al 

desarrollo económico del país y a la generación de empleos; crea la Mesa Presidencial 

de Industrialización y deroga el Decreto núm. 86-20. 

 

CAPÍTULO III 

ENTRADA EN VIGENCIA 

 

Artículo 252.- Entrada en vigencia. 

El presente reglamento entra en vigencia de manera simultánea con la entrada en vigencia de 

la Ley núm. 47-25. 

 

Artículo 253.- Envíese a las instituciones correspondientes, para su conocimiento y 

ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los veintiocho (28) días del mes de enero del año dos mil veintiséis (2026). 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración.  

 

 

LUIS ABINADER 
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Dec. núm. 53-26 que dispone la entrega en extradición a los Estados Unidos de América, 

del nacional dominicano Cristian Abreu. G. O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 53-26 

 

 

CONSIDERANDO: Que la Embajada de los Estados Unidos de América en la República 

Dominicana, mediante la Nota Diplomática núm. 25-0814, del 2 de octubre de 2025, solicitó 

al Gobierno dominicano la entrega en extradición del nacional dominicano Cristian Abréu, 

por motivo de los cargos que se le imputan mediante la acusación complementaria presentada 

el 5 de septiembre del 2024 en el Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para el Distrito 

Sur de Nueva York, con el número de caso S1 24 Cr. 24 CRIM 528 (también conocido como 

S1 24 Cr. 528, S (1)24CRIM528 y 24 CRIM 528), los cuales son los siguientes: 

 

Cargo uno: asociación delictuosa para cometer un robo según la Ley Hobbs, en 

violación del Título 18, Código de los Estados Unidos, Sección 1951. 

 

Cargo cuarto: robo en virtud de la Ley Hobbs y complicidad en dicho delito, en 

violación del Título 18, Código de los Estados Unidos, secciones 1951 y 2. 

 

Cargo cinco: uso, porte y posesión de armas de fuego, y complicidad en ese delito, en 

violación del Título 18, Código de los Estados Unidos, secciones 924 (c) (1) (A) (i), 

924 (c) (1) (A) (ii) у 2. 

 

CONSIDERANDO: Que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia fue apoderada de 

la solicitud de extradición del nacional dominicano Cristian Abreu, mediante instancia de 

la Procuraduría General de la República, del 6 de octubre de 2024. 

 

CONSIDERANDO: Que, de acuerdo a las notas estenográficas de la audiencia pública 

presencial celebrada el 20 de enero de 2026, por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia, el nacional dominicano Cristian Abréu, optó por el trámite simplificado de 

extradición al consentir voluntariamente ante los magistrados de dicha sala ser entregado a 

las autoridades estadounidenses para ser juzgado por los cargos que se le imputan. 

 

CONSIDERANDO: Que, en virtud del artículo 1 del Tratado de Extradición suscrito entre 

el Gobierno de la República Dominicana y el Gobierno de los Estados Unidos de América, 

aprobado mediante la Resolución núm. 507-16, del 10 de junio de 2016, las partes se 

comprometieron a entregarse recíprocamente en extradición a las personas que sean 

requeridas por la parte requirente a la parte requerida para su enjuiciamiento o para la 

imposición o el cumplimiento de una sentencia condenatoria a pena privativa de libertad por 

uno o varios de los delitos que dan lugar a la extradición. 
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CONSIDERANDO: Que, en virtud del artículo 16 del referido tratado, la parte requerida 

puede agilizar la transferencia de la persona reclamada a la parte requirente cuando esta 

consienta a la extradición o a un procedimiento de extradición simplificado, en cuyo caso 

puede ser entregada con la mayor celeridad posible. 

 

CONSIDERANDO: Que el procedimiento de extradición previsto en el tratado también 

aplica a las solicitudes de extradición por delitos cometidos con anterioridad a su vigencia, 

siempre que en la fecha de su comisión los hechos que motivaron la solicitud de extradición 

tuvieran carácter de delito, conforme a la legislación de ambas partes. 

 

CONSIDERANDO: Que la asistencia internacional para la extradición del nacional 

dominicano fue solicitada en cumplimiento de las disposiciones de los artículos 162 y 

siguientes de la Ley núm. 97-25, del 7 de diciembre de 2025, que instituye el Código Procesal 

Penal de la República Dominicana.   

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Resolución núm. 507-16, del 10 de junio de 2016, que aprueba el Tratado de 

Extradición suscrito entre el Gobierno de la República Dominicana y el Gobierno de los 

Estados Unidos de América. 

 

VISTA: La Ley núm. 97-25, del 7 de diciembre de 2025, Orgánica que instituye el Código 

Procesal Penal.  

 

VISTA:  La Nota Diplomática núm. 25-0814, del 2 de octubre de 2025, de la Embajada de 

los Estados Unidos de América en la República Dominicana al Gobierno dominicano. 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. Se dispone la entrega en extradición a los Estados Unidos de América del 

nacional dominicano Cristian Abréu, por motivo de los cargos que se le imputan mediante 

la acusación complementaria presentada el 5 de septiembre del 2024 en el Tribunal de 

Distrito de los Estados Unidos para el Distrito Sur de Nueva York, con el número de caso S1 

24 Cr. 24 CRIM 528 (también conocido como S1 24 Cr. 528, S (1)24CRIM528 y 24 CRIM 

528), los cuales son los siguientes: 

 

Cargo uno: asociación delictuosa para cometer un robo según la Ley Hobbs, en 

violación del Título 18, Código de los Estados Unidos, Sección 1951. 

 

Cargo cuarto: robo en virtud de la Ley Hobbs y complicidad en dicho delito, en 

violación del Título 18, Código de los Estados Unidos, secciones 1951 y 2. 
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Cargo cinco: uso, porte y posesión de armas de fuego, y complicidad en ese delito, en 

violación del Título 18, Código de los Estados Unidos, secciones 924 (c) (1) (A) (i), 

924 (c) (1) (A) (ii) у 2. 

 

PÁRRAFO. Dicha entrega en extradición se dispone bajo la condición de que la parte 

requirente cumplirá con la garantía establecida en el artículo 6 del Tratado de Extradición 

suscrito entre el Gobierno de la República Dominicana y el Gobierno de los Estados Unidos 

de América, aprobado mediante la Resolución núm. 507-16, del 10 de junio de 2016. 

 

ARTÍCULO 2. Envíese al Ministerio de Relaciones Exteriores, a la Procuraduría General 

de la República y a la Dirección General de Migración, para su conocimiento y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la 

República Dominicana, a los veintinueve (29) días del mes de enero del año dos mil veintiséis 

(2026); año 182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 54-26 que designa al señor Renso Antonio Herrera Franco, embajador 

extraordinario y plenipotenciario, concurrente, de nuestro país en la República 

Democrática Federal de Etiopía, con sede en los Emiratos Árabes Unidos. G. O. núm. 

11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 54-26 

 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. Renso Antonio Herrera Franco, queda designado embajador extraordinario 

y plenipotenciario, concurrente, de República Dominicana en la República Democrática 

Federal de Etiopía, con sede en los Emiratos Árabes Unidos. 
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ARTÍCULO 2. Envíese el presente decreto al Ministerio de Relaciones Exteriores, a la 

Cámara de Cuentas, a la Contraloría General de la República, al Ministerio de 

Administración Pública y a las demás instituciones correspondientes, para su conocimiento 

y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los veintinueve (29) días del mes de enero del año dos mil veintiséis (2026); 

año 182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 55-26 que dispone la readecuación de la Empresa de Transmisión Eléctrica 

Dominicana (ETED), como sociedad comercial de capital íntegramente estatal bajo la 

denominación social de “Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S.A., 

la cual estará adscrita al ministerio de Energía y Minas y en el artículo 14 integra su 

Consejo de Administración. G. O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 55-26 

 

 

CONSIDERANDO: Que la función esencial del Estado, reconocida en el artículo 8 de la 

Constitución de la República Dominicana, comprende la protección efectiva de los derechos 

de la persona, el respeto de su dignidad y la provisión de los medios que permitan su 

desarrollo en condiciones de igualdad, equidad y progreso, dentro de un marco de justicia 

social y bienestar general, lo cual impone al Estado el deber de asegurar las condiciones 

materiales e institucionales necesarias para la realización efectiva de tales fines. 

 

CONSIDERANDO: Que, para el cumplimiento de dicha función esencial, el artículo 138 

del texto constitucional dispone que la Administración Pública se rige por los principios de 

racionalidad, economía, eficacia y eficiencia, los cuales deben orientar la organización, el 

funcionamiento y la actuación de los entes y órganos que la integran, garantizando una 

gestión pública coherente, especializada y orientada al interés general. 

 

CONSIDERANDO: Que, en ese mismo orden, el artículo 147 de la Constitución de la 

República establece que los servicios públicos tienen por finalidad satisfacer necesidades de 
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interés colectivo y que corresponde al Estado garantizar su acceso en condiciones de calidad, 

ya sea mediante su prestación directa o a través de los mecanismos de delegación legalmente 

habilitados, constituyendo dichos servicios un medio esencial para la concreción de los fines 

del Estado. 

 

CONSIDERANDO: Que la prestación de los servicios públicos de carácter económico 

constituye una actividad de interés general, organizada para satisfacer necesidades esenciales 

de la población, cuya planificación, regulación y control se encuentran sometidos a la rectoría 

del Estado, conforme al ordenamiento jurídico vigente. 

 

CONSIDERANDO: Que la operación de servicios públicos de gran escala, por su naturaleza 

técnica, su alcance territorial, el volumen de usuarios atendidos y su impacto económico y 

social, se desarrolla bajo obligaciones especiales de servicio público y exige esquemas 

institucionales que garanticen continuidad, eficiencia operativa, calidad en la prestación y 

sostenibilidad técnica y financiera. 

 

CONSIDERANDO: Que el servicio de transporte y transmisión de electricidad constituye 

un servicio público de interés general, en tanto resulta esencial para la satisfacción de 

necesidades básicas de la población, el funcionamiento de los servicios públicos y privados, 

el desarrollo económico y la seguridad energética nacional, razón por la cual su prestación, 

operación y supervisión se encuentran reservadas al Estado y sujetas a un régimen especial 

de servicio público, conforme a los principios constitucionales y al marco jurídico vigente. 

 

CONSIDERANDO: Que la Estrategia Nacional de Desarrollo 2030, reconocida en la Ley 

núm. 1-12, dispone como objetivos prioritarios del Estado dominicano la garantía de un 

crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el fortalecimiento de la 

infraestructura estratégica nacional, la seguridad energética, la provisión eficiente y continua 

de servicios públicos esenciales y la modernización de la gestión pública, objetivos que 

requieren un sistema eléctrico confiable y robusto, así como una entidad especializada, 

técnicamente fortalecida y dotada de un marco jurídico adecuado para la operación eficiente 

del servicio público de transporte y transmisión de electricidad. 

 

CONSIDERANDO: Que la Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED) fue 

creada mediante el Decreto núm. 629-07, al amparo de lo dispuesto en el párrafo I del artículo 

138 de la Ley núm. 125-01, General de Electricidad, como entidad de propiedad 

estrictamente estatal destinada a desarrollar funciones estratégicas del Estado dominicano en 

el subsector eléctrico, particularmente vinculadas a la operación del sistema de transmisión 

y a la prestación del servicio público de transporte de electricidad. 

 

CONSIDERANDO: Que mediante la Ley núm. 365-22, que dispuso la supresión de la 

Corporación Dominicana de Empresas Eléctricas Estatales (CDEEE), se reconoció 

expresamente la continuidad jurídica de la Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana 

(ETED), manteniéndose incólume su personalidad jurídica, su patrimonio propio y su 

capacidad para contraer obligaciones contractuales y comerciales, conforme a los 

mecanismos de dirección y control establecidos en el ordenamiento jurídico vigente. 
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CONSIDERANDO: Que, no obstante dicha continuidad jurídica, el régimen institucional 

originalmente previsto para la Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED) 

responde a un diseño normativo previo a la evolución del marco regulatorio del subsector 

eléctrico, a la consolidación del sistema de organización administrativa del Estado y a los 

estándares actuales de gobernanza, eficiencia, control y rendición de cuentas aplicables a las 

empresas públicas. 

 

CONSIDERANDO: Que el desarrollo, operación y expansión del Sistema Eléctrico 

Nacional Interconectado (SENI), así como la garantía de la seguridad, continuidad, calidad 

y eficiencia del servicio público de transporte y transmisión de electricidad, requieren de una 

entidad pública especializada, dotada de autonomía operativa, capacidad técnica suficiente y 

un régimen mercantil y de gobierno corporativo coherente con la naturaleza económica y 

estratégica de dicha actividad. 

 

CONSIDERANDO: Que la evolución del marco normativo del subsector eléctrico, la 

complejidad técnica y estratégica del Sistema Eléctrico Nacional Interconectado (SENI), así 

como los estándares actuales de gobernanza y control aplicables a las empresas públicas, 

ponen de manifiesto la necesidad de actualizar y readecuar el régimen jurídico de la Empresa 

de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), resultando necesario, en consecuencia, 

adecuar su organización, funcionamiento y modelo de gestión a dicho marco jurídico y a las 

exigencias actuales del servicio público de transporte y transmisión de electricidad. 

 

CONSIDERANDO: Que la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública, y su 

Reglamento de Aplicación aprobado mediante el Decreto núm. 353-24, establecen que las 

empresas públicas podrán ser organizadas bajo formas societarias de derecho privado, 

conforme a la ley de sociedades comerciales, cuando la naturaleza económica de la actividad 

así lo justifique, sin perjuicio de su capital íntegramente estatal, de su sujeción al interés 

general y de los mecanismos de dirección, control y supervisión propios del Estado. 

 

CONSIDERANDO: Que el Gobierno dominicano impulsa un proceso continuo de 

racionalización y modernización institucional, orientado a fortalecer la coherencia 

organizativa del Estado, mejorar los estándares de gobernanza pública y asegurar una 

prestación más eficiente, transparente y sostenible de los servicios públicos, en consonancia 

con los principios constitucionales y las mejores prácticas de administración pública. 

 

CONSIDERANDO: Que, en atención a la naturaleza económica, estratégica y técnica del 

servicio público de transporte y transmisión de electricidad, a la condición de activo esencial 

del sistema eléctrico nacional y a la necesidad de fortalecer los estándares de gobernanza, 

eficiencia operativa y control corporativo, resulta jurídicamente necesario readecuar la 

Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED) bajo una forma societaria mercantil, 

como empresa pública de capital íntegramente estatal, organizada conforme a las normas de 

derecho societario, que permita una gestión moderna, especializada y alineada con las 

mejores prácticas aplicables a las empresas públicas no financieras. 

 

CONSIDERANDO: Que el proceso de reorganización institucional dispuesto mediante el 

presente decreto debe garantizar, en todo momento, la continuidad, regularidad y calidad de 

la prestación del servicio público correspondiente, así como la preservación ordenada de los 
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derechos, obligaciones, activos y pasivos vinculados a la entidad objeto de reorganización, 

estableciendo a tales fines un régimen transitorio claro que asegure una transición ordenada, 

jurídicamente segura y respetuosa de los derechos adquiridos. 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Ley núm. 16-92, del 29 de mayo de 1992, que aprueba el Código de Trabajo, y 

sus modificaciones.  

 

VISTA: La Ley núm. 124-01, del 24 de julio de 2001, que crea el Fondo Patrimonial para el 

Desarrollo.  

 

VISTA: La Ley núm. 125-01, del 26 de julio de 2001, General de Electricidad, y sus 

modificaciones.  

 

VISTA: La Ley núm. 200-04, del 28 de julio de 2004, General de Libre Acceso a la 

Información Pública. 

 

VISTA: La Ley núm. 423-06, del 17 de noviembre de 2006, Orgánica de Presupuesto para 

el Sector Público. 

 

VISTA: La Ley núm. 41-08, del 16 de enero de 2008, de Función Pública. 

 

VISTA: La Ley núm. 479-08, del 11 de diciembre de 2008, General de las Sociedades 

Comerciales y Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada y sus modificaciones. 

 

VISTA: La Ley núm. 1-12, del 25 de enero de 2012, que establece la Estrategia Nacional de 

Desarrollo 2030. 

 

VISTA: La Ley núm. 247-12, del 9 de agosto de 2012, Orgánica de la Administración 

Pública. 

 

VISTA: La Ley núm. 100-13, del 30 de julio de 2013, que crea el Ministerio de Energía y 

Minas, como órgano dependiente del Poder Ejecutivo, encargado de la formulación y 

administración de la política energética y de minería metálica y no metálica. 

 

VISTA: La Ley núm. 107-13, del 6 de agosto de 2013, sobre los Derechos de las Personas 

en sus Relaciones con la Administración y de Procedimiento Administrativo. 

 

VISTA: La Ley núm. 47-25, de fecha 11 de agosto de 2025, de Contrataciones Públicas. 

 

VISTA: La Ley núm. 365-22, del 7 de diciembre de 2022, que crea la Empresa Generadora 

de Electricidad Punta Catalina. Suprime la Corporación Dominicana de Empresas Eléctricas 

Estatales y la Unidad de Electrificación Rural y Sub-Urbana. Modifica los artículos 40, 133 

y deroga el artículo 138 de la Ley núm. 125-01. Deroga además la Ley núm. 394-14. 

 



- 118 - 

 

VISTO: El Decreto núm. 555-02, del 19 de julio de 2002, que aprueba el Reglamento para 

la Aplicación de la Ley General de Electricidad, núm. 125-01, y sus modificaciones. 

 

VISTO: El Decreto núm. 629-07, del 2 de noviembre de 2007, que crea la Empresa de 

Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), de propiedad estrictamente estatal. 

 

VISTO: El Decreto núm. 523-23, del 20 de octubre de 2023, que modifica y actualiza el 

Reglamento núm. 555-02, de Aplicación de la Ley General de Electricidad núm. 125-01 y 

sus modificaciones. 

 

VISTO: El Decreto núm. 353-24, del 25 de junio de 2024, que aprueba el Reglamento de 

Aplicación de la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública. 

 

VISTO: El Decreto núm. 385-24, del 15 de julio de 2024, que crea el Comisionado para las 

Reformas del Estado. 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República Dominicana, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. Adecuación mercantil. Se dispone la readecuación de la Empresa de 

Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), creada según las disposiciones del Decreto núm. 

629-07, como sociedad comercial de capital íntegramente estatal bajo la denominación social 

“Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A.”, de conformidad con las 

disposiciones de la Ley núm. 479-08, General de las Sociedades Comerciales y Empresas 

Individuales de Responsabilidad Limitada, y sus modificaciones, y según lo dispuesto en el 

presente decreto. 

 

ARTÍCULO 2. Naturaleza jurídica. La sociedad comercial Empresa de Transmisión 

Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., será una empresa pública, constituida como sociedad 

anónima de capital íntegramente estatal, con personalidad jurídica, capacidad para contraer 

obligaciones contractuales y comerciales, patrimonio propio y autonomía operativa y técnica, 

sujeta a los principios de transparencia, eficiencia, rendición de cuentas y control del Estado. 

 

ARTÍCULO 3. Organización y funcionamiento. La sociedad comercial Empresa de 

Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., se regirá por las disposiciones del 

ordenamiento jurídico vigente, especialmente por la Ley núm. 125-01, General de 

Electricidad, sus modificaciones y sus disposiciones complementarias, la Ley núm. 479-08, 

General de las Sociedades Comerciales y Empresas Individuales de Responsabilidad 

Limitada y sus modificaciones, así como sus estatutos sociales y sus reglamentos internos.  

 

ARTÍCULO 4. Adscripción. La sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica 

Dominicana (ETED), S. A., estará adscrita al Ministerio de Energía y Minas, de conformidad 

con lo dispuesto en la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública y su 

Reglamento de Aplicación. 
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ARTÍCULO 5. Objeto social. La sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica 

Dominicana (ETED), S. A., tendrá por objeto social la prestación del servicio de transporte 

y transmisión de electricidad en todo el territorio nacional, entendiéndose por aquel servicio 

público concerniente a la planificación, diseño, construcción, administración, operación, 

mantenimiento y expansión de las instalaciones, existentes o futuras, que integran el sistema 

de transporte y transmisión eléctrica del Estado, el Sistema de Transmisión Interconectado, 

así como la ejecución de proyectos, inversiones y actividades conexas, complementarias o 

afines vinculadas a la explotación eficiente de sus activos, así como la prestación de servicios 

auxiliares, con el fin de garantizar la correcta operación del Sistema Eléctrico Nacional 

Interconectado (SENI) y la seguridad, continuidad, calidad y eficiencia del servicio de 

energía eléctrica en la República Dominicana. 

 

PÁRRAFO. En el marco de dicho objeto social, la sociedad comercial Empresa de 

Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., podrá realizar su actividad comercial de 

acuerdo a los lineamientos que dispongan sus estatutos sociales y sus reglamentos internos. 

 

ARTÍCULO 6. Servicio público. La sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica 

Dominicana (ETED), S. A., ejercerá su objeto social, en todo el territorio de la República 

Dominicana, en calidad de servicio público, por tratarse de una actividad económica de 

interés general, conforme a lo dispuesto en la Ley núm. 125-01, General de Electricidad, sus 

modificaciones y disposiciones complementarias. En consecuencia, la prestación de dicho 

servicio público estará sujeta a los principios de universalidad, accesibilidad, eficiencia, 

transparencia, responsabilidad, continuidad, calidad, razonabilidad y equidad tarifaria 

establecidos en la Constitución de la República, así como los lineamientos de alcance en la 

función de operación de los servicios públicos dispuestos en el Reglamento de Aplicación de 

la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública. 

 

PÁRRAFO. Las operaciones y servicio público de la sociedad comercial Empresa de 

Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., se ejercerán conforme a los siguientes 

criterios y ámbitos de intervención: 

 

1) Operar, administrar y mantener el Sistema de Transmisión Interconectado, entendido 

como el conjunto de líneas, subestaciones, instalaciones y demás infraestructuras 

destinadas al transporte y transmisión de electricidad que integran el Sistema 

Eléctrico Nacional Interconectado (SENI), garantizando su funcionamiento continuo, 

seguro, eficiente y confiable. 

 

2) Ejecutar las actividades técnicas, operativas y administrativas necesarias para la 

prestación del servicio público de transporte y transmisión de electricidad, incluyendo 

la operación en tiempo real del sistema, la supervisión operativa, el mantenimiento 

preventivo y correctivo, la gestión de activos estratégicos y la atención de 

contingencias, sin comprender funciones de formulación de políticas públicas, 

regulación, fiscalización, fijación tarifaria ni planificación sectorial, que 

corresponden a los órganos competentes. 

 

3) Garantizar el acceso abierto, no discriminatorio y técnicamente seguro a las 

instalaciones del sistema de transmisión a todos los agentes y terceros debidamente 
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habilitados para operar en el SENI, conforme a la normativa vigente, los reglamentos 

técnicos aplicables y las disposiciones emitidas por los órganos reguladores del 

subsector eléctrico. 

 

4) Planificar, diseñar, desarrollar y ejecutar, dentro del marco de las políticas públicas y 

autorizaciones correspondientes, los proyectos de expansión, refuerzo, 

modernización y ampliación del sistema de transmisión, necesarios para asegurar la 

estabilidad, confiabilidad y sostenibilidad técnica y financiera del SENI. 

 

5) Coordinar la operación del sistema de transmisión con los organismos rectores, 

reguladores y demás agentes del subsector eléctrico, conforme a las reglas de 

despacho, operación y seguridad establecidas en la Ley núm. 125-01, su reglamento 

de aplicación y las normas técnicas vigentes; y. 

 

6) Desarrollar y explotar actividades complementarias o conexas estrictamente 

vinculadas a la operación eficiente del sistema de transmisión, incluyendo la 

provisión y comercialización de servicios portadores de telecomunicaciones por fibra 

óptica asociados a dicha infraestructura, en los términos y condiciones previstos por 

la normativa aplicable. 

 

ARTÍCULO 7. Domicilio social. La sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica 

Dominicana (ETED), S. A., tendrá su domicilio social en la ciudad de Santo Domingo de 

Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana. Sin embargo, podrá 

establecer sucursales en cualquier otra demarcación del territorio nacional fuera de su 

domicilio, para el desarrollo de sus negocios o parte de ellos. 

 

ARTÍCULO 8. Capital social. La sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica 

Dominicana (ETED), S. A., será de titularidad exclusivamente estatal y estará integrado por 

los aportes que realice el Estado dominicano, directamente o a través de los organismos del 

Estado que determine el Poder Ejecutivo, tal y como será establecido en sus estatutos 

sociales. Su composición accionaria estará conformada de la siguiente manera: 

 

1) El Estado dominicano, en calidad de accionista titular del noventa y nueve punto 

nueve por ciento (99.9%) del capital social, representado por el Ministerio de Energía 

y Minas; y. 

 

2) El Fondo Patrimonial de las Empresas Reformadas (FONPER), o su continuador 

jurídico, en calidad de accionista titular del cero punto un por ciento (0.1%) del capital 

social. 

 

ARTÍCULO 9. Patrimonio. El patrimonio de la sociedad comercial Empresa de 

Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., estará integrado por los activos y pasivos 

que conforman el patrimonio actual de la Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana 

(ETED), creada en virtud del Decreto núm. 629-07, del 2 de noviembre de 2007, los cuales 

se entenderán traspasados, consolidados e integrados en su favor conforme a la ley, los 

derivados de su ejercicio social en lo adelante, las fuentes de financiamiento dispuestas en el 
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presente decreto, así como cualquier otro aporte, en dinerario o en naturaleza, realizado por 

el Estado dominicano de conformidad con la normativa vigente. 

 

ARTÍCULO 10. Financiamiento.  La sociedad comercial Empresa de Transmisión 

Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., financiará sus actividades mediante las siguientes 

fuentes: 

 

1) Las asignaciones que le sean consignadas en la Ley de Presupuesto General del 

Estado, conforme a las disposiciones legales y presupuestarias vigentes, asumiendo 

aquellas asignaciones previamente destinadas para la Empresa de Transmisión 

Eléctrica Dominicana (ETED). 

 

2) Los ingresos derivados de la prestación del servicio público descrito en su objeto 

social. 

 

3) Las donaciones, aportes y financiamientos provenientes de organismos 

internacionales, entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, conforme a 

la ley. 

 

4) Los ingresos derivados de la explotación de los bienes y derechos que integren su 

patrimonio o que le sean legalmente asignados; y. 

 

5) La capitalización de utilidades netas, en los términos que dispongan la Ley núm. 479-

08, y los estatutos sociales. 

 

ARTÍCULO 11. Continuidad jurídica operativa y transferencia de derechos y 

obligaciones. La sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana 

(ETED), S. A., asumirá todos los derechos, obligaciones, bienes, activos, contratos, permisos, 

autorizaciones y demás relaciones jurídicas de naturaleza administrativa, contractual, 

patrimonial y operativa, especialmente aquellos vinculados a la prestación del servicio 

público que, a la fecha de entrada en vigencia del presente decreto, se encuentren bajo 

titularidad, gestión o administración de la Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana 

(ETED). 

 

ARTÍCULO 12. Órganos de administración y supervisión. La sociedad comercial 

Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., estará integrada por los 

siguientes órganos deliberativos, de supervisión y administración: 

 

1) La Asamblea General de Accionistas. 

 

2) El Consejo de Administración; y. 

 

3) La Vicepresidencia Ejecutiva. 

 

ARTÍCULO 13. Asamblea General de Accionistas. La Asamblea General de Accionistas 

de la sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., 

obedecerá a las disposiciones de los artículos 187 y siguientes de la Ley núm. 479-08. 
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ARTÍCULO 14. Consejo de Administración. El Consejo de Administración de la sociedad 

comercial Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., obedecerá a las 

disposiciones de los artículos 208 y siguientes de la Ley núm. 479-08, y estará conformado 

de la siguiente manera: 

 

1) El Ministerio de Energía y Minas, que fungirá como presidente. 

 

2) El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

 

3) El Ministerio de la Presidencia. 

 

4) Dos (2) miembros, que serán designados mediante Asamblea General de Accionistas 

por indicación del presidente de la República; y. 

 

5) El vicepresidente ejecutivo, que fungirá como secretario. 

 

PÁRRAFO I. Los miembros del Consejo de Administración de la sociedad comercial 

Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., descritos en los numerales 4 

y 5 del presente artículo, deberán cumplir con los siguientes requisitos: 

 

1) Ser de nacionalidad dominicana. 

 

2) Ser mayor de veinticinco (25) años de edad. 

 

3) Poseer título de licenciatura, ingeniería o grado equivalente. 

 

4) Acreditar experiencia profesional mínima de cinco (5) años en áreas compatibles con 

las funciones del cargo. 

 

5) No haber sido condenado o encontrarse cumpliendo condena por infracciones 

penales; y. 

 

6) Cualquier otro requisito que se establezca en los estatutos sociales. 

 

PÁRRAFO II. No podrán fungir como miembros del Consejo de Administración de la 

sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., aquellas 

personas que, en adición al régimen de prohibiciones establecido en el artículo 211 de la Ley 

núm. 479-08, General de las Sociedades Comerciales y Empresas Individuales de 

Responsabilidad Limitada, y sus modificaciones, incurran en las siguientes condiciones: 

 

1) Sean, o hayan sido hasta tres (3) años contados a partir del cese de dicha situación de 

conflicto de interés, tenedores de capital (socios o accionistas), miembros de los 

órganos de dirección (administradores o representantes), beneficiarios finales, o 

tengan, directa o indirectamente, participación societaria respecto de algún agente 

económico que ejerza actividades comerciales como empresa eléctrica, en los 

términos definidos por la Ley núm. 125-01, General de Electricidad. 
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2) Sean proveedores o contratistas de la sociedad comercial Empresa de Transmisión 

Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., de conformidad con la normativa de 

contrataciones públicas vigente. 

 

3) Sean parientes dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad, de 

personas que ostenten la calidad descrita en el literal a) del presente artículo respecto 

de algún agente económico que ejerza actividades comerciales como empresa 

eléctrica, en los términos definidos por la Ley núm. 125-01, General de Electricidad. 

 

4) Cumplan condena o hayan sido condenadas a penas privativas de libertad. 

 

5) Sean declarados jurídicamente incapaces; e. 

 

6) Incurran en las inhabilidades o incompatibilidades establecidas por la normativa 

vigente. 

 

PÁRRAFO III. Aquella persona que, siendo miembro del Consejo de Administración de la 

sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., resulte 

afectada por algunas de las causales descritas en este artículo, con posterioridad a su 

designación, será suspendida en sus funciones, y posteriormente sustituida mediante decreto 

del presidente de la República. 

 

ARTÍCULO 15. Vicepresidencia Ejecutiva. La Vicepresidencia Ejecutiva obedecerá a las 

disposiciones de los artículos 25 y siguientes de la Ley núm. 479-08. Será la autoridad 

ejecutiva y de administración, bajo la dirección estratégica y supervisión del Consejo de 

Administración. Sus funciones, obligaciones, responsabilidades y organización, así como las 

del vicepresidente ejecutivo, serán establecidas en los estatutos sociales y los reglamentos 

internos. Estará dirigida por un vicepresidente ejecutivo, que será designado por la Asamblea 

General de Accionistas, a indicación del presidente de la República. 

 

PÁRRAFO. El vicepresidente ejecutivo participará en las reuniones del Consejo de 

Administración con voz, no tendrá capacidad de voto en las deliberaciones del mismo. 

 

ARTÍCULO 16. Atribuciones de los órganos de administración y supervisión. Los 

órganos de administración y supervisión de la sociedad comercial Empresa de Transmisión 

Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., tendrán las atribuciones conferidas a los mismos por la 

ley y, en la medida en que esta última lo permita, por los estatutos sociales y los reglamentos 

internos. 

 

ARTÍCULO 17. Obligación de informes y rendición de cuentas. La sociedad comercial 

Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., estará obligada a rendir 

cuentas de su gestión y a suministrar información al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio 

de Energía y Minas, en los términos y condiciones establecidos en el ordenamiento jurídico 

vigente. 

 



- 124 - 

 

PÁRRAFO I. La sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana 

(ETED), S. A., deberá presentar al Poder Ejecutivo, dentro de un plazo de tres (3) meses 

luego de iniciado cada año calendario, un informe anual de gestión, así como los informes 

adicionales que le sean requeridos por las autoridades competentes, el cual deberá contener, 

entre otros, los siguientes elementos: 

 

1) El balance de situación y los estados financieros correspondientes al ejercicio fiscal 

de que se trate. 

 

2) Una memoria anual de actividades, que incluya la descripción de los servicios 

prestados, los proyectos ejecutados y los principales hitos de la gestión institucional. 

 

3) El estado de ingresos y egresos. 

 

4) El estado de origen y aplicación de fondos, conforme a la normativa presupuestaria y 

contable aplicable. 

 

5) Los informes periódicos de operación, elaborados con base en los indicadores de 

desempeño, niveles de servicio y estándares técnicos establecidos por los organismos 

reguladores del mercado de que se trate; y. 

 

6) Cualquier otro documento o información relacionada con sus planes, programas de 

trabajo, resultados de gestión y desempeño institucional, que sea requerida conforme 

a la ley. 

 

PÁRRAFO II. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de las obligaciones de información 

contenidas en la Ley núm. 479-08, General de las Sociedades Comerciales y Empresas 

Individuales de Responsabilidad Limitada y sus modificaciones, así como aquellas 

concernientes a normas especiales en materia presupuestaria, financiera, de control interno, 

control externo y acceso a la información pública, entre otras concernientes a todos los entes 

y órganos que conforman la Administración Pública bajo dependencia del Poder Ejecutivo, 

Administración Pública Central, desconcentrada, y organismos autónomos y 

descentralizados. 

 

ARTÍCULO 18. Régimen laboral. La sociedad comercial Empresa de Transmisión 

Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., someterá sus relaciones de trabajo a las disposiciones 

de la Ley núm. 16-92, que aprueba el Código de Trabajo de la República Dominicana, 

conforme a su Principio III, debiendo contemplar en la selección, contratación y gestión del 

personal, los principios de mérito, capacidad, idoneidad, transparencia y eficiencia. 

 

ARTÍCULO 19. Régimen de transparencia y acceso a la información. La sociedad 

comercial Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., estará sujeta al 

régimen de transparencia y acceso a la información pública, conforme a lo dispuesto en la 

Constitución de la República, la Ley núm. 200-04, General de Libre Acceso a la Información 

Pública, su reglamento de aplicación y las disposiciones emitidas por el órgano rector en la 

materia, debiendo garantizar la transparencia de su gestión, sin perjuicio de las limitaciones 
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legalmente establecidas por razones de confidencialidad, seguridad, secreto industrial o 

protección de datos personales. 

 

ARTÍCULO 20. Reglamentos internos. El Consejo de Administración de la sociedad 

comercial Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., deberá aprobar, a 

propuesta del vicepresidente ejecutivo, dentro de un plazo máximo de seis (6) meses contado 

a partir de su matriculación, inscripción y registro en el Registro Mercantil, los reglamentos 

y políticas internas necesarias para su adecuada organización y funcionamiento, incluyendo, 

al menos, los siguientes: 

 

1) El reglamento de relaciones laborales. 

 

2) El reglamento de transparencia y acceso a la información. 

 

3) El reglamento de contrataciones; y. 

 

4) El reglamento de integridad y cumplimiento. 

 

PÁRRAFO I. Lo anterior se entiende sin perjuicio de que el Consejo de Administración 

apruebe otros reglamentos internos o políticas corporativas que resulten necesarios para la 

buena administración y gobierno de la empresa, conforme a la ley y a sus estatutos sociales. 

 

PÁRRAFO II. Los reglamentos internos deberán ser coherentes con el objeto social de la 

sociedad comercial Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED), S. A., su 

régimen jurídico y las disposiciones de sus estatutos sociales, y no podrán alterar ni ampliar 

las competencias atribuidas por dichos instrumentos jurídicos. 

 

ARTÍCULO 21. Derogaciones. Quedan derogadas todas las disposiciones, de igual o 

inferior jerarquía, que resulten contrarias o incompatibles con lo establecido en el presente 

decreto, sin perjuicio de la validez de los actos administrativos, contratos, licencias, 

autorizaciones y demás situaciones jurídicas válidamente constituidas con anterioridad a la 

entrada en vigencia del presente decreto. 

 

ARTÍCULO 22. Remisión. Envíese el presente decreto a la Empresa de Transmisión 

Eléctrica Dominicana (ETED), al Ministerio de Energía y Minas, al Ministerio de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales, al Ministerio de la Presidencia, al Fondo Patrimonial de las 

Empresas Reformadas (FONPER), a la Cámara de Cuentas, a la Contraloría General de la 

República, al Ministerio de Administración Pública, y a las demás instituciones 

correspondientes, para su conocimiento y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treinta (30) días del mes de enero del año dos mil veintiséis (2026), año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

 

LUIS ABINADER 
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Dec. núm. 56-26 que aumenta las pensiones del Estado de que disfrutan 782 servidores 

públicos del sector salud. G. O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 56-26 

 

 

CONSIDERANDO: Que la Constitución dominicana, en su artículo 60, establece: “Derecho 

a la Seguridad Social. Toda persona tiene derecho a la seguridad social. El Estado estimulará 

el desarrollo progresivo de la seguridad social para asegurar el acceso universal a una 

adecuada protección en la enfermedad, discapacidad, desocupación y la vejez”. 

 

CONSIDERANDO: Que los servidores públicos del sector salud realizan una labor 

encomiable a lo largo de su vida, muchos de ellos dedicándola exclusivamente a ofertar 

servicio al Estado, lo cual debe ser valorado a la hora de su jubilación, garantizándoles una 

pensión justa y satisfactoria. 

 

CONSIDERANDO: Que la Ley núm. 414-98, del 22 de agosto de 1998, que modifica el 

artículo 7, de la Ley núm. 6097, del 13 de noviembre de 1962, sobre Organización del Cuerpo 

Médico de los Hospitales, dispone “el retiro, jubilación o pensión del médico será 

remunerado mensualmente con un sueldo igual al último que éste devengo al cumplir los 60 

años; o, que, sin haber obtenido esta edad, haya quedado invalido por un accidente, un 

fenómeno de naturaleza o por una grave enfermedad”. 

 

CONSIDERANDO: Que en fecha 21 de diciembre de 2020, el Poder Ejecutivo y el Colegio 

Médico Dominicano firmaron un acuerdo, mediante el cual, se pactó un aumento sustancial 

de las pensiones de los médicos que han laborado en el sistema de salud pública y el 

otorgamiento de nuevas pensiones en virtud de la Ley núm. 414-98, del 22 de agosto de 1998. 

 

CONSIDERANDO: Que en fecha 2 de octubre de 2025, el Poder Ejecutivo y el Colegio 

Médico Dominicano acordaron la adopción de medidas orientadas a la adecuación de las 

pensiones de los médicos pensionados del Estado, mediante el establecimiento de nuevos 

montos conforme a los rangos previamente existentes. 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Ley núm. 379-81, del 11 de diciembre de 1981, que establece un nuevo Régimen 

de Jubilaciones y Pensiones Civiles del Estado dominicano para los Funcionarios y 

Empleados Públicos. 
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VISTA: La Ley núm. 414-98, del 22 de agosto de 1998, que modifica el artículo 7 de la Ley 

núm. 6097, del 13 de noviembre de 1962, sobre Organización del Cuerpo Médico de los 

Hospitales. 

 

VISTA: La Ley núm. 42-01, del 8 de marzo de 2001, General de Salud. 

 

VISTA: La Ley núm. 87-01, del 9 de mayo de 2001, que crea el Sistema Dominicano de 

Seguridad Social. 

 

VISTA: La Ley núm. 123-15, del 16 de enero de 2015, que crea el Servicio Nacional de 

Salud. 

 

VISTA: La Ley núm. 45-25, del 21 de julio de 2025, que dispone la fusión del Ministerio de 

Hacienda con el Ministerio de Economía, Planificación y Desarrollo y deroga la Ley núm. 

496-06, del 28 de diciembre de 2006, que crea la Secretaría de Estado de Economía, 

Planificación y Desarrollo. 

 

VISTA: La Resolución núm. 466-23, del 4 de enero de 2023, de la Superintendencia de 

Pensiones, que establece el protocolo de aplicación del Acuerdo entre Representantes del 

Gabinete de Salud y Representantes del Colegio Médico Dominicano, del 21 de diciembre 

de 2020, en lo concerniente al otorgamiento de las pensiones por antigüedad en el servicio. 

 

VISTA: La Resolución núm. 496-25, del 18 de julio de 2025, de la Superintendencia de 

Pensiones sobre Procesos Operativos para las Administradoras de Fondos de Pensiones, 

Fondos y Planes Sustitutivos, y sus modificaciones. 

 

VISTO: El Acuerdo en el marco del diálogo sostenido entre del Gabinete de Salud y del 

Colegio Médico Dominicano, del 21 de diciembre de 2020. 

 

VISTO: El oficio DGJP-2026-00457, del 22 de enero de 2026, del director general de 

Jubilaciones y Pensiones a Cargo del Estado, dirigido al presidente de la República. 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República Dominicana, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. Se aumentan las pensiones otorgadas por el Estado dominicano a los 

siguientes servidores públicos del sector salud:  

 

Núm.  Nombres y apellidos 

Cédula de 

identidad y 

electoral 

Monto 

RD$ 

1 ABRAHAM HERIBERTO ALVINO FERNANDEZ 048-0051348-5 75,000.00 

2 ACACIA CELENIA MERCEDES MEDRANO 001-0886487-7 75,000.00 

3 ADA ALBERTA VALDEZ PANIAGUA 001-0884624-7 100,000.00 
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4 ADA ELISNA FARIAS PEREZ 001-0075157-7 75,000.00 

5 ADA LUZ CRUZ DE NUÑEZ 001-0210400-7 75,000.00 

6 ADALBERTO VENTURA GOMEZ 001-1048262-7 75,000.00 

7 ADALGISA MALDONADO 023-0029517-3 100,000.00 

8 
ADELAIDA MERCEDES DE LOS REMEDIOS 

HEYER WYATT 
051-0000183-2 100,000.00 

9 ADILCIO GUARIONEX UREÑA SALAZAR 054-0060450-9 75,000.00 

10 ADRIANA NUÑEZ 013-0025673-0 75,000.00 

11 ADRIANO HOMERO ACOSTA FIGUEREO 001-0520865-6 75,000.00 

12 AGUSTIN ALBERTO COLON TEJADA 031-0199148-1 75,000.00 

13 AHMAD RAZMJOO 001-1210061-5 75,000.00 

14 ALBERTO CHAHIN MUFFDY 002-0011163-1 75,000.00 

15 ALBERTO DISLA VASQUEZ 001-0688213-7 75,000.00 

16 ALBERTO LOPEZ CUSTODIA 001-0491864-4 100,000.00 

17 ALEJANDRINA ESPINAL NUÑEZ 001-0072533-2 100,000.00 

18 ALEJANDRO ANTONIO VALDEZ GARCIA 001-0880491-5 75,000.00 

19 ALEJANDRO DE JESUS LORA DIAZ 031-0245609-6 100,000.00 

20 ALFREDO ENRIQUE POZO DIAZ 001-0922887-4 75,000.00 

21 ALFREDO PEREZ AVILA 026-0040115-8 75,000.00 

22 ALICIA GEORGINA CASTRO DE MERCEDES 044-0013359-3 100,000.00 

23 
ALMA ERIDANIA ALTAGRACIA GUZMAN DE 

SAINT-HILAIRE 
055-0001399-9 75,000.00 

24 
ALMA YNMACULADA GONZALEZ ACOSTA DE 

AMARO 
001-1094729-8 75,000.00 

25 ALTAGRACIA CARMEN MEJIA TERRERO 034-0000761-7 100,000.00 

26 
ALTAGRACIA CONFESORA HERNANDEZ 

VARGAS 
001-0128445-3 75,000.00 

27 ALTAGRACIA ESPERANZA ESQUEA GUERRERO 001-0798822-2 75,000.00 

28 ALTAGRACIA GONZALEZ LOPEZ 047-0121208-8 75,000.00 

29 ALTAGRACIA LOPEZ NUÑEZ 001-0195614-2 100,000.00 

30 
ALTAGRACIA MIREYA MARIÑEZ SOTO DE 

ROBLES 
001-0170147-2 75,000.00 

31 ALTAGRACIA NICOLASA GOMEZ HERNANDEZ 001-1292951-8 75,000.00 

32 ALTAGRACIA TRINIDAD SANTAMARIA 001-0677377-3 100,000.00 

33 AMADO ANTONIO DESCHAMPS ANZELLOTTI 031-0097528-7 75,000.00 

34 AMANCIO ANTONIO GONZALEZ BAEZ 001-1174501-4 75,000.00 

35 AMAURIS ISRAEL GUILLEN MATEO 001-0526492-3 100,000.00 

36 
AMAURIS JOSE ALFREDO D. DE JS. GONZALEZ 

MENA 
055-0014796-1 75,000.00 

37 AMELIA RAFAELA GUTIERREZ DE MEDINA 001-0250938-7 100,000.00 

38 AMOS BADIAS CACERES SILVESTRE 027-0003946-0 100,000.00 

39 ANA ANTONIA JIMENEZ 033-0015135-8 75,000.00 

40 ANA ANTONIA NUÑEZ PARRA 001-0478989-6 75,000.00 

41 ANA DELIA ALCANTARA GARCIA DE GUANCE 016-0000854-2 75,000.00 

42 ANA IRENE MORETA FELIZ 001-0149972-1 75,000.00 
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43 ANA JULIA CESIN VALDEZ 001-0681439-5 75,000.00 

44 ANA LUCILA TAVERAS SANTOS 001-0152874-3 100,000.00 

45 
ANA LUISA MILAGRO ROSARIO MARTINEZ DE 

MORA 
056-0068284-2 75,000.00 

46 ANA MARGARITA MELO ORTIZ 001-0141858-0 100,000.00 

47 ANA MARIA MARTE MORILLO 001-0852980-1 75,000.00 

48 ANA MARIA MARTINEZ DEL ROSARIO 001-0275591-5 75,000.00 

49 ANA MARIA MOREL ESTEVEZ 001-0124999-3 100,000.00 

50 ANA MERCEDES ORTIZ MIRABAL DE DURAN 001-1310171-1 75,000.00 

51 ANA RITA VALDEZ GARZON 041-0002143-7 100,000.00 

52 ANA ROSA DEL ORBE DE JESUS 001-0270076-2 75,000.00 

53 
ANA SOCORRO VIDAL FERNANDEZ DE 

PLACENCIO 
001-0918342-6 75,000.00 

54 ANA VIRGINIA VASQUEZ DE CABRERA 001-0247585-2 100,000.00 

55 ANAURIS RAMON MOTA JIMENEZ 029-0001645-8 75,000.00 

56 ANDRES AMADO NUÑEZ 001-0805778-7 100,000.00 

57 ANDRES DOYLIN MANCHESTER 001-0770337-3 100,000.00 

58 ANDRES RIVAS FERRERAS 001-0735439-1 75,000.00 

59 ANDRES RODRIGUEZ QUIÑONEZ 001-0122157-0 75,000.00 

60 ANGEL DE LOS SANTOS RIVERA JULIAO 037-0001602-9 75,000.00 

61 ANGEL FRANCISCO TOLENTINO ESPINAL 031-0097327-4 75,000.00 

62 ANGEL MANUEL BOURET GUILLEN 010-0008938-1 75,000.00 

63 ANGEL RAFAEL GIL FIRPO 001-0159847-2 75,000.00 

64 ANGELA EMILIA TAVERAS GUZMAN 001-0071750-3 75,000.00 

65 ANGELA FILANDIA SEVERINO PEREZ 001-1217929-6 100,000.00 

66 ANGELA LUISA POUERIET CARABALLO 001-0733033-4 75,000.00 

67 ANGELA MERCEDES GUZMAN CRUZ 001-0636991-1 100,000.00 

68 ANGELICA MEJIA DE LOS SANTOS 001-0232908-3 75,000.00 

69 ANTONIO BERAS 001-0123791-5 75,000.00 

70 ANTONIO SANTOS SANTOS 001-0092064-4 75,000.00 

71 ANTONIO TAMARES CAMPUSANO 001-0676624-9 75,000.00 

72 ANULFO VIRGILIO MATEO PEREZ 012-0011352-8 75,000.00 

73 APOLINA ROSBINDA AYALA VASQUEZ 001-0085253-2 100,000.00 

74 APOLINAR DEL CARMEN SANCHEZ 023-0094111-5 75,000.00 

75 ARACELIS SEFERINA FIGUEROA DE DE LEON 001-0372583-4 75,000.00 

76 ARGELIA RAMONA AYBAR MUÑOZ 031-0033446-9 75,000.00 

77 ARISTIDES YGNACIO SALCEDO BENCOSME 054-0009153-3 75,000.00 

78 
ARLETTE COINTA DE JESUS ROSA MEDINA DE 

SARUBBI 
001-0722849-6 75,000.00 

79 ARTURO FERNANDO PELEGRIN SILVERIO 001-0095750-5 100,000.00 

80 
ASUNCION MARIA ISABEL DE LA C. ELI 

RODRIGUEZ DE MADERA 
037-0061441-9 75,000.00 

81 AURA DELMA MENDEZ CABREJA DE VENTURA 031-0103047-0 75,000.00 

82 AURA LUZ PEREZ DE CRUZ 001-0499790-3 75,000.00 

83 AURIA ESTELA MOTA BRITO 001-0521262-5 75,000.00 
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84 AUSTRIA GUILLERMINA LEBRON GARCIA 031-0095114-8 75,000.00 

85 BARBARA GARCIA CASTILLO 023-0013469-5 100,000.00 

86 BARTOLOME JIMENEZ 001-1396383-9 75,000.00 

87 
BASILIZA PLANTILA ARIAS RODRIGUEZ DE 

MARTE 
023-0030438-9 100,000.00 

88 BELKYS ELENA SPROUSE GUZMAN DE MENDEZ 001-0801908-4 100,000.00 

89 BENEDICTO DE LOS REYES SANCHEZ PUJOLS 056-0021535-3 75,000.00 

90 BENERANDA BAEZ PEÑA 001-0323758-2 75,000.00 

91 BENJAMIN DE JESUS REYES MATOS 054-0029904-5 75,000.00 

92 BERNARDINO ENCARNACION MATOS 001-1188181-9 100,000.00 

93 BERTHA GLADYS VASQUEZ DE CORDERO 001-0084578-3 75,000.00 

94 BEY ANGELITA ESPINAL BENZANT 012-0008645-0 75,000.00 

95 BIENVENIDA ISABEL HERNANDEZ GARCIA 001-0177361-2 75,000.00 

96 
BIENVENIDO ANTONIO FABIAN KINIPPING 

ROSARIO 
059-0009949-9 100,000.00 

97 BLAS DOMINGO SARUBBI RODRIGUEZ 001-0126701-1 75,000.00 

98 BLAS NELSON PUELLO 027-0004681-2 75,000.00 

99 BRIGIDA ALTAGRACIA ZAYAS FIGUEREO 001-0085802-6 100,000.00 

100 BRIGIDO GARCIA SANCHEZ 001-1192964-2 100,000.00 

101 BRINIA ALTAGRACIA CABRERA BATISTA 031-0072942-9 100,000.00 

102 CARLOS ALBERTO GROSS HERNANDEZ 001-0094088-1 75,000.00 

103 CARLOS FEDERICO MIGUEL SCHRILS FLAQUER 001-1193189-5 100,000.00 

104 CARLOS FIGUEREO DONATO 001-1188284-1 75,000.00 

105 
CARLOS GEORGE HALLEY BURROUGHS 

ASTWOOD 
037-0020792-5 75,000.00 

106 CARLOS MANUEL DE LOS ANGELES PAULINO 001-0087343-9 75,000.00 

107 
CARMELINA ALTAGRACIA CRESPO CRUZ DE 

RIVERA 
001-0902487-7 75,000.00 

108 CARMEN AURA HEREDIA SANCHEZ 001-0383115-2 100,000.00 

109 CARMEN CECILIA GERMES CAMPOS 056-0070791-2 75,000.00 

110 CARMEN DINORAH DEL ROSARIO RAFA 023-0021772-2 75,000.00 

111 CARMEN ELENA BELLANERIS BAEZ ALMONTE 031-0112731-8 100,000.00 

112 
CARMEN GENOVEVA CRISTINA FELIX DE 

CASTILLO 
034-0005085-6 75,000.00 

113 
CARMEN MILAGROS ESCOLASTICO DE 

RODRIGUEZ 
059-0004435-4 100,000.00 

114 CARMEN SORIANO DE DITREN 026-0016954-0 75,000.00 

115 CARMEN TELBIA BEATRIZ RODRIGUEZ SIRETT 026-0025553-9 75,000.00 

116 CASILDA IRMA PERDOMO MENDEZ 001-0158418-3 75,000.00 

117 
CECILIA TRINIDAD ALMANZAR JIMENEZ DE 

GARCIA 
001-0383389-3 100,000.00 

118 CEFERINA MARIA TERRERO GARCIA 001-0289349-2 75,000.00 

119 
CERIMAR AUGITNA LORA FAJARDO DE 

GUZMAN 
056-0002390-6 100,000.00 

120 CESAR ANIBAL LAFALLETE MENCIA VASQUEZ 001-0140082-8 100,000.00 
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121 CESAR AUGUSTO FERNANDEZ DOMINGUEZ 031-0033164-8 75,000.00 

122 CESARINA AURORA POLANCO LEMOINE 031-0034253-8 75,000.00 

123 CIPRIANO EUGENIO MOJICA 001-1173976-9 100,000.00 

124 CIRIACO OVIEDO CALDERON 001-1184412-2 100,000.00 

125 CLARA LUZ BAEZ GERALDO 001-0131248-6 75,000.00 

126 CLARA LUZ JIMENEZ RODRIGUEZ DE COLOME 034-0007548-1 75,000.00 

127 CLARIDANIA RAFAELA RODRIGUEZ BERROA 001-0070932-8 75,000.00 

128 CLAUDIO CRISTOBAL MOQUETE PEREZ 001-0199849-0 100,000.00 

129 
CORALIA ALTAGRACIA ROMERO VILLAR DE 

NOVA 
001-0018313-6 75,000.00 

130 COSME DAMIAN VARGAS RODRIGUEZ 056-0002684-2 75,000.00 

131 CRISTIAN DE JESUS HERNANDEZ ROSARIO 001-0454890-4 100,000.00 

132 CRISTINA MARIA RINCON MONTILLA DE PEÑA 001-0097264-5 100,000.00 

133 CRISTOBALINA SENFIS JUAN 001-0453763-4 75,000.00 

134 
DAISY ELISA CANDELARIO ZAMORA DE 

GERMAN 
001-0007872-4 75,000.00 

135 DALMA ESTHER DE LA ROSA DE DIAZ 001-0015598-5 100,000.00 

136 DAMIAN ANTONIO TAVAREZ REYNOSO 047-0015154-3 75,000.00 

137 DANA DOMINGA ESPINAL PEREZ 001-0172655-2 75,000.00 

138 DANIEL EMILIO ESPINAL FRIAS 031-0094948-0 75,000.00 

139 DANILO ANTONIO PIÑEYRO ESPINAL 028-0008085-1 100,000.00 

140 DANILO RADHAMES MONTERO WAGNER 014-0000290-1 75,000.00 

141 DARIO CASTILLO  056-0079719-4 75,000.00 

142 DARIO DOMINGO ASTACIO CRISPIN 027-0008340-1 75,000.00 

143 DAVID JOA ESPINAL 023-0069060-5 100,000.00 

144 DAVID LEOVIGILDO ABREU VARGAS 001-0527121-7 75,000.00 

145 DAYSI MILQUELLA DURAN MELO 001-0197960-7 100,000.00 

146 
DEBORAH NICAURIS BALLAST MELO DE 

MARINE 
001-0767903-7 75,000.00 

147 DELFINA ALTAGRACIA ORTIZ 001-1144335-4 75,000.00 

148 
DELTA MARINA DE LA CRUZ ESPINAL 

SANTANA 
031-0226718-8 75,000.00 

149 DEMETRIO ANTONIO RICART HEREDIA 001-0752384-7 75,000.00 

150 DENIS DIODY MARTINEZ CRUZ 001-0094220-0 75,000.00 

151 DENNIS ROMILDA ANTIGUA THEN 093-0012753-8 75,000.00 

152 DEYSI MIREYE FELIZ FELIZ DE ACEVEDO 031-0013669-0 75,000.00 

153 DIANA MILAGROS DE LOS SANTOS DE LEON 001-0018136-1 75,000.00 

154 DIGNA GARCIA GUZMAN 001-0049110-9 100,000.00 

155 DINORAH ALTAGRACIA SEVERINO FULGENCIO 023-0003806-0 100,000.00 

156 DINORAH ENCARNACION FLORENTINO 001-0825015-0 75,000.00 

157 DIOMEDES ANTONIO ALMONTE SANCHEZ 001-0888615-1 100,000.00 

158 DIOMEDES CIRILO MADERA CASTILLO 037-0056469-7 75,000.00 

159 DIOMEDES ROBLES CID 001-0960905-7 75,000.00 

160 DIOMEDES ZORRILLA SOSA 027-0008321-1 75,000.00 
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161 
DIONILDA DE JESUS HOLGUIN GARCIA DE 

VASQUEZ 
054-0061354-2 75,000.00 

162 DOLORES ALEJANDRO CONTRERAS 023-0034823-8 75,000.00 

163 DOLORES ALTAGRACIA PEÑA GARCIA 002-0002129-3 100,000.00 

164 DOLORES MARIA UBIERA DE DEL CARPIO 023-0027635-5 100,000.00 

165 DOLORES PATRIA GERMAN CANAAN 001-0243467-7 100,000.00 

166 DOMINGA MEJIA MOTA 026-0034557-9 75,000.00 

167 DOMINGA SANTANA CAMPUSANO DE PAULINO 026-0078130-2 100,000.00 

168 DOMINGO DEL CARMEN REGALADO REYES 001-0560623-0 100,000.00 

169 DORA MARIA RESTO DE CARTAGENA 001-0038604-4 75,000.00 

170 DORIS ALTAGRACIA ALMANZAR LOPEZ 001-0543589-5 100,000.00 

171 DULCE AMANTINA DE LA ROSA HIDALGO 001-0384775-2 100,000.00 

172 EDDY LEONEL MOQUETE TEJEDA 001-0194196-1 75,000.00 

173 EDGARDO DE JESUS MATEO OLIVA 001-0518008-7 100,000.00 

174 EDITA PEREZ GARCIA DE LOPEZ 018-0036161-8 100,000.00 

175 EDITH ALTAGRACIA DIAZ 001-0784409-4 75,000.00 

176 ELBA MILAGROS TEJEDA TORREZ 001-0261102-7 75,000.00 

177 ELBI EULOGIO MORLA BAEZ 001-0250366-1 75,000.00 

178 ELIAS GAMALIER REYES PEREZ 001-0241434-9 100,000.00 

179 ELIO TOMAS BERNARDO MONTAS MOTA 001-0082310-3 75,000.00 

180 ELIZABETH MATEO FEBRILLET DE BELTRE 002-0002049-3 100,000.00 

181 ELVA ELINOR SANCHEZ BARET 001-0163764-3 100,000.00 

182 ELVIRA CUETO SORIANO DE PEÑA 028-0006805-4 75,000.00 

183 ELVIS DE JESUS PICHARDO CORNELIO 001-0148461-6 100,000.00 

184 EMELINDA PASCUAL LOPEZ 001-0651858-2 100,000.00 

185 EMILIA ALTAGRACIA CARMONA CARABALLO 001-0770951-1 100,000.00 

186 
EMILIA ANTONIA ARGELIA GUZMAN C DE 

MERCEDES 
001-0020308-2 100,000.00 

187 EMILIANO ANTONIO VARGAS PIÑA 048-0010745-2 100,000.00 

188 EMILIO LEON KORVAL ORTIZ 023-0020573-5 75,000.00 

189 EMILIO MARTINEZ LOPEZ 001-0491175-5 75,000.00 

190 EMILIO SANTANA CONSTANTE 023-0010975-4 100,000.00 

191 ENRIQUE DEL CARMEN SANTOS 034-0015518-4 75,000.00 

192 
ERNESTO GABRIEL ANDRES DE JESUS CEARA 

GRULLON 
047-0109808-1 75,000.00 

193 ERNESTO JOSE GUERRERO CAMILO 001-0974766-7 100,000.00 

194 ERNESTO RAFAEL PEREZ ARISTY  071-0003669-3 100,000.00 

195 ERWIN SANTIAGO CRUZ BOURNIGAL 001-0104635-7 75,000.00 

196 ESPERANZA UPIA BONET 027-0004382-7 100,000.00 

197 ESTEBAN RAMON CONDE ROJAS 001-1184105-2 100,000.00 

198 ESTEBAN VICTOR BILLINI DELGADO 001-0058818-5 75,000.00 

199 
ESTELA MARGARITA GONZALEZ LUGO DE 

TAMAYO 
001-0143828-1 100,000.00 

200 ESTHER MARIA DE LUNA TRINIDAD 001-0518932-8 75,000.00 

201 EUFEMIA GUERRERO CEDANO 001-0107316-1 75,000.00 



- 133 - 

 

202 EURIPIDES SANCHEZ ZABALA 001-0491485-8 100,000.00 

203 EUSEBIA DEL CARMEN SANCHEZ REINOSO 001-0000463-9 75,000.00 

204 EUSEBIO EMILIANO 001-0051312-6 100,000.00 

205 EUSEBIO HEDEMAN LANTIGUA 037-0022786-5 100,000.00 

206 FABIOLA AQUINO RODRIGUEZ DE MOTA 049-0003581-9 75,000.00 

207 FANNY MARIA ESPERANZA PEÑA DE GRULLON 001-0139180-3 75,000.00 

208 
FATIMA DAMARIS DE LA ALT. GUERRERO 

ALVAREZ 
023-0032345-4 100,000.00 

209 FAUSTINO ESPINO MENDOZA 049-0038354-0 75,000.00 

210 FEDERICO ANTONIO ESTRELLA BALCACER 001-0101484-3 75,000.00 

211 FELICIA ANDREA DIAZ PEREZ 001-0625464-2 75,000.00 

212 FELIPE ANTONIO ESTEVEZ PIMENTEL 031-0108510-2 75,000.00 

213 FELIPE CARDENAS MENDOZA 049-0040350-4 100,000.00 

214 FELIPE PARRA GUZMAN 071-0033373-6 75,000.00 

215 FELIX ANTONIO BAEZ 001-0369748-8 75,000.00 

216 
FELIX ANTONIO DE JESUS ROMAN DEL 

ROSARIO 
001-1260789-0 75,000.00 

217 FELIX MARIA DELMONTE SANABIA 001-0966566-1 75,000.00 

218 FELIX MARIA JAVIER JIMENEZ 001-0493666-1 100,000.00 

219 FELIX RAFAEL QUEZADA HERNANDEZ 054-0060293-3 100,000.00 

220 FELIX SANTIAGO REGALADO VERAS 001-0569156-2 75,000.00 

221 FERMIN ACOSTA DE LA CRUZ 056-0025513-6 75,000.00 

222 FERNANDO ARTURO CUELLO PEREZ 001-1202587-9 100,000.00 

223 FERNANDO ARTURO ROJAS MEJIA 054-0066499-0 100,000.00 

224 FERNANDO ARTURO VALDEZ ORTIZ 085-0005802-2 100,000.00 

225 FERNANDO CIPRIAN ALMONTE MORETA 001-0356099-1 75,000.00 

226 FIOR ALTAGRACIA PEREZ DE SENA 001-0160100-3 75,000.00 

227 FIOR DALIZA MARIA FELIZ ARIAS 031-0258291-7 100,000.00 

228 FLERIDA MAGDALENA MODESTO BEATO 023-0028853-3 100,000.00 

229 FLOR MARIA COLON SUERO 001-0524520-3 75,000.00 

230 FLORA RODRIGUEZ PAULINO 054-0002452-6 75,000.00 

231 FORTUNATO RAFAEL DOMINGUEZ RAMIREZ 056-0104158-4 75,000.00 

232 FRANCIA ELENA FELIZ APONTE 001-0037410-7 100,000.00 

233 FRANCISCA JAPA VASQUEZ 023-0027986-2 100,000.00 

234 
FRANCISCA MILADY PENSON FRIAS DE 

JIMENEZ 
001-0154147-2 75,000.00 

235 FRANCISCA MILAGROS HUNGRIA ANTIGUA 001-0522994-2 75,000.00 

236 FRANCISCA RAMONA CABRERA SANTANA 001-0070422-0 75,000.00 

237 FRANCISCO ADALBERTO GUILLEN PEÑA 001-0149846-7 100,000.00 

238 FRANCISCO ALBERTO NUÑEZ GARCIA 056-0005745-8 100,000.00 

239 
FRANCISCO ANTONIO DE JESUS RIVERA 

FONDEUR 
001-0270311-3 75,000.00 

240 FRANCISCO ANTTONY OTERO HERNANDEZ 001-0037818-1 100,000.00 

241 FRANCISCO JOSE VALERIO GARCIA 001-0387699-1 75,000.00 

242 FRANCISCO MELQUIADES MOSQUEA DELGADO 001-0602919-2 100,000.00 
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243 FRANCISCO MORA VALENZUELA 012-0015779-8 100,000.00 

244 FRANCISCO OCTAVIO CRUZ PINEDA 001-0142956-1 100,000.00 

245 FRANCISCO REYNALDO FERNANDEZ FRIAS 068-0021152-3 75,000.00 

246 FRANCISCO SANTOS HERNANDEZ FRIAS 001-1186448-4 75,000.00 

247 FRANCISCO TEJADA DE LA CRUZ 060-0001202-8 75,000.00 

248 FRANKLIN DOMINGO GUTIERREZ VENTURA 056-0079332-6 75,000.00 

249 FRANKLIN ERICO MEJIA MATOS 001-0161994-8 75,000.00 

250 FRANKLIN VOLQUEZ MEDINA 018-0033318-7 75,000.00 

251 FREDDI ANTONIO MARMOLEJOS ARACHE 001-0254085-3 75,000.00 

252 FREDDY ENRIQUE FELIZ URBAEZ 018-0010456-2 75,000.00 

253 FREDY GUARIONEX DE OLEO JIMENEZ 001-0320053-1 75,000.00 

254 FREMIO CASADO ORTIZ 003-0014279-1 75,000.00 

255 
FRISIS XIOMARA EMILIA HARTLING 

PELLERANO DE BOBEA 
023-0063256-5 75,000.00 

256 GABRIEL ANTONIO MOLINA MAÑE 001-0050457-0 75,000.00 

257 GABRIEL EUGENIO LOCKWARD MOTA 001-0517455-1 75,000.00 

258 GASTON SAUL VICIOSO GENAO 001-0071087-0 75,000.00 

259 GERALDO FLORENTINO CORONADO GARCIA 001-0088045-9 75,000.00 

260 GERARDO ROQUE MIRANDA RODRIGUEZ 031-0098841-3 100,000.00 

261 GERMAN DERIEL RODRIGUEZ 023-0080986-6 100,000.00 

262 GILBERTO MINAYA DOMINGUEZ 001-0059646-9 75,000.00 

263 GILBERTO SAID AUDE ROBERT 031-0197715-9 75,000.00 

264 GIORDANO SANCHEZ 049-0006646-7 100,000.00 

265 GITANA TRINIDAD MATOS FELIZ 001-0141071-0 75,000.00 

266 GREGORIO SEVERINO DE LEON 001-0518769-4 75,000.00 

267 GRISEL ALTAGRACIA MARTINEZ RAMOS 001-0123317-9 75,000.00 

268 GRISELDA JULIA DIAZ NOESI 031-0017689-4 100,000.00 

269 GUILLERMO ANTONIO BATISTA PEGUERO 001-1332354-7 100,000.00 

270 GUILLERMO ANTONIO CARABALLO SANCHEZ 028-0010027-9 75,000.00 

271 GUILLERMO ANTONIO GARCIA CAMILO 001-0265956-2 75,000.00 

272 GUILLERMO HERNANDEZ JIMENEZ 031-0098234-1 75,000.00 

273 
GUSTAVO WOLFRAN DE JESUS REYES Y 

SALCEDO 
049-0001698-3 75,000.00 

274 
HAROLDO NICOLAS EUSEBIO COLLADO 

CAPELLAN 
031-0199831-2 75,000.00 

275 HECTOR BALDEMIRO HERRERA ARIAS 001-0897842-0 75,000.00 

276 HECTOR ELIGIO MERCEDES MENDEZ 001-0489771-5 100,000.00 

277 HECTOR PATRICIO CEBALLOS GUERRERO 026-0057908-6 100,000.00 

278 HECTOR SALVADOR TAMBURINI NIN 018-0002880-3 100,000.00 

279 HECTOR VINICIO LEBRON HOWLEY 001-0059586-7 75,000.00 

280 HENRY MARIANO GOMEZ SUERO 001-0410860-0 100,000.00 

281 HERIBERTO HERRERA PONTIER 001-0555868-8 75,000.00 

282 HERIBERTO MIGUEL RODRIGUEZ BONET 001-0002776-2 75,000.00 

283 HILARIA MARTINEZ ENCARNACION 001-0252154-9 75,000.00 

284 HILDA GEORGINA SANTANA DE ASTACIO 001-0934097-6 100,000.00 
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285 HILDA MAGDALENA SALDAÑA PIÑA 080-0001321-2 100,000.00 

286 HILDA MERCEDES CRUZ GARCIA 001-0727861-6 75,000.00 

287 
HILDA RUTH FRANCES SANTANA FELICIEN DE 

CASTILLO 
001-0038392-6 75,000.00 

288 HILDA ZAHIRA SILFA MENDEZ 001-0007256-0 100,000.00 

289 HIPOLITO DE REGLA PIMENTEL DIAZ 001-0035872-0 75,000.00 

290 IGNACIO INOA SUAZO 031-0095089-2 75,000.00 

291 
ILUMINADA QUISQUEYA LABOUR ACOSTA DE 

PIERRE 
001-0081429-2 75,000.00 

292 INES ALBA TAPIA BONIFACIO 010-0005203-3 75,000.00 

293 IRENE DE LA ROSA GERMAN 001-0322605-6 75,000.00 

294 IRMA MAGDALENA PEÑA CUEVAS 001-0175841-5 100,000.00 

295 ISABEL CIRIACO LOPEZ 001-0377701-7 100,000.00 

296 
ISABEL MARIA RONDON ROSARIO DE 

MARTINEZ 
001-0840486-4 75,000.00 

297 ISMAEL ACOSTA GUILLANDEAUX 023-0055154-2 75,000.00 

298 JESUS AMADO FLORES OVALLE 118-0005939-3 75,000.00 

299 JESUS MARIA GUERRERO ROSARIO 001-0073278-3 100,000.00 

300 JESUS MARIA RODRIGUEZ RODRIGUEZ 031-0031334-9 75,000.00 

301 JESUS SEGURA NOVAS 001-1192953-5 75,000.00 

302 JOAQUIN CALCAÑO BRETON 001-0498817-5 75,000.00 

303 JOAQUIN RUDOLF GABRIEL FERMIN ROMERO 001-0023635-5 75,000.00 

304 JOAQUINA CUEVAS MATOS 001-0417030-3 100,000.00 

305 JOCELYN MERCEDES PORTILLO ROSADO 001-0145428-8 75,000.00 

306 JORGE AQUILES TEJEDA GUERRERO 001-0772254-8 100,000.00 

307 JORGE MANUEL ARBAJE PEREZ 011-0000029-6 75,000.00 

308 JORGE SALAZAR GATON 056-0000804-8 75,000.00 

309 JOSE ABEL RODRIGUEZ RODRIGUEZ 031-0012669-1 75,000.00 

310 JOSE ABELARDO ROJAS RODRIGUEZ 056-0026327-0 75,000.00 

311 JOSE AGUSTIN RODRIGUEZ REYNOSO 001-0049435-0 100,000.00 

312 JOSE ALBERTO BAEZ DE LOS SANTOS 001-0140745-0 75,000.00 

313 JOSE ALTAGRACIA ALVAREZ VALDEZ 011-0003976-5 75,000.00 

314 JOSE ALTAGRACIA DE LA CRUZ FELIZ 001-0618091-2 100,000.00 

315 JOSE ALTAGRACIA DIAZ PILARTE 001-0467807-3 75,000.00 

316 JOSE ALTAGRACIA FABIAN LUNA 049-0004319-3 75,000.00 

317 JOSE ALTAGRACIA PEÑA MALEK 001-0246029-2 75,000.00 

318 JOSE ANTONIO ROJAS MEJIA 053-0003465-8 75,000.00 

319 JOSE BRAZOBAN GONZALEZ 001-0625320-6 100,000.00 

320 JOSE DE LOS SANTOS PEREZ HEREDIA 047-0102445-9 100,000.00 

321 JOSE ERNESTO PUJOLS BAEZ 001-0154867-5 100,000.00 

322 JOSE EUGENIO ABREU DIAZ 001-1016536-2 75,000.00 

323 JOSE FRANCISCO GRULLON RODRIGUEZ 001-0202577-2 75,000.00 

324 JOSE MANUEL CHECO RAMIREZ 001-0128268-9 100,000.00 

325 JOSE MANUEL RODRIGUEZ MELO 001-1178201-7 75,000.00 

326 JOSE MARIA BUENAVENTURA GALAN CHALAS 001-0060467-7 100,000.00 



- 136 - 

 

327 JOSE MARIA SORIANO TIBURCIO 001-0189237-0 100,000.00 

328 JOSE OLJAMIR FERNANDEZ ANDINO 077-0000078-4 75,000.00 

329 JOSE ORLANDO MUÑOZ COSTE 056-0020894-5 75,000.00 

330 JOSE POLANCO LIRANZO 056-0005806-8 75,000.00 

331 
JOSE RAFAEL ANTONIO ASCANIO GOMEZ 

QUEZADA 
051-0001668-1 75,000.00 

332 JOSE RAFAEL BOLIVAR GARCIA 031-0200508-3 75,000.00 

333 JOSE RAFAEL RAMON DIAZ CRUZ 001-0170702-4 75,000.00 

334 JOSE RAMON GUZMAN SANCHEZ 055-0023886-9 75,000.00 

335 JOSE RAMON REYES GONZALEZ 001-0166532-1 75,000.00 

336 JOSE SANTIAGO TOLENTINO CARABALLO 054-0012366-6 75,000.00 

337 JOSE VINICIO BONILLA REYNOSO 056-0008806-5 75,000.00 

338 JOSEFA ALCANTARA ALCANTARA 001-0080251-1 75,000.00 

339 JOSEFINA DEL CARMEN ROJAS ALEJO 001-0091044-7 100,000.00 

340 
JOSEFINA DEL SOCORRO BRISMAN ORTIZ DE 

RODRIGUEZ 
056-0011791-4 75,000.00 

341 JOSEFINA MARGARITA DIAZ DE MATOS 010-0001459-5 100,000.00 

342 JOSEFINA MARIA PANTALEON PANTALEON 055-0014940-5 75,000.00 

343 JUAN ANTONIO GONZALEZ 092-0007630-6 100,000.00 

344 JUAN ANTONIO POLANCO MONEGRO 001-0106942-5 75,000.00 

345 JUAN DE DIOS SALVADOR RODRIGUEZ INFANTE 001-0502729-6 100,000.00 

346 JUAN DEMETRIO RODRIGUEZ NUÑEZ 001-0029374-5 100,000.00 

347 JUAN FRANCISCO RUIZ 001-0047865-0 75,000.00 

348 JUAN FRANCISCO VINICIO BRAZOBAN 001-0484308-1 100,000.00 

349 JUAN JOSE ALTAGRACIA GARCIA FIGUEREO 012-0012030-9 75,000.00 

350 JUAN JOSE HERNANDEZ GOMEZ 001-0003046-9 75,000.00 

351 JUAN JOSE LUCAS CAVALLO SAPEG 084-0014853-5 75,000.00 

352 JUAN MANUEL HERNANDEZ ANDUJAR 001-0909162-9 100,000.00 

353 JUAN PABLO LUNA HENRIQUEZ 001-0099333-6 100,000.00 

354 JUAN RAMON ANTONIO ARIAS RAMIREZ 001-1385936-7 75,000.00 

355 JUAN RAMON RODRIGUEZ MONTAN 034-0007182-9 75,000.00 

356 JUAN RAMON SANCHEZ ASTACIO 054-0065114-6 75,000.00 

357 JUAN REYNALDO REYES HERRERA 010-0005678-6 75,000.00 

358 
JUAN TANCREDO RAMON OTACILIO PEÑA 

GOLDAR 
056-0007628-4 100,000.00 

359 JUANA ALTAGRACIA PIMENTEL LOPEZ 067-0002921-5 75,000.00 

360 JUANA BAUTISTA CORDERO DEL ORBE 001-0209681-5 75,000.00 

361 JUANA DE JESUS PERALTA FRANCO 001-1193058-2 75,000.00 

362 JUANA MENDEZ MATOS 001-0279153-0 75,000.00 

363 
JUANA MERCEDES VICENTE MORONTA DE 

RODRIGUEZ 
023-0072787-8 75,000.00 

364 JUANA MONTAÑO RYMER 001-0316047-9 75,000.00 

365 JULIAN EMILIO BODDEN DE LA CRUZ 065-0016509-4 75,000.00 

366 JULIAN LANFRANCO SANCHEZ 049-0003852-4 100,000.00 

367 JULIO ALFONSO ROQUE DEMORIZI ROMERO 001-0058889-6 75,000.00 
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368 JULIO CESAR PEÑA DICENT 048-0045604-0 75,000.00 

369 KENNIA JEREZ RODRIGUEZ 049-0036073-8 100,000.00 

370 LEANDRO ANTONIO COISCOU RAMOS 001-0526423-8 100,000.00 

371 
LEDY ESTHER SUBERVI BONILLA DE 

CATHALINE 
001-0000828-3 75,000.00 

372 LEONARDO HUMBERTO MEYER SEPULVEDA 001-0805750-6 75,000.00 

373 LEONIDAS RADHAMES MORETA CABRERA 001-0174326-8 75,000.00 

374 LEONILDA CARPIO DE PEÑA 001-0128244-0 75,000.00 

375 LEONOR ALBERTINA FELIZ FANJUL DE LOPEZ 054-0012535-6 75,000.00 

376 LEONOR DUVAL FELIZ DE THEUWISSEN 001-0070502-9 75,000.00 

377 LEPIDO ANDRES PEREZ SANTAELLA 002-0020886-6 75,000.00 

378 LIDIA ALTAGRACIA FABRE RODRIGUEZ 047-0016535-2 100,000.00 

379 
LIDVIA MARIA DE LOS ANGELES VOLQUEZ 

PEÑA 
001-0108838-3 100,000.00 

380 LIGIA ALTAGRACIA PERALTA VENTURA  001-0003553-4 100,000.00 

381 
LILIAN MERCEDES MARTY ZAMBRANO DE 

LLUBERES 
001-0120651-4 75,000.00 

382 LINA DE LA CRUZ PIÑA DE JIMENEZ 001-0575936-9 100,000.00 

383 LINO MANUEL QUEZADA HERNANDEZ 001-0199234-5 75,000.00 

384 LIS GREISIS NINIOSKA DE LA CRUZ MATOS 001-0810603-0 75,000.00 

385 LIZARDO ERNALDO CACCAVELLI LALANE 065-0000525-8 75,000.00 

386 LORENZO ARTURO ZORRILLA MARTE 001-0517720-8 100,000.00 

387 LORENZO FRIAS MARIZAN 056-0001761-9 75,000.00 

388 LORENZO ROSARIO DIVISON 085-0001079-1 75,000.00 

389 LOURDES MARIA NAVARRO ABREU DE COMAS 023-0003503-3 100,000.00 

390 LUCIA DE LOS SANTOS SALVADOR 001-0324429-9 75,000.00 

391 LUCIA DEL ROSARIO 044-0014216-4 75,000.00 

392 
LUCINA RAMONA BIENVENIDA GARCIA DE 

AQUINO 
049-0003183-4 100,000.00 

393 LUDOVINA DIAZ INOA 001-0914082-2 100,000.00 

394 LUIS ANSELMO PEREZ PEREYRA 001-0380031-4 75,000.00 

395 LUIS ANTONIO JIMENEZ ROJAS 047-0100721-5 75,000.00 

396 LUIS ANTONIO PICHARDO POLANCO 031-0071785-3 100,000.00 

397 LUIS AUGUSTO SORIANO BRITO 054-0011850-0 100,000.00 

398 LUIS CABRERA 044-0001026-2 75,000.00 

399 LUIS EDUARDO DE LOS ANGELES MERA NUÑEZ 054-0008443-9 100,000.00 

400 LUIS EDUARDO SOTO 012-0061011-9 75,000.00 

401 LUIS FRANCISCO OVIEDO MOQUETE 010-0008152-9 75,000.00 

402 LUIS HILARIO ARDAVIN MELENDEZ 031-0004983-6 75,000.00 

403 LUIS HIPOCRATES SAINT AMAND CINTRON 001-0171089-5 75,000.00 

404 LUIS HUMBERTO SANCHEZ DALMASI 047-0108450-3 75,000.00 

405 LUIS IGNACIO SANCHEZ LIMARDO 001-0141306-0 75,000.00 

406 LUIS LORENZO COLUMNA CACERES 048-0009869-3 75,000.00 

407 LUIS LORENZO TAVAREZ FERNANDEZ 001-0786231-0 75,000.00 

408 LUIS MANUEL CRUZ PERALTA 054-0006904-2 75,000.00 
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409 LUIS MANUEL TAVAREZ FERNANDEZ 001-1016508-1 75,000.00 

410 LUIS MARIA RIVERA MEJIA 001-0070924-5 75,000.00 

411 LUIS MERILIO ORTIZ HADAD 001-0094313-3 100,000.00 

412 LUIS MIGUEL TAVERAS LUCAS 001-0008655-2 75,000.00 

413 LUIS OSVALDO GONZALEZ PUERIET 001-0033537-1 75,000.00 

414 LUIS RAFAEL ROJAS MEJIA 054-0011809-6 75,000.00 

415 LUIS RAUL ROSARIO ULLOA 001-0086987-4 75,000.00 

416 LUIS RENE GRULLON MATOS 031-0191192-7 75,000.00 

417 LUIS ZACARIAS ROSARIO NUÑEZ 031-0216941-8 100,000.00 

418 LUISA FRANCIA NUÑEZ CABRERA DE PEÑA 034-0005189-6 75,000.00 

419 
LUISA GERTRUDIS RIVERA ALIX DE 

FERNANDEZ 
031-0200761-8 75,000.00 

420 LUISA YBELISE GONZALEZ VALERIO 031-0242448-2 75,000.00 

421 LUZ DEL ALBA LOPEZ RUIZ 001-0242941-2 75,000.00 

422 LUZ DEL ALBA OVIEDO ESCAÑO 001-0105737-0 100,000.00 

423 LUZ DEL CARMEN HOLGUIN LIZARDO 056-0070861-3 75,000.00 

424 LUZ ESTHER MONTES GOMEZ 001-0560520-8 100,000.00 

425 LUZ MARIA FRIAS DE JESUS 001-0368177-1 75,000.00 

426 LUZ MELANIA SANTANA 001-0503356-7 75,000.00 

427 LUZ MIREYA JIMENEZ ROJAS DE CRUZ 001-0167066-9 75,000.00 

428 MALTA MILENA ALCANTARA TEJEDA 001-0126800-1 75,000.00 

429 MANUEL ADOLFO ORTEGA FAÑAS 001-0154120-9 75,000.00 

430 MANUEL ALBERTO DE JESUS PORTES SANCHEZ 001-0057666-9 75,000.00 

431 MANUEL ANTONIO DIAZ PUJOLS 013-0000877-6 100,000.00 

432 MANUEL CAONABO OVALLES UREÑA 047-0099529-5 75,000.00 

433 MANUEL DE JESUS RAMIREZ FERREIRA 001-1178006-0 100,000.00 

434 MANUEL EMILIO DIAZ GARCIA 056-0001737-9 75,000.00 

435 
MANUEL JOSE ANTONIO DE LOS SANTOS 

PATRICIO 
001-1043087-3 75,000.00 

436 MANUEL OSCAR MORA 001-0463202-1 75,000.00 

437 MANUEL PORFIRIO GARCIA VASQUEZ 056-0011928-2 75,000.00 

438 MANUEL RAMON SANTANA REYES 017-0000858-2 75,000.00 

439 MANUEL RIVAS RAMIREZ 031-0033757-9 100,000.00 

440 MARCELINO ROBLES DELGADO 026-0058105-8 100,000.00 

441 MARCOS ANTONIO DE LA ROSA PEÑA 001-0079034-4 100,000.00 

442 MARCOS MIGUEL RODRIGUEZ MARMOLEJOS 001-0556058-5 100,000.00 

443 MARGARITA ENCARNACION ARTERO DE VERAS 056-0079136-1 75,000.00 

444 MARGARITA MARIA CORDERO FRIAS 001-0150390-2 75,000.00 

445 MARIA ALTAGRACIA ARIAS DE LOS SANTOS 001-0909370-8 100,000.00 

446 MARIA ALTAGRACIA DELGADO MONERO 002-0064909-3 100,000.00 

447 MARIA ALTAGRACIA FELIZ CASTILLO 001-0244365-2 75,000.00 

448 MARIA ALTAGRACIA MEDINA 023-0003416-8 100,000.00 

449 
MARIA ALTAGRACIA NUÑEZ PICHARDO DE 

PEÑA 
003-0052627-4 100,000.00 

450 MARIA ALTAGRACIA PEREZ DE LOS SANTOS 026-0017527-3 75,000.00 
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451 MARIA ALTAGRACIA VARGAS GARCIA 001-0917454-0 75,000.00 

452 MARIA BIENVENIDA NUECES DE LANFRANCO 049-0003338-4 100,000.00 

453 
MARIA DE JESUS DE LEON GARCIA DE 

PICHARDO 
001-0918724-5 75,000.00 

454 MARIA DE LOS ANGELES SANTOS GARCIA 055-0019088-8 100,000.00 

455 MARIA DEL CARMEN GERMOSEN 001-0816045-8 75,000.00 

456 MARIA DEL JESUS ORTIZ CUEVAS 001-0070829-6 75,000.00 

457 MARIA DEL ROSARIO PEREZ FELIZ DE VARGAS 011-0001726-6 75,000.00 

458 MARIA ESTELA ALVAREZ MENA 001-0322264-2 75,000.00 

459 MARIA JACQUELINE DEL R GONZALEZ MENA 055-0014797-9 100,000.00 

460 MARIA JOSEFINA CRUZ VASQUEZ 001-0127553-5 75,000.00 

461 MARIA LANTIGUA DIAZ SANCHEZ 048-0049251-6 75,000.00 

462 MARIA LIBRADA LOPEZ AQUINO 001-0109128-8 75,000.00 

463 MARIA LUISA DE JESUS PALMA FERNANDEZ 001-0882768-4 75,000.00 

464 
MARIA MAGDALENA SEGURA RIVAS DE 

SANTANA 
001-0910651-8 75,000.00 

465 MARIA MARGARITA ALCANTARA FLORES 001-0070330-5 100,000.00 

466 MARIA MARTINA BLANCO FERREIRA 001-0696040-4 75,000.00 

467 MARIA MIGUELINA HERNANDEZ 049-0034254-6 100,000.00 

468 MARIA RAMONA GALICIA DE DE DIOS 048-0004994-4 100,000.00 

469 MARIA SOLINA DIAZ DE GONZALEZ 001-1187087-9 75,000.00 

470 MARIANO AMANCIO ESTRADA MUÑOZ 001-0071297-5 75,000.00 

471 MARIANO ROSARIO LOPEZ 056-0059052-4 75,000.00 

472 
MARICELA ANTONIA AYBAR PERALTA DE 

ESPINAL 
001-0193867-8 100,000.00 

473 MARINO ANTONIO FERNANDEZ SAILLANT 056-0007866-0 75,000.00 

474 MARINO ANTONIO PEREZ ABREU 031-0014594-9 75,000.00 

475 MARIO GARCIA FERRERAS 001-0636933-3 100,000.00 

476 
MARITZA ALT. MILAGROS SANTIAGO COSTE DE 

GRULLON 
047-0023514-8 75,000.00 

477 MARITZA DIOMARIS SANCHEZ SANTANA 001-0514692-2 75,000.00 

478 MARITZA JULIANA LOPEZ MATEO DE TEJEDA 001-0078250-7 75,000.00 

479 MARTA DOLORES SANCHEZ CARDENAS 031-0013364-8 100,000.00 

480 MARTA EUNICE FAMILIA CESPEDES 001-1167695-3 100,000.00 

481 MARTHA YBELICE MARMOLEJOS MARMOLEJOS 049-0038541-2 100,000.00 

482 
MARTINA ADELINA RAMONA ALMONTE 

HICIANO 
054-0014280-7 100,000.00 

483 MARTINA ALTAGRACIA ABREU OLIVO  001-0220690-1 100,000.00 

484 MARTINA VALENTINE VALENTINE 023-0023291-1 100,000.00 

485 MAXIMA ABELARDA VARGAS JIMENEZ 031-0190912-9 100,000.00 

486 MAXIMO AUGUSTO JACOBO MUÑOZ 031-0108593-8 100,000.00 

487 MAXIMO ROMUER FERRERAS MEDINA 003-0013954-0 100,000.00 

488 MELANEO VIDAL MORENO 033-0007941-9 75,000.00 

489 MELANIA PEÑA DE HENRIQUEZ 047-0100837-9 100,000.00 
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490 
MELANIA RAFAELA DEL CARMEN DE LA ROSA 

MALDONADO 
001-0139289-2 100,000.00 

491 MELITON DE LA CRUZ GUZMAN 023-0027867-4 100,000.00 

492 MELVIS POLICARPIO LEON PEÑA 049-0001133-1 75,000.00 

493 
MERCEDES ANTONIA DE JESUS FLORENCIO 

ROSARIO 
001-0841616-5 75,000.00 

494 MERCEDES ATERIA AVELINO 031-0031966-8 100,000.00 

495 MERCEDES CONSUELO VARELA DE ROSA 027-0009854-0 100,000.00 

496 
MERCEDES DE LOS ANGELES CASTRO BELLO 

DE GRULLON 
001-0336166-3 100,000.00 

497 MERCEDES FELIZ ACOSTA 003-0009586-6 100,000.00 

498 MERCEDES JIMENEZ MONTAÑO  001-0658622-5 100,000.00 

499 MERCEDES MILAGROS TAVERAS MARCANO 001-0174557-8 100,000.00 

500 MERCEDES RODRIGUEZ CAMPUSANO 093-0003164-9 75,000.00 

501 MIGUEL ANGEL ANTONIO CAMPILLO LLIBRE 001-0166060-3 75,000.00 

502 MIGUEL ANGEL DE LEON PICHARDO 001-0131685-9 100,000.00 

503 MIGUEL ANGEL PEREZ MOLINA 023-0023113-7 75,000.00 

504 MIGUEL ANTONIO MATEO FAMILIA 011-0026259-9 100,000.00 

505 MIGUEL ARISTY RODRIGUEZ 001-0100529-6 75,000.00 

506 MIGUEL FERNANDO DELANCE PEÑA 001-0036927-1 75,000.00 

507 MIGUEL GERONIMO JIMENEZ DIAZ 001-0526867-6 75,000.00 

508 MIGUEL RAMON YAPORT AMARANTE 001-0033098-4 75,000.00 

509 
MIGUELINA ARGENTINA ACEVEDO DE 

MONTERO 
068-0004095-5 75,000.00 

510 
MIGUELINA DEL CARMEN FANDUIZ 

AGUASVIVAS 
001-0776548-9 100,000.00 

511 MILADY ALTAGRACIA CONFESOR GARCIA 001-0004873-5 75,000.00 

512 MILADY ESTHER FATIMA ALCANTARA POZO 002-0015593-5 100,000.00 

513 MILADYS ELIZABETH ROMAN HOLLINGSHEAD 001-0521410-0 75,000.00 

514 MILADYS VARGAS ACEVEDO 023-0000876-6 75,000.00 

515 MILAGRO DE JESUS FABIAN DE FLORENTINO 023-0052690-8 100,000.00 

516 MILAGRO GUADALUPE QUIÑONEZ ORELLANA 001-0149371-6 100,000.00 

517 MILAGROS ALTAGRACIA CUEVAS NUÑEZ 001-0010545-1 75,000.00 

518 MILAGROS BIENVENIDA ESTEVEZ ALCANTARA 001-0795976-9 75,000.00 

519 MILAGROS DE JESUS TERRERO CUESTA 001-0029818-1 75,000.00 

520 MILDRED ANTONIA GRULLON CORTORREAL 001-0066479-6 100,000.00 

521 
MILDRED ANTONIA TRINIDAD UREÑA 

CEBALLOS 
055-0004889-6 100,000.00 

522 MILKA ALTAGRACIA ALVAREZ DE CALDERON 001-0057196-7 100,000.00 

523 MILTON JOSE DUVERGE DIAZ 001-0005315-6 75,000.00 

524 MINERVA MARTE CARPIO 051-0007008-4 100,000.00 

525 MINERVA PEGUERO RIVERA 023-0061489-4 100,000.00 

526 MINERVA PIÑA PEÑA 001-0903403-3 75,000.00 

527 MIRIAM LUZ GONZALEZ PICHARDO 056-0067700-8 100,000.00 

528 MIRIAM RINCON SANCHEZ 001-0333891-9 100,000.00 
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529 
MIRIAN ENESTORA DE JESUS OVALLE 

MARMOLEJOS DE 
031-0111077-7 100,000.00 

530 
MIRTA AMNERIS LISELOS LORENZO LUCIANO 

DE MENCIA 
001-0939465-0 75,000.00 

531 MIRTA FRANCISCA TAPIA MONTAÑO 001-0827859-9 100,000.00 

532 MIRVIO RAMON JIMENEZ GIL 023-0052876-3 75,000.00 

533 MYRIAN GERMAN MEJIA 001-0742162-0 100,000.00 

534 NANCI MARGARITA CUETO SORIANO 028-0067612-0 75,000.00 

535 NANCIS DE LAS MERCEDES RAMIREZ NUÑEZ 001-0014417-9 100,000.00 

536 
NANCY ESPERANZA DE JESUS VARGAS 

MELENDEZ 
037-0056730-2 100,000.00 

537 NARCISO CRUZ SANTIAGO 001-0104638-1 75,000.00 

538 NATIVIDAD ELVIRA CERON SUERO 001-0078064-2 100,000.00 

539 NELLY MARLENE GOMEZ PION DE CHAHIN 001-0156253-6 75,000.00 

540 NELSON ANTONIO GUARIONEX INOA SOÑE 048-0010514-2 75,000.00 

541 NELSON DHIMES PILIER 026-0058083-7 100,000.00 

542 NELSON ELIAS DUARTE MOREL 055-0020651-0 100,000.00 

543 NELSON JULIAN AQUINO ELSEVYF 001-0396016-7 75,000.00 

544 NELSON VERAS DE JESUS 056-0079618-8 75,000.00 

545 NEOMISIA LICELOTT MARTINEZ PEREZ 001-0195668-8 75,000.00 

546 NERY FELIPE EUSEBIO MOLA 029-0001463-6 75,000.00 

547 NIDIA ALTAGRACIA GOMEZ BAEZ 001-0635088-7 75,000.00 

548 NIDIA MARIA OLIVAREZ DE TAVERAS 123-0008474-1 100,000.00 

549 NIMIA DEL CARMEN ZAPATA ZAPATA 003-0023898-7 100,000.00 

550 NORIS CIBELES CADENA 001-0192771-3 75,000.00 

551 NORIS MAGALY MOJICA SORIANO DE BURKE 001-0530193-1 75,000.00 

552 
NORMA ALTAGRACIA FIGUEROA JAVIER DE 

PEREZ 
018-0008714-8 75,000.00 

553 NURIS BENECIA MINAYA FRIAS DE FERNANDEZ 071-0004110-7 75,000.00 

554 
NURIS MERCEDES DE JESUS PICHARDO DE 

GARRIDO 
055-0011259-3 100,000.00 

555 OCTAVIO RAFAEL ANTONIO DE LEON VEGA 001-1020736-2 75,000.00 

556 OLGA JOSEFINA POLANCO SMITH DE ABREU 026-0040560-5 100,000.00 

557 
OLGA MARIA PICHARDO ALMONTE DE 

GUZMAN 
001-1232153-4 75,000.00 

558 OLGA MARIA RODRIGUEZ ESTRELLA 001-0159406-7 100,000.00 

559 OLGA PAULINA GIL DIAZ 031-0254666-4 75,000.00 

560 OLIVO ANTONIO MEJIA ALMANZAR 001-0018481-1 100,000.00 

561 ONDINA DE JESUS RODRIGUEZ FELIZ 001-0557155-8 100,000.00 

562 
ONDINA MERCEDES RODRIGUEZ RODRIGUEZ 

DE QUEZADA 
055-0020407-7 100,000.00 

563 ONESIMO SURIEL ARIAS 001-0162264-5 75,000.00 

564 OSCAR JIMENEZ PADILLA 001-0345659-6 100,000.00 

565 OSVALDO BIENVENIDO MARTE DURAN 001-0159943-9 75,000.00 

566 PABLO DANIEL GARCIA CONTRERAS 001-0003761-3 75,000.00 
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567 PABLO DE JESUS DURAN HERNANDEZ 031-0186481-1 100,000.00 

568 PANTALEON GUERRERO HERNANDEZ 012-0012555-5 75,000.00 

569 PAULINO ARIAS 012-0011873-3 75,000.00 

570 PEDRO ABREU 048-0010329-5 100,000.00 

571 
PEDRO ALEJANDRO LEOPOLDO MARTINEZ 

CARRION 
001-0100930-6 75,000.00 

572 PEDRO ANIBAL KINGSLEY FRANCISCO 001-0144553-4 75,000.00 

573 PEDRO ANTONIO JIMENEZ JIMENEZ 001-0733381-7 100,000.00 

574 PEDRO ANTONIO MANUEL BAEZ CEPIN 055-0000048-3 75,000.00 

575 PEDRO ANTONIO MARTE CRUZ 001-0070716-5 75,000.00 

576 PEDRO ANTONIO MENDOZA 031-0099262-1 75,000.00 

577 PEDRO AUGUSTO SUAREZ BABA 031-0199671-2 100,000.00 

578 PEDRO JOSE AQUINO LORA 002-0096848-5 75,000.00 

579 PEDRO JOSE CHAVEZ REYES 034-0004299-4 75,000.00 

580 PEDRO JOSE GUZMAN VALVERDE 031-0097638-4 75,000.00 

581 PEDRO JOSE PEREZ HERNANDEZ 031-0218252-8 75,000.00 

582 PEDRO MILCIADES MATA AQUINO 048-0014625-2 100,000.00 

583 PEDRO MORTIMER MONTAS DOMINGUEZ 002-0018244-2 75,000.00 

584 PEDRO RODOLFO DE JESUS MERCADO CELESTE 054-0013568-6 75,000.00 

585 PEDRO TOMAS DUMIT 001-1018014-8 75,000.00 

586 PERSIO ANTONIO MARTINEZ BALDAYAQUE 001-0188992-1 75,000.00 

587 PETRONILA NELSIDA JIMENEZ PEREZ 031-0032752-1 100,000.00 

588 PLINIO ODALIS GRULLON DE LA ROCHA 001-0021570-6 75,000.00 

589 PLINIO URBANO CABRERA FRANCISCO 001-0018391-2 75,000.00 

590 PRASEDEZ ANTONIO POLANCO 001-0143310-0 75,000.00 

591 QUILVIO WENCESLAO PEÑA PUJOLS 013-0015627-8 75,000.00 

592 QUINGUEE LEE BRITO 001-0124875-5 75,000.00 

593 RAFAEL ADOLFO ROJAS MARTE 001-0730605-2 100,000.00 

594 RAFAEL ALTAGRACIA RODRIGUEZ SANDOVAL 001-0279273-6 100,000.00 

595 RAFAEL ANTONIO GUILLEN MARMOLEJOS 001-0790699-2 100,000.00 

596 RAFAEL ANTONIO JIMENEZ ESTRELLA 031-0236481-1 75,000.00 

597 RAFAEL ANTONIO MENDOZA BAEZ 002-0024274-1 100,000.00 

598 RAFAEL ANTONIO MORA CABRERA 001-0713148-4 100,000.00 

599 RAFAEL ANTONIO RAMOS RODRIGUEZ 031-0306108-5 100,000.00 

600 RAFAEL ANTONIO SANTANA VILORIO 001-0147820-4 75,000.00 

601 RAFAEL ANTONIO TERRERO MEDINA 003-0014679-2 75,000.00 

602 RAFAEL ARSENIO ROSARIO VARGAS 001-0189205-7 75,000.00 

603 RAFAEL AUGUSTO GUTIERREZ PILARTE 031-0246246-6 75,000.00 

604 RAFAEL BOLIVAR ALCANTARA MORALES 001-0323731-9 100,000.00 

605 RAFAEL BORROME DE LA CRUZ 023-0035617-3 100,000.00 

606 RAFAEL DAVID GONZALEZ FELIZ 002-0009331-8 75,000.00 

607 RAFAEL EMILIO BARBOUR MINAYA 037-0056225-3 75,000.00 

608 RAFAEL EMILIO BRITO VILLAMAN 040-0000511-8 75,000.00 

609 RAFAEL EMILIO COLON ANGELES 056-0079185-8 100,000.00 

610 RAFAEL ERNESTO ANDUJAR SAVIÑON 010-0007286-6 75,000.00 
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611 RAFAEL ERNESTO SANCHEZ SANLATE 018-0010629-4 75,000.00 

612 RAFAEL MARIANO PERDOMO GARCIA 002-0008874-8 75,000.00 

613 RAFAEL MARTINEZ LARA 011-0021598-5 75,000.00 

614 RAFAEL MEDINA SILVEN 001-0472734-2 75,000.00 

615 RAFAEL MODESTO HERRERA MORILLO 001-0182567-7 75,000.00 

616 RAFAEL RADAMES GERMAN CANAAN 031-0083945-9 75,000.00 

617 RAFAEL RAMON PICHARDO GARCIA 031-0095276-5 75,000.00 

618 RAFAEL ROLANDO REYNOSO JIMENEZ 056-0012197-3 75,000.00 

619 RAFAEL VINICIO BORGES RODRIGUEZ 001-0713609-5 75,000.00 

620 RAFAELA AMPARO ORTIZ 001-0491288-6 75,000.00 

621 RAMON ALBERTO DIAZ NUÑEZ 001-1193245-5 100,000.00 

622 RAMON ALBERTO VENTURA VENTURA 001-0093772-1 100,000.00 

623 RAMON ALEXIS ZAITER LOPEZ 037-0056750-0 75,000.00 

624 RAMON AMADO DE JESUS ESPINAL MARTINEZ 056-0079244-3 75,000.00 

625 RAMON ANTONIO CONCEPCION MAYI 056-0022836-4 75,000.00 

626 RAMON ANTONIO JIMENEZ GRULLON 001-1180071-0 75,000.00 

627 RAMON ANTONIO PEÑA TAVERAS 001-0156513-3 75,000.00 

628 RAMON AUGUSTO EVANGELISTA GONZALEZ 012-0007133-8 75,000.00 

629 RAMON CORNIEL GUZMAN 047-0100527-6 75,000.00 

630 RAMON DE LA ROSA 001-0930254-7 75,000.00 

631 RAMON EDUARDO VILLAVERDE DEL ROSARIO 034-0016022-6 75,000.00 

632 RAMON EMILIO ALMANZAR LOPEZ 011-0023226-1 75,000.00 

633 RAMON EMILIO CORREA PEREZ 001-0243355-4 75,000.00 

634 
RAMON ERASMO DE LA ALTAGRACIA 

GAUTREAUX PIÑA 
001-1177511-0 100,000.00 

635 RAMON ESTEBAN DE JESUS VASQUEZ SUSANA 001-1177985-6 75,000.00 

636 RAMON FRANCISCO FERNANDEZ JORGE 031-0079954-7 75,000.00 

637 RAMON FUENGIEN JOA LEON 001-0087523-6 75,000.00 

638 RAMON GERONIMO GUANTE 031-0102945-6 75,000.00 

639 RAMON LEONARDO CASTILLO SANTANA 031-0100286-7 100,000.00 

640 RAMON LOPEZ MARTE 001-0777507-4 100,000.00 

641 RAMON MARTE FRIAS 048-0049557-6 100,000.00 

642 RAMON ROGELIO FRANCO ALBA 001-0064962-3 75,000.00 

643 RAMONA ALTAGRACIA CAMARENA TRABOUS 001-0000081-9 100,000.00 

644 RAMONA ANTONIA MORA POLANCO 001-0433641-7 75,000.00 

645 RAMONA EDUVIGES BEATO BARE 001-0076384-6 100,000.00 

646 RAMONA SOFIA CANELA PLASENCIA 001-1181957-9 75,000.00 

647 RAUL AUGUSTO COMME DEBROTH 001-0086336-4 75,000.00 

648 RAYMUNDO OSIRIS HERRERA PLAZA 001-0002027-0 100,000.00 

649 RAYSA MARIA NINOSKA SOTO CONCEPCION 047-0002244-7 75,000.00 

650 REGINA SANTANA CEDANO 023-0062699-7 100,000.00 

651 RENATO ANTONIO MUÑOZ KAYRUZ 056-0074335-4 100,000.00 

652 REY EDUARDO DE LA CRUZ SANTELICES 001-0071924-4 75,000.00 

653 REYNALDO VIRGILIO PARRA ESTEVEZ 001-0491308-2 100,000.00 

654 RHADAMES ANTONIO SANCHEZ REYES 001-1177796-7 100,000.00 
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655 RHADAMES CARLOS MANUEL MATEO SANTOS 001-0832411-2 75,000.00 

656 RHADAMES DE JESUS MADERA AZCONA 001-0325445-4 75,000.00 

657 RHADAMES REYES GARCIA 054-0061516-6 100,000.00 

658 RHINA ALTAGRACIA AQUINO 001-1016571-9 75,000.00 

659 RICARDO ARMANDO PEYNADO CASTILLO 001-0795588-2 75,000.00 

660 RODOLFO ANTONIO DE JESUS NUÑEZ MUSA 001-0887325-8 75,000.00 

661 RODOLFO EFREN LEBRON DIAZ 008-0000967-2 100,000.00 

662 ROGELIO WILSON CHAPMAN 002-0014055-6 75,000.00 

663 ROGERS DE JESUS CURIEL DE MOYA 001-0062600-1 100,000.00 

664 ROLANDO ANTONIO ALVAREZ DE LA CRUZ 031-0199069-9 75,000.00 

665 ROLANDO ERNESTO BAEZ GARCIA 031-0093251-0 100,000.00 

666 ROLANDO GORGONIO ABREU RODRIGUEZ 001-1208701-0 75,000.00 

667 
ROMAN BAUTISTA MARCELO BRACHE 

SANCHEZ 
056-0005495-0 75,000.00 

668 ROSA ELENA PIMENTEL DE CASTRO DE FELIZ 069-0000302-8 75,000.00 

669 ROSA FRANCIA ROJAS SANABIA 001-0103698-6 100,000.00 

670 ROSA IDALIA CASTILLO POLANCO 012-0049299-7 75,000.00 

671 ROSA JULIA EDUVIGES TAVERAS MARTINEZ 041-0000895-4 100,000.00 

672 ROSA JULIA PEÑA TAVERAS 001-0832499-7 75,000.00 

673 ROSA MARGARITA MARCHENA MATOS 001-0250284-6 100,000.00 

674 ROSA MARIA CARRERAS RAFAEL DE GUZMAN 001-0345472-4 75,000.00 

675 
ROSA MARIA DEL CARMEN SANCHEZ 

FERNANDEZ DE 
001-1361062-0 100,000.00 

676 ROSA MARTHA VOLQUEZ MUÑOZ 001-0134759-9 100,000.00 

677 ROSA MATILDE HERNANDEZ 001-0187987-2 100,000.00 

678 ROSALIA CUEVAS MAÑON 001-0745508-1 75,000.00 

679 ROSARIO DEL CARMEN GARCIA DE TIRADO 056-0073988-1 100,000.00 

680 ROSARIO FATIMA PUJOLS PUJOLS 001-0014889-9 75,000.00 

681 RUBEN DARIO DIAZ MATEO 001-0450098-8 75,000.00 

682 RUBEN DARIO PIMENTEL 003-0012267-8 100,000.00 

683 RUBINA YASMIN AHMED BEGUM DE MONTAS 002-0101587-2 75,000.00 

684 SAMUEL HERNANDEZ SANTANA 001-1136281-0 75,000.00 

685 SANDRA JOSEFINA CABRERA CASTILLO 001-0106092-9 75,000.00 

686 SANDRA YAMINA RAMIREZ PEÑA 001-0279582-0 75,000.00 

687 SANTIAGO ARISTARCO PEÑA CASTRO 031-0198581-4 75,000.00 

688 SANTIAGO FRANCISCO SANCHEZ CORDOVA 001-0000461-3 75,000.00 

689 
SANTIAGO SUVAROV SOBIESKI DE LEON 

LAZALA 
012-0005792-3 75,000.00 

690 SARA BERENICE TOLENTINO FIGUEREO  003-0046392-4 100,000.00 

691 SARA MARGARITA ANDUJAR GUERRERO 001-0771575-7 75,000.00 

692 SATURNINO BLAS HERNANDEZ JAPA 054-0005132-1 100,000.00 

693 SEGUNDO MATIAS MONCION FERREIRA 034-0013260-5 100,000.00 

694 
SELIDET ILUMINADA LOPEZ ROSARIO DE 

RODRIGUEZ 
031-0103015-7 100,000.00 

695 SELIN BOCIO CASANOVA 001-1187982-1 100,000.00 
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696 SERGIO MARIA POLANCO CASTILLO 023-0022549-3 100,000.00 

697 SERVANDO TOMAS SANTANA VILORIO 001-0189978-9 75,000.00 

698 SEVERINA ACOSTA DE JESUS 001-0407213-7 75,000.00 

699 SILVIA ANTONIA NUÑEZ SANTANA 001-0472769-8 100,000.00 

700 SILVIO FRANCISCO MIDAS THOMAS ANDERSON 023-0031695-3 100,000.00 

701 SIMON JIMENEZ OTAÑEZ 049-0006360-5 100,000.00 

702 
SIXTO ERNESTO RADHAMES VALENZUELA 

RODON 
056-0026372-6 75,000.00 

703 
SOCRATES EUDALDO ANTONIO NUÑEZ 

VELASQUEZ 
049-0001650-4 100,000.00 

704 SOCRATES LUCILO RAFAEL UREÑA ROJAS 001-0089352-8 75,000.00 

705 SOL MARGARITA VASQUEZ REYES 018-0002906-6 75,000.00 

706 SONIA ALTAGRACIA VALDEZ SANTANA 001-0691715-6 100,000.00 

707 SONIA MARIA AQUINO ELSEVYF 001-0966270-0 100,000.00 

708 SONIA MINERVA JOSEFINA RAMIREZ CRUZ 037-0057198-1 75,000.00 

709 
SOTERA ALEIDA PACHECO LEON DE 

FERNANDEZ 
001-0062166-3 75,000.00 

710 SUMARE DEL CARMEN VILLA BRAVO 060-0000371-2 75,000.00 

711 TAMARA ANA YBELCA RODRIGUEZ VITIELLO 001-0085673-1 75,000.00 

712 TELESFORO DE JESUS TEJADA MONEGRO 056-0008712-5 75,000.00 

713 TELMA ALTAGRACIA PEREZ CARVAJAL 001-0302085-5 75,000.00 

714 
TERESA ALTAGRACIA VALDERES NUÑEZ PIÑA 

VIUDA CALERO 
001-0171602-5 75,000.00 

715 TERESA BRITO 002-0053051-7 75,000.00 

716 TERESA DE JESUS REYES CASTILLO 048-0045644-6 100,000.00 

717 TERESA DE JESUS RODRIGUEZ DE GONELL 044-0012521-9 100,000.00 

718 TERESITA DE JESUS ROMAN ROSARIO 001-0659523-4 100,000.00 

719 TERSIDA ADDIS DOMINGUEZ CALCAÑO 001-0087364-5 100,000.00 

720 THELMA ALTAGRACIA GUERRERO CABRAL 001-0458492-5 75,000.00 

721 THELMA MARGARITA BATISTA 018-0008136-4 75,000.00 

722 TIMOTEO ANTIGUA 001-0260607-6 100,000.00 

723 TIMOTEO FULGENCIO GUERRERO 026-0023675-2 100,000.00 

724 TIRSO ANTONIO VALDEZ LORIE 001-1192954-3 100,000.00 

725 TOMAS ALBERTO HOSKING FERRAND 001-0898536-7 75,000.00 

726 
TOMAS EDUARDO RADHAMES MARRERO 

VIDAL 
001-0143941-2 75,000.00 

727 TOMAS TEMISTOCLES MATEO BLANCO 001-0323481-1 75,000.00 

728 TOMMY ABRAHAM RAMIREZ 001-1223371-3 75,000.00 

729 TULIO HERMINIO PICHARDO SOSA 031-0151018-2 100,000.00 

730 UMBERTO DE JESUS GUZMAN LANDOLFI 001-0094864-5 75,000.00 

731 URALES MARTINEZ MARTINEZ 001-0886440-6 75,000.00 

732 
URSULA JOSEFINA DEL CARMEN MARRERO 

NICASIO 
001-0106811-2 75,000.00 

733 VENERAIDA DE PEÑA RODRIGUEZ 001-1350739-6 75,000.00 

734 VICENTA RODRIGUEZ GUERRERO DE VALERA 025-0003458-8 75,000.00 
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735 VICENTA SANTANA GARRIDO 023-0065415-5 100,000.00 

736 VICTOR ANDRES GOMEZ MENA 001-0971614-2 75,000.00 

737 VICTOR ANIBAL NUÑEZ 031-0303136-9 100,000.00 

738 VICTOR DE JESUS MORENO GERALDO 023-0011489-5 100,000.00 

739 VICTOR DE JESUS NUÑEZ MENDOZA 057-0003653-5 75,000.00 

740 VICTOR DEL CARMEN BORDAS KNIPPING 031-0200346-8 75,000.00 

741 VICTOR DONATILO SANTOS ROSARIO 001-0754406-6 100,000.00 

742 VICTOR FERNANDO LIRIANO RIVAS 031-0279399-3 100,000.00 

743 VICTOR MANUEL GRULLON ANTIGUA 056-0020468-8 75,000.00 

744 VICTOR MANUEL VALENTIN FERNANDEZ 104-0000879-2 100,000.00 

745 VICTOR RAMON DIAZ ALBA 001-0568863-4 75,000.00 

746 
VICTORIA DE LOS ANGELES AMARO 

ALMANZAR 
001-0116909-2 100,000.00 

747 VINICIO DAGOBERTO MEJIA TAPIA 001-0162782-6 75,000.00 

748 VIRGILIO EDUARDO BAEZ REYES 001-1178193-6 100,000.00 

749 VIRGILIO GONZALEZ RODRIGUEZ 001-0844213-8 100,000.00 

750 VIRGINIA GARCIA BAEZ DE PEREZ 001-0178064-1 75,000.00 

751 VIRIATO RAMON SANTIAGO DAMIEN 023-0031035-2 100,000.00 

752 WANDA ISABEL CAMPUSANO CISNERO 001-0533901-4 100,000.00 

753 WENCESLAO RAMIREZ FERREIRAS 001-1178196-9 100,000.00 

754 WILIAN HERNANDEZ BACILIO 001-0775726-2 100,000.00 

755 WILLIAM ANDRES NUÑEZ GRANO DE ORO 037-0069883-4 100,000.00 

756 WILLIAM PEDRO OLIVO SANTANA 048-0037947-3 100,000.00 

757 WILMA CAROLINA CABRAL RAMIREZ 001-0074505-8 75,000.00 

758 
YADIRA ALTAGRACIA DURAN RODRIGUEZ DE 

GOMEZ  
136-0008970-3 100,000.00 

759 YASMI LAVINIA GONZALEZ AYBAR 001-0062731-4 75,000.00 

760 
YCELSO ANTONIO CLEMENTE GONZALEZ 

GONZALEZ 
001-0796050-2 75,000.00 

761 YDELCY ALTAGRACIA CASTELLANOS FERMIN 065-0000074-7 75,000.00 

762 YLDA MARIA RODRIGUEZ VASQUEZ 001-0724497-2 100,000.00 

763 
YLSIA TAMARA ENCARNACION MORENO DE 

CALDERON 
001-0464295-4 75,000.00 

764 
YNGRIS YSABEL VASQUEZ GARCIA DE 

MORDAN 
001-0328282-8 100,000.00 

765 YOLANDA ALTAGRACIA SANCHEZ HERNANDEZ 053-0002412-1 75,000.00 

766 YOLANDA LOPEZ HERNANDEZ DE BAEZ 023-0045551-2 100,000.00 

767 YRIS CONCEPCION PIMENTEL DE FRIAS 048-0045625-5 75,000.00 

768 
YRIS MARGARITA MERCEDES HOLGUIN 

GARCIA 
001-1304187-5 75,000.00 

769 YSABEL CRISTIANA CONCEPCION JIMENEZ 047-0015807-6 100,000.00 

770 YSABEL CUEVAS DE LA ROSA 012-0046682-7 75,000.00 

771 YSABEL PETRONILA MENUAL DE LOPEZ 001-0125749-1 100,000.00 

772 YSABEL VIOLETA GARCIA DE DE LA CRUZ 056-0067659-6 75,000.00 

773 YSIDORO FELIZ FELIZ 031-0034000-3 75,000.00 
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774 YSIDORO MORETA CASTILLO 022-0015718-4 75,000.00 

775 
YSIDRO ALEJANDRO VICTOR TEJADA 

CAMACHO 
054-0041338-0 75,000.00 

776 YVELISE ANTONIA TORIBIO ROSARIO 031-0192147-0 100,000.00 

777 ZAIDA ELENA THOMAS KELLY DE BAEZ 018-0002889-4 100,000.00 

778 
ZENAIDA LUCINDA BEATRIZ JIMENEZ 

RODRIGUEZ 
001-0519627-3 75,000.00 

779 ZOILA MARGARITA PEREZ DE GUERRERO 001-0146314-9 75,000.00 

780 ZULEICA NUÑEZ PAYANO 001-0754101-3 100,000.00 

781 ZUNILDA AMADA LARA LORA 001-0491111-0 75,000.00 

782 ZUNILDO ANTONIO CASTILLO 001-0012442-9 100,000.00 

 

ARTÍCULO 2. Envíese al Ministerio de Hacienda y Economía (MHE), a la 

Superintendencia de Pensiones (SIPEN), a la Dirección General de Información y Defensa 

de los Afiliados a la Seguridad Social (DIDA) y a la Dirección General de Jubilaciones y 

Pensiones a Cargo del Estado (DGJP), para su conocimiento y ejecución. 

 

DADO en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treinta (30) días del mes de enero del año dos mil veintiséis (2026); año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 57-26 que nombra a los señores Raidon Rafael Moscoso Castillo y Juan 

Antonio Gómez Willians, viceministros en distintas áreas del Ministerio de Agricultura. 

Deroga el artículo 1 del Decreto núm. 245-22 y el artículo 2 de Decreto núm. 609-21. G. 

O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 57-26 

 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Ley núm. 10-21, del 11 de febrero de 2021, que crea y agrega viceministerios y 

modifica las leyes que rigen los ministerios del gobierno central. 
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VISTA: La Ley núm. 247-12, del 9 de agosto del 2012, Orgánica de la Administración 

Pública.  

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. Raidon Rafael Moscoso Castillo, queda designado viceministro 

Administrativo Financiero del Ministerio de Agricultura.  

 

ARTÍCULO 2. Se deroga el artículo 1 del Decreto núm. 245-22, del 18 de mayo de 2022. 

 

ARTÍCULO 3. Juan Antonio Gómez Willians, queda designado viceministro de 

Producción Agrícola y Mercadeo del Ministerio de Agricultura. 

 

ARTÍCULO 4. Queda derogado el artículo 2 del Decreto núm. 609-21, del 27 de septiembre 

de 2021. 

 

ARTÍCULO 5. Envíese al Ministerio de Agricultura, a la Cámara de Cuentas, a la 

Contraloría General de la República, al Ministerio de Administración Pública y a las demás 

instituciones correspondientes, para su conocimiento y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treinta (30) días del mes de enero del año dos mil veintiséis (2026); año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 58-26 que dispone la entrega en extradición al Reino Unido, del nacional 

británico Kevin Leon Wooden. G. O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

NÚMERO: 58-26 

 

CONSIDERANDO: Que el Reino Unido, mediante Nota Diplomática núm. 83-2025, del 

22 de septiembre de 2025, solicitó al Gobierno dominicano la entrega en extradición del 

nacional británico Kevin Leon Wooden, por motivo de los cargos que se le imputan en la 

orden de arresto emitida en el Juzgado de Primera Instancia de Birmingham, el 14 de agosto 

de 2025. Los cuales son los siguientes: 
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Cargo 1: conspiración para secuestrar, conforme a lo establecido en el artículo 1 (1) de 

la Ley de Derecho Penal de 1977 del Reino Unido (Criminal Law Act 1977). 

 

Cargo 2: conspiración para llevar a cabo privación ilegítima de la libertad, conforme a 

lo establecido en el artículo 1(1) de la Ley de Derecho Penal de 1977 del Reino Unido. 

 

Cargo 3: conspiración para causar graves lesiones corporales con intención, conforme 

a lo establecido en el artículo 1(1) de la Ley de Derecho Penal de 1977 del Reino Unido. 

 

Cargo 4: asesinato, conforme al derecho común inglés. 

 

Cargo 5: homicidio involuntario, conforme a lo establecido en el derecho común inglés. 

 

Cargo 6: encubrimiento, conforme a lo establecido en el artículo 4 de la Ley de derecho 

penal de 1967. 

 

CONSIDERANDO: Que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia fue apoderada de 

la solicitud de extradición del nacional británico Kevin Leon Wooden, mediante instancia 

de la Procuraduría General de la República, del 26 de septiembre de 2025. 

 

CONSIDERANDO: Que, de acuerdo a las notas estenográficas de la audiencia pública 

presencial celebrada el 13 de enero de 2026, por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia, el nacional británico Kevin Leon Wooden, optó por el trámite simplificado de 

extradición al consentir voluntariamente ante los magistrados de dicha sala ser entregado a 

las autoridades británicas para ser juzgado por los cargos que se le imputan. 

 

CONSIDERANDO: Que, el artículo 16 de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y sus protocolos tipifican 

estas infracciones y dan lugar a extradición. 

 

CONSIDERANDO: Que la asistencia internacional para la extradición del nacional 

británico fue solicitada en cumplimiento de las disposiciones de los artículos 162 y siguientes 

de la Ley núm. 97-25, del 7 de diciembre de 2025, Orgánica que instituye el Código Procesal 

Penal.  

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Resolución núm. 355-06, del 15 de octubre de 2006, que aprueba la Convención 

de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. 

 

VISTA: La Ley núm. 97-25, del 7 de diciembre de 2025, orgánica que instituye el Código 

Procesal Penal.  
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VISTA:  La Nota Diplomática núm. 83-2025, del 22 de septiembre de 2025, de la Embajada 

Británica en Santo Domingo al Gobierno dominicano. 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. Se dispone la entrega en extradición al Reino Unido del nacional británico 

Kevin Leon Wooden, por motivo de los cargos que se le imputan en la orden de arresto 

emitida en el Juzgado de Primera Instancia de Birmingham, el 14 de agosto de 2025. Los 

cuales son los siguientes: 

 

Cargo 1: conspiración para secuestrar, conforme a lo establecido en el artículo 1 (1) de 

la Ley de Derecho Penal de 1977 del Reino Unido (Criminal Law Act 1977). 

 

Cargo 2: conspiración para llevar a cabo privación ilegítima de la libertad, conforme a 

lo establecido en el artículo 1(1) de la Ley de Derecho Penal de 1977 del Reino Unido. 

 

Cargo 3: conspiración para causar graves lesiones corporales con intención, conforme 

a lo establecido en el artículo 1(1) de la Ley de Derecho Penal de 1977 del Reino Unido. 

 

Cargo 4: asesinato, conforme al derecho común inglés. 

 

Cargo 5: homicidio involuntario, conforme a lo establecido en el derecho común inglés. 

 

Cargo 6: encubrimiento, conforme a lo establecido en el artículo 4 de la Ley de derecho 

penal de 1967. 

 

ARTÍCULO 2. Envíese al Ministerio de Relaciones Exteriores, a la Procuraduría General 

de la República y a la Dirección General de Migración, para su conocimiento y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la 

República Dominicana, a los treinta (30) días del mes de enero del año dos mil veintiséis 

(2026); año 182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

 

LUIS ABINADER 
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Dec. núm. 59-26 que dispone la entrega en extradición a los Estados Unidos de América, 

del nacional dominicano Roberto Severino Hinojosa. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 59-26 

 

 

CONSIDERANDO: Que la Embajada de los Estados Unidos de América en la República 

Dominicana, mediante la Nota Diplomática núm. 2025- 0706, del 28 de agosto de 2025, 

solicitó al Gobierno dominicano la entrega en extradición del nacional dominicano Roberto 

Severino Hinojosa, por motivo de los cargos que se le imputan mediante la acusación formal 

presentada el 22 de febrero del 2017, ante el Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para 

el Distrito Oeste de Carolina del Norte con el número de caso 3:17CR 56 MOC ( también 

denominado 3:17-CR-56-MOC y 3:17-cr-00056-MOC-DSC), los cuales son los siguientes: 

 

Cargo uno, dos y cuatro: recepción de pornografía infantil, en violación del Título 18, 

Código de los Estados Unidos, Sección 2252ª (a) (2). 

 

Cargo tres: transportar y enviar pornografía infantil, y ser cómplice de ese delito, en 

violación del Título 18, Código de los Estados Unidos, secciones 2252A (a) (1) y 2. 

 

Cargo cinco: posesión de pornografía infantil que involucra a un menor pre-pubescente 

y a un menor que no había cumplido los 12 años, en violación del Título 18, Código de 

los Estados Unidos, Sección 2252 (a) (5) (B). 

 

CONSIDERANDO: Que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia fue apoderada de 

la solicitud de extradición del nacional dominicano Roberto Severino Hinojosa, mediante 

instancia de la Procuraduría General de la República, del 5 de septiembre de 2025. 

 

CONSIDERANDO: Que, de acuerdo a las notas estenográficas de la audiencia pública 

presencial celebrada el 23 de enero de 2026, por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia, el nacional dominicano Roberto Severino Hinojosa, optó por el trámite 

simplificado de extradición al consentir voluntariamente ante los magistrados de dicha sala 

ser entregado a las autoridades estadounidenses para ser juzgado por los cargos que se le 

imputan. 

 

CONSIDERANDO: Que, en virtud del artículo 1 del Tratado de Extradición suscrito entre 

el Gobierno de la República Dominicana y el Gobierno de los Estados Unidos de América, 

aprobado mediante la Resolución núm. 507-16, del 10 de junio de 2016, las partes se 

comprometieron a entregarse recíprocamente en extradición a las personas que sean 

requeridas por la parte requirente a la parte requerida para su enjuiciamiento o para la 
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imposición o el cumplimiento de una sentencia condenatoria a pena privativa de libertad por 

uno o varios de los delitos que dan lugar a la extradición. 

 

CONSIDERANDO: Que, en virtud del artículo 16 del referido tratado, la parte requerida 

puede agilizar la transferencia de la persona reclamada a la parte requirente cuando esta 

consienta a la extradición o a un procedimiento de extradición simplificado, en cuyo caso 

puede ser entregada con la mayor celeridad posible. 

 

CONSIDERANDO: Que la asistencia internacional para la extradición del nacional 

dominicano fue solicitada en cumplimiento de las disposiciones de los artículos 162 y 

siguientes de la Ley núm. 97-25, del 7 de diciembre de 2025, orgánica que instituye el Código 

Procesal Penal.  

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Resolución núm. 507-16, del 10 de junio de 2016, que aprueba el Tratado de 

Extradición suscrito entre el Gobierno de la República Dominicana y el Gobierno de los 

Estados Unidos de América. 

 

VISTA: La Ley núm. 97-25, del 7 de diciembre de 2025, Orgánica que instituye el Código 

Procesal Penal.  

 

VISTA: La Nota Diplomática núm. 2025- 0706, del 28 de agosto de 2025, de la Embajada 

de los Estados Unidos de América en la República Dominicana al Gobierno dominicano. 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. Se dispone la entrega en extradición a los Estados Unidos de América del 

nacional dominicano Roberto Severino Hinojosa, por motivo de los cargos que se le 

imputan mediante la acusación formal presentada el 22 de febrero del 2017, ante el Tribunal 

de Distrito de los Estados Unidos para el Distrito Oeste de Carolina del Norte con el número 

de caso 3:17CR 56 MOC (también denominado 3:17-CR-56-MOC y 3:17-cr-00056-MOC-

DSC), los cuales son los siguientes: 

 

Cargo uno, dos y cuatro: recepción de pornografía infantil, en violación del Título 18, 

Código de los Estados Unidos, Sección 2252ª (a) (2). 

 

Cargo tres: transportar y enviar pornografía infantil, y ser cómplice de ese delito, en 

violación del Título 18, Código de los Estados Unidos, secciones 2252A (a) (1) y 2. 

 

Cargo cinco: posesión de pornografía infantil que involucra a un menor pre-pubescente 

y a un menor que no había cumplido los 12 años, en violación del Título 18, Código de 

los Estados Unidos, Sección 2252 (a) (5) (B). 
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PÁRRAFO. Dicha entrega en extradición se dispone bajo la condición de que la parte 

requirente cumplirá con la garantía establecida en el artículo 6 del Tratado de Extradición 

suscrito entre el Gobierno de la República Dominicana y el Gobierno de los Estados Unidos 

de América, aprobado mediante la Resolución núm. 507-16, del 10 de junio de 2016. 

 

ARTÍCULO 2. Envíese al Ministerio de Relaciones Exteriores, a la Procuraduría General 

de la República y a la Dirección General de Migración, para su conocimiento y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la 

República Dominicana, a los treinta (30) días del mes de enero del año dos mil veintiséis 

(2026); año 182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 60-26 que dispone la reforma de la Oficina para el Reordenamiento del 

Transporte (OPRET), para constituir en su lugar, una sociedad comercial de capital 

íntegramente estatal bajo la denominación social de “Empresa Metropolitana de 

Transporte (EMT), S.A.”, la cual será una empresa pública constituida como sociedad 

anónima, con personalidad jurídica, adscrita al Ministerio de Obras Públicas y 

Comunicaciones. G. O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 60-26 

 

 

CONSIDERANDO: Que la función esencial del Estado, reconocida en el artículo 8 de la 

Constitución de la República Dominicana, comprende la protección efectiva de los derechos 

de la persona, el respeto de su dignidad y la provisión de los medios que permitan su 

desarrollo en condiciones de igualdad, equidad y progreso, dentro de un marco de justicia 

social y bienestar general, lo cual impone al Estado el deber de asegurar las condiciones 

materiales e institucionales necesarias para la realización efectiva de tales fines. 

 

CONSIDERANDO: Que, para el cumplimiento de dicha función esencial, el artículo 138 

del texto constitucional dispone que la Administración Pública se rige por los principios de 

racionalidad, economía, eficacia y eficiencia, los cuales deben orientar la organización, el 

funcionamiento y la actuación de los entes y órganos que la integran, garantizando una 

gestión pública coherente, especializada y orientada al interés general. 
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CONSIDERANDO: Que, en ese mismo orden, el artículo 147 de la Constitución de la 

República establece que los servicios públicos tienen por finalidad satisfacer necesidades de 

interés colectivo y que corresponde al Estado garantizar su acceso en condiciones de calidad, 

ya sea mediante su prestación directa o a través de los mecanismos de delegación legalmente 

habilitados, constituyendo dichos servicios un medio esencial para la concreción de los fines 

del Estado. 

 

CONSIDERANDO: Que la prestación de los servicios públicos de carácter económico 

constituye una actividad de interés general, organizada para satisfacer necesidades esenciales 

de la población, cuya planificación, regulación y control se encuentran sometidos a la rectoría 

del Estado, conforme al ordenamiento jurídico vigente. 

 

CONSIDERANDO: Que la operación de servicios públicos de gran escala, por su naturaleza 

técnica, su alcance territorial, el volumen de usuarios atendidos y su impacto económico y 

social, se desarrolla bajo obligaciones especiales de servicio público y exige esquemas 

institucionales que garanticen continuidad, eficiencia operativa, calidad en la prestación y 

sostenibilidad técnica y financiera. 

 

CONSIDERANDO: Que el servicio de transporte terrestre masivo de pasajeros constituye 

un servicio público de interés general, en tanto se encuentra organizado para satisfacer de 

manera continua, regular y segura las necesidades colectivas de movilidad de la población, 

incidiendo directamente en el ejercicio de derechos fundamentales, en la cohesión social, en 

la actividad económica y en el ordenamiento territorial, razón por la cual su prestación, 

operación y supervisión se encuentran sujetas a la rectoría, regulación y control del Estado, 

conforme a los principios constitucionales y al marco jurídico vigente. 

 

CONSIDERANDO: Que la Estrategia Nacional de Desarrollo 2030, aprobada mediante la 

Ley núm. 1-12, establece como objetivo específico la expansión de la cobertura y la mejora 

de la calidad y competitividad de la infraestructura y los servicios de transporte, 

orientándolos a la integración del territorio nacional, al apoyo del desarrollo productivo y a 

la inserción competitiva en los mercados internacionales, promoviendo sistemas de 

transporte eficientes, sostenibles, seguros y de calidad, así como el fortalecimiento del marco 

institucional y regulatorio del sector, lo cual exige la existencia de entidades especializadas, 

técnicamente fortalecidas y dotadas de un marco jurídico adecuado para la operación 

eficiente de los servicios públicos de transporte terrestre masivo. 

 

CONSIDERANDO: Que la Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET) fue 

creada mediante el Decreto núm. 477-05, del 11 de septiembre de 2005, con el propósito de 

impulsar, desarrollar y administrar proyectos estratégicos de transporte terrestre masivo, 

particularmente de carácter ferroviario, acumulando progresivamente infraestructuras, 

activos, contratos y relaciones jurídicas vinculadas a la prestación de dichos servicios. 

 

CONSIDERANDO: Que con la entrada en vigor de la Ley núm. 63-17, de Movilidad, 

Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial de la República Dominicana, el transporte 

público terrestre de pasajeros fue reafirmado como un servicio público y de interés público, 

concentrándose las competencias normativas, regulatorias y de planificación del sistema de 
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movilidad en el Instituto Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre (INTRANT), como 

órgano rector del sector. 

 

CONSIDERANDO: Que, como consecuencia del referido marco legal, las funciones de 

formulación normativa, regulación y planificación del sistema de transporte quedaron 

expresamente excluidas del ámbito competencial de la Oficina para el Reordenamiento del 

Transporte (OPRET), evidenciándose la necesidad de redefinir el marco institucional y 

jurídico bajo el cual se ejerce la operación de los servicios de transporte terrestre masivo. 

 

CONSIDERANDO: Que mediante el Decreto núm. 514-21, y posteriormente mediante el 

contrato de fideicomiso entre el Estado dominicano y la Fiduciaria Reservas, S.A., suscrito 

el 12 de octubre de 2021 y aprobado por el Congreso Nacional el 14 de diciembre de 2021, 

mediante Resolución núm. 346-21, se creó el Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de 

Transporte Masivo de la República Dominicana (FITRAM), como un instrumento fiduciario 

de naturaleza patrimonial e instrumental, destinado al financiamiento, desarrollo y ejecución 

de los proyectos de infraestructura que integran la Red Nacional de Transporte Público 

Masivo, según lo dispuesto en la Ley núm. 189-11, y el Reglamento para regular los aspectos 

que en forma complementaria se requieren para el funcionamiento de la figura del 

fideicomiso en sus distintas modalidades, aprobado mediante el Decreto núm. 95-12. 

 

CONSIDERANDO: Que el Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de Transporte 

Masivo de la República Dominicana (FITRAM) fue concebido como un mecanismo para la 

gestión financiera y de infraestructura del sistema de transporte terrestre masivo, y no como 

un ente mercantil permanente encargado de la operación directa del servicio público de 

transporte terrestre masivo. 

 

CONSIDERANDO: Que la coexistencia institucional de la Oficina para el Reordenamiento 

del Transporte (OPRET) y del Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de Transporte 

Masivo de la República Dominicana (FITRAM) ha puesto de relieve la necesidad de 

delimitar de manera clara, funcional y jurídicamente coherente las competencias vinculadas 

al desarrollo y financiamiento de la infraestructura, por un lado, y aquellas relativas a la 

operación y mantenimiento del servicio público de transporte terrestre masivo, por el otro, 

conforme a los principios de especialización, eficiencia administrativa y separación 

funcional. 

 

CONSIDERANDO: Que el adecuado funcionamiento de la Red Nacional de Transporte 

Público Masivo exige una separación efectiva entre las funciones de planificación y 

regulación del sistema, el desarrollo y financiamiento de la infraestructura, y la operación 

directa del servicio, a fin de garantizar transparencia institucional, eficiencia operativa, 

correcta asignación de responsabilidades y sostenibilidad del servicio público. 

 

CONSIDERANDO: Que el artículo 356 de la Ley núm. 63-17 dispuso un mandato expreso 

para que la Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET) se transformara en una 

empresa pública o mixta público-privada prestadora del servicio ferroviario, ordenando al 

Poder Ejecutivo emitir los decretos necesarios para su transformación institucional, 

administrativa, técnica y operativa, así como la derogación de los decretos que le dieron 

origen. 
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CONSIDERANDO: Que, no obstante lo dispuesto en el referido mandato legal, la Oficina 

para el Reordenamiento del Transporte (OPRET) ha continuado operando bajo una estructura 

administrativa concebida con anterioridad a la Ley núm. 63-17, lo que ha puesto de 

manifiesto limitaciones estructurales para la gestión integral, mercantil y operativa del 

servicio público de transporte terrestre masivo, conforme a las exigencias actuales del sistema 

de movilidad. 

 

CONSIDERANDO: Que el marco institucional y normativo vigente evidencia la necesidad 

de adoptar una medida de reorganización jurídica que permita adecuar la estructura encargada 

de la operación del servicio público de transporte terrestre masivo a las disposiciones de la 

Ley núm. 63-17, a la separación funcional entre rectoría, infraestructura y operación, y a las 

exigencias actuales de eficiencia, especialización y sostenibilidad del servicio, resultando 

necesario, en consecuencia, viabilizar dicha adecuación institucional de manera coherente y 

ordenada. 

 

CONSIDERANDO: Que la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública, y su 

Reglamento de Aplicación aprobado mediante el Decreto núm. 353-24, establecen que las 

empresas públicas podrán ser organizadas bajo formas societarias de derecho privado, 

conforme a la ley de sociedades comerciales, cuando la naturaleza económica de la actividad 

así lo justifique, sin perjuicio de su capital íntegramente estatal, de su sujeción al interés 

general y de los mecanismos de dirección, control y supervisión propios del Estado. 

 

CONSIDERANDO: Que el Gobierno dominicano impulsa un proceso continuo de 

racionalización y modernización institucional, orientado a fortalecer la coherencia 

organizativa del Estado, mejorar los estándares de gobernanza pública y asegurar una 

prestación más eficiente, transparente y sostenible de los servicios públicos, en consonancia 

con los principios constitucionales y las mejores prácticas de administración pública. 

 

CONSIDERANDO: Que, en atención a la naturaleza económica, técnica y operativa del 

servicio público de transporte terrestre masivo, a la magnitud de los activos, inversiones y 

relaciones jurídicas involucradas, y a la necesidad de adoptar un modelo de gestión que 

incorpore las mejores prácticas de gobierno corporativo, eficiencia operativa y rendición de 

cuentas, resulta jurídicamente necesario disponer la supresión de la Oficina para el 

Reordenamiento del Transporte (OPRET) como órgano administrativo y, en su sustitución, 

constituir una empresa pública de capital íntegramente estatal, organizada bajo la forma de 

sociedad comercial, que asuma de manera especializada y permanente la operación y el 

mantenimiento de los sistemas de transporte terrestre masivo, conforme al marco jurídico 

vigente. 

 

CONSIDERANDO: Que el proceso de reorganización institucional dispuesto mediante el 

presente decreto debe garantizar, en todo momento, la continuidad, regularidad y calidad de 

la prestación del servicio público correspondiente, así como la preservación ordenada de los 

derechos, obligaciones, activos y pasivos vinculados a la entidad objeto de reorganización, 

estableciendo a tales fines un régimen transitorio claro que asegure una transición ordenada, 

jurídicamente segura y respetuosa de los derechos adquiridos, con el acompañamiento de los 

órganos rectores competentes de la Administración Pública. 
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VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Ley núm. 16-92, del 29 de mayo de 1992, que aprueba el Código de Trabajo, y 

sus modificaciones. 

 

VISTA: La Ley núm. 124-01, del 24 de julio de 2001, que crea el Fondo Patrimonial para el 

Desarrollo. 

 

VISTA: La Ley núm. 200-04, del 28 de julio de 2004, General de Libre Acceso a la 

Información Pública. 

 

VISTA: La Ley núm. 423-06, del 17 de noviembre de 2006, Orgánica de Presupuesto para 

el Sector Público. 

 

VISTA: La Ley núm. 41-08, del 16 de enero de 2008, de Función Pública. 

 

VISTA: La Ley núm. 479-08, del 11 de diciembre de 2008, General de las Sociedades 

Comerciales y Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada y sus modificaciones. 

 

VISTA: La Ley núm. 189-11, del 16 de julio de 2011, para el Desarrollo del Mercado 

Hipotecario y el Fideicomiso en la República Dominicana 

 

VISTA: La Ley núm. 1-12, del 25 de enero de 2012, que establece la Estrategia Nacional de 

Desarrollo 2030. 

 

VISTA: La Ley núm. 247-12, del 9 de agosto de 2012, Orgánica de la Administración 

Pública. 

 

VISTA: La Ley núm. 107-13, del 6 de agosto de 2013, sobre los Derechos de las Personas 

en sus Relaciones con la Administración y de Procedimiento Administrativo. 

 

VISTA: La Ley núm. 63-17, del 21 de febrero de 2017, de Movilidad, Transporte Terrestre, 

Tránsito y Seguridad Vial de la República Dominicana. 

 

VISTA: La Ley núm. 167-21, del 4 de agosto de 2021, de Mejora Regulatoria y 

Simplificación de Trámites. 

 

VISTA: La Ley núm. 28-23, del 17 de marzo de 2023, sobre Fideicomiso Público. 

 

VISTA: La Ley núm. 47-25, del 11 de agosto de 2025, de Contrataciones Públicas. 

 

VISTA: La Resolución núm. 346-21, del 14 de diciembre de 2021, que aprueba el Contrato 

de Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema del Transporte Masivo de la República 

Dominicana (FITRAM). 
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VISTO: El Decreto núm. 477-05, del 11 de septiembre de 2005, que crea la Oficina para el 

Reordenamiento del Transporte. 

 

VISTO: El Decreto núm. 708-11, del 15 de noviembre de 2011, que modifica el Artículo 1 

del Decreto núm. 477-05, que crea la Oficina para el Reordenamiento del Transporte. 

 

VISTO: El Decreto núm. 95-12, del 2 de marzo de 2012, que establece el Reglamento para 

regular los aspectos que en forma complementaria a la Ley No. 189-11, para el Desarrollo 

del Mercado Hipotecario y el Fideicomiso en la República Dominicana, se requieren para el 

funcionamiento de la figura del fideicomiso en sus distintas modalidades. 

 

VISTO: El Decreto núm. 353-18, del 5 de octubre de 2018, que autoriza la constitución de 

un fideicomiso público e irrevocable, en el marco del proceso de organización, 

sistematización, modernización y desarrollo del Sistema del Transporte en la República 

Dominicana. 

 

VISTO: El Decreto núm. 292-20, del 31 de julio de 2020, que establece el Reglamento del 

Servicio Público de Transporte Terrestre de Pasajeros Urbano. 

 

VISTO: El Decreto núm. 328-21, del 18 de mayo de 2021, que crea e integra el Gabinete de 

Transporte, con el objetivo de fijar las orientaciones, programas y acciones necesarias para 

el diseño del Plan de Movilidad Urbana Sostenible. 

 

VISTO: El Decreto núm. 514-21, del 17 de agosto de 2021, que constituye el Fideicomiso 

para el Desarrollo del Sistema de Transporte Masivo de la República Dominicana (FITRAM). 

 

VISTO: El Decreto núm. 620-21, del 30 de septiembre de 2021, que modifica el numeral 7 

del artículo 4 del Decreto núm. 514-21, que constituyó el Fideicomiso para el Desarrollo del 

Sistema de Transporte Masivo en la República Dominicana (FITRAM). 

 

VISTO: El Decreto núm. 486-22, del 24 de agosto de 2022, que establece el Reglamento de 

Aplicación de la Ley núm. 167-21, de Mejora Regulatoria y Simplificación de Trámites. 

 

VISTO: El Decreto núm. 353-24, del 25 de junio de 2024, que aprueba el Reglamento de 

Aplicación de la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública. 

 

VISTO: El Decreto núm. 385-24, del 15 de julio de 2024, que crea el Comisionado para las 

Reformas del Estado. 

 

VISTO: El Decreto núm. 652-25, del 16 de noviembre de 2025, que dispone la 

reorganización y reestructuración definitiva de las instituciones vinculadas al desarrollo, 

operación y administración del Sistema Integrado de Transporte. 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República Dominicana, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 
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ARTÍCULO 1. Reforma mercantil. Se dispone, en cumplimiento de lo establecido en el 

artículo 356 de la Ley núm. 63-17, de Movilidad, Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 

Vial de la República Dominicana, la reforma de la Oficina para el Reordenamiento del 

Transporte (OPRET), creada en virtud del Decreto núm. 477-05, del 11 de septiembre de 

2005, para constituir, en su lugar, una sociedad comercial de capital íntegramente estatal bajo 

la denominación social “Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A.”, de 

conformidad con las disposiciones de la Ley núm. 479-08, General de las Sociedades 

Comerciales y Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada, y sus modificaciones, y 

según lo dispuesto en el presente decreto. 

 

ARTÍCULO 2. Naturaleza jurídica. La sociedad comercial Empresa Metropolitana de 

Transporte (EMT), S. A., será una empresa pública constituida como sociedad anónima de 

capital íntegramente estatal, con personalidad jurídica, capacidad para contraer obligaciones 

contractuales y comerciales, patrimonio propio y autonomía operativa y técnica, sujeta a los 

principios de transparencia, eficiencia, rendición de cuentas y control del Estado. 

 

ARTÍCULO 3. Organización y funcionamiento. La sociedad comercial Empresa 

Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., se regirá por las disposiciones del ordenamiento 

jurídico vigente, especialmente por la Ley núm. 63-17, de Movilidad, Transporte Terrestre, 

Tránsito y Seguridad Vial de la República Dominicana y sus disposiciones complementarias, 

y la Ley núm. 479-08, General de las Sociedades Comerciales y Empresas Individuales de 

Responsabilidad Limitada y sus modificaciones, así como sus estatutos sociales y sus 

reglamentos internos. 

 

ARTÍCULO 4. Adscripción. La sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte 

(EMT), S. A., estará adscrita al Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones, de 

conformidad con lo dispuesto en la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública 

y su Reglamento de Aplicación. 

 

ARTÍCULO 5. Objeto social. La sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte 

(EMT), S. A., tendrá por objeto social la prestación del servicio de transporte terrestre masivo 

en todo el territorio nacional, por medio de ferrocarriles y trenes metropolitanos, suburbanos 

o interurbanos; metros y metros subterráneos; teleféricos urbanos; tranvías y sistemas 

ferroviarios ligeros; monorrieles y sistemas guiados de alta capacidad; así como 

intercambiadores, estaciones, terminales y demás infraestructuras operativas asociadas a la 

prestación de dicho servicio. 

 

PÁRRAFO I. En el marco de dicho objeto social, la sociedad comercial Empresa 

Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., podrá realizar su actividad comercial conforme a 

los lineamientos establecidos en sus estatutos sociales y reglamentos internos. 

 

PÁRRAFO II. Se excluyen del objeto social de la sociedad comercial Empresa 

Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., las siguientes actividades comerciales:  

 

1) La prestación del servicio de transporte terrestre colectivo, entendido como aquel 

servicio público de transporte terrestre de pasajeros ofertado a nivel provincial o 
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municipal, de carácter distributivo o alimentador, de baja capacidad o no masivo, 

mediante autobuses urbanos o interurbanos, así como las infraestructuras operativas 

asociadas a dicho servicio. 

 

2) La prestación de servicios de construcción e infraestructura, entendidos como el 

conjunto de obras civiles, instalaciones, sistemas fijos, bienes inmuebles y 

equipamientos estructurales necesarios para el funcionamiento de los sistemas de 

transporte terrestre masivo, incluyendo, entre otros, vías, rieles, estaciones, 

subestaciones, terminales, talleres, sistemas electromecánicos y demás activos físicos 

permanentes, cuya construcción, desarrollo, ampliación, rehabilitación, modificación 

o demolición no constituyen actividades de operación del servicio; y. 

 

3) La prestación de servicios de recaudo centralizado, entendidos como el mecanismo 

institucional y tecnológico dispuesto por la autoridad competente para la percepción, 

administración, liquidación, compensación y distribución de los ingresos tarifarios 

del servicio público de transporte terrestre de pasajeros, sin intervención directa del 

operador en la gestión financiera de dichos recursos. 

 

PÁRRAFO III. En ningún caso la exclusión indicada en el párrafo anterior impedirá que la 

sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., realice, de manera 

accesoria, actuaciones estrictamente operativas vinculadas al uso y mantenimiento operativo 

de las infraestructuras asociadas al servicio, sin que ello comporte funciones de desarrollo, 

construcción, financiamiento o administración fiduciaria, ni la gestión del recaudo. 

 

ARTÍCULO 6. Servicio público. La sociedad comercial Empresa Metropolitana de 

Transporte (EMT), S. A., ejercerá su objeto social, en todo el territorio de la República 

Dominicana, en calidad de servicio público, por tratarse de una actividad económica de 

interés general, conforme a lo dispuesto en la Ley núm. 63-17, de Movilidad, Transporte 

Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial de la República Dominicana y sus disposiciones 

complementarias. En consecuencia, la prestación de dicho servicio público estará sujeta a los 

principios de universalidad, accesibilidad, eficiencia, transparencia, responsabilidad, 

continuidad, calidad, razonabilidad y equidad tarifaria establecidos en la Constitución de la 

República; así como los lineamientos de alcance en la función de operación de los servicios 

públicos, dispuestos en el Reglamento de Aplicación de la Ley núm. 247-12, Orgánica de la 

Administración Pública. 

 

PÁRRAFO. Las operaciones y el servicio público a prestar por la sociedad comercial 

Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., se ejercerán conforme a los siguientes 

criterios y ámbitos de intervención: 

 

1) Administrar los sistemas de transporte terrestre masivo que integran la Red Nacional 

de Transporte Público Masivo, entendiéndose esta como conjunto de sistemas, líneas, 

rutas, corredores, infraestructuras operativas y servicios de transporte terrestre 

masivo, pertenecientes al Sistema Integrado de Transporte, debidamente planificados 

y autorizados por el Instituto Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre 

(INTRANT) mediante el otorgamiento de las licencias de operación 

correspondientes. 
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2) Ejercer los servicios de operación y mantenimiento de dichos sistemas, a través de 

actividades técnicas, administrativas y funcionales necesarias para la prestación 

continua, segura y eficiente del servicio público de transporte terrestre masivo, 

incluyendo la conducción, control, supervisión operativa, mantenimiento operativo, 

atención al usuario y gestión diaria del servicio, así como la conservación y 

mantenimiento de la infraestructura destinada para ello, sin comprender funciones de 

planificación, regulación, construcción y desarrollo de infraestructuras, fijación 

tarifaria ni administración del recaudo; y. 

 

3) Articular la operación del servicio público de transporte terrestre masivo a su cargo 

con los lineamientos del Plan de Movilidad Urbana Sostenible aprobado por el 

Instituto Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre (INTRANT), a partir del estudio 

a escala metropolitana relativo a la forma en que se mueven sus ciudadanos, para 

determinar la planificación estratégica de las políticas y proyectos que mejorarán las 

condiciones del sistema de transporte en términos de accesibilidad, impacto 

ambiental, reducción de la congestión, ahorro del tiempo de viaje y gasto del 

transporte. 

 

ARTÍCULO 7. Domicilio social. La sociedad comercial Empresa Metropolitana de 

Transporte (EMT), S. A., tendrá su domicilio social en la ciudad de Santo Domingo de 

Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana. Sin embargo, podrá 

establecer sucursales en cualquier otra demarcación del territorio nacional fuera de su 

domicilio, para el desarrollo de sus negocios o parte de ellos. 

 

ARTÍCULO 8. Capital social. La sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte 

(EMT), S. A., será de titularidad exclusivamente estatal y estará integrado por los aportes que 

realice el Estado dominicano, directamente o a través de los organismos del Estado que 

determine el Poder Ejecutivo, tal y como será establecido en sus estatutos sociales. Su 

composición accionaria estará conformada de la siguiente manera: 

 

1) El Estado dominicano, en calidad de accionista titular del noventa y nueve punto 

nueve por ciento (99.9%) del capital social, representado por el Ministerio de Obras 

Públicas y Comunicaciones; y, 

 

2) El Fondo Patrimonial de las Empresas Reformadas (FONPER), o su continuador 

jurídico, en calidad de accionista titular del cero punto un por ciento (0.1%) del capital 

social. 

 

ARTÍCULO 9. Patrimonio. El patrimonio de la sociedad comercial Empresa Metropolitana 

de Transporte (EMT), S. A., estará integrado por los activos y pasivos que conforman el 

patrimonio actual de la Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET), creada en 

virtud del Decreto núm. 477-05, del 11 de septiembre de 2005, los cuales se entenderán 

traspasados, consolidados e integrados en su favor conforme a lo dispuesto en el presente 

decreto y al ordenamiento jurídico aplicable; por los activos, derechos y obligaciones que 

asuma o reciba del Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de Transporte Masivo de la 

República Dominicana (FITRAM) en los términos previstos en el presente decreto; por los 
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derivados de su ejercicio social en lo adelante; por las fuentes de financiamiento dispuestas 

en el presente decreto; y por cualquier otro aporte, en dinero o en naturaleza, realizado por el 

Estado dominicano conforme a la normativa vigente. 

 

ARTÍCULO 10. Financiamiento. La sociedad comercial Empresa Metropolitana de 

Transporte (EMT), S. A., financiará sus actividades mediante las siguientes fuentes: 

 

1) Las asignaciones que le sean consignadas en la Ley de Presupuesto General del 

Estado, conforme a las disposiciones legales y presupuestarias vigentes, asumiendo 

aquellas asignaciones previamente destinadas para la Oficina para el Reordenamiento 

del Transporte (OPRET); 

 

2) Los ingresos derivados de la prestación del servicio de transporte terrestre masivo, en 

todas las modalidades comprendidas en su objeto social. 

 

3) Las donaciones, aportes y financiamientos provenientes de organismos 

internacionales, entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, conforme a 

la ley. 

 

4) Los ingresos derivados de la explotación de los bienes y derechos que integren su 

patrimonio o que le sean legalmente asignados; y. 

 

5) La capitalización de utilidades netas, en los términos que dispongan la Ley núm. 479-

08, y los estatutos sociales. 

 

PÁRRAFO. Los ingresos derivados de la prestación del servicio de transporte terrestre 

masivo que correspondan a tarifas pagadas por los usuarios se percibirán y administrarán 

conforme al mecanismo de recaudo centralizado establecido por el Instituto Nacional de 

Tránsito y Transporte Terrestre (INTRANT). Los recursos que correspondan a la sociedad 

comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., por concepto de operación 

del servicio, le serán transferidos conforme a los criterios, reglas y procedimientos definidos 

por el órgano regulador. 

 

ARTÍCULO 11. Continuidad jurídica operativa y transferencia de derechos y 

obligaciones. La sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A.,  

asumirá todos los derechos, obligaciones, bienes, activos, contratos, permisos, licencias, 

autorizaciones y demás relaciones jurídicas de naturaleza administrativa, contractual, 

patrimonial y operativa, especialmente aquellos vinculados directa y exclusivamente a la 

prestación, operación y mantenimiento de los sistemas de transporte terrestre masivo que, a 

la fecha de entrada en vigencia del presente decreto, se encuentren bajo titularidad, gestión o 

administración de la Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET), quedando 

entendido que dicha continuidad jurídica operativa y transferencia se limitan exclusivamente 

a los derechos y obligaciones directa y estrictamente vinculados a la prestación, operación, 

administración y mantenimiento de los sistemas de transporte terrestre masivo, conforme al 

objeto social de la sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., 

sin comprender funciones excluidas de dicho objeto ni la continuidad, sucesión o transmisión 
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de relaciones de trabajo, las cuales se regirán por lo dispuesto en el presente decreto y el 

ordenamiento jurídico aplicable. 

 

PÁRRAFO I. Asimismo, la sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte 

(EMT), S. A., asumirá, en calidad de cesionaria o sustituta, los derechos y obligaciones de 

igual naturaleza que, vinculados estrictamente a dichas actividades operativas, se encuentren 

bajo titularidad, gestión o administración del Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de 

Transporte Masivo de la República Dominicana (FITRAM), conforme a lo dispuesto en el 

presente decreto. La transferencia prevista en el presente artículo comprenderá, de manera 

enunciativa y no limitativa: 

 

1) Las licencias, habilitaciones, registros, permisos, autorizaciones y certificaciones de 

operación obtenidas o tramitadas ante el Instituto Nacional de Tránsito y Transporte 

Terrestre (INTRANT) u otras autoridades competentes para la operación de los 

sistemas de transporte terrestre masivo. 

 

2) Los contratos de operación y mantenimiento y sus adendas, así como cualesquiera 

otros instrumentos contractuales conexos. 

 

3) Los derechos de uso, administración, explotación y gestión de estaciones, terminales, 

talleres, infraestructuras, equipos, sistemas, software y demás activos indispensables 

para la operación; y. 

 

4) Cualesquiera derechos, garantías, fianzas, pólizas, reclamaciones, coberturas y demás 

accesorios contractuales asociados a las relaciones jurídicas transferidas. 

 

PÁRRAFO II. La transferencia y asunción de derechos y obligaciones a que se refiere el 

presente artículo se realizará garantizando la continuidad del servicio público, sin 

interrupción de las operaciones y sin afectación a los derechos de terceros, debiendo 

instrumentarse mediante los actos de cesión, sustitución, endoso, notificación, registro y 

demás formalidades que resulten exigibles conforme a la ley, los contratos aplicables y las 

disposiciones de las autoridades competentes. Las entidades cedentes y la sociedad comercial 

Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., deberán adoptar, de forma coordinada, 

las medidas administrativas y técnicas necesarias para completar la transferencia dentro de 

los plazos establecidos en el presente decreto. 

 

PÁRRAFO III. La continuidad jurídica operativa y la transferencia dispuestas en el presente 

artículo no comprenderán, en ningún caso, la continuidad, sucesión o transmisión de las 

relaciones de trabajo de los funcionarios y servidores públicos de la Oficina para el 

Reordenamiento del Transporte (OPRET), las cuales se regirán por lo previsto en los 

artículos correspondientes del presente decreto y por el ordenamiento jurídico aplicable. 

 

PÁRRAFO IV. En caso de que alguna licencia, habilitación o autorización requiera 

actualización, modificación, revalidación o emisión a nombre de la sociedad comercial 

Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., conforme a los procedimientos del 

Instituto Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre (INTRANT) o de otra autoridad 

competente, la Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET) o el Fideicomiso 
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para el Desarrollo del Sistema de Transporte Masivo de la República Dominicana 

(FITRAM), según corresponda, prestarán la colaboración institucional necesaria para su 

gestión y tramitación, debiendo priorizarse en todo momento la continuidad del servicio 

público y el cumplimiento del marco regulatorio aplicable. 

 

ARTÍCULO 12. Cesión de operación y mantenimiento. Se dispone de un plazo máximo 

de tres (3) meses contados a partir de la matriculación, inscripción y registro en el Registro 

Mercantil de la sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., 

prorrogable mediante decreto, para formalizar la cesión definitiva de las operaciones, así 

como de los contratos de operación y mantenimiento suscritos con fabricantes, proveedores 

tecnológicos u operadores, desde la Oficina para el Reordenamiento del Transporte 

(OPRET), o el Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de Transporte Masivo de la 

República Dominicana (FITRAM), cuando corresponda, en favor de la sociedad comercial 

Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A. Dicha cesión deberá realizarse 

garantizando la continuidad del servicio público, sin interrupción de las operaciones y sin 

afectación a los derechos de terceros, y comprenderá la transferencia de todos los activos, 

derechos, contratos, sistemas, equipos e infraestructuras estrictamente necesarias para la 

operación, relativos, de manera enunciativa y no limitativa, a los siguientes sistemas y líneas 

de transporte terrestre masivo: 

 

1) Las Líneas 1 y 2 del Metro de Santo Domingo. 

 

2) Las Líneas 1, 2 y 3 del Teleférico de Santo Domingo. 

 

3) La Línea 1 del Teleférico de Santiago de los Caballeros; y. 

 

4) La Línea 1 del Monorriel de Santiago de los Caballeros. 

 

ARTÍCULO 13. Órganos de administración y supervisión. La sociedad comercial 

Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., estará integrada por los siguientes 

órganos deliberativos, de supervisión y administración: 

 

1) La Asamblea General de Accionistas. 

 

2) El Consejo de Administración; y. 

 

3) La Vicepresidencia Ejecutiva. 

 

ARTÍCULO 14. Asamblea General de Accionistas. La Asamblea General de Accionistas 

de la sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., obedecerá a 

las disposiciones de los artículos 187 y siguientes de la Ley núm. 479-08. 

 

ARTÍCULO 15. Consejo de Administración. El Consejo de Administración de la sociedad 

comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., se regirá por lo dispuesto los 

artículos 208 y siguientes de la Ley núm. 479-08, y estará integrado de la siguiente manera: 

 

1) El Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC), quien lo presidirá. 
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2) El Ministerio de la Presidencia. 

 

3) El Ministerio de Hacienda y Economía. 

 

4) El Instituto Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre (INTRANT). 

 

5) El coordinador del Gabinete de Transporte; y. 

 

6) El vicepresidente ejecutivo, quien fungirá como secretario. 

 

ARTÍCULO 16. Vicepresidencia Ejecutiva. La Vicepresidencia Ejecutiva de la sociedad 

comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., obedecerá a las disposiciones 

de los artículos 25 y siguientes de la Ley núm. 479-08. Será la autoridad ejecutiva y de 

administración, bajo la dirección estratégica y supervisión del Consejo de Administración. 

Sus funciones, obligaciones, responsabilidades y organización, así como las del 

vicepresidente ejecutivo, serán establecidas en los estatutos sociales y los reglamentos 

internos. Estará dirigida por un vicepresidente ejecutivo, que será designado por la Asamblea 

General de Accionistas, a indicación del presidente de la República. 

 

PÁRRAFO I. El vicepresidente ejecutivo participará en las reuniones del Consejo de 

Administración con voz, no tendrá capacidad de voto en las deliberaciones del mismo. 

 

PÁRRAFO II. Con el propósito de garantizar la continuidad institucional, operativa y 

administrativa durante el período de transición, el director ejecutivo de la Oficina para el 

Reordenamiento del Transporte (OPRET) asumirá de manera transitoria y honorífica la 

Vicepresidencia Ejecutiva de la sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte 

(EMT), S. A., durante el proceso de liquidación de la Oficina para el Reordenamiento del 

Transporte (OPRET) hasta su supresión definitiva en los términos establecidos en el presente 

decreto. 

 

ARTÍCULO 17. Atribuciones de los órganos de administración y supervisión. Los 

órganos de administración y supervisión de la sociedad comercial Empresa Metropolitana de 

Transporte (EMT), S. A., tendrán las atribuciones conferidas a los mismos por la ley y, en la 

medida en que esta última lo permita, por los estatutos sociales y los reglamentos internos. 

 

ARTÍCULO 18. Obligación de informes y rendición de cuentas. La sociedad comercial 

Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., estará obligada a rendir cuentas de su 

gestión y a suministrar información al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Obras 

Públicas y Comunicaciones, en los términos y condiciones establecidos en el ordenamiento 

jurídico vigente. 

 

PÁRRAFO I. La sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., 

deberá presentar al Poder Ejecutivo, dentro de un plazo de cuatro (4) meses luego de iniciado 

cada año calendario, un informe anual de gestión, así como los informes adicionales que le 

sean requeridos por las autoridades competentes, el cual deberá contener, entre otros, los 

siguientes elementos: 
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1) El balance de situación y los estados financieros correspondientes al ejercicio fiscal 

de que se trate. 

 

2) Una memoria anual de actividades, que incluya la descripción de los servicios 

prestados, los proyectos ejecutados y los principales hitos de la gestión institucional. 

 

3) El estado de ingresos y egresos. 

 

4) El estado de origen y aplicación de fondos, conforme a la normativa presupuestaria y 

contable aplicable. 

 

5) Los informes periódicos de operación, elaborados con base en los indicadores de 

desempeño, niveles de servicio y estándares técnicos establecidos por el Instituto 

Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre (INTRANT), en su calidad de órgano 

rector del sistema de movilidad y transporte terrestre; y. 

 

6) Cualquier otro documento o información relacionada con sus planes, programas de 

trabajo, resultados de gestión y desempeño institucional, que sea requerida conforme 

a la ley. 

 

PÁRRAFO II. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de las obligaciones de información 

contenidas en la Ley núm. 479-08, General de las Sociedades Comerciales y Empresas 

Individuales de Responsabilidad Limitada y sus modificaciones, así como aquellas 

concernientes a normas especiales en materia presupuestaria, financiera, de control interno, 

control externo y acceso a la información pública, entre otras concernientes a todos los entes 

y órganos que conforman la Administración Pública bajo dependencia del Poder Ejecutivo, 

Administración Pública Central, desconcentrada, y organismos autónomos y 

descentralizados. 

 

ARTÍCULO 19. Régimen laboral. La sociedad comercial Empresa Metropolitana de 

Transporte (EMT), S. A., someterá sus relaciones de trabajo a las disposiciones de la Ley 

núm. 16-92, que aprueba el Código de Trabajo de la República Dominicana, conforme a su 

Principio III, debiendo contemplar en la selección, contratación y gestión del personal, los 

principios de mérito, capacidad, idoneidad, transparencia y eficiencia. 

 

ARTÍCULO 20. Régimen de transparencia y acceso a la información. La sociedad 

comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., estará sujeta al régimen de 

transparencia y acceso a la información pública, conforme a lo dispuesto en la Constitución 

de la República, la Ley núm. 200-04, General de Libre Acceso a la Información Pública, su 

reglamento de aplicación y las disposiciones emitidas por el órgano rector en la materia, 

debiendo garantizar la transparencia de su gestión, sin perjuicio de las limitaciones 

legalmente establecidas por razones de confidencialidad, seguridad, secreto industrial o 

protección de datos personales. 
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ARTÍCULO 21. Reglamentos internos. El Consejo de Administración deberá aprobar, a 

propuesta del vicepresidente ejecutivo, dentro de un plazo máximo de seis (6) meses contados 

a partir de la matriculación, inscripción y registro en el Registro Mercantil de la sociedad 

comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., los reglamentos y políticas 

internas necesarias para su adecuada organización y funcionamiento, incluyendo, al menos, 

los siguientes: 

 

1) El reglamento de relaciones laborales. 

 

2) El reglamento de transparencia y acceso a la información. 

 

3) El reglamento de contrataciones; y. 

 

4) El reglamento de integridad y cumplimiento. 

 

PÁRRAFO I. Lo anterior se entiende sin perjuicio de que el Consejo de Administración 

apruebe otros reglamentos internos o políticas corporativas que resulten necesarios para la 

buena administración y gobierno de la sociedad comercial Empresa Metropolitana de 

Transporte (EMT), S. A., conforme a la ley y a sus estatutos sociales. 

 

PÁRRAFO II. Los reglamentos internos deberán ser coherentes con el objeto social de la 

sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., su régimen jurídico 

y las disposiciones de sus estatutos sociales, y no podrán alterar ni ampliar las competencias 

atribuidas por dichos instrumentos jurídicos. 

 

ARTÍCULO 22. Supresión de la Oficina para el Reordenamiento del Transporte 

(OPRET). Se dispone la supresión de la Oficina para el Reordenamiento del Transporte 

(OPRET) como órgano administrativo de la Administración Pública, la cual surtirá efectos 

una vez se verifique, de manera concurrente: 

 

1) La matriculación, inscripción y registro en el Registro Mercantil de la sociedad 

comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., que se entenderá por 

concluida una vez sea emitido el certificado de registro mercantil correspondiente; y. 

 

2) La conclusión del proceso de liquidación y transferencia ordenada de los activos, 

pasivos, derechos y obligaciones de la Oficina para el Reordenamiento del Transporte 

(OPRET) a la sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. 

A., y al Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de Transporte Masivo de la 

República Dominicana (FITRAM), según corresponda, conforme a lo dispuesto en el 

presente decreto y en los actos de ejecución que resulten necesarios. 

 

PÁRRAFO I. Hasta tanto se cumplan íntegramente las condiciones establecidas en el 

presente artículo, la Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET) mantendrá 

plenamente su capacidad jurídica, administrativa, financiera y operativa, conservando el 

ejercicio de todas las funciones, atribuciones y competencias necesarias para: 
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1) Garantizar la continuidad, regularidad y seguridad del servicio público de transporte 

terrestre masivo. 

 

2) Culminar las obras, proyectos, contratos y actuaciones administrativas, técnicas y 

financieras que se encuentren en curso a la fecha de entrada en vigencia del presente 

decreto; y. 

 

3) Ejecutar, de manera ordenada y coordinada, el proceso de transición, liquidación y 

transferencia institucional dispuesto en el presente decreto. 

 

PÁRRAFO II. Durante el período transitorio indicado en el presente artículo, la Oficina para 

el Reordenamiento del Transporte (OPRET) no asumirá nuevas competencias estructurales 

ni iniciará proyectos ajenos a su objeto y compromisos en curso, sin perjuicio de los actos 

necesarios para la correcta culminación de sus funciones y para asegurar la transferencia 

ordenada a la sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A., y al 

Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de Transporte Masivo de la República 

Dominicana (FITRAM). 

 

PÁRRAFO III. La supresión definitiva de la Oficina para el Reordenamiento del Transporte 

(OPRET) será constatada mediante decreto del presidente de la República, una vez verificado 

el cumplimiento de las condiciones establecidas en el presente artículo. 

 

ARTÍCULO 23. Proceso de liquidación institucional. Se dispone el inicio del proceso de 

liquidación institucional de la Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET), el 

cual tendrá por objeto la conclusión ordenada de sus operaciones administrativas, financieras, 

contractuales y patrimoniales, la regularización de sus obligaciones pendientes y la 

transferencia, cesión o extinción de los derechos, bienes y relaciones jurídicas que 

correspondan, conforme al presente decreto y al ordenamiento jurídico vigente. Dicho 

proceso deberá concluirse en un plazo máximo de doce (12) meses contados a partir de la 

entrada en vigencia del presente decreto. 

 

PÁRRAFO I. El proceso de liquidación descrito en el presente artículo se desarrollará bajo 

los principios de legalidad, continuidad del servicio público, transparencia, eficiencia 

administrativa, rendición de cuentas y protección del interés general, debiendo garantizarse 

en todo momento la correcta administración de los recursos públicos involucrados, y estará 

a cargo de su director ejecutivo, quien continuará ejerciendo sus funciones como autoridad 

administrativa y operativa del órgano hasta la conclusión del mismo.  

 

PÁRRAFO II. El Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC), en su calidad 

de órgano de adscripción, podrá ejercer funciones de acompañamiento, coordinación y 

supervisión institucional del proceso de liquidación, sin asumir funciones de ejecución 

directa, y velará por su coherencia con las políticas públicas sectoriales y con el presente 

decreto. 

 

PÁRRAFO III. El director ejecutivo de la Oficina para el Reordenamiento del Transporte 

(OPRET) deberá actuar en coordinación permanente con la Comisión Especial de Reforma 

del Transporte Público Masivo creada mediante el presente decreto y rendir cuentas 
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periódicas sobre el avance del proceso de liquidación conforme a los mecanismos que se 

establezcan. 

 

ARTÍCULO 24. Situación del personal durante el proceso de liquidación. Los servidores 

y funcionarios públicos que, a la fecha del presente decreto se encuentren prestando servicios 

en la Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET) mantendrán su vinculación 

institucional con dicha entidad durante el período transitorio, exclusivamente a los fines de 

garantizar la continuidad administrativa, técnica y operativa necesaria para la ejecución 

ordenada del proceso de supresión y liquidación institucional, conforme a lo dispuesto en el 

presente decreto. 

 

PÁRRAFO I. El proceso de supresión y liquidación de la Oficina para el Reordenamiento 

del Transporte (OPRET) deberá ejecutarse respetando en todo momento los derechos, 

garantías y situaciones jurídicas individuales de sus servidores y funcionarios, conforme a 

las disposiciones de la Ley núm. 41-08, de Función Pública, o de la Ley núm. 16-92, que 

aprueba el Código de Trabajo de la República Dominicana, según corresponda, así como las 

demás normas aplicables. 

 

PÁRRAFO II. La Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET), en 

coordinación con el Ministerio de Administración Pública (MAP) y las demás instancias 

competentes, adoptará las medidas administrativas, técnicas y presupuestarias necesarias 

para asegurar la adecuada gestión del personal durante el proceso de supresión y liquidación, 

incluyendo aquellas relativas al reconocimiento y cumplimiento de los derechos adquiridos 

que resulten legalmente procedentes. 

 

ARTÍCULO 25. Cesión de contratos de obras. Se dispone de un plazo máximo de seis (6) 

meses, contados a partir de la entrada en vigencia del presente decreto, prorrogables mediante 

disposición del presidente de la República, para formalizar la cesión definitiva de los 

contratos de construcción suscritos por la Oficina para el Reordenamiento del Transporte 

(OPRET) con las empresas contratistas de obras, para ser cedidos en favor del Fideicomiso 

para el Desarrollo del Sistema de Transporte Masivo de la República Dominicana 

(FITRAM), a los fines de asegurar el adecuado diseño, desarrollo, construcción y ampliación 

de la Red Nacional de Transporte Público Masivo. Dicha cesión comprenderá, de manera 

específica, los contratos relativos a las siguientes obras: 

 

1) La extensión de la Línea 1B del Metro de Santo Domingo; y, 

 

2) La ampliación de la capacidad de transporte de la Línea 2 del Metro de Santo 

Domingo. 

 

PÁRRAFO I. La Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET) continuará sus 

trabajos de construcción concernientes a la extensión de la Línea 2 hacia los Alcarrizos, es 

decir la Línea 2C, y la ampliación de la capacidad de transporte de la Línea 1 del Metro de 

Santo Domingo, para la culminación de estos durante plazo descrito en el presente artículo 

mediante los contratos vigentes de construcción. Una vez vencido este plazo, culminarán las 

actividades de construcción de dicha entidad y procederá al cese de sus actividades. 
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ARTÍCULO 26. Proyectos no iniciados. Los proyectos de construcción de infraestructura 

de transporte terrestre masivo que no hayan sido iniciados en su ejecución material a la fecha 

de entrada en vigencia del presente decreto serán transferidos, mediante cesión, al 

Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de Transporte Masivo de la República 

Dominicana (FITRAM), para su ejecución conforme a su objeto y régimen jurídico. 

 

ARTÍCULO 27. Adecuación del acto constitutivo del FITRAM. El Poder Ejecutivo 

adoptará las medidas necesarias para adecuar los actos jurídicos que rigen el Fideicomiso 

para el Desarrollo del Sistema de Transporte Masivo de la República Dominicana (FITRAM) 

a las disposiciones del presente decreto, a fin de asegurar la coherencia funcional, jurídica y 

operativa entre las personas jurídicas que intervienen en el presente decreto. 

 

ARTÍCULO 28. Comisión Especial de Reforma del Transporte Público Masivo. Se crea 

la Comisión Especial de Coordinación y Seguimiento de la Reforma del Transporte Público 

Masivo, como un órgano de carácter temporal y de asesoría, destinado a coordinar, dar 

seguimiento y supervisar de manera integral la ejecución del presente decreto.  

 

PÁRRAFO I. La Comisión tendrá carácter temporal, y ejercerá sus funciones durante todo 

el período de implementación del presente decreto, hasta la culminación efectiva de los 

compromisos, condiciones y plazos establecidos. Una vez cumplida la misión para la cual 

fue creada, lo que se entenderá verificado con el cumplimiento de lo descrito en el artículo 

22, párrafo III del presente decreto, esta Comisión será disuelta, lo que se hará constar 

mediante el decreto del presidente de la República al que se refiere dicho artículo. 

 

PÁRRAFO II. La Comisión no ejercerá funciones operativas ni contará con estructura 

administrativa propia. Su funcionamiento se apoyará técnica, administrativa y 

operativamente en los ministerios y entidades que la integran, sin asignación presupuestaria 

específica. No obstante, las entidades que componen dicha Comisión estarán obligadas a 

prestar la colaboración institucional necesaria para el cumplimiento de sus funciones, 

incluyendo el suministro oportuno de información, documentación y reportes de avance. 

 

PÁRRAFO III. La Comisión objeto del presente decreto dependerá funcionalmente del 

presidente de la República y estará adscrita administrativamente al Ministerio de la 

Presidencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley núm. 247-12, Orgánica de la 

Administración Pública. 

 

PÁRRAFO IV. Las opiniones, informes, conclusiones y recomendaciones emitidas por la 

Comisión objeto del presente decreto tendrán carácter consultivo y no vinculante, sin 

perjuicio de las decisiones que, en el ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, 

corresponda adoptar al Poder Ejecutivo. 

 

ARTÍCULO 29. Composición de la Comisión Especial. La Comisión Especial de 

Coordinación y Seguimiento de la Reforma del Transporte Público Masivo estará integrada 

de la siguiente manera: 

 

1) El Ministerio de la Presidencia, quien la preside. 
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2) El Ministerio de Hacienda y Economía. 

 

3) El Ministerio de Administración Pública. 

 

4) El Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones. 

 

5) El Comisionado para las Reformas del Estado. 

 

6) La Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET). 

 

7) El Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de Transporte Masivo de la República 

Dominicana (FITRAM), y. 

 

8) La sociedad comercial Empresa Metropolitana de Transporte (EMT), S. A. 

 

PÁRRAFO I. Con excepción de los miembros indicados en los numerales 7, 8 y 9 del 

presente artículo, los miembros de la Comisión podrán designar representantes de nivel 

jerárquico inmediatamente inferior para participar en las sesiones de trabajo, mediante 

acreditación formal debidamente comunicada.  

 

PÁRRAFO II. El ejercicio de las funciones de los miembros de la Comisión tendrá carácter 

honorífico, por lo que no dará lugar a remuneración ni contraprestación alguna. Asimismo, 

cualquier gasto en que deba incurrirse para el cumplimiento de sus funciones deberá ser 

debidamente presupuestado y asumido por el Ministerio de la Presidencia como órgano de 

adscripción administrativa. 

 

ARTÍCULO 30. Derogaciones. Quedan derogadas todas las disposiciones, de igual o 

inferior jerarquía, que resulten contrarias o incompatibles con lo establecido en el presente 

decreto, sin perjuicio de la validez de los actos administrativos, contratos, licencias, 

autorizaciones y demás situaciones jurídicas válidamente constituidas con anterioridad a la 

entrada en vigencia del presente decreto. 

 

ARTÍCULO 31. Remisión. Envíese el presente decreto a la Oficina para el Reordenamiento 

del Transporte (OPRET), al Fideicomiso para el Desarrollo del Sistema de Transporte 

Masivo de la República Dominicana (FITRAM), al Ministerio de la Presidencia, al 

Ministerio de Administración Pública, al Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones, al 

Ministerio de Hacienda y Economía, el Comisionado para las Reformas del Estado, al Fondo 

Patrimonial de las Empresas Reformadas (FONPER), a la Cámara de Cuentas, a la 

Contraloría General de la República, y a las demás instituciones correspondientes, para su 

conocimiento y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treinta (30) días del mes de enero del año dos mil veintiséis (2026), año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

LUIS ABINADER 
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Dec. núm. 61-26 que crea la Unidad Ejecutora del Proyecto “La Ruta del Encuentro”, 

adscrita al Ministerio de la Presidencia, con el objetivo de ejecutar y poner en 

funcionamiento una ruta turística, histórica y cultural en el espacio geográfico que 

abarcó el primer sendero trazado por los europeos en la Isla de Santo Domingo. Dicha 

Unidad Ejecutora contará con un director ejecutivo, designado por el presidente de la 

República. G. O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

NÚMERO: 61-26 

 

CONSIDERANDO: Que la primera incursión del almirante Cristóbal Colón al interior de 

la isla La Española, posteriormente llamada Santo Domingo, se inició en La Isabela, primera 

villa levantada en enero de 1494, y concluyó en el sitio donde se construiría la Fortaleza de 

Santo Tomás de Jánico. Durante ese recorrido, los expedicionarios penetraron en el valle del 

Cibao, atravesando diversas áreas geográficas y marcando hitos relevantes en la historia 

escrita del continente americano, tales como la fundación del primer asentamiento europeo 

en el Nuevo Mundo, la creación del primer camino, la construcción del primer fuerte en el 

interior de la isla y el inicio del intercambio cultural, así como de los conflictos entre 

aborígenes y europeos. 

 

CONSIDERANDO: Que el espacio geográfico abarcado por el primer trayecto recorrido 

por los europeos, siguiendo los senderos aborígenes de nuestra isla, reviste un alto interés 

para la investigación histórica, arqueológica y antropológica. Asimismo, existen otros 

segmentos que completan el recorrido hacia la costa sur de la isla, abarcando 

aproximadamente cuatrocientos cincuenta (450) kilómetros y ocho provincias, con paisajes 

naturales de gran atractivo y elementos históricos adicionales. 

 

CONSIDERANDO: Que, a solicitud del presidente de la República Dominicana, la 

Dirección Nacional de Patrimonio Monumental (DNPM), dependencia del Ministerio de 

Cultura encargada de la tutela, protección, formulación y vigilancia del patrimonio cultural 

de la Nación y del Parque Histórico y Arqueológico de La Isabela, ha realizado la 

investigación histórica y física necesaria para reconstruir el trayecto de penetración al interior 

de la isla seguido por los colonizadores españoles, y ha elaborado el proyecto denominado 

“La Ruta del Encuentro”. 

 

CONSIDERANDO: Que, por tratarse de un trayecto de alto interés histórico, la creación de 

“La Ruta del Encuentro”, cuya denominación obedece al primer sendero interior abierto en 

el continente americano en el año 1494, desde La Isabela, provincia de Puerto Plata, hasta 

Jánico, provincia de Santiago, recorre más de cien (100) kilómetros de extensión y 

comprende más de veinte (20) yacimientos arqueológicos de elevado valor histórico y 

cultural. Dicho recorrido se extiende hasta La Nueva Isabela o Santo Domingo, atravesando 

la isla de norte a sur, con una longitud aproximada de cuatrocientos cincuenta (450) 

kilómetros, e incluye un sinnúmero de yacimientos arqueológicos, reservas naturales, cuevas, 
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paisajes culturales y sitios pintorescos de la República Dominicana, lo que representa una 

fuente de recursos para la Estrategia Nacional de Ecoturismo y el turismo cultural. 

 

CONSIDERANDO: Que, de conformidad con el artículo 64, numeral 4, de la Constitución 

de la República Dominicana, “el patrimonio cultural de la Nación, material e inmaterial, está 

bajo la salvaguarda del Estado, que garantizará su protección, enriquecimiento, conservación, 

restauración y puesta en valor”. 

 

CONSIDERANDO: Que la zona recorrida por disposición del almirante Cristóbal Colón 

forma parte del patrimonio cultural de la Nación dominicana y constituye, además, un espacio 

de alto interés turístico, por lo que el Poder Ejecutivo tiene el deber constitucional de diseñar 

políticas públicas para la difusión y explotación turística de las áreas que abarcan el primer 

sendero trazado por europeos en el Nuevo Mundo. 

 

CONSIDERANDO: Que el Estado debe garantizar la preservación, conservación y puesta 

en valor de este patrimonio, en armonía con el desarrollo económico sostenible y el bienestar 

de las comunidades circundantes. 

 

CONSIDERANDO: Que es de supremo interés del Estado desarrollar el proyecto 

denominado “Ruta del Encuentro”, debido a que este conecta asentamientos indígenas, villas 

coloniales, fuertes militares y centros religiosos que forman parte de la memoria histórica y 

cultural de la República Dominicana y del continente americano. 

 

CONSIDERANDO: Que el referido proyecto impactará de manera directa, en su primera 

fase, a tres provincias y a múltiples municipios, generando empleos directos e indirectos, 

fortaleciendo la economía local y creando oportunidades de emprendimiento comunitario, y 

que se extenderá en fases posteriores a un total de ocho provincias. 

 

CONSIDERANDO: Que el objetivo general 2.6.1.8 de la Ley núm. 1-12, que establece la 

Estrategia Nacional de Desarrollo 2030, dispone “recuperar, proteger y proyectar el 

patrimonio cultural tangible e intangible de la Nación, mediante el estudio y difusión de las 

culturas regionales y locales, propiciar su valoración como parte de la identidad nacional y 

su promoción como parte del potencial productivo”. 

 

CONSIDERANDO: Que el artículo 3 de la Ley núm. 41-00, de Cultura; los artículos 4 y 7 

de la Ley núm. 318, de 1968, sobre el Patrimonio Cultural de la Nación; y el artículo 5 de la 

Ley núm. 492, de 1969, obligan al Estado a preservar y revalorizar los bienes culturales, 

arqueológicos e históricos de la Nación. 

 

CONSIDERANDO: Que este proyecto permitirá rescatar el legado histórico de los pueblos 

originarios aborígenes y del proceso de colonización temprana, promoviendo la educación, 

la investigación y la difusión cultural. 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Ley Orgánica de la Administración Pública, núm. 247-12, del 14 de agosto de 

2012. 



- 174 - 

 

 

VISTA: La Ley núm. 318, sobre el Patrimonio Cultural de la Nación, del 14 de junio de 

1968. 

 

VISTA: La Resolución núm. 233, del 16 de octubre de 1984, que aprueba la Convención 

para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural, adoptada en París el 16 de 

noviembre de 1972. 

 

VISTA: La Ley núm. 564, para la Protección y Preservación de los Objetos Etnológicos y 

Arqueológicos Nacionales, del 27 de septiembre de 1973. 

 

VISTA: La Ley núm. 567, que modifica los artículos 41 y 43 de la Ley núm. 492, del 27 de 

octubre de 1969, del 28 de septiembre de 1973. 

 

VISTA: La Ley núm. 41-00, que crea la Secretaría de Estado de Cultura, del 28 de junio de 

2000. 

 

VISTA: La Ley núm. 340-06, sobre Compras y Contrataciones Públicas de Bienes, 

Servicios, Obras y Concesiones, y sus modificaciones contenidas en la Ley núm. 449-06, del 

6 de diciembre de 2006. 

 

VISTA: La Ley núm. 1-12, que establece la Estrategia Nacional de Desarrollo 2030, del 25 

de enero de 2012. 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República, dicto el siguiente: 

 

DECRETO 

 

ARTÍCULO 1. Creación de la Unidad Ejecutora del Proyecto “La Ruta del Encuentro”. 

Se crea la Unidad Ejecutora del Proyecto “La Ruta del Encuentro”, adscrita al Ministerio de 

la Presidencia, con el objetivo de ejecutar y poner en funcionamiento una ruta turística, 

histórica y cultural en el espacio geográfico que abarcó el primer sendero trazado por los 

europeos en la isla de Santo Domingo, el cual se extendió desde la costa norte hasta la costa 

sur de la isla, contribuyendo al rescate, valorización y difusión del patrimonio histórico-

cultural de la República Dominicana. El proyecto funcionará como una unidad ejecutora y 

queda formalmente constituido mediante el presente Decreto. 

 

ARTÍCULO 2. Estructura orgánica. 

 

La Unidad Ejecutora del Proyecto “La Ruta del Encuentro” contará con un director ejecutivo, 

designado por el presidente de la República, quien tendrá a su cargo un equipo técnico y un 

equipo administrativo, con el propósito de garantizar la capacidad operativa suficiente y la 

adecuada ejecución de sus decisiones. 

 

PÁRRAFO I: El director ejecutivo contará con una estructura administrativa y 

organizacional previamente aprobada por el Ministerio de Administración Pública (MAP). 
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PÁRRAFO II: La Unidad Ejecutora contará con independencia administrativa y financiera. 

 

ARTÍCULO 3. Objetivos. 

 

La Unidad Ejecutora del Proyecto “La Ruta del Encuentro” tendrá los siguientes objetivos: 

 

1. Ejecutar y articular la implementación integral de la ruta histórica, turística y cultural 

que rememora el encuentro entre los colonizadores españoles y los aborígenes de la 

isla, coordinando las capacidades técnicas, operativas y normativas de las 

instituciones públicas incumbentes. 

 

2. Gestionar la planificación estratégica, la administración eficiente de los recursos y la 

estructuración de alianzas público-privadas que aseguren la sostenibilidad financiera 

y operativa del proyecto. 

 

3. Fomentar la integración efectiva de las comunidades locales como protagonistas y 

beneficiarias directas del proyecto, promoviendo el desarrollo económico y social 

sostenible. 

 

ARTÍCULO 4. Funciones. El director ejecutivo de la Unidad Ejecutora del Proyecto “La 

Ruta del Encuentro” se encargará de coordinar y dar seguimiento a la implementación por 

parte de las distintas instituciones del Estado que inciden en la aplicación del presente decreto 

y tendrá las siguientes funciones: 

 

1. Coordinar, planificar y ejecutar las acciones y gestionar los recursos técnicos, 

financieros y humanos necesarios para el desarrollo y la operatividad del Proyecto 

“La Ruta del Encuentro” en estricto cumplimiento de las normativas nacionales. 

 

2. Dirigir y supervisar la implementación integral del Proyecto preparado por la DNPM, 

garantizando su ejecución técnica, administrativa y financiera, así como la correcta 

operación y el mantenimiento continuo de todas las rutas, infraestructuras y servicios.  

 

3. Coordinar y dar seguimiento a la implementación por parte de las distintas 

instituciones del Estado que inciden en la aplicación del presente Decreto. 

 

4. Promover alianzas interinstitucionales y convenios de cooperación nacional e 

internacional que fortalezcan el alcance del proyecto, bajo la coordinación del 

Ministerio de La Presidencia. 

 

5. Implementar los contenidos históricos, museográficos y narrativos de la ruta, 

preparados y a través de la Dirección Nacional de Patrimonio Monumental (DNPM). 

 

6. Ejecutar y supervisar las obras de infraestructura, servicios y equipamiento necesarios 

para el Proyecto, garantizando su calidad y coherencia con la visión cultural. 
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7. Promover la participación de las comunidades locales, instituciones académicas y 

sectores culturales en el proceso de diseño, ejecución y sostenibilidad del proyecto. 

 

8. Desarrollar Alianzas Público-Privadas para lograr el equipamiento, la co-inversión y 

la sostenibilidad financiera de los servicios a desarrollar en las rutas. 

 

9. Diseñar la estructura de cargos, administrar la política salarial, y coordinar los 

procesos de reclutamiento, selección, capacitación y evaluación del desempeño. 

 

10. Dirigir, con apoyo de la DNPM, la estrategia integral de marketing y comunicaciones 

para construir y posicionar la marca "La Ruta del Encuentro" a nivel nacional e 

internacional. 

 

11. Velar por el correcto marco legal del proyecto, asegurando el cumplimiento de la 

normativa nacional y los convenios aplicables en todas las actuaciones. 

 

12. Desarrollar, implementar y dar mantenimiento a la infraestructura tecnológica, 

plataformas digitales, aplicaciones móviles y sistemas de ciberseguridad del 

proyecto. 

 

13. Administrar la matriz de riesgos del proyecto y proponer los planes de mitigación 

correspondientes. 

 

14. Representar el proyecto ante instancias nacionales e internacionales, según 

delegación del Ministerio de La Presidencia. 

 

15. Establecer y gestionar los mecanismos de monitoreo, evaluación, gestión de riesgos 

y rendición de cuentas de las acciones desarrolladas. 

 

16. Presentar informes periódicos de avance y gestión al ministro de la Presidencia. 

 

17. Liderar la elaboración y actualización del Plan Maestro del proyecto y los Planes 

Operativos Anuales (POA). 

 

18. Coordinar la logística operativa de la ruta, incluyendo el transporte, los equipos y el 

personal de campo. 

 

19. Diseñar el Plan de Seguridad Integral para la protección de los visitantes, en estrecha 

coordinación con las instituciones de seguridad del Estado. 

 

20. Coordinar con el Ministerio de Cultura, a través de la DNPM, la conservación del 

patrimonio de la ruta, y las investigaciones históricas y arqueológicas 

complementarias para definir la ruta completa hasta Santo Domingo.  

 

21. Implementar y supervisar los servicios de seguridad, vigilancia, control de acceso y 

respuesta a emergencias a lo largo de la ruta. 
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22. Llevar a cabo los procedimientos de compras y contrataciones públicas necesarios 

para los proyectos requeridos. 

 

23. Suscribir acuerdos, convenios y/o contratos necesarios para el cabal cumplimiento de 

las gestiones indicadas en el presente Decreto. 

 

ARTÍCULO 5. El director ejecutivo de la Unidad Ejecutora del Proyecto “La Ruta del 

Encuentro” se encargará de coordinar la implementación del proyecto con estas instituciones, 

entre otras. Cada una contribuirá según sus responsabilidades: 

 

1. Ministerio de Cultura: Representado por el Viceministerio de Patrimonio Cultural 

y la DNPM, para la definición del guion histórico-cultural, los lineamientos 

museográficos y la validación de contenidos. 

 

2. Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales: Representado por el 

Viceministerio de Áreas Protegidas, para la integración de las reservas naturales y los 

parques, la aprobación de estudios de impacto ambiental, la supervisión de la 

sostenibilidad y la provisión del cuerpo de guardaparques y guardabosques para la 

vigilancia y seguridad en las áreas protegidas y senderos ecológicos de la ruta. 

 

3. Ministerio de Turismo: Representado por el Viceministerio de Gestión de Destinos, 

para la capacitación de los guías turísticos, los servicios de turismo comunitario y la 

integración del proyecto en la estrategia de promoción turística nacional, el 

establecimiento de estándares de calidad y la coordinación del Cuerpo Especializado 

de Seguridad Turística (POLITUR) para la protección de los visitantes y el resguardo 

de los activos turísticos a lo largo de la ruta. 

 

4. Dirección Nacional de Patrimonio Monumental: Para investigación histórica y 

arqueológica, el diseño, supervisión y aprobación de los proyectos y normativas 

técnicas de intervención y restauración del patrimonio edificado. 

 

5. Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones: Para el diseño y ejecución de la 

infraestructura vial, senderos y accesos. 

 

6. Municipios y Gobiernos Locales: Para la agilización de permisos y la integración 

de servicios municipales en la ruta. 

 

7. Ministerio de Interior y Policía: Para la coordinación con la Policía Nacional en el 

diseño e implementación del Plan de Seguridad Integral, garantizando el orden 

público y la seguridad ciudadana a lo largo de toda la ruta. 

 

8. Instituto Geográfico Nacional: Para la cartografía y mapeo de los sitios y lugares 

arqueo-históricos dentro de la ruta, y su georreferenciación. 

 

PÁRRAFO: En adición a las atribuciones antes descritas, el Director Ejecutivo de la Unidad 

Ejecutora de la “Ruta del Encuentro” queda autorizado a firmar acuerdos y coordinar alianzas 

de trabajo con instituciones no gubernamentales locales e internacionales para la integración 
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de personal técnico soporte como apoyo en el diseño e implementación del Proyecto la “Ruta 

del Encuentro”. 

 

ARTÍCULO 6. Colaboración institucional. Se instruye a todas las dependencias del 

gobierno dominicano a prestar la colaboración necesaria para que la Unidad Ejecutora de “La 

Ruta del Encuentro” pueda llevar a cabo las actividades que le han sido asignadas mediante 

este Decreto. 

 

ARTÍCULO 7. Presupuesto. Los recursos económicos para el funcionamiento del Proyecto 

“La Ruta del Encuentro” provendrán de las partidas que le sean asignadas en el presupuesto 

general del Estado dentro del capítulo correspondiente al Ministerio de la Presidencia. 

 

PÁRRAFO. Se instruye al Ministerio de Hacienda y a la Dirección General de Presupuesto 

(DIGEPRES) a hacer los arreglos administrativos pertinentes para que, de manera 

provisional, de la partida aprobada en el Presupuesto correspondiente al año 2026 para el 

Ministerio de la Presidencia, se provean los recursos necesarios para el cumplimiento de lo 

dispuesto en el presente decreto. 

 

ARTÍCULO 8. Envíese a la Cámara de Cuentas, a la Contraloría General de la República, 

al Ministerio de Hacienda, al Ministerio de Administración Pública, al Ministerio de Cultura, 

al Ministerio de la Presidencia, al Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, a la 

Dirección Nacional de Patrimonio Monumental, a la Dirección General de Presupuesto, al 

Instituto Geográfico Nacional y a las demás instituciones correspondientes para su 

conocimiento y ejecución. 

 

DADO en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treinta (30) días del mes de enero del año dos mil veintiséis  (2026); año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 62-26 que declara de duelo oficial el día primero (1) de Febrero del presente 

año, con motivo del fallecimiento del señor Ramón Alburquerque Ramírez. G. O. núm. 

11231 del 31 de enero de 2026. 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

NÚMERO: 62-26 

 

CONSIDERANDO: Que Ramón Alburquerque Ramírez fue un ingeniero químico y 

destacado dirigente político dominicano, cuya trayectoria estuvo estrechamente vinculada al 

servicio público, al que dedicó varias décadas desde distintas responsabilidades en el Estado 

y en el sistema de partidos de la República Dominicana. 
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CONSIDERANDO: Que desarrolló una extensa carrera en el ámbito legislativo, siendo 

Senador de la República por la provincia Monte Plata durante cuatro períodos consecutivos, 

y desempeñándose como presidente del Senado de la República en tres ocasiones, desde 

donde contribuyó de manera significativa al fortalecimiento del marco jurídico e institucional 

del país. 

 

CONSIDERANDO: Que, en el ejercicio de la presidencia del Senado de la República, 

participó activamente en la aprobación de legislación de alto impacto nacional en materias 

estratégicas como la protección del medio ambiente y los recursos naturales, la regulación 

del sector de los hidrocarburos, el establecimiento de un sistema de seguridad social de 

alcance universal y la reforma del sector eléctrico, contribuyendo de manera decisiva al 

fortalecimiento del desarrollo institucional, social y económico de la República Dominicana. 

 

CONSIDERANDO: Que en el ámbito de la Administración Pública desempeñó relevantes 

funciones, entre las que se destacan las de ministro de Economía, Planificación y Desarrollo; 

presidente de la Refinería Dominicana de Petróleo; presidente de la Comisión Nacional de 

Energía; y presidente de la Comisión Nacional Técnica Forestal (CONATEF), contribuyendo 

desde estas posiciones a la formulación de políticas públicas en áreas estratégicas para el 

país. 

 

CONSIDERANDO: Que Ramón Alburquerque Ramírez tuvo también una destacada 

participación en la vida partidaria nacional, siendo presidente del Partido Revolucionario 

Dominicano (PRD) y posteriormente uno de los dirigentes fundadores del Partido 

Revolucionario Moderno (PRM), manteniendo una activa presencia en el debate político y 

democrático del país. 

 

CONSIDERANDO: Que Ramón Alburquerque Ramírez nació en la provincia Monte Plata 

el 5 de junio de 1949 y falleció en Santo Domingo, República Dominicana el 30 de enero de 

2026, a la edad de setenta y seis (76) años. 

 

CONSIDERANDO: Que el fallecimiento de este distinguido ciudadano, cuya vida pública 

estuvo marcada por el ejercicio de altas responsabilidades en los ámbitos legislativo, 

administrativo y político, constituye un motivo de duelo para el pueblo y el Gobierno 

dominicano. 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Ley núm. 108, sobre Días Festivos, de Duelo y de Conmemoración, del 21 de 

marzo de 1967. 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 
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ARTÍCULO 1. Se declara de duelo oficial el día primero (1) de febrero del presente año, 

con motivo del fallecimiento de Ramón Alburquerque Ramírez.  

 

ARTÍCULO 2. Se dispone que el Ministerio de Defensa rinda los honores militares 

correspondientes a este prominente ciudadano dominicano. 

 

ARTÍCULO 3. La Bandera Nacional deberá ondear a media asta en los recintos militares y 

edificios públicos de todo el país, durante los días señalados. 

 

ARTÍCULO 4. Envíese a los ministerios de Relaciones Exteriores, de Defensa y de Interior 

y Policía, para su conocimiento y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treinta (30) días del mes de enero del año dos mil veintiséis (2026); año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 63-26 que deja sin efecto el artículo 16 del Decreto núm. 29-26 y deroga el 

artículo 8 del Decreto núm. 446-20. G. O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 63-26 

 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre del 2024. 

 

VISTA: La Ley núm. 247-12, del 9 de agosto del 2012, Orgánica de la Administración 

Pública. 

 

VISTO: El Decreto núm. 160-25, del 25 de marzo de 2025, que dispone la fusión del 

Programa Supérate y la Administradora de Subsidios Sociales, de conformidad con la Ley 

núm. 247-12, para crear la Dirección de Desarrollo Social Supérate, la cual funcionará como 

un órgano desconcentrado del Ministerio de la Presidencia, bajo la coordinación del Gabinete 

de Política Social. 

 

VISTO: El Decreto núm. 29-26, del 16 de enero de 2026. 
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En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República Dominicana, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. Queda sin efecto el artículo 16 del Decreto núm. 29-26, del 16 de enero de 

2026. 

 

ARTÍCULO 2. Queda derogado el artículo 8 del Decreto 446-20, del 7 de septiembre del 

2020. 

 

ARTÍCULO 3. Envíese el presente decreto a la Dirección de Desarrollo Social Supérate, a 

la Cámara de Cuentas, a la Contraloría General de la República, al Ministerio de 

Administración Pública, y a las demás instituciones correspondientes, para su conocimiento 

y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treintaiún (31) días del mes enero del año dos mil veintiséis (2026), año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 64-26 que designa seis (6) viceministros en diferentes áreas del Ministerio de 

Trabajo. Deroga los artículos 40, 41, 42, 43, 44 y 45 del Decreto 330-20. G. O. núm. 

11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 64-26 

 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Ley núm. 247-12, del 9 de agosto del 2012, Orgánica de la Administración 

Pública.  

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República Dominicana, dicto el siguiente 
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DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. Leonardo Manuel Gil, queda designado viceministro de Empleo del 

Ministerio de Trabajo. 

 

ARTÍCULO 2. Domingo Santana Castillo, queda designado viceministro de Regulación 

del Trabajo del Ministerio de Trabajo. 

 

ARTÍCULO 3. Ramón Efren Cuello Madera, queda designado viceministro de Seguridad 

Social del Ministerio de Trabajo. 

 

ARTÍCULO 4. Maritza Antonia Contreras Brito, queda designada viceministra de 

Mediación, Asuntos Sindicales y Empresariales del Ministerio de Trabajo. 

 

ARTÍCULO 5. Franklin Augusto Marte Bueno, queda designado viceministro de 

Inspección, Seguridad y Salud en el Trabajo del Ministerio de Trabajo. 

 

ARTÍCULO 6. Dulce Mercedes Quiñones, queda designada viceministra de Trabajo 

Infantil y Sectores Vulnerables del Ministerio de Trabajo. 

 

ARTÍCULO 7. Quedan derogados los artículos 40, 41, 42, 43, 44 y 45 del Decreto 330-20, 

del 16 de agosto de 2020. 

 

ARTÍCULO 8. Envíese el presente decreto al Ministerio de Trabajo, al Ministerio de 

Administración Pública, a la Cámara de Cuentas, a la Contraloría General de la República y 

a las demás instituciones correspondientes, para su conocimiento y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treintaiún (31) días del mes de enero del año dos mil veintiséis (2026), año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 65-26 que nombra al señor Jimmy Rosario Bernard rector del Instituto 

Tecnológico de Las Américas (ITLA). G. O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

NÚMERO: 65-26 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 
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VISTA: La Ley núm. 247-12, del 9 de agosto del 2012, Orgánica de la Administración 

Pública. 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República Dominicana, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. Jimmy Rosario Bernard, queda designado rector del Instituto Tecnológico 

de Las Américas (ITLA). 

 

ARTÍCULO 2. Envíese el presente decreto al Instituto Tecnológico de Las Américas 

(ITLA), el Ministerio de Administración Pública, la Cámara de Cuentas, la Contraloría 

General de la República y a las demás instituciones correspondientes, para su conocimiento 

y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treintiún (31) días de! mes de enero del año dos mil veintiséis (2026), año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 66-26 que designa al señor César Enmanuel Cerda Minaya, director general 

de la Corporación del Acueducto y Alcantarillado de Monseñor Nouel (CORAMON). 

Deroga el artículo 4 del Decreto núm. 514-20. G. O. núm. 11231 del 31 de enero de 2026. 

 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

 

NÚMERO: 66-26 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Ley núm. 247-12, del 9 de agosto del 2012, Orgánica de la Administración 

Pública.  

 

VISTA: La Ley núm. 93-05, del 26 de febrero de 2005, que crea la Corporación del 

Acueducto y Alcantarillado de Monseñor Nouel (CORAMON). 
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En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República, dicto el siguiente 

 

DECRETO: 

 

ARTÍCULO 1. César Emmanuel Cerda Minaya, queda designado director general de la 

Corporación del Acueducto y Alcantarillado de Monseñor Nouel (CORAMON). 

 

ARTÍCULO  2. Queda derogado el artículo 4 del Decreto núm. 514-20, del 29 de septiembre 

de 2020.  

 

ARTÍCULO 3. Envíese a la Corporación del Acueducto y Alcantarillado de Monseñor 

Nouel (CORAMON), al Ministerio de Administración Pública, a la Cámara de Cuentas, a la 

Contraloría General de la República y a las demás instituciones correspondientes, para su 

conocimiento y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treintaiún (31) días del mes de enero del año dos mil veintiséis (2026); año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

LUIS ABINADER 

 

 

 

 

Dec. núm. 67-26 que crea la Comisión de Veeduría y Seguimiento de las Medidas 

Concertadas en el Marco Diálogo sobre la Crisis Haitiana y sus Implicaciones para la 

República Dominicana, como órgano de carácter temporal y de asesoría, destinado a la 

veeduría y seguimiento de las medidas concertadas en el marco del referido dialogo 

nacional. Dicha comisión dependerá funcionalmente del presidente de la República y 

estará adscrita administrativamente al Ministerio de la Presidencia. G. O. núm. 11231 

del 31 de enero de 2026. 

 

 

LUIS ABINADER 

Presidente de la República Dominicana 

 

NÚMERO: 67-26 

 

CONSIDERANDO: Que la República Dominicana enfrenta una situación compleja y de 

alto impacto nacional derivada de la crisis institucional, de gobernabilidad y de seguridad 

que atraviesa la República de Haití, cuyos efectos se proyectan sobre la migración, la 

seguridad nacional, el comercio bilateral, las relaciones internacionales, el mercado laboral 

y el desarrollo de las comunidades fronterizas, requiriendo respuestas estatales articuladas, 

sostenidas y coherentes. 
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CONSIDERANDO: Que, ante dicha coyuntura, el Poder Ejecutivo convocó, en el marco 

del Consejo Económico y Social (CES), un Diálogo Nacional de alto nivel con la 

participación de los sectores económico, social y laboral, así como del actual presidente de 

la República y de los expresidentes constitucionales, con el propósito de consensuar una 

visión común y medidas concretas para afrontar los desafíos derivados de la crisis haitiana y 

sus implicaciones para la República Dominicana. 

 

CONSIDERANDO: Que como resultado de dicho proceso de concertación fue adoptado el 

Documento Integrado de Acuerdos del Diálogo sobre la Crisis Haitiana y sus Implicaciones 

para la República Dominicana, de fecha 2 de septiembre de 2025, el cual contiene 

compromisos, lineamientos estratégicos y medidas acordadas en seis ámbitos temáticos 

prioritarios, constituyendo una hoja de ruta para la acción del Estado dominicano. 

 

CONSIDERANDO: Que el referido Documento Integrado de Acuerdos reconoce 

expresamente la necesidad de establecer mecanismos de gobernanza, seguimiento, 

evaluación periódica y veeduría social e interinstitucional, a fin de asegurar que los 

compromisos asumidos se traduzcan en medidas efectivas, identificar oportunamente 

obstáculos en su implementación y formular recomendaciones de mejora. 

 

CONSIDERANDO: Que, conforme a la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración 

Pública, y su Reglamento de Aplicación mediante el Decreto núm. 353-24, el presidente de 

la República está facultado para crear comisiones presidenciales o interministeriales como 

órganos de asesoría administrativa, de naturaleza no operativa, de carácter permanente o 

temporal, integradas por funcionarios públicos y personas especializadas, para el examen, 

consideración y coordinación de materias de interés general, y cuyas opiniones, conclusiones 

y recomendaciones carecen de carácter vinculante, debiendo rendir cuentas periódicamente 

al presidente de la República. 

 

CONSIDERANDO: Que resulta necesario crear una instancia específica, de carácter 

temporal, encargada de dar seguimiento y veeduría a las medidas concertadas en el marco 

del referido diálogo nacional, garantizando la articulación interinstitucional, la participación 

de los sectores representados en el CES y la rendición periódica de informes al Poder 

Ejecutivo. 

 

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 27 de octubre de 2024. 

 

VISTA: La Ley núm. 247-12, del 9 de agosto del 2012, Orgánica de la Administración 

Pública. 

 

VISTA: El Informe Final del Diálogo sobre la Crisis Haitiana y sus Implicaciones para la 

República Dominicana, del 2 de septiembre del 2025, efectuado por el Consejo Económico 

y Social (CES). 

 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la 

República Dominicana, dicto el siguiente 
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DECRETO: 

 

ARTÍCULO 9. Creación de comisión. Se crea la Comisión de Veeduría y Seguimiento de 

las Medidas Concertadas en el Marco del Diálogo sobre la Crisis Haitiana y sus Implicaciones 

para la República Dominicana, como un órgano de carácter temporal y de asesoría, destinado 

a la veeduría y seguimiento de las medidas concertadas en el marco del referido diálogo 

nacional, adoptado en el seno del Consejo Económico y Social (CES), y el Documento 

Integrado de Acuerdos suscrito en fecha 2 de septiembre de 2025. 

 

PÁRRAFO. La Comisión no ejercerá funciones operativas ni contará con estructura 

administrativa propia. Su funcionamiento se apoyará técnica, administrativa y 

operativamente en los ministerios y entidades que la integran, sin asignación presupuestaria 

específica. 

 

ARTÍCULO 10. Dependencia funcional y adscripción administrativa. La Comisión 

objeto del presente decreto dependerá funcionalmente del presidente de la República y estará 

adscrita administrativamente al Ministerio de la Presidencia, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 36 de la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública. 

 

ARTÍCULO 11. Naturaleza de las actuaciones. Las opiniones, informes, conclusiones y 

recomendaciones emitidas por la Comisión objeto del presente decreto tendrán carácter 

consultivo y no vinculante, sin perjuicio de las decisiones que, en el ejercicio de sus 

atribuciones constitucionales y legales, corresponda adoptar al Poder Ejecutivo. 

 

ARTÍCULO 12. Integración. La Comisión objeto del presente decreto estará integrada de 

la manera siguiente: 

 

1) El ministro de la Presidencia, quien fungirá como presidente de la Comisión. 

2) El ministro de Defensa. 

3) El ministro de Relaciones Exteriores. 

4) El ministro de Trabajo. 

5) El director general de Migración. 

6) El director ejecutivo del Instituto Nacional de Migración. 

7) El presidente de la comisión ejecutiva del Observatorio de las Políticas Migratorias. 

8) El presidente del Consejo Económico y Social (CES), quien fungirá como secretario 

ejecutivo de la Comisión. 

9) Un (1) representante designado por el sector social del CES. 

10) Un (1) representante designado por el sector laboral del CES; y. 

11) Un (1) representante designado por el sector empresarial del CES. 

 

PÁRRAFO. Con excepción del secretario ejecutivo, los miembros de la Comisión podrán 

designar representantes de nivel jerárquico inmediatamente inferior para participar en las 

sesiones de trabajo, mediante acreditación formal debidamente comunicada. 
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ARTÍCULO 13. Función honorífica. El ejercicio de las funciones de los miembros de la 

Comisión tendrá carácter honorífico, por lo que no dará lugar a remuneración ni 

contraprestación alguna. Asimismo, cualquier gasto en que deba incurrirse para el 

cumplimiento de sus funciones deberá ser debidamente presupuestado y asumido por el 

Ministerio de la Presidencia como órgano de adscripción administrativa. 

 

ARTÍCULO 14. Presentación de informes. La Comisión rendirá informes trimestrales al 

presidente de la República, por conducto del Ministerio de la Presidencia, sobre el estado de 

avance de las medidas concertadas, los obstáculos identificados y las recomendaciones 

formuladas, así como cualquier otro informe que le sea requerido. 

 

ARTÍCULO 15. Vigencia y caducidad. La Comisión tendrá carácter temporal y se 

extinguirá automáticamente una vez cumplida la misión para la cual fue creada, lo que se 

entenderá verificado con la presentación del informe final al presidente de la República, sin 

necesidad de acto administrativo adicional. 

 

ARTÍCULO 16. Remisión. Envíese el presente decreto al Ministerio de la Presidencia, al 

Ministerio de Defensa, al Ministerio de Relaciones Exteriores, al Ministerio de Trabajo, a la 

Dirección General de Migración, al Instituto Nacional de Migración, al Observatorio de las 

Políticas Migratorias, al Consejo Económico y Social (CES), y a las demás instituciones 

correspondientes, para su conocimiento y ejecución. 

 

DADO en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los treintaiún (31) días del mes enero del año dos mil veintiséis (2026), año 

182 de la Independencia y 163 de la Restauración. 

 

 

 

LUIS ABINADER 
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El suscrito: Consultor jurídico del Poder Ejecutivo 

Certifica que la presente publicación es oficial 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Dr. Jorge A. Subero Isa 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Santo Domingo, D. N., República Dominicana 

 

 

 

 

 

 


